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TITULO I. 

DE LA RELIGIÓN Y DE LA FORMA DE GOBIERNO. 

Art. l.o La Nación Peruana profesa la Reli^on Católica, Apostólica, 
Romana, sin permitir el ejerciólo públieo de ningan otro coito. 

Art. 2.0 La Nación Peruana es una, indiyisible é independiente de to- 
da potencia extranjera. Su Gobierno es republicano democrático. La 
soberanía rende en la unión de los ciudadanos peruanos que delegan su 
ejercicio en los Poderes Legislativo, iESecutivo y Judicial. 

Art. 3.0 Ningún ciudadano, ninguna fracción del pueblo puede atri- 
buirse la representación ni el ejercicio de la soberanía, sin atentar con- 
tra la seguridad pública. 

TITULO II. 

DE LOS CIUDADANOS. 

Art. 4.0 Son ciudadanos peruanos en cóeroicio de la ciudadanía, con 
tal que sepan leer j escribbr, y tengan una propiedad raiz, un oficio ó 
una ocupación con que proveer ksa subsistencia: 
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1.0 Los mayores de veintiún años, nacidos en el Perú, de padre ex- 
trai^jero naturalizado. 

2.0 Los mayores de veintiún anos, nacidos en el extranjero de padre 
peruano nacido en el Perú ó de padre extranjero naturalizado, emplea- 
dos en el extranjero en servicio de la República. 

3.0 Los mayores de veintiún anos nacidos en el extranjero, de padre 
peruano nacido en el Perú 6 de padre extranjero naturalizado, con tal 
que tengan seis meses de residencia en el Perú. 

4.0 Los mayores de veintiún años nacidos en el Perú de padre ex- 
tranjero, con tal que dentro del primer ano, después de cumplidos los 
veintiuno, deelaren de un modo solemne su voluntad de ser peruanos. 

6.0 Los extranjeros naturalizados. Son extranjeros naturalizados: 
los extranjeros mayores de veintiún años que estén al servicio de la Re- 
pública ó que se hayan retirado del servicio en la forma legal , y los ex- 
tranjeros mayores de vdntiun años que hayan obtenido carta de natura- 
lización del Presidente de la República. Para obtenerla se necesita po- 
seer en la República una propiedad raiz, ó ser profesor de alguna cien- 
cia ó ejercer alguna industria y haber residido dos años en el territorio 
de la República. 

6.0 Todos los individuos qu© estén actualmente en posesión de la 
ciudadanía con arreglo á la Constitución de 1839. 

Art. 6.0 EL ejercicio de la ciudadanía se pierde: por naturalización en 
otro Estado ó por residir mas de diez años fuera de la República' sin 
permiso del Gobierno, siendo extranjero naturalizado, ó por aceptar 
empleos ó títulos de otra nación sin permiso del Con^peso, ó por los vo- 
tos solemnes de profesión religiosa, aun cuando se obtenga la exclaus- 
tración, ó por haber sido condenado á pena aflictiva por sentencia judi- 
cial. Los que hayan perdido la ciudadanía por cualquiera de estos mo- 
tivos, pueden ser rehabilitados por el Congreso. 

Art. 6.0 E\ ejercicio de la ciudadanía se sospcjide por ineptitud ^áca 
6 mental que impida obíar libre y reflexivamente, y por ser deudor que» 
brado ó deudor moroso al fisco, y por hallarse procesado y i9»iutad<» 
prender con arreglo á la ley por delito que merezca pena aflictiva, 

TITULO III. 

DERECHOS GARANTIDOS POR LA CONSTITUCIÓN. 

Art. 7.0 Lft Coiwtituoion garantiza: 
1.0 La igualdad ante la ley. En ^ Perú no tiay clase privUegité» 
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2.0 La igualdad en la repartición de las contribuciones y délas car- 
gas públicas, y el derecho de no someterse á otras que á las establecidas 
por la ley. 

3.0 La libertad de permanecer en cualquier punto de la República 
6 salir con sus bienes del territorio peruano sin mas limitación que las 
que establezcan las leyes ó los reglamentos de poUcia. 

4,0 El derecho de no ser preso ni detenido sino en virtud de orden 
judicial. Guando las circunstancias obliguen á las autoridades adminis- 
trativas k proceder instantáneamente á la detención de un individuo, lo 
pondrán dentro del término de veinticuatro horas á disposición del juez 
competente. 

5.0 La inviolabilidad de todo género de propiedad, bien sean mate- 
riales bien intelectuales, salvo el caso en que la utilidad públisa exija, 
con arreglo á la ley, el uso ó enajenación de la propiedad, lo que nun- 
ca podrá tener lagar sino previa una justa indemnización. 

6. o La libertad de asociarse y reunirse pacificamente y sin armas: la 

de dirigir peticiones á las autoridades: la de publicar sus pensamiento^, 

fún censura previa, por medio de la imprenta; todo sin embargo con suje* 

t> cion ix lo que prevengan las leyes en favor de los derechos de los oiudA- 

danoB y del orden público. 

7.0 La inviolabilidad del domicilio de todo habitante del territorio 
peruano. Los agentes de la autoridad no pueden entrar en él sino con 
arreglo á las formalidades prescritas por la ley. 

8.0 El derecho de todo habitante de la República de no ser juzgado 
júno por los tribunales establecidos por la ley. 

9.« La abolición de la penado muerte páralos delitos políticos, y la 
abolición de la pena de confiscación de bienes para toda clase de delitos. 

10. La libertad de la enseñanza. Esta libertad se q'erce eegunlas 
condiciones de capacidad y moralidad determinadas por la ley y b%¡o la 
inspección del Gobierno. 

11. La libertad de U industria, del trabajo y del comeroio, ún. mas 
rectrícoiones que las que establecen las leyes y los reglamentos de poUcia 

12. Lainstruocion primaria gratuita. 

13. La consolidación y amortización de la deuda pública, y la in- 
violabilidad de todo contrato del Estado con sus acreedores. 

14. La Inviolabilidad áe la correspondencia epistolar. Las cartas 
que se sustraigan fraudulentamente de las OfíoinaB ó de los Conductores 
de correos no producen efecto alguno legal. 
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3.0 Determinar los medios de cubrir el presupuesto general: crear 6 
suprimir contribuciones, fijar ó suprimir los derechos de importacie&'6 
exportación. 

4.0 Fijar el número de la fuerza de mar j de tierra. 

5 o Negociar empréstitos, reconocer la deuda nacional y fijar el mo* 
do de consolidarla y amortizarla. 

6.0 Crear ó suprimir empleos, señalarles dotación, dar pensiones- 
conceder premios y honores por servicios distinguidos. 

7.0 Conceder privilegios exclusivos á los autores ó introductores^ 
de nuevos descubriimentos en la ciencia y en la industria. 

8.0 Crear nuevos departamentos y provincias. Habilitar puertos 
mayores y establecer aduanas. 

9.0 Determinar el peso, ley, tipo y denominación de la moneda y 

uniformar los pesos y medidas. 

10. Permitir el ingreso de tropas extranjeras en el territorio de la 
República. 

11. Conceder amnistía. 

12. Permitir que residan cuerpos del ejército permanente eh. el lu- 
gar de las sesiones del Congreso y diez leguas á bu circunferencia. 

TITULO VIII. 

DE LA FORMACIÓN Y PROMULGACIÓN DE LAS LEYES. 

Art. 31. Las ley os tienen sn origen en cualquiera de las dos Cámaras 
por moción de uno de sus miembros, 6 en el Poder Ejecutivo por proyec- 
tos firmados por el Presidente de la República que cada Ministro dirga 
á las Cámaras. 

Art. 32. Los proyectos de ley sobre contribuciones directas ó indi-^ 
rectas, y sobre reclutamientos, se han de iniciar en la Cámara de Dipu- 
tados, y los de amnlstia en la Cámara de Senadores. 

Art. 33. Todo proyecto de ley aprobado en su totalidad por ambas 
Cámaras, será remitido al Presidente de la República. El Presidente de 
la República podrá aprobar ó no el proyecto. En el primer caso lopro^ 
mulgará como ley. En el segundo caso lo devolverá con sus observacio- 
nes, adiciones ó correcciones á la Cámara de su origen. La Cámara in- 
sertará en su diario las observaciones, adiciones ó correcciones, lasman^ 
dará publicar y el proyecto no volverá á ser considerado hasta la legiSi- 
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latur& úguleüte. Si cu ella ee aprobado de nuevo por ambas Cámaras, 
lerá promulgado como ley. 

Art. 84. Si k los diez días de haberse remitido el proyecto, el Presi- 
dente de la República no lo devuelve con sus observaciones, adiciones y 
correcciones, el proyecto tendrá fuerza de ley como si lo hubiera apro- 
bado el Presidente de la República, á menos que antes de espirar los 
diez di as no cierre sus sesiones el Congreso, en cuyo caso el Presidente 
de la República lo devolverá con sus observaciones, adiciones ó corree-^ 
clones dentro de los seis primeros días de la. legislatura inmediata, y se 
procederá conforme á lo prevenido en el articulo anterior. 

Art. 35 El proyecto de ley que fuere rechazado por una de las dos 
Cámaras, no podrá proponerse hasta la legislatura siguiente. 

Art. 36. Cada Cámara puede hacer adiciones ó correcciones á los pro- 
yectos de ley que emanen de la otra Cámara ó del Presidente de la Re- 
pública, y para la aprobación de estas adiciones ó correcciones se obser- 
varán las mismas formalidades que para la aprobación de los proyectos 

de ley. 

TITULO IX. 

DEL PODER EJECUTIVO. 

Art. 37. El Jefe del Poder Ejecutivo es el Presidente de la República. 
En los casos de hallarse ausente de la República al mando del ejército, 
de enfermedad ó de otro impedimento temporal ó permanente, lo es el 
Vice-Presidente de la República; y en los casos de impedimento tempo- 
ral 6 permanente del Yice-Presidente de la República, lo son los Vice- 
presidentes del Consejo de Estado, cada uno á su vez. 

Art. 38. El Jefe del Poder Ejecutivo para ejercer su cargo, prestará 
ante el Congreso, y en su receso ante el Consejo de Estado, el respectivo 
juramento. 

Art. 39. El 1.0 de Marzo de 1856 deberá haberse hecho ya con arre- 
glo á la ley, por suíiragio directo, la elección de dos ciudadanos, uno pa- 
ra Presidente y otro; para Vice-Presidente de la República, y se remiti- 
rán al Consejo de Estado las copias legales de las actas cerradas y sella- 
das, para que el Consejo de Estado las pase al Congreso luego que se ha- 
ya instalado 

Art. 40. El Congreso hará la apertura de las actas, su calificación y 
escrutinio. Los que reunieren la mayoría absoluta de sufragios serán el 

2 . •• 



Frogidentey el Yice-PreeideQte de la República. Si dos ó mag indivi- 
duog obtuvieren dicha mayoría, será Presidente ó Yiee-Pregidente «1 
que reúna mas votos. Si obtuvieren igual número, el Congreso elegirá á 
pluralidad absoluta uno de ellos para cada cargOé 

Art. 41. Cuando ninguno reúna la mayoría absoluta, el Congreso 
elegirá Presidente a pluralidad absoluta entre los dos que hubieren ob- 
tenido mayor número de votos. Si la primera mayoría relativa que re- 
sultare para cargo hubiere cabido á mas de dos personas, elegirá el Con- 
greso á pluralidad absoluta entre todas estas. Si la primera mayoría re- 
lativa hubiere cabido á una sola persona y la segunda á dos ó mas, ele- 
girá el Congreso á pluralidad absoluta entre todas las personas que ha- 
yan obtenido la primera y segunda mayoría. Si en alguna de las vota- 
dones que en estos casos se hagan por el Congreso resaltare empate» se 
hará segunda votación, y si resultare segundo empate» lo decidirá la 

0M(rte. 

Art. 42. Todos los actos á que se refieren los dos artíonlos anteriores, 
han de verificarse en una sola sesión para cada uno de los cargos del Pr«- . 
Bidente y Vice-Presidente. 

Art. 43. El 1.0 de Marzo de 1860, y en lo sucesivo siempre cada cua- 
tro años, deberá verificarse en la misma forma la elección de uu ciuda- 
dano para Yice-Presidente 

Art. 44. El Presidente de la República proclamado 6 elegido por la 
legislatura de 1856, cesará en sus funciones el l.o de Agosto de 1860, en 
cuyo dia se hará cargo del Poder lyeoutivo, como Presidente de la Re- 
públioai el Vice-Preádente proclamado ó elegido por la legidatura de 
1856. Cada cuatro años en lo sucesivo será renovado en la misma forma 
el Jefe del Poder I^ecutivo. 
Art. 45. Para ser Presidente ó Vice-Presidente se requiere: 

1.0 Ser ciudadano en ejercicio, con los requisitos que expresa cual- 
quiera de las clasificaciones la, 2a y 4a del articulo 4o; 

2.0 Haber residido por lo menos cuatro años en el Perú en ejeroiek) 
áélík ciudadanía, contándose como residencia en el Perú la residencia en 
el extranjero al servicio de la República. 

3.0 Tener la edad y la renta que se requiere para ser Senador. 
Art. 46. Los eclesiásticos no pueden ser Presidentes ni Viee-Ptesiden- 
tes de la República. 

Art. 47. El Presidente de la República es responsable conforme á la 
ley de todos los actos de su administración. 



Arfc. 48. La dotación del Presidente de la República no podrá aume»' 
tarse ni disminuirse durante su período. La Nación no pagará jamM 
mas que un sueldo de Presidente de la República. En los cases de impe- 
dimento temporal del Presidente de la Bepúbliea, este sueldo se dividi- 
rá entre el Presidente y el ciudadano encargado del Poder Ejecutivo. 

Art. 49. La Presidencia de la República vaca por muerta ó por per- 
petua imposibilidad física ó moral del Presidente, por la admisión de su 
renuncia, ó por ser declarado reo de delito de traición ó dilapidacioa de 
los fondos públicos, conforme al artículo 47. 

Art. 50. Si vaca la Presidencia en la segunda mitad de su período, el 
Vice-Presidente de la República concluirá el período con el titulo de 
Vice-Presidente, y continuará encargado del Poder i^ecutivo con el tí- 
tulo de Presidente en el período inmediato, como sino hubiera yacado 
la Presidencia. 

Art. 61. Si la presidencia vacare en la primera mitad de su período, 
el Vice-Presidente déla República conclmirá el período con el título de 
Vice-Presidente de la República, y perderá el derecho á la Presidencia 
en el período siguiente, á no ser que sea elegido Presidente en la elec- 
ción de Presidente que deberá hacerse al mismo tiempo que se haga la 
elección ordinaria del Vice-Presidente de la República. 

Art. 62. Si vacare la Vice-Presidencia de la República en cualquiera 

época de su período, el Presidente de la República para el período si« 

guíente será el que deberá ser elegido para este cargo al hacerse la elec- 
ción ordinaria de Viee-Presidente. 

Art. 63. Si vacaren la Presidencia y la Vice-Presidenoia, los Vice- 
presidentes del Consejo de Estado, cada uno á su vez, se encargarán del 
Poder Ejecutivo hasta concluir el período, haciéndose en la época ordi- 
naria la elección de Presidente y Vice-Presidente. 

Art. 54. El Presidente de la República no pueda salir sin permiso del 
Congreso del territorio del Estado por motivo alguno público ó privado 
durante el tiempo de su período, ni seis meses después de haber concluido. 

Art. 66. El Presidente de la República para ejercer su autoridad ten- 
drá á lo mas cuatro Ministros de Estado que reúnan las cualidades que 
esta Constitución exige para ser Diputado, y que serán responsables de 
los actos del Presidente que autoricen con su firma. Una ley arreglará 
las funciones de los Ministros de Estado. 

Art. 66. Todos los decretos y órdenes del Pretddeate de la República 
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han de ser refrendados por uno de sus Ministros. No necesitan, sin em- 
bargo, ser refrendados por ningún Ministro los actos en que el Presiden- 
te nombre ó remueya á los Ministros. 

Art. 67. Son atribucienes del Presidente de la República, ademas de 
las que le corresponde por otros artículos de esta Constitución: 

la Promulgar las leyes, velar sobre su fiel ejecución, sobre la con- 
servación del orden, y de la seguridad de la República, sobre la recau- 
dación é inversión de las rentas nacionales, sobre la pronta y cumplida 
administración de justicia, sobre la ejecución de las sentencias judicia- 
les, sobre la conducta de los jueces y de todos los empleados de la admi- 
nistración, fiobre la generalización y adelantamiento de la instrucción 
pública, sobre el orden y mejora de los establecimientos de beneficencia, 
sobre la conservación de las obras públicas, sobre el servicio exacto y 

escrupuloso de la alta y baja policía, y en general sobre todos los ra- 
mos de la administración pública, expidiendo los decretos y órdenes que 
conduzcan á cada uno de estos fines. 

3a Declarar la guerra con aprobación del Congreso. 

4a Recibir los ministras extranjeros, dirigir las negociaciones di- 
plomáticas, negociar concordatos y toda clase de tratados públicos con 
las potencias extranjeras y ratificarlos con aprobación de los dos tercios 
del Senado, cuando no contengan cesiones territoriales ú obligaciones 
pecuniarios de la República, y con aprobación del Congreso cuando los 
contengan; y desempeñar las demás funciones que por el Derecho de 
Gentes corresponden al Jefe del Estado. 

5a Disponer de la fuerza armada de mar y tierra, y mandarla en 
persona con acuerdo del Senado y en su receso con el del Consejo de 
Estado, cuando lo requiera el Ínteres de la República. En este caso el 
Presidente de la República podrá residir en cualquier parte del terri 
torio de la República, según lo exijan las operaciones militares. 

6a Con acuerdo de los dos tercios del Consejo, en receso del Con- 
greso, negociar cuando lo demande alguna necesidad imprevista y ur- 
gente de la República, empréstitos que no pasen de doscientos mil pesos. 
7a Presentar al Congreso por conducto del Ministerio de Hacienda, 
«yendo el dictamen del Consejo de Estado cada ocho años, el presupues- 
to de los gastos invariables, y c«da legislatura el presupuesto de los va* 
riables y extraordinarios para un ano, y las cuentas de inversión de 
¿as rentas en el año transcurrido, 

8a Conceder ó negar el pase, con acuerdo del Consejo de Estado k 
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los decretos conciliares, bulas, brevcHy rescriptos pontificios que versen 
sobre negociaciones particulares, j con aprobación del Congreso á los 
que versen sobre negocios generales 

9a Presentar á propuesta en terna del Consejo de Estado los Arzo- 
bispos y Obispos, y ejercer con arreglo á las leyes todas las funciones 
del Patronato Nacional, respecto de las Iglesias y beneficios eclesiás- 
ticos. 

10. Conmutar la pena ó conceder indulto, con acuerdo del Consejo 

de Estado, á los reos condenados por los Tribunales de Justicia. No pue- 
den recaer conmutación ni indulto sobre las sentencias pronunciadas 
por el Senado. 

11. Pedir su dictamen al Consejo de Estado sobre todos los negocios 
en que lo considere conveniente y presidir cuando lo tenga ábien las se- 
siones del Consejo, absteniéndose, sin embargo, de presenciar las vota- 
ciones. 

12. Nombrar los Ministros de Estado, los Presidentes, Jueces, Fis- 
cales de las Cortes Suprema y Superiores, los Jueces de la instancia y 
Agentes Fiscales, los Prefectos, Gobernadores Litorales y Subprefectos, 
los empleados Diplomáticos y Consulares, y los de todas las oücinas de 
la República, los Jefes y Oficiales del Ejército y Armada, y en general 
todos los funcionarlos públicos que no sean de elección popular, ó que 
no tengan por la Constitución ó por las leyes una forma especial de nom- 
bramiento. 

13a Remover á su arbitrio á los Ministros de Estado, á les Fisca- 
les de la Cortee Suprema y Superiores y á los Agentes Fiscales, á los 
empleados Diplomáticos y Consulares, á los Oficiales mayores de los Mi- 
nisterios, á los Prefectos, á los Gobernadores litorales, á Los Sub-Pre- 
f ectos, á lüs amanuenses y demás empleados subalternos de la adminis- 
tración: á los Jefes y Oficiales del Ejército y Aimada con arreglo á or- 
denanza: con acuerdo de los dos tercios del Consejo d« ERtado á los Jefes 
de Oficina, y con acuerdo de la mayoría del Consejo á todos los demás 
empleados civiles de la República. , 

14. Suspender y someter inmediatamente al Juez competente, con 
acuerdo del Cons^'o de Estado, á los Jueces de las Cortes Superiores y 
de la instancia: sin necesidad del acuerdo del Consejo á todos los emplea- 
dos civiles y militares de la República: suspender y reducir á medio suel- 
do por tres meses á todos los empleados civiles que no sean Prefectos ó 
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Gobernadores Litoraléi, Jeíes de Oficina, Vocales del Tríbanal Mayor 
de Cuentas ó Fiscales de las Cortes Suprema ó Superiores: soi^endcr el 
indefínir con arreglo á ordenanza k los Jefes y Oficiales del Ejército y 
Armada. 

15. Conceder jabilacIoneSf retiros, licencias, pensiones y goces de 
montepio con arreglo á las leyes. 

TITULO X. 

DEL CONSEJO DE ESTADO. 

ArL 58. El Consejo de Estado se compone del Vlce-Presideiite de la 
República, que será el Presidente del Consejo, de los Ministros de Esta- 
do y de Teinticuatro iadÍTÍduos mas nombrados por a1 Presidente de la 
República, entre los cuales no habrá mas que un eclesiástico, ni mas 
empleados públicos que tres magistrados, dos empleados civiles, dos Je- 
fes de Qército y ano de la Marina. SI CooM^jo tendrá nn Secretario qne 
no sea Consejero. Una ley arreglará las faneíones del Consejo. 

Art. 59. £1 Consejo tendrá dos Vice>Prea¡dentes que rennan los re- 
quisitos que esta Constitacion requiere para ser I^eddente de la Repú- 
blica. Serán nombrados por las Cámaras á propnesta en tema del Pre- 
sidente de la República, quien elegirá los propuestos entre los veinti- 
cuatro Consejeros nombrados, y no presentará la terna para el aeg^ando 
Vice-Presidente sino después ae haberse reríficado el nombramiento del 

primero. 

Art 60. Las funciones de los Consejeros de Bstado son gratuitas. 

Alt. 61. Los Consejeros qne no sean empleados póblieoa, no pueden 
desde el dia de su nombramiento obtener oiipleo alguno que tenga 

sueldo. 

Art. 62. Los veinticuatro C/Otsejeros de que habla el articulo 69, ae 

renovará por nütad cada cuatro a5os al empesar sn periodo el Preá- 

dente de la República. La suerte designará la nútad que haya de cesar 

la primera rea. 

Art. 63. Ptaa s» nombrado Consejero de &tado se requieren las 
■BSBUis calidades qne para ser Senador, oon exc^eicii da la renta, que 
sobajará de tres núl pesos anuales. 

Art 64. Son atribuciones del Const^ de Bstado, ademas de loque le 
coire^onde por otros artículos constitocionalea: 
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la Dar sa dictámeü al Presidente de la República sobre todos los 
negocios en qae el Presidente le consulte, y proponerle todos los pro- 
yectos de ley 6 de decretos, y en general todas las providencias que 
crea conducentes al mejor servicio del Estado. Los dictámenes del Con- 
sejo son puramente consultivos, á excepción de los casos en que la Cons- 
titución exijeque el Presidente de la República proceda con su acuerdo. 
2a Autorizar en receso del Congreso al Presidente de la República 
cuando lo exijan urgentemente la seguridad interior ó exterior, para au- 
mentar la fuerza de mar y tierra, para suspender por tres meses, á lo 
maS; el goce de los derechos garantidos en los incisos 3. o , 4.o y 7.o de es- 
ta Constitución. Para conceder esta autorización se requiere mayoría de 
dos tercios, y votación nominal. 

3a Dirimir las competencias entre la Corte Suprema de Justicia y 
las Cortes Superiores, y entre el Poder Judicial y las autoridades admi- 
nistrativas. 

4a Decidir las diferencias que ocurran sobre contratas ó negociacio- 
nes celebradas con el Gobierno ó sus agentes. 

5a Representar al Presidente de la República sobre la ilegalidad é 
inconstitucionaljdad de cualquiera de sus actos, y pasar á la Cámara 
de Diputados copia de su representación y noticia de su resultado. 

6a Representar al Presidente de la República cuando tenga funda- 
dos motivos para esto, sobre la necesidad de la remoción de los Minis- 
tros del despacho, Prefectos ó cualesquiera otros empleados, por causa 
de inmoralidad, ineptitud ó negligencia. 

7a Nombrar y remover á su arbitrio los amanuenses y demás em- 
pleados inferiores del Consejo, y presentar al Presidente de la Repúbli- 
ca temas para el nombramiento del Secretario y demás empleados. 
Art. 65. Los Consejeros son responsables de sus actos. 

TITULO XI. 

« 

DEL PODER JUDICIAL. 

Art. 66. El Poder Judicial se ejerce por la Corte Snprema y lai Cor- 
tes Superiores de Justicia: por los Jueces de la instancia; por los Jueces 
de paz; por los jurados que establezca la ley para los delitos políticos, y 
los delitos de abuso de libertad de imprenta: por los Consejos de guer- 
ra con arroglo á ordenanza, y por los demás tribunales y juzgados exis- 
tentes en la actualidad ó que se establezcan en lo sucesiYO. 
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Art. 67. El Presidente j demás Jueces de la Corte Suprema, los Pre- 
sidentes y demás Jueces de las Cortes Superiores j los Jueces de la ins-^ 
tancia, no pueden ser removidos de sus funciones sino en virtud de un 
juicio. 

Art. 68. Corresponde especialmente á la Corte Suprema de Justicia 
conocer en todas las causas que versen sobre infracción del derecho in-- 
ternaclonal: en todas las causas entre departamentos y entre departa- 
mentos y provincias, y velar sobre la conductade los tribunales y juz- 
gados. Eq cuanto á las demás atribuciones de este tribunal y en todo lo 
demás relativo al Poder Judicial, se estará á lo dispuesto por las leyed, 
y particularmente por el Reglamento de Tribunales en cuanto sea com- 
patible con la presente Constitución. 

Art. 69. Para ser Juez de la Corte Suprema de Justicia, se requiere 
haber cumplido cuarenta allos de edad, siendo ciudadano en ejercicio y 
haber servido diez afios en la carrera de la magistratura. 

Art. 70. Las funciones del ministerio público serán desempeñadas por 
ün Fiscal, en cada una de las Cortes Suprema y Superiores, y por Agen- 
tes Fiscales en los juzgados de la instancia. 

Art. 71. Los juicios son públicos, á menos que la publicidad no per- 
judique, ajuicio del tribunal, al orden, á la moral ó á las costumbres. 
Las sentencias deben ser motivadas. 

Art. 72. Ningún poder ni autoridad puede avocarse causas pendien- 
tes en otro juzgado, sustanciarlas, ni hacer reviv'r procesos concluidos. 

Art. 73. Los magistrados, jueces y demás empleados del poder judi- 
oiali son responsables de su conducta conforme á la ley. 

Art. 74. Producen acción popular coutra los magistrados y jueces el 
soborno, la prevaricación, el cohecho, la suspensión ó abreviación de las 
formas judiciales, el procedimiento ilegal costra la seguridad personal 

y la del domicilio. 

TITULO XII. 

RÉGIMEN INTERIOR. 

Art. 75 El gobierno superior politice de cada departamento residirá 
en un Prefecto, y el de cada provincia litoral en un Gobernador, bajo la 
inmediata dependencia del Presidente de la República. El de cada pro- 
vincia en un Sub-Prefecto, bajo la inmediata dependencia del Prefecto. 
El de cada distrito en un Gobernador, bajo la inmediata dependencia 
del Sub-Prefecto. 
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Art. 76. Ea sus respectlros pueblos desempefiarán ademas las Mani- 
oipalidades, con arreglo á la ley, las funciones administrativas que les 
corresponden. 

TITULO XIII. 

DE LA FUERZA PUBLICA. 

Art. 77. La fuerza pública se compone del Ejercito» Armada y Guar- 
dia Nacional, una ley fijará el número de la fuerza permanente de mar 
y tierra y el de los Generales y Jefes del Ejército y Armada. 

Art. 78. La fuerza ^armada es esencialmente obediente , no 'puede 
deliberar. 

Art. 79. Ningún cuerpo armado puede hacer reclutamiento, ni exijir 
clase alguna de auxilio, sino por medio de las autoridades civiles, ni 
proceder contra la libertad de los ciudadanos sino á requerimiento áe 
dichas autoridades. 

Art. 80. Los Jefes y Oficiales del Ejército y Armada na pueden ser 
privados de sus grados, honores y pensiones sino con arreglo á las leyes. 

TITULO XIV. 

DE LA OBSERVANCIA Y REFORMA DE LA CONSTITUCIOIí. 

Art. 81. Ninguno de los poderes ni funcionarios establecidos por esta 
Constitución, podrá traspasar los limites de las atribuciones que ella le» 
señala. 

Art. 82. Todo funcionario público debe al tomar posesión de su desti- 
no prestar juramento de guardar la Constitución^ 

Art. 83. Ninguna moción para la reforma de uno ó mas artículos de 
esta Constitución podrá admitirse sin que sea apoyada á lo menos por 
la cuarta parte de los Senadores presentes, sin que se haya publicado en 
el periódico oficial y sin que hayan transcurrido veinte días después de 
BU publicación. 

Art. 84. Admitida la moción por la mayoría absoluta, deliberará el 
Senado si exijen 6 no reforma el artículo ó artículos en cuestión, y si re- 
solviese que la exije en votación nominal, con la mayoría de los dos ter- 
cios de los Senadores presentes, pasará á la Cámara de Diputados, que 

3 
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sopoctrft pemrlft en düsemioft sino veinte días deepaes de haberlo reci- 
bido, y qjK para aprobarlo necesitará también la mayoría de los dos ter- 
cios á'2 sus miembros presentes, en votación nominal. 

Art. 85. Aprobada la meeíoB por ambas Cámaras pasará como cual- 
quier otro proyecto de ley al Presidente de la República para los efectos 
de los artículos 31 y 82 de esta Constitución. 

Ari. 86 Publicada la ley en que se establezca la necesidad de la re- 
&)rma» quince días después se propondrá en el Senado el proyecto de 
ley de refornis en el que se procederá con arreglo á lo dispuesto para la 
iDvmacioB de las demás leyes. 

Art. 87. Si la reforma tiene por objeto aumentar ó disminuir el perio- 
do de la presideneia ó alterar la forma de su renovación, la ley de refor- 
ttta, attBi)ue sancionada y promulgada, no podrá nunca ponerse en eje- 
eocioa »mA después que haya eesado en la presidencia de la República 
el Presidente en cuyo periodo fué sancionado. 
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Le bonne le|^ sonó 1* único sostegno 
della felicita nazionale.— O. FUangieri— 
Legislazlone. 



INTROD [JCCION. 




LAMEABA aun en una gran parte del 
Perú el pabellón español, cuando, 
otra parte, la mas pequeña de él, pro- 
clamara los principios que lo elevaban 
'á ocupar un lugar en el rol de las na- 
ciones. En medio todavia del fragor de la pelea, 
cuidaron los caudillos de la independencia de la for- 
mación de una ley fundamental, indispensable ba- 
se, para la prosperidad de la nueva nación. Forma- 
do ese pacto con el concurso de las luces de los hom- 
bres mas notables que existían en el pais en aque- 
lla época, fué recibido con los aplausos entusias- 
tas de un pueblo, que aunque comprendía bien 
que las buenas leyes son el único fundamento de la 
felicidad nacional, ignoraba, que nada ^í ale la ac- 
ción de la ley escrita, por perfecta que esta sea, si 
no está apoyada por los principios de la moralidad 
y del deber grabados profundamente en el cora* 
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zon de los ciudadanos; principios que no podian de- 
sarrollarse en la época del coloniaje, y que — nues- 
tra historia nos lo enseña — han casi desaparecido, 
durante nuestra vida independiente en la vorági- 
ne revolucionaria. 

Poco duro sin embargo la obra en que tantas 
esperanzas se fundaran y que tan bellas ilusiones 
hiciera concebir: nacida entre combates, caycj al 
ruido de la civil contienda: sobre sus ruinas se han 
elevado sucesivamente otras leyes, que aunque 
dictadas bajo el imperio de muy diversas circuns- 
tancias y dominando por consiguiente en ellas 
principios también diversos y aun diametralmen- 
te opuestos — han caido á su turno derribadas por 
el soplo vigoroso del tumulto popular o á los gol- 
pes de la espada del soldado, y siendo siempre 
acompañadas en su elevación o en su caida, con 
los gritos y la algazara de los pueblos; sin que es- 
tos hayan encontrado én tantas y tan opuestas va- 
riaciones, esa ansiada felicidad que en cada cam- 
bio se prometieran. 

Treinta y cuatro años hace que el Perú corre 
en vano tras ella: en esos treinta y cuatro años 
¡cuántas leyes hemos jurado, para luego lanzarlas 
al polvo del olvido, como el niño que rompe ape- 
nas posee el pintado juguete, un momento antes 
objeto de su embeleso! Entre tanto, mientras este 
pueblo se gasta en luchas estériles, otro que de po- 
cos años le precediera en la vida política, los Es- 
tados Unidos, crece y prospera á la sombra de una 
Constitución que aunque 710 fué considerada por na- 
die como perfecta en teoría (*) cuando se proclama, 

[*] Sparks. Life of Washington. 



k. 
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ha sido bastante para elevar al pueblo americano 
al grado de poderío y riqueza en que hoy lo ad- 
mira el mundo. Esa Constitución imperfecta, apo- 
yada en el buen sentido y en los hábitos de orden 
del pueblo de los Estados Unidos, ha dado cima á 
una obra que fueron impotentes aun para iniciar 
las de legisladores europeos, que si bien sobrepa- 
saran en luces y brillantez oratoria á los padres de 
la Constitución Americana, eran inferiores u estos, 
en abnegación y en ese buen sentido que llama un 
eminente escritor, el genio de la humanidad. (*) 

Mas, ya que el destino de nuestra patria ha sido 
el de ensayar constantemente nuevas leyes: ya que 
la fuerza de los sucesos nos coloca otra vez en las 
mismas circunstancias en que nos halláramos en 
1821; sirva al menos la experiencia de lo pasado 
de lección para el porvenir, y desprendiéndoselos 
llamados á la augusta misión de constituir un pue- 
blo, de los odios políticos, de las preocupaciones 
de escuela, de utópicas teorías, y de las sugestio- 
nes de la vanidad, que ciega el mas esclarecido ta- 
lento, recapaciten en lo grande de su misión, en 
la terrible cuenta que algún dia les demandarán 
los pueblos si engañan sus esperanzas, y llenos de 
abnegación y de buena fe reciban la luz de don- 
de quiera que ella venga. 

¿Ha sido esta la conducta de nuestros legislado- 
res? Del examen de algunos de sus actos, y de la 
marcha observada respecto al proyecto que nos 
ocupa resulta esta dolorosa respuesta. NO. Un 
examen severo e imparcial del proyecto demos- 
trando la justicia y liberalidad de los principios 

[*1 Guizot. 
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contenidos en él, nos harán ver la poca cordura y 
precipitación con que fué desechado, ratificando lo 
que llevamos dicho. ¡Plegué á Dios que los hechos 
futuros hagan variar nuestra opinión! 

Sin tener el envidiable honor de haber contri- 
buido á su formación, una lectura atenta y com- 
parada de él, nos hace considerar la Constitución 
que contiene como la mas adecuada u nuestro ac- 
tual estado: liberal, mas quizas que las que antes 
nos han regido, distribuye y equilibra los poderes 
públicos de manera de conseguir Qsa armonía in- 
dispensable para el mejor cumplimiento de su mi- 
sión. 

Convencidos pues de su mérito, emprendemos 
hoy en obsequio de la justicia un detenido comen- 
tario que la revindique ante la opinión pública del 
juicio á todas luces prematuro que de ella hizo la 
Convención. ¡Ojalá que nuestra débil obra llame 
la atención de los HH. Diputados sobre el proyec- 
to de los SS. Quiros Tejeda &a! Si así fuera, no du- 
damos un momento que encontrarían en él un mé- 
rito, que la rapidez de la lectura, ó la falta de aten- 
ción les impidiera descubrir, cuando tan prema- 
turamente lo juzgaron y con injusticia tanta fué 
desechado. 

Ningún interés personal nos mueve en la difícil 
tarea que hoy comenzamos: el sincero deseo de la 
ventura de la patria, y nada mas. 



>»•- 
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Esto escribía por el año de 1855, y el tiempo ha 
venido á ratificar dolorosamente las ideas que en* 
tunees emití. Tres años de guerra civil, con todo 
su terrible séquito de horrores, han probado la es- 
temporánea e inadecuada que era la obra de la 
Convención Nacional, y han colocado nuevamen- 
te al pais en la situación en que se hallaba cuando 
esta obra se publico en el **Heríildo"; es decir, á 
punto de constituirse nuevamente, reformando se^ 
gun el voto de los pueblos, la Carta de 1856. 

Aunque la ocasión era propicia para reimpri- 
mir esta obra, no pensaba siquiera en hacerlo, 
cuando me decidieron á ello las indicaciones de 
varios amigos, que creian podia ser su publicación 
de alguna utilidad para la discusión del proyecto 
de reforma. Cediendo á ellas, me he decidido á 
que vea nuevamente la luz pública, tal como salid 
en su primera edición; aunque bien hubiera que- 
rido, hacerle diversas correcciones, y varias ano- 
taciones, de que harto necesita; pues si su estilo 
demuestra á las claras la inexperiencia de la plu- 
ma que la escribid; en todo el curso de ella es fá- 
cil percibir, que estudiaba la materia á medida que 
la escribía. Atrevimiento propio de la extrema ju- 
ventud! Pero he desistido de ese intento; prime- 
ro, porque el tiempo viene escaso en demasía; y 
segundo, porque creo con un escritor francés, que 
no hay razón para que un individuo tenga maña- 
na el talento de que carecid ayer. Todo esto es 
en cuanto á los * 'Comentarios'', que en cuanto al 
* 'Proyecto", no es á mí — por mil razones — al que 
le toca hablar. 

Los "Comentarios'' no son otra cosa, que la reu- 
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luon de las opiniones emitidas sobre la materia por 
gran número de notables publicistas; y para qu« 
así sea, no es el deseo de ostentar una vana y faU 
sa erudición el que me ha arrastrado: ''es única- 
mente, como dice, Monsieur Edouard Fournier, el 
acto de una inteligencia que duda de sí misma, 
que desconfiando de su propia autoridad se ampa- 
ra al abrigo de inteligencias consagradas, y se ocul- 
ta para dejar á ellas la palabra." Ellas la tienen en 
el curso de esta obra, y por ello es sin duda — ^no 
me ciega hasta ese punto el amor propio — que se 
me han emitido los deseos que satisfago con esta 
reimpresión. 

J. A. BE Layalle. 



Lima Diciembre 4 de 1858. 









TITULO I. 



De la ReIig«B y ie la fi»raia 4e <¡i«UerB«. 



Art iP La Nación peruana profesa la relieion Católica Apostólica 
Romana, sin permitir el ejercicio público de nmgon otro calta (I) 

No ENTRANDO en la esfera de nuestro trabajo conside- 
rar la cuestión de tolerancia religiosa en su esencia sino 
en sus aplicaciones, no en la región de las ideas sino en 
el terreno de la práctica, creemos, y con nosotros creerán 
todos los hombres de buen sentido, que no es el actual es- 
tado social del pueblo peruano el mas á propósito para 
imprimir en sus leyes una modificación de tan noble im- 
portancia. Se ha dicho por los apóstoles de la tolerancia, 
que esta es uno de los primeros, quizas el mas importan- 
te agente de la civilización de los pueblos. Es un error. 
La tolerancia religiosa, lejos de ser la causa primordial, 

[1] La Religión es la base de los Imperios: es la razón eterna que vela 
sobre el orden de las cosas. Sería mas fácil elevar, como dice Plutarco, 
una ciudad en el aire, que fundar una República que no tuviese el cul- 
to de Dios por principio. Pido pues que los principios de la Constitución* 
reposen sobre la Religión como sobre una base eterna. [Palabras del 
Obispo de Clermont en la Asamblea francesa]. 
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es el último resultado de la civilización. En los pueblos, 
como en los individuos observamos, que la tolerancia re- 
ligiosa ó política va en razón directa del adelantamiento 
intelectual. La historia de los pueblos también nos lo de- 
muestra. La Francia, bajo la dinastía de los Valois y del 
primer Borbon, toleraba el protestantismo como la reli- 
gión profesada por una gran parte de sus habitantes. Las 
escenas funestas de la noche de San Bartolomé, la guer- 
ra, la agitacioíi constante que ocasionaban los Hugono- 
tes y los afiliados en la Santa Liga, fueron los resultados 
de esa tolerancia. En Inglaterra, después de la reforma 
de Enrique VIII, existían toleradas varias religiones y la 
sangre de los ingleses se derramó en terribles discordias. 
María levantaba cadalsos en que expiaron millares de pro- 
testantes su disidencia religiosa, y su hermana Isabel, ven- 
gaba cruelmente en los católicos la sangre de sus corre- 
ligionarios. Esas discordias, esos patíbulos, los templos 
profanados con escandalosos atentados, fueron allí las 
consecuencias de la tolerancia. La guerra de los treinta 
años, la absurda tiranía de Juan de Leydc, los horrores 
con que la reforma alemana escandalizó al mundo, fueron 
también en ese país efectos de la diversidad de creencias 
entro los ciudadanos. 

Largos años nos separan de esos tiempos: la Francia' 
la Inglaterra, la Alemania, han alcanzado un alto grado 
de civilización, no á beneficio de la tolerancia religiosa, 
sino á impulsos de esa ley fundamental del espíritu huma- 
no que lo conduce á su perfeccionamiento y á su desarro- 
llo: gracias á este grado de civilización, se eleva ahora 
tranquilamente la Sinagoga al lado del templo católico y 
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del protestante. Sin embargo de esto, y ann en medio del 
adelantamiento de los pueblos modernos, se observan he-' 
clios que hablan muy alto contra el principio de tole- 
rancia. 

El templo del Santo Sepulcro en Jerusalen, nos dice 
un distinguido escritor americano [2] ha sido testigo de 
escandalosas disenciones entre los ministros de las diver- 
sas sectas que tolera el gobierno Turco en su recinto. [3] 
Los Estados Unidos pais llamado mas que ningún otro á 
practicar la tolerancia religiosa; pues que ha formado su 
población con hombres de todas.religiones que han busca- 
do en ellos, unos su fortuna, y otros la tolerancia de sus 
opiniones religiosas y políticas que no encontrarán en su 
patria; presencian terribles escenas que ocasiona esa mis- 
ma tolerancia. Ese pais en que el orden no se vé jamas 
alterado por luchas políticas ha sido teatro de diversas 

agitaciones religiosas. El distinguido economista Michel 
Chevalier en sus interesantes cartas sóbrela América del 
Norte, nos refiere la horrorosa destrucción de un conven- 
to de Ursulinas situado en Mount Beiiedict cerca de Bos^ 
ton, por intolerantes protestantes que veían con poco pla- 
cer los progresos qué hacia el catolicismo entre las niñas 
de su religión, cuya enseñanza estaba confiada á las mon- 
jas Ursulinas; á pesar de que estas, como asevera el mismo 
escritor, no estaban absolutamente 'poseídas por el espíritu 
de proselitismo, Y mientras que fanáticos Irlandeses y 

[2] El Sr. Eizaguirre. 

[3] Si estas dipenciones tuvieran lugar en los pueblos á que pertene- 
cen esos sacerdotes, fuera poca la importancia del hecho, pues no estáu 
los armenios, ni los gi*ÍPgos ni los koptos muy adelantados en la civili- 
zación; pero acontecen entre los ministros del culto, entre hombres lla- 
mados por su profesión á mas elevado grado de adclantomiento intelec- 
tual, que el resto de correligionarios. 



Alemanes destro^iaban iglesias protestantes en Maryland, 
i n divídaos de sectas disidentes mas fanáticos aun, incen- 
diabaai un suntuoso templo católico é intentaban asesinar 
con desprecio de todas las leyes á un ministro público, el 
legado de Su Santidad. En las calles mismas de Londres, 
& pesar del adelantamiento del pueblo inglés y déla to- 
lerancia de que blasona su gobierno, la fuerza publicaba 
tenido que intervenir para contener á fanáticos que se en- 
tregaban á actos terribles ó ridiculos ocasionados por 
opiniones religiosas. [4] 

Si estos son Jos efectos de la tolerancia religiosa en 
pueblos cuj'^o adelantamiento intelectual nadie pone en 

duda; los que producirian en el nuestro no se ocultan al 
ojo menos perspicaz. La mayoría de nuestro pueblo, ig- 
norante y supersticioso que confunde quizás aun en su 
imaginación grosera, la idolatría de sus padres con el 
culto católico, marcaría con sángrelos primeros pasos de 
la tolerancia en el Perú. Ya las pasiones políticas, los 
odios de partido nacidos en el largo curso de nuestra re- 
volución nos dividen desgraciadamente con vallas casi 
invencibles, ¿por qué cuando otros pueblos buscan su sal- 
vación en la unidad religiosa [5] la destrozaremos noso- 
tros? En la tempestad revolucionaria han naufragado to- 
dos los principios constitutivos de las sociedades, el prin- 
cipio religioso se mantiene felizmente en pié, ¿por qué ar- 
rojar la tabla que nos conducirá sin duda áima ribera de 
paz y de ventura. 

[4] El ataque á las iglesias católicas, y la estatua del respetable car- 
denal WÍ9seman paseada ea un asno para ser incendiada después en una 
plaza pública, son actos que hacen por cierto poco honor al pueblo in- 
glés j á los ministros protestantes promotores de ellos; 

[5] Véase la excelente obra del Sr. Eyzaguirre *'El Catolicismo en 
presencia de los disidentes.-' 
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La tolerancia de cultos ha eido considerada por algu* 
nos como el agente mas poderoso para el desarrollo de 
la inmigración Europea: un órgano acreditado de la pren* 
sa por su carácter oficial llevó su opinión hasta estable- 
cer este aforismo; tolerancia de cuUoa si queremos inmi- 
graxsion. [6] No la cpijgideramos de un modo tan absolu- 
to sin negarles su importancia; pero la tolerancia escrita 
en una Constitución^ y no arraigada en los hábitos del 
pueblo, seria una letra muerta que no produciria respecto 
á la inmigración sus buenos resultados, sino loa males 
que acabamos de presentar. La libertad de las opiniones y 
el culto privado, han sido bastantes para llenar de extran- 
geros disidentes, las Repúblicas de Sud-América que no 
reconocen la tolerancia en sus leyes. Garantizemos el or- 
den interior, la seguridad de las personas, el respeto á 
las propiedades y abramos campo mas vasto para la ad- 
quisición de los derechos y de las prerogativas de ciuda-. 
daño á los que adopten por suya nuestra patria. Enton- 
ces la inmigración se desarrollará, y los extrangeros oíicon- 
trarán con estos bienes algún tanto compensado el de la 
libertad religiosa que nuestro estado social no nos per* 

mite ofrecerles sin graves inconvenientes y sin trascen- 
dentales consecuencias. 

El proyecto de Constitución al declarar en su primer 
artículo el imperio de la religión católica con exclusión 
de otra alguna, acata un principio, que si domina la con- 
ciencia de los peruanos, es también reconocido por la ra- 
zón de los hombres que no buscan en los mundos ideales, 
el cómo debian ser las cosas, sino que las aceptan co- 
mo son. 

[6] El "Peruano" 1848, 
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- Art, 3? Ija nación peinianaes una, indivisible, é independiente de to- 
da potencia extranjera. Su gobierno republicano democrático. La sobe- 
ranía reside en la reunión de los ciudadanos que delegan su ejercicio en 
los poderes, Legislativo, Ejecutivo y Judicial. [7] 

Después de haber consagrado el proyecto de Constitu- 
ción su primer artículo á la profesión de fé religiosa de 
* la República, dedica el segundo, á definir la naturaleza 
de la nación peruana, á establecer la forma de gobierno 
que la rige, á declarar la residencia de la soberanía y á 
determinar los poderes en que se delega el ejercicio de 
esa soberanía, para la mas fcícil consecución de los bienes 
que se proponen alcanzar los hombres, al reunirse en so- 
ciedad. 

Al definir la naturaleza de la Nación, sigue el pro- 
yecto que examinamos, el sistema adoptado en nuestras 
anteriores constituciones, el que se observa en la de los 
otros pueblos que tienen la misma forma de gobierno, y 
el que se halla en el corazón de los peruanos. La Nación 
peruana es independiente de toda potencia extrangera, 
porque esa es la voluntad expresa de todos los que la 
componen: es una é indivisible porque la unión hace la 
fuerza, y la fuerza de una nación es la mas poderosa ga- 
rantía de su independencia. 

Sin embargo, algunos han querido encontrar en el sis- 
tema federal, la áncora de la salvación de la patria, el sis- 
tema mas adecuado para que el Perú alcance el grado de 
felicidad y riqueza á que está llamado por la Previden- 

[7] Existen tres poderes que concurren al establecimiento de la socie- 
dad: el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial. Desde 
que estos tres poderes se reúnen en una sola mano, el despotismo existe; 
si existe en manos de un tirano, la patria puede combatirlo; pero si exis- 
te en la mano de la patria, entonces se desgarra á si misma, porque nin- 
guna fuerza puede llamarla al orden. [Palabras del Marqués de Y irieu 
en la Asamblea francés s.] 
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cia. Sin entrar en una profunda discusión sobre el sistema 
federal que seria ajeno de nuestro propósito, sin negarle 
sus ventajas, y sin desconocer los excelentes resultados, 
que ha producido en los Estados Unidos; creemos que las 
condiciones de nuestro pueblo no son las que requiere ese 
sistema para ser establecido en una nación. Las leyes, di- 
ce Montesquieu, son buenas ó malas, según los pueblos á 
que se aplican. El sistema observado en los Estados Uni- 
dos mientras fué colonia de la Inglaterra, fué una prepa- 
ración para el que adoptó cuando se proclamó indepen- 
diente: el carácter, los hábitos, la educación de ese pue- 
blo lo llaman á practicar el sistema federal con buen éxir 
to. De un examen atento y comparativo de las condición 
nes del pueblo anglo -americano y del pueblo hispano.- 
americano, resulta que no encontramos en este ninguna 
de las condiciones de carácter ni de hábitos que posee 
aquel. Recorriendo la historiado las Repúblicas hispano- 
americanas, observamos la triste suerte que ha cabido á 
las que adoptaron el sistema federal. Las provincias Ar- 
gentinas dominadas durante largo tiempo, por uno de los 
mas sangrientos tiranos que nos presenta la historia. La 
República de Mégico, desgarrada, envileciday durante una 
larga guerra civil; Centro- América dividida en peque- 
ñas repúblicas débiles é insignificantes, son los resulta- 
dos que ofrece en la América Española el sistema que ha 
elevado- á los Estados Unidos,, á la altura de las mas po- 
derosas naciones del Continente europeo. No desechemos 
estas lecciones de la experiencia, y aprovechemos los 
ejemplos que nos ofrece la historiado pueblos ciertamen* 
te dignos de suerte mas feliz.. 
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Su GOBIERNO es republicano democrático, continúa el 
proyecto; y estas palabras comprenden todos los demás 
oálificatiros de la forma de Gobierno adoptada por la 
Nadon. La responsabilidad y la alternabilidad, conside- 
radas en otras Constituciones, son condiciones esenciales 
de ese gobierno, sin ellas no se puede concebir. Pretender 
especificarlas todas, sería correr el riesgo de olvidar al- 
guna y recargar inútilmente el texto de una ley funda- 
mental que debe ser siempre completo, pero claro y sen- 
cillo. 

Declarando la soberanía residente en la reunión de 

2 os ciudadanos peruanos, el proyecto de Constitución la 

establece en los únicos llamados á ejercería. Aunque la 

soberanía se ha localizado en la voluntad que es lo que 

constituye la igualdad entre los hombres; porque, como 

dice Donoso Cortés, si en el mundo de las inteligencias 
hay gerarquías, no las hay en el mundo de las voluntades; 

sin embargo, graves serian los transtornos que traería en 
la marcha de los pueblos el ejercicio de la soberanía por 
los que teniendo voluntad para ejercerla, careciesen de 
una razón bastantemente desarrollada para dirigir esa vo- 
luntad por la senda del orden y de la justicia. Aunque 
otras Constituciones declaran residir la soberanía en la 

universalidad de los miembros de la asociación, en sus 
disposiciones posteriores determinan los que son ciuda- 
danos, las calidades que se deben poseer para la adquisi- 
ción de los derechos afectos á ese título, y concluyen res- 
tringiendo el ejercicio de la soberanía, localizándolo solo 
en esos que han declarado capaces de ser ciudadanos y 
haciéndolo ilusorio para aqtielloB que, aunque incapaces 
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de ejercer las funciones anexas al derecho de soberanía» 
lo habían sin embargo recibido antes. 

La soberanía reside pues, solo en los ciudadanos; por 
que solo los que tienen capacidad para obtener este titu- 
le pueden ejercerla sin traer el caos y la disolución al se- 
no de la sociedad, 

Art, 3o Nin^n ciudadano, ninguna fracción del pueblo puede atri- 
buirse la representación ni el ejercicio de la soberanía, sin atentar con- 
tra la segundad pública. 

La justicia de la disposición contenida en este artículo 
es evidente, nadie se atreverá á negarla, el mundo civili- 
zado la consigna en todos sus pactos sociales. Arrogándo- 
se un individuo el derecho soberano y la representación 
del pueblo, perece la Repüblica elevándose sobre su tum- 
ba el despotismo; atribuyéndose una fracción ese derecho 
y esa representación nace la oligarquía, el desorden, la 
guerra civil y por consecuencia la disolución del pacto que 

reúne á los ciudadanos en cuerpo de nación. Si estos prin- 
cipios de derecho público son reconocidos y acatados en 
otras partes del mundo, entre nosotros que tanto hemos 
abusado del nombre y de la voluntad del pueblo para ha- 
cerlo servir en favor de los intereses de un individuo ó 
de una fracción, nunca inculcaremos bastante sobre ellos; 
porque como dice un célebre publicista, [8] no tiene la so- 
beranía del pueblo mayores enemigos, que esos energúme- 
nos que no considerando mas que á ellos mismos por muy 

pequeño que sea el número en que se hallen reunidos, ha" 
blan en nombre dd puebh y le dictan su voluntad como 
si ellos solos fueran la nación entera. 

[8] Dupin. Constitution de laRepnhlique Francaisc, Paria 1849. 



TITULO II. 



De los Ciudadanos. 



Art. 4o S( >n ciudadanos peruanos con ejercicio de la ciudadanía con 
tal de qué sepan leer y escribir y que tengan una propiedad raiz ó una 
ocupación con que proveer ét su subsistencia. 

Al localizar el ejercicio de la soberanía solo en los in- 
dividuos declarados por la ley ciudadanos en la Repúbli- 
ca y no en la universalidad de los miembros de la Nación ; 
el proyecto se mantiene en los límites señalados por la 
justicia y la conveniencia general. Pero esa localizacion 
en los ciudadanos, esa exclusión en el ejercicio de la so- 
beranía de los incapaces de poseer ese título, sería ente- 
ramente inútil, las ventajas demostradas que de ella se 
derivan serian completamente ilusorias, si al declarar 
quienes son los ciudadanos del Perú y el determinar las 
calidades que debe poseer el individuo que se inscriba en 
su número, no se exigieran estas, de manera que el dere- 
cho concedido, á los ciudadanos fuese únicamente ejerci- 
do por los hombres capaces de comprender sus deberes y 
desempeñar dignamente su misión. 



V 
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Lejos de nosotros la idea de despreciar al desgraeia- 
do que no ha podido alcanzar el primer grado de instruc- 
ción; pero aunque llenos de compasión por él, no lo cree- 
mos ni por un momento capaz de desempeñar la misión 
confiada tá los ciudadanos. La educación instruye al hom- 
bre de sus derechos, le enseña los deberes que le impone 
la sociedad al concederle esos derechos, y los medios de 
cumplirlos, morigera las pasiones y los intereses inheren- 
tes á la naturaleza humana que imperan en el salvaje y 
que se subordinan á la razón en el hombre civilizado. Mal 
puede el hombre que no ha alcanzado el grado de instruc- 
ción que este proyecto exije en los ciudadanos, conocerla 
importancia de sus derechos ni la extensión de sus debe- 
res; ignorando estos y desconociendo aquellos, ¿podrá de- 
sempeñar las funciones de ciudadano, ni ejercer como par- 
te del pueblo los derechos de la soberanía? Lg. fuerza do- 
mina siempre á la debilidad; es una ley do la natural ezi[|. 
que se observa tanto en el mundo físico como en el mo- 
ral. Por consiguiente la débil inteligencia de un hombr^ 
cuya ignorancia llega al extremo de no saber leer y escri- 
bir, seria fácilmente dominada en el ejercicio de unas fun- 
ciones cuya importancia no puede comprender, por otra 
iuteligencia por poco que esta fuera mas desarrollada qu^ 
la suya. Pero si ese hombre inculto estuviese dotado de 
una voluntad enérgica que rechazase el dominio de otra 
inteligencia relativamente superior, si conservase su in- 
dependencia, fácil es presumir cual seria la expresión de 
esa voluntad dominada por instintos y pasiones que no 
habia morigerado la educación. 

Concedido el derecho do ciudadanía y la participación 



—13- 
cn el ejercicio do la soberanía á los hombres que no saben 
leer ni escribir resultarían sin duda uno de los dos casos 
antes expresados. Si esos individuos sometian su volun- 
tad á la parte inteligente de los ciudadanos confundiendo 
su expresión con la voluntad de estos, era enteramente 
inútil la representación que se les concedía sin mas resul- 
tado que un aumento de confusión en las funciones elec- 
torales y la falta de un estímulo poderoso para su ins- 
trucción futura* Si conservaban la independencia de su 
voluntad dominada solamente por sus instintos, la expre- 
sión de esta voluntad sería un absurdo, porque solo ab- 
surdos produce una inteligencia que la ilustración no de- 
sarrolló, ni dirige, y la representación y los derechos que 
á tales individuos so concediesen serian funestos para la 
sociedad porque la herirían do paralización y de muerte. 
Del EXAMEN de diversas Constituciones, de pueblos re- 
publicanos, resulta, que la condición de saber leer y es- 
cribir está terminantemente exigida para ser contado en- 
tre los ciudadanos. Lo exigen así las Constituciones de 
los Estados Unidos y la de Inglaterra, que aunque mo- 
narquía es uno de los países mas libres del mundo, dota- 
do de sabias leyes y modelo en el sistema representativo. 
Las Constituciones que durante su revolución se dio la 
Francia y que nadie podrá tachar^de poco liberales; pues 
fueron dictadas por el espíritu reaccionario de las ideas 
contra el despotismo y la monarquía, dividen los ciuda- 
danos, comprendiendo en esta denominación á todos los 
franceses, en activos y pasivos, llamando solo á los pri- 
meros al ejercicio de la soberanía. En un país como la 
Francia que lai'go tiempo hace marcha á la cabeza de la 
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civilización, las condiciones requeridas para ser conside- 
rado ciudadano activo eran tales, que aquel que las pose- 
yera debia necesariamente tener un grado de ilustración 
mas avanzado que el simple de saber leer y escribir. Las 
Constituciones que se han sucedido en Francia en los di- 
versos periodos de su existencia inclusa la de 1848 con- 
servan siempre esa demarcación y exigen semejantes con- 
diciones. La única que no establece división alguna en- 
tre los miembros de la nación, la única que llama á todos 
al ejercicio de la soberanía es la de 1793. Si es una prue- 
ba de la justicia de la disposición que defendemos, encon- 
trarla consignada en los pactos de todos los paises repu- 
blicanos, no es menos que no exista en la obra inejecuta- 
ble de Herault de Sécheles, que como nadie ignora fué la 

exposición de todas las pasiones innobles y desenfrenadas 
en una época, vergüeuza de la Francia y horror de la hu- 
manidad. 

La constitución que murió en los campos de la Palma, 
sancionada en 1839, exigía la condición de saber leer y 
escribir á todos los ciudadonos desde 1844 en adelante. 
Hacia pesar por consiguiente sobre la sociedad durante 
cinco años los males que hemos manifestado trae consigo 
la participación de los individuos que carecen de esa con- 
dición en el ejercicio de la soberanía. 

El individuo que carezca de una propiedad raiz^ de un 
oficio ó de una ocupación con que proveer á su subsisten- 
cia será un vago ó un bandido; y pocas son las garantías 
que ofrece á la sociedad un individuo de esa especie, po- 
co será el ínteres que inspiren los destinos de esa socie- 
dad al que nada posee al que no encuentra en ella un me- 
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dio honroso de subsistir. La opinión, el voto de este, seria 
de aquel que le complaciese adquirirlo; y al concederle el 
derecho de soberanía con detrimento déla sociedad, se le 
proporcionaría un funesto medio de vivir á falta de los 
que le niegan su ignorancia ó su pureza. La necesidad de 
poseer una propiedad ó de pagar al Estado una contribu- 
ción que recaiga sobre la industria para ser considerado 
ciudadano activo está consignada . en las leyes de Ingla* 
térra [9], los Estados Unidos [10], y se ha hallado siem- 
pre en las de la Francia desde la de 1791, hasta la de 
1852, excepto como es natural en la de 793. Para ser con- 
siderado ciudadano activo, se debe pagar al Estado dos- 
cientos francos de contribución directa según la actual 
ley electoral de la Francia. [11] Las contribuciones di- 
rectas que confieren el derecho electoral son: la contribu- 
ción de tierras, la personal y mobiliaria, la de puertas y 
ventanas, la de rentas fijas y proporcionales de mina8« 
[12] Las Constituciones de algunas Repúblicas america- 
nas exijen el mismo requisito para ser ciudadano activo. 
[13] Todas estas leyes se han dictado bajo la justa con- 
vicción de que el individuo debe hallarse ligado á la so- 
ciedad y esta debe tener garantías del individuo. 

En la memoria de todos están aun las escenas ridicu- 
las que ofrecieron en las últimas elecciones el ejercicio en 
ellas de los derechos soberanos por una multitud imbécil 
que se encontró investida de la ciudadanía. Todos reco- 

[9] Yéftse Blackstooe. Comeutarioe, Ubro lo, pág. 276 y 800. 

[10] Constitución del Estado de Nueva York. Véase también, Tocque- 
TÍlle, Oe la Democratle en Amerique, tom. 7,pag 2d8. 

[11] Titulo lo, art. 4o de la ley de 19 de Abril de 1831, vigente Bin 
interrapcion desde aquella época. 

[12] Art. 4o de la misma ley. 

£18] Véase él inciso lo del art. 3o de la Constitución de Chile. 

G 
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Bocieron el absurdo que era, conceder derechos do tanta 

importancia, á nna turba ignorante y estúpida que no pe- 
dia ejereerlos sin yergüenzade la sociedad. La repetición 
de tales escenas, qne nadie ciertamente desea, seria im- 
posible, exigiéndose para ser ciudadano actiTO, las condi- 
ciones contenidas en el articulo que acabamos de exami- 
nar. Los hechos que recordamos hablan mas en su favor 
que todas las razones que hemos espuesto en el curso de 
este articulo. 

Obsert ABEMOS por conclusión, y como una demostra- 
ción de la liberalidad de los principios que han dominado 
en la redacción de este proyecto de Constitución, la au- 
sencia de dos condiciones que encontramos sancionadas 
en las leyes de dos pueblos muy adelantados en la vida 
de la libertad. La Constitución de Francia de 1791 [14] 
y la Constitución del año VII [15], suspenden en el ejer- 
cicio de la ciudadanía activa á los sirvientes domésticos 
(serviteur á gage). Encontramos muy obvia la razón en 
que se fundan estas leyes. Mal puede tener la libertad ne- 
cesaria para desempeñar las funciones de ciudadano acti- 
TO de una nación, el que encuentra su subsistencia pres- 
tando á otros sus servicios y subordinando en cierto mo- 
do su voluntad á la de aquel de quien depende su bien 
estar. 

La otra disposición de que nos hemos ocupado se en- 
cuentra en la Constitución del Estado de Nueva York, 
[16] que niega el derecho electoral á todo hombre de co- 
lor sino posee una propiedad territorial del valor de 250 

[14] Titalo 8o cap. lo 
[16] Titulo lóart. 2o 
[16] Artídiilo 20 fué; S6 
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dóUars libre de toda hipoteca^un año untes de las eleccio- 
nes 7 contando tres de ciudadano délos Estados Unidos; 
condiciones casi imposibles de conseguir en la situación 
i que las gentes de esta clase se ven reducidos en los Es' 
tados Uíiidos. Inútil nos parece agregar, que si el esta* 
do de Nueva York les concede el derecho electoral con 
condiciones difícilmente realizables, en los Estados de^ 
Sttr-^i los que la esclavitud está reconocida j sancionada 
no se le conceden en ningún caso. 

No creemos á los liberales del Perú mas ardientes de* 
fensores de los derechos del pueblo y de la libertad, que 
lo eran los franceses del año de 1791, y lo son los ciuda- 
danos de la República modelo. 

lo Los mayores de yeintiun años nacidos en el Perú de padre pe- 
ruano nacido en el Perü ó padre extrangero naturalizado. 

El inciso que acabamos de leer contiene una condición 
común á todos los individuos para ser considerados ciu- 
dadanos y tan esencial como los dos de que ya nos hemos 

ocupado anterioimente. La edad de veintiún años es la 
señalada para entrar en el goce de los derechos políticos 
en todos los países del mundo; en las leyes de pocas na- 
ciones se exije mas edad, [17] y menos en ninguna Cons- 
titución. En Inglaterra se adquiere el derecho electoral 
á la edad de veintiún años [18] edad también requerida 
para el ejercicio completo de la ciudadanía activa y para 
el goce de los derechos civiles. La Constitución del Es- 
tado de Nueva York, [19] la mas completa en sentir de 
Paillet, entre todas las leyes fundamentales de los diver- 

[17] Una de estas es la Constitución de Chile art. So 
[18] Blackstene— Comentarios— Vol. 1, lib. 1, pág. 804. 
[19] Constitución del Estado de Nueva York art. 2o 
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sos Estados que forman la Union y sobre cuyos príncipwn 
reposan las demas^ señalan la misma edad. Todos los Es. 
tados de la Union dice Tocqneville [20] conceden el go- 
ce de los derechos electorales á los Ycintiun años. Tara- 
bien esta edad es la determinada por la legislación fran- 
cesa [21] desde el principio de la reTolucion. El Código 
Civil del Perú [22] que á la edad de yeintinnañosdecla' 
ra al hombre en el pleno goce de los derechos civiles, ha 
sonido el principio de justicia qne vemos observados en 
los pueblos antes citados. Si nuestra Constitución señala- 
se una edad mas avanzada para la adquisición de los de- 
rechos políticos que el señalado por el Código para los 
civiles, reconocerla un principio injusto que ofrecerla no- 
table contradicción. 

Oigamos sobre esta cuestión al autor de las ''Cuestio- 
nes Constitucionales.'' [23] ''El individuo que llegado á 
"cierta edad, es reputado capaz de una buena gerencia de 
'*8us intereses para lo cual es preciso que conozca sus re- 
belaciones con los demás hombres, que esté al cabo desús 
"disposiciones legales sobre las personas y sobre las co- 
rsas, puede muy bien conocer las relaciones en que se ba- 
cila con respecto á la autoridad y á sus demás coasacia- 
^'dos, considerados como miembros de la sociedad poli ti* 
^ca. No creemos que estas ultimas relaciones sean mas 
^'complicadas que las primeras y requieran por consi^uien- 
^^te un aprendizs^e especial por espacio de cuatro años, 
^'que generalmente son empleados en otra cosa que el es- 
^Hudio de la ciencia política, ya que durante ese tiempo 

[20] Demcratíe en Amerique tom. lo 

[21] Tít lo art. 2o Coost del ano VlII hoy T^gente cu aa jnavor parte 

[22] Código Chil tít. So art. 12, 

[23] D. Toríbie Pacheco. 
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"los hombres se ven alejados por la ley de la vida públi- 
"ca. Nuestra conviedon sobre este punto es quo el indi- 
"viduo apto para gozar de los derechos civiles, loes tam- 
"bien para el ejercicio de los políticos. Cuando la juven- 
"tud encuentra cerradas las puertas de la emulación, del 
"honor y de la gloria, se arroja á los placeres que dete- 
"rioran su físico, embrutecen su inteligencia y degradan 



"su corazón." 



Nada nos queda que añadir á esto. 

La necesidad de ser nacido de padre peruano ó de 

padre extrangero naturalizado para adquirir el dere- 
cho á la ciudadanía, la encontramos terminantemen- 
te requerida por una do las mas célebres Constitucio- 
nes francesas. [24] Es un error de nuestras anteriores 
leyes, y error en que han caído las de otros Estados, de- 
clarar miembros de la nación á todos los nacidos en el 
territorio de ella. El individuo nacido en el territorio de 
un Estado, de padre extrangero que conserve su naciona- 
lidad, no es miembro de la sociedad política en que na- 
ció; porque según un principio de Derecho público, basa- 
do en el Derecho natural, sigue la condición del padre, 
que lo llama á la ciudadanía de otro estado, del estado á 
que pertenece su padre, y á la que le dan opción todas las 
Constituciones del mundo, con tanta extensión de dere- 
chos como á los nacidos en el territorio hijos de ciudada- 
nos de la nación. Mas, si ese individuo á la edad desig- 
nada por el goce de los derechos civiles y políticos, opta 
por la ciudadanía del Estado en que nació., entra en el go- 

[24] Tít. 2oOonflt. de 1791. Este ha sido principio reconocido en Fran- 
cia an tes de lá promulgación de esta ley y constantemente después. 



ce completo y absriuto de ella, cumpliendo las otras con- 
diciones requeridas por las leyes. De ningún derecho pri- 
va pues este inciso á los hijos de padre extrangero, nací- 
dos en la República, todos so los concede cuando mani- 
fiesten su voluntad do ser peruano. 

2o Los mayores de veintinn años nacidos en el extranjero de padre 
peruano nacido en el Perü ó de padre extraniero naturalizado , em- 
pleados en el extranjero en servicio de la República. 

Si es una prueba de la verdad y de la justicia de un 
principio , encontrar acordes sobre él el sentimiento de 
todos los pueblos, debemos considerar el contenido en. es- 
te inciso como justo y verdadero; pues, se haya sanciona- 
do en las leyes de todas las naciones, y reconocido en el 
Dereclio público. Absurdo é injusto sería que el hijo de 
un ciudadano, que habia dejado su patria para ocuparse 
en el extranjero en servicio de ella, y que á causa de esto 
había nacido fuera del territorio, perdiese el derecho á la 
patria de su padre. Si la justicia exije considerar como 
ciudadanos á los nacidos en el extranjero, mientras sus 
padres prestaban servicios de cualquier género; para con- 
siderar ciudadanos por naturaleza á los hijos del repre- 
sentante de una nación nacidos en otro Estado, existe á 
mas de este sentimiento de justicia comuna todos, un prin- 
cipio legal que expone Blakstone en sus Comentarios so- 
bre las leyes inglesas, "los hijos de los embajadores del 
**Rey, dice este célebre publisista, [25] han sido siempre 
''considerados como subditos ingleses nacidos en elterri- 
"torio inglés; porque el padre aunque residente en país 
^'extranjero, no debe pleito-liomenaje ni aun local al Prín- 

[25] Lib. lo cap. 10. 
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"cipe cerca del cual se halla acreditado; y el hijo por coa- 
*'signiente ha sido considerado, por una especie de postli- 
' 'minio t como nacido en los dominios del Rey de Ingla- 
"tcrra al que representaba el embajador su padre." 

3o Los mayores de veintiún años nacidos en el extranjero de padre 
peruano nacido en el Perú 6 de padre extranjero naturalizado con tal 
que tengan seis meses de residencia en el Perú. 

Son ciudadanos peruanos los hijos de padre nacido ó 
naturalizado en el Perú, y no los hijos de madre peruana, 
porque hemos visto al ocuparnos del primer inciso, que 
según el Derecho público, el hijo del ciudadano de una 
nación, nacido en pais extranjero sigue la condición po- 
lítica del padre, pero nunca la de la madre. 

En Inglaterra según el estatuto 13 de Jorje III, son 
considerados como ciudadanos ingleses todos los hijos, y 
aun los nietos por la línea paterna, de un ciudadano in- 
glés, nacidos en el extranjero, excepto solo en los casos en 
que el padre ó el abuelo estuviese condenado á muerte, á 
destierro por causa de alta traición ó al servicio de una 
potencia en guerra con la Gran Bretaña; Sin embargo, 
dice Christian, todas estas excepciones de la ley común, 
son relativas al caso en que el padre ó el abuelo paterno 
sean naturales ingleses, pero no concernientes á los hijos 
nacidos en el extranjero de una madre inglesa. La Cons- 
titución de 1791 [26] declara franceses á todos los hijos 

de un francés nacidos en el extranjero, después de cinco 
años de residencia, si ha adquirido propiedades ó ha 
formado un establecimiento industrial ó mercantil; pero 
ol Código civil [27] única ley, hoy vigente sobre la ma- 

[26] Art. 3o 
[27] Art. 10. 
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teria, declara francés á todo hijo de un francés nacido én 
pais extranjero, y autoriza en el mismo artículo á que re- 
clame el hijo la ciudadanía, en caso de que el padre estu- 
Tiese suspenso de ella cuando lo tuvo. 

Las leyes que hemos recorrido sancionan un principio 
que se halla en la razón común: el niño, á quien la suerte 
de su padre lo llevo á nacer en país extraño, está ligado 
por los vínculos del corazón y por los que la educación 
ha formado en él, á la patria de su padre, esos vínculos lo 
llaman á la asociación política de que su padre forma pra- 

te; injusto sería pues negarle los derechos que tiene á la 
patria de su familia. 

Ademas de estas consideraciones generales, hay otras 
especiales para considerar esta disposición en las leyes 

del Perú. Las continuas revueltas, que han llegado á for- 
mar casi el estado normal de nuestra patria, han ocasio- 
nado constantes proscripciones, y raro es cuando no se ha 
visto en los pueblos extranjeros, infinito número de perua- 
nos que con el nombre de desterrados políticos^ eran gsí 
verdad victimas de las encontradas facciones que han des- 
garrado al Perú. El destierro se ha hecho muchas veces 
trascendental á las familias, y sería por cierto absurdo 
que los hijos nacidos en extraño territorio, de hombres 
que la violencia había obligado á abandonar su patria, 
perdiesen la ciudadanía peruana. Sería hacer recaer so- 
bre los hijos un crimen que quizás no cometieron los pa- 
dres, sería hacer pesar sobre gran número de peruanos 
una terrible consecuencia de nuestras disenciones. En la 
condición de desterrados hay ahora muchos. [Ojalá sean 

los últimos! 

4o Los mayores de veintian años nacidos en el Perú de padre extran- 



—23- 

jero, con tal que clcutro del primer año después de cumplidoe los veiiv- 
tiono, declaren de un modo solemne bu voluntad de ser peruano». 

Como hemos podido observar al ocuparnos del inciso 
primero de este artículo, la ley no podia declarar perua- 
nos, á los nacidos en el Perú de padre extranjero, sin in- 
fringir los principios reconocidos de Derecho público uni- 
versal; pero también observamos entonces, que el no ser 
declarados peruanos en el primer inciso, no les privaba 
de los derechos de ciudadanos peruanos, si á la edad deter- 
minada por la ley, elegían por su patria el pais de su na- 
cimiento, renunciando la ciudadanía del Estado á que la 
naturaleza de su padre les llamaba. Esto es lo que decla- 
ra el proyecto en el inciso que comentamos. Hacerlo en 
el primero, hubiera sido desconocer los principios de De- 
recho público antes citados, atacar la soberanía de otros 
pueblos y declarar un derecho ilusorio, para los que si 

guiendo la condición de sus padres opten por la ciudada. 
nia del Estado á que estos pertenecen; pero, observando 
los principios liberales que para la admisión de nuevos 
miembros en nuestro cuerpo político estamos llamados á 
adoptar, el proyecto debia facilitar los medios de adquirir 

la ciudadanía peruana, antes que otros, á los que la Pro- 
videncia les dio, trayéndoles á nacer en el Perú, un títu- 
lo á ella. 

Las leyes francesas que tampoco consideran francés al 
hijo del padre extranjero, nacido en el territorio de la 
Francia, le conceden la ciudadanía bajo la misma condi- 
ción requerida en este inciso. [28] La declaración no pue- 
de hacerse antes de cumplida la edad de veintiún años, 

[28] Código Civil. Cap. lo art. 9. 
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porque esta es la edad que señalan las leyes para el ejerci- 
cio délos derechos civiles; debe tener lugar, en el término 
del primer año, después de cumplida esa edad, porque no 
6S posible dejarlos indefinidamente con opción á dos na- 
cionalidades. 

5o Los extranjeros naturalizados. Son extranjeros naturalizados; los 
extranjeros mayores de veintiún años que estén al servicio de la Repú- 
blica, ó que se hayan retirado en forma log-al, y los extranjeros mayores 
de veintiún años, que hayan obtenido carta de naturalización del Presi- 
dente de la República. Para obtenerla se necesita poseer en la Repúbli- 
ca alguna propiedad raiz, ó ser profesor de alguna ciencia ó ejerrer al- 
guna industria, y haber residido dos años en el territorio de la Repú- 
blica. 

Todas las naciones conceden á los extranjeros que las 
sirven ó que inutilizados en su servicio lo han dejado en 
la forma legal, tanta extensión de derechos, como á los 
naturales del mismo pais. El que defiende á una nación 
con las armas, el que la eleva con su inteligencia ó la en- 
riquece con su contracción, adquiere por esto un titulo 
perfecto á las prerogativas que la nación concede á sus 
propios hijos. Las leyes inglesas llevan este espíritu de 
justicia y de reconocimiento, hacia los extranjeros leales 
servidores de la nación, hasta conceder la naturalización 
ipsof cueto á los marineros que han servido durante dos 

años, en época de guerra en la marina real. [29] Las le- 
yes francesas declaran ciudadano francés al que pj^este 6 
haya prestado seTYÍcios2Íl Estado [30]. Conocidas son las 
leyes de los Estados Unidos á este respecto: en el Senado 
y en el cuerpo diplomático de aquella República, se en- 
cuentran xnuchos extranjeros que prestan importantes ser- 



m] Estatuto 13 de Jorge II|. 



30] Senado consulto de 13 de Febrero de 1808 art. lo. Esta ley ha 
formado siempre parte del Código político de Francia. Véase Balcua — 
Códigos. 
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vicios á aquella nación, y que sus leyes consideran natu- 
rales de ella. 

La necesidad de aumentar nuestra población conciu- 
dadanos útiles é inteligente?, es reconocida por todos: 
la facultad para obtener la naturalización y la extensión 
en los derechos que con ella so adquieran, es el estímulo 
mas poderoso por su desarrollo: el crecimiento prodijio- 
80 de la poblarían de los Estados Unidos lo demuestra 
asi; y la estrechez á este respecto de las ideas que dicta- 
ron nuestra ultima Constitución, es uno de los mas justos 
y fuertes cargos que á esta ley ha dirigido siempre la 
opinión pública." La facultad que este proyecto conce- 
de al Presidente de la Kepública para otorgar las cartas 
de naturalización, facilita notablemente la emisión de 
ellas. Concederla exclusivamente al Congreso, seriares, 
tringii su concesión á periodos determinados y distantes. 
Las leyes inglesas y francesas conceden al Poder Ejecu- 
tivo, la facultad de emitir las cartas de naturaliza- 
ción. [31] 

Las condiciones que deba reunir el individuo que ad- 
quiera la naturalización peruana, son las mismas que se 
exigen para conceder el ejercicio de la ciudadanía acti- 
va á los naturales del Perú, y cuya justicia y necesidad 
hemos demostrado anteriormente. 

6o Todos los ciudadanos que estén actuahnente en posesioD de la cío- 
dadania con arreglo á la Constitución de 1839. 

Basada sobre el principio de que el efecto de una ley, 
no puede ser nunca retroactivo, la justicia demostrada de 

[31] Véase Blackstone. Lib, lo cap, 10 y la ley que citamos en la no- 
ta anterior. 
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eata disposición, hace innecesario todo comentario sobre 
ella. , ; 

.ji^o !^] .cgoroicio de la ciudadanía se pierde; por naturalización en otro 
rstado, ó por losidir nitis de ditz aiios lucra de la Kipí.biica sin pci mi- 
so del Gobierno siendo exlranjiro naturalizado, ó jicr aceptar tujpitos 
ó.tituios deotra nación sin peí miso del Congreso, ó ix>r lo.^ votos solem- 
nes de profesión religiosa aun cuando se obtt nga la exclaustraicn 6 por 
haber s¡do condcLado á pena afiictiva por sentencia judicial. Les que 
hskysiti perdido la ciudadanía por cualquiera de estos motivos pueden 
ser rehabilitados por el Congreso, 

Recorriendo las causas que ocasiona la pérdida del 
ejercicio de la ciudadanía, el proyecto que analizamos se 
encuentra enteramente coníorme con los principios san- 
C'onados y reconocidos en las leyes de todos los pueblos 
y que también se consignan en nuestras anteriores Cons- 
tipaciones. 

El acto de naturalizarse en otro Estado es una táci- 
ca renuncia do la ciudadanía que antes se poseia; porque 
un individuo no puede tener dos nacionalidades. Las aso- 
ciaciones políticas que forman las naciones otorgan dere- 
chos y garantías, conceden protección al individuo, pero 
le imponen deberes sagrados, cuyo exacto cumplimiento 
exije que el individuo pertenezca exclusivamente ala na- 
ción en que los contrae. El hombre no puede tener mas 
que una sola patria, como no puede tener sino una sola 
religión. La patria y la religión no admiten dualidad. El 
que profesase dos religiones, seria en realidad un ateo; el 
que se considerase ciudadano de dos Estados seria un 
cosmopolita; y un cosmopolita es un ateo político. 

El extranjero que sin permiso del gobierno por justa 
causa concedido, abandona por el espacio de diez í ños el 
pais en que se naturalizó, pierde sus dereclios á él porque 
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su dilatada ausencia es casi una renuncia indirecta. Lad 
lejes francesas contienen disposiciones mas severas & es- 
te respecto, pues consideran al ciudadano francés aun 
cuando lo sea por nacimiento, como privado definitiva- 
mente de sus derechos si por un tiempo indeterminado se 
fija en un pais extranjero. [32] El ciudadano que niega 
por largo tiempo sus servicios á la patria y olvida los de- 
beres que para con ella tiene, no es acreedor á las prer- 
rogativas que esta concede á sus hijos. 

Aquel que acepta empleos de una nación contrae con 
ella los deberes que le impone el empleo que desempeña 
y que pueden ser alguna vez incompatibles con la fideli- 
dad que debe á su patria. Sin embargo, en vista de las 
condiciones personales del ciudadano empleado en un 
pais extranjero, de la naturaleza del empleo que se le 
confiera, ó como una manifestación de benevolencia al go- 
bierno que lo conceda; el Congreso en quien la nación 
delega el ejercicio de su soberanía puede conceder per- 
misos de esa especie. La práctica de las naciones ofrece 
muchos ejemplos de ciudadanos que con el permiso de su 
Rey, han prestado sus servicios en países extranjeros con 
útiles resultados para su patria y para el Estado á quien 
servian. 

Los títulos que en las monarquías demarcan clases 
entre los ciudadanos, son por su naturaleza opuestos al 
sistema republicano basado en la igualdad de derechos; 
por consiguiente la admisión de ellos es incompatible con 
la condición de ciudadanos de una República. Esos títu- 
los y cierta clase de empleos, forman deberes que ligan 

[32] Código CivlUrt. 19, 
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al, que los recibe, al pais que loa concede ó al menos lo 
unen á su gobierno con lazos de gratitud. El Congreso 
Qon conocimiento de las causas que han motivado esas 
gracias pueden acordar su permiso para obtarlas. 

El que se dedica al servicio de la Divinidad, y se liga 
con juramentos solemnes al altar, se separa eternamente 
del mundo político, porque su vida entera debe consa- 
grarse exclusivamente al desempeño de sus sagradas fun- 
ciones; ningún cuidado ajeno de ellas, ningún ruido exte- 
rior debe turbar la vida de estudio y de trabajo que de- 
be llevar el sacerdote. Las leves de los Estados Unidos 
cierran la carrera política á todo sacerdote cualquiera 

que sea la religión á que pertenezca. [33] 

El que por sus delitos sufra una pena aflictiva, im- 
puesta por sentencia judicial, es indigno, sin dudándolas 
funciones que están llamados á ejercer los ciudadanos; 
porque si estas requieren capacidad para conocerlas exí- 
jen también moralidad y honradez para desempeñarlas 
dignamente, condiciones que no pueden encontrarse en el 
criminal sentenciado por los Tribunales de Justicia. 

Pero el Congreso en quien la nación delega el ejerci- 
cio de la soberanía, puede rehabilitar á los que hayan 
perdido sus derechos de ciudadanos, por la injusta apli- 
cación de cualquiera de los principios antes expuestos, ó 
á los que su conducta posterior haga nuevamente dignos 
de obtenerla. Negarle esa facultad al Congreso, sería 
cerrar eternamente las esperanzas de rehabilitación á los 
que se encontrasen en los casos anteriores. 

fio Él ejercicio de la ciudadáDÍa se fiuspo&de pof ineptitud física 6 
[33] Paillet — Constitu tienes americaines. 
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meiital que impide obrar libre y deterniinadamente y por ser deudor 
quebrado, ó deudor moroso al fisco ó por hallarse procesado y mandado 
prender cou arreglo á la ley por delito que merezca pena aflictiva. 

Demostrado está, que los deberes de ciudadano no 
pueden ser ejercidos sin capacidad para conocerlos y sin 
libertad para desempeñarlos; los que se hallan en el ca, 
so que determina la primera disposición de este artículo- 
carecen de estas cualidades justamente requeridas por la 
ley. Los comprendidos en la segunda disposición, son, co- 
mo presuntos criminales indignos del ejercicio de la sobe- 
ranía. Pero como los impedimentos de los primeros pue- 
den cesar, como lo que constituye la criminalidad de los 
segundos puede desaparecer, como las presunciones que 
pesan sobre los últimos pueden desvanecerse en un jui- 
cio; seria injusto privarlos definitivamente del derecho 
de ciudadanos. Las leyes de Francia suspenden por las 
mismas causas el ejercicio de la ciudadanía. [34] 

Todos los principios contenidos en los artículos que 
acabamos de examinar han sido, como antes hemos dicho 
reconocidos en el Derecho Publico del Perú, por consi- 
guiente detenernos mas en ellos sería recargar inútilmen- 
te nuestro trabajo. 

[34] Código Civil art. 18. 
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TITILO III. 



Derechos garantidos por la Constitución» 



Art To La Constitución garantiza: 

Los DERECHOS garantidos por la Constitución, son lo& 
derechos denominados individuales que se derivan de la 
naturaleza misma del hombre y que tienen por fundamen- 
to su libertad. Estos derechos son, dice un publicista, 

[35] los que pertenecen á todo individuo considerado en 
la calidad de hombre libre. Blakstone divide los dere- 
chos del hombre en absolutos y relativos, los primeros 
existentes en su naturaleza y los segundos considerados 
en sus relaciones sociales; pero la idea de derecho abso- 
luto trae consigo la de libertad ilimitada en el ejercicio 
de ellos; y la libertad con que se ejercen los derechos 
que denomina absolutos ese célebre publicista, debe estar 
restringida por la ley, para que nunca puedan ser ejerci- 
dos en perjuicio de otro individuo ni con desventajas pa- 
ra la sociedadr En la Magna Carta otorgada por el Bey 

[35] Laferríer, Droit public. 

8 
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Joan, base del sistema constitucional de Inglaterra, se en- 
cuentra una declaración de los derechos individuales, de- 
claración inexacta é imperfecta, pero que en las leyes y 
estatutos sucesivamente concedidos por diversos Reyes 
8e ha extendido y determinado con mas exactitud; hasta 
que por el acta del Reglamento [Aci of aettlemet^oioYg^- 
da á principios del siglo XVIII, acta que aseguró la co- 
rona en la casa de Guillermo III se declararon y demar- 
caron nuevamente esos derechos, poniéndose la última 
piedra al majestuoso edificio de las libertades ingle- 
sas. [36J 

En Francia era conocida la noción de los derechos 
individuales desde el siglo XVI: Doneau reprochaba en 
esa época á los juriconsultos romanos, la emisión de los 
derechos personales que el reducia á la vida y la libertad 
\yita et liberta] deduciendo de ellos todos los demás que 
el grado do adelanto de la época permitía conocer. Des- 
pués se han encontrado constantemente en las obras de 
los publicistas; pero no se consignaron en la^ leyes poli- 
ticas hasta fines del siglo XVIII, cuando Mirabeau hizo la 
solemne declaración de los derechos del hombre que co- 
locó la Asamblea Nacional como preámbulo de la Cons- 
titución Francesa de 1791. Desde entonces han sido con- 
siderados en todas las Constituciones unas veces .como 
preámbulo otras en el cuerpo de ley y bajo denominacio- 
nes diversas, 

ALGTJN09 publicistas, consideran peligroso consagrar 
bajo la inviolabilidad de ley una declaración explícita y 
terminante de los deredios deUhombre. una declaración 

[36] Véase Blackstono. 
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ele este género, dice un moderno escritor [37], es una fór- 
mula de derecho filosófico y social, como fórmula, debe 
ser verdadera y completa en si misma, y como declara- 
ción de derecho natural y social debe ser apropiada al 
estado de la sociedad y á los resultados ofrecidos por la 
teoría y la práctica del derecho. Ante tan enorme difi- 
cultad, se concibe perfectamente la diversidad de las opi- 
niones para considerar estos derechos en una carta cons- 
titucional. Sin embargo, la práctica constante en la ma- 
yor parte de las leyes fundamentales ha sido declarar loa 
derechos del hombre y del ciudadano. En pocas se ha 
omitido una declaración de esta especie. 

Las constituciones de Francia desde la de 1791 has- 
ta la del año VIII, dedican el preámbulo á la solemne de- 
claración de los derechos y los deberes del hombre. La 
carta constitucional dada por Luis XVIII en 1814, los 
consigna en el cuerpo de la ley bajo la denominación de 
Derecho Publico de los franceses. El acta adicional que 
otorgó Napoleón I á la vuelta de la Isla de Elba en 1815 
declara en el título 6- los derechos del ciudadano. La 
carta [cliarte] que nació en las barricadas de 1830, ob- 
serva el mismo orden y conserva á la declaración de de. 
rechos la denominación, que le dá la Constitución de 
1814. [38] Por último la Asamblea Constituyente en 
1848, en vista de las dificultades que ofrece una declara- 
ción explícita, se limitó á declarar en el preámbulo de la 
Constitución, que la República reconocía deberes anterio- 
res y superiores á las leyes positivas [39] ; para determi- 

[37] PaiUet, Constitutions. 

[38] Véase Lat'errier, Droit pablic. 

[39] Notes á la Constitución de 1848. 
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nar después sumariamente los deberes de la República 
para con los ciudadanos y los de estos para con ella. Los 
derechos reconocidos en esa Constitución como anterio- 
res, y superiores á las leyes positivas son los que, dice 
Dupin, [40] se derivan de las leyes divinas y naturales; 
leyes inmutables, reglas eternas de la conciencia, fuente 
del derecho y contra las que no hay derecho verdadero. 

La Constitución del Imperio Alemán proclamada en 
Francfort en 1848 y que á pesar de ser perfectamente con- 
cebida, como obra filosófica, no podia tener muy larga vi- 
da como ley política, contiene un preámbulo de 59 artícu- 
los con el titulo de Derechos fundamentales de la Ale- 
mania. [41] 

El pacto federal de los Estados Unidos que se limita, 
solo á determinar las relaciones del gobierno federal con 
los Estados particulares y la organización délos poderes 
de la unión, deja á las Constituciones de los Estados el 
cuidado de su arreglo interior, por consiguiente no en- 
contramos en él nada que se refiera á la declaración de 
derechos, como no se contrae tampoco á la clasificación 
de los ciudadanos. La Constitución del Estado de Nue- 
va York [42] determina las garantías de los ciudadanos 
en el cuerpo de la ley; pero las de otros Estados contie- 
nen, como las antiguas Constituciones de Francia, un 
preámbulo con la declaración de los derechos del hom- 
bre. [43] 
. En las Constituciones de la América del Sur, se ha 

[40] Notes k la Constitution de 1848. 
£41] Revue da droit, 1849 pág. 574. 
[42] Art. 7o 

[43] Estos Sitados son Virginia, Delaware, Carolina del Sur. Ponsil- 
irjinia y MassachuBsetts. 
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consagrado generalmente uu capítulo á la especificación 
de las garantías que la ley concede al ciudadano, de los 
derechos que le otorga, y á la enumeración délos princi- 
pios de Derecho Público que reconócela República. [44] 

Las constituciones que nos han regido, contienen to- 
das una declaración de los derechos y de las garantías 
de los ciudadanos. Garantías constitucionales las llama 
las de 1834, y garantías individuales la de 1839; pero es- 
tas que esas leyes llaman garantías, son en realidad de- 
rechos inherentes al hombre, deducidos de su naturaleza, 
que no concede la Constitución, sino cuyo libre ejercicio 
garantiza únicamente; por esta razón pues encontramos 
mas exacto el título que dá el proyecto á la parte de él 
que hoy nos ocupa. 

Pero si en la denominación encontramos algunas dife- 
rencias, el fondo es el mismo en todas las Constituciones: 
pocas son las divergencias que notamos en la declara- 
ción de derechos que hacen las leyes que hemos recorrí- 
do, y pocas son las que se pueden imprimir en obras de 
esta clase, después de la célebre declaración de Mira- 
beau. Los ardientes demagogos de 1793, no pudieron 
agregar sino dos nuevos derechos á su absurda creación; 
el derecho igualmente concedido á los ciudadanos para la 
formación de las leyes, y el de insurrección reconocido á 
cada porción del pueblo: es decir ^ sancionar en nombre de 
los derechos dd pueblo, el manifiesto y el Código de la anar- 
quía mas audaz, según la enérgica expresión de Lafe- 
riere. 

Partiendo pues del principio antes sentado de la po- 

[44] Const. de Chile cap. V. 



ca variedad que se nota en la declaración de los dere- 
chos y de las garantías de los ciudadanos en todas las 
leyes modernas, recorreremos lijei^amente las que coasig- 
na este proyecto, deteniéndonos solo en aquellos derechos 
que no hayan sido considerados ó que lo hayan sido de 
diferente modo en nuestras anteriores Constituciones. 

lo La igualdad ante la ley. Eu el Perú no hay clase privilejiada. 

La igualdad ante la lev es la base del sistema demo- 
crático; pero no consideremos por esta, la absurda igual- 
dad que los demagogos han pretendido establecer. La 
igualdad de hecho no existe ni en la naturaleza, ni en las 
capacidades, ni en las fortunas. [45] El sabio no será ja- 
mas igual al ignorante, el virtuoso no lo será nunca al mal- 
vado. Si en el sistema democrático no se reconocen las 
demarcaciones sociales establecidas en las monarquías, 
las que existen en la naturaleza misma de las cosas no 
pueden ser desconocidas. Todos los peruanos tienen igual 

derecho á los empleos de la República; pero los peruanos 
que disfrutan de este derecho son los que tienen capaci- 
dad y moralidad para desempeñarlos. Nivelar á todos 
los hombres, sería absurdo en teoría, en la práctica im- 
posible; porque tal procedimiento contrariaría las leyes 
inmutables de la naturaleza, é introduciría el desorden en 
la sociedad: sise prolonga el desorden, lasociedadse di- 
suelve, y esta disolución es el caos. Por eso dijo Guizot, 
cuando se pretendía dar por base esa absurda igualdad á 
la República Francesa de 1848; **el caos se encierra hoy 
en esta palabra: Democracia. [46] 

[45] Dffpin. Votesála Const. francfiige,pág. 29. 
[46] De la deraocratieen france, cap. lopág.9. 
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2o La igualdad en la repartición de las cargas públicos y el derecho 
de no someterse á otras que á las establecidas por la ley. 

Es DEBER (le todos los individuos el sostenimiento de 

la sociedad, contribuyendo igualmente para ello, así co- 
mo deber de esta es protejer y considerar en las ventajas 
que la asociación ofrece, á todos de un modo igual. Las 
leyes orgánicas demarcan la manera como deben organi- 
zarse las contribuciones publicas, á fin de que la eroga- 
ción corresponda proporcionalmente á la fortuna de los 
individuos. Si bien como miembros de la sociedad todos 
deben contribuir igualmente, porque como individuos to- 
dos tienen derechos iguales; los que posean propiedades, 

los que ejerzan alguna industria en el seno de ella, de- 
ben contribuir en proporción á los productos de la pro- 
piedad 6 de la industria que la sociedad les proteje y ga- 
rantiza. 

Los CIUDADANOS no deben pagar mas contribuciones 
que las señaladas por las leyes; porque solo la nación re- 
presentada por sus delegados tiene derecho para dictar 
la ley que es la expresión de la voluntad nacional; si asi 
no fuese sería el feudalismo. [47] 

3o La libertad de permanecer en cualquier punto de la Repüblica ó 
salir con sus bienes del territorio peruano sin mas limitaciones que las 
que establezcan las leyes ó los reglamentos de policía. 

El derecho de disponer el hombre de su individuo co- 
mo mejor le- plazca, sin mas restricción que las que la ley 
señala para el mejor orden de la sociedad, (restricción 

[47] Seí^un las leyes inglesas, nadie está obligado á pagar, ni don 
gratuito, ni empréstito forzoso pava la formación del rey no, si antes no 
na declarado el Parlamento que la patria está en peligro. Blackstonq 
lib. lo cap. 5o 
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que nunca puede coactar la libertad, sino que debe solo 
limitarse á determinar ciertas formalidades indispensa- 
bles), es una de las mas preciosas garantías del ciudada- 
no y un derecho estrictamente natural. En Inglaterra, 
está severamente prohibido por la ley, que se compela á 
salir á un ciudadano del territorio inglés, aun cuando sea 

con el cargo de Lord- Comisario de Irlanda ó Embajador 
del Rey, porque entonces sería un destierro que aunque 
honorífico no dejaba de ser destierro, es el texto termi- 
nante de la ley. [48] 

Inútil parece inculcar mas sobre esta disposición re- 
conocida en las leyes de todas las naciones, inútil quizás 
seria consignarla en una Constitución, tanta es sujusti- 
cia, y tan perfecto es el derecho que á ella tienen los ciu- 
dadanos; pero, no hace muchos años que se prohibió á 
los ciudadanos de una nación civilizada que abandonasen 
el territorio de ella,, que se castigaron con penas severas 
álos que eran tomados en el acto de hacerlo, y que se- 
confiscaron los bienes de los que furtivamente lo conse- 
guian. ¡Esto tuvo lugar en un pueblo que se preciaba de 
ser libre, y en nombre de la libertad! [49] 

4o El derecho de no ser preso ni detenido sino en virtud de orden ju- 
dicial. Cuando las circunstancias obliguen á las autoridades gubernati- 
vas á proceder instantáneamente á la detención de un individuo lo pon- 
drán en el término de veinticuatro horas á disposición del juez compe- 
tente. 

Esta garantía que pone al ciudadano á salvo de las ar- 
bitrariedades del poder, se halla sancionada en todas las 
leyes de los pueblos constitucionales pero no laencontra- 

[48] Blackstone. Véase la obra antes citada. 
[49] Véase, Thiers, Revolution francaise. 
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mos en el capítulo que nuestra antigua Constitución de- 
dica á la especificación de las garantías individuales, si 
no en las restricciones del Poder Ejecutivo, lo que no 
comprendemos en verdad ,pues no solo el Ejecutivo, nin- 
guno de los poderes públicos puede atacar esta garantía., 
La encontramos explícitamente consignada en el estatu- 
to 31 de Carlos II Rey de Inglaterra, conocida comun- 
mente con el nombre de acta del habeos corpus, que solo 
puede ser suspendido en el caso de hallarse la patria en 
peligro; pero como si declarar la nación en ese estado 
fuera un acto del Poder Ejecutivo, ocasionaría terribles 
abusos; la ley ha reservado ese derecho exclusivamente 
al Parlamento, pudiendo este hacerlo solo por un tiempo 
determinado; porque entonces la nación, dice Blacksto- 
ne, abandona su libertad por un corto tiempo, á fin de 
conservarla siempre. 

Es INDISPUTABLE la importancia de esta garantía y la 
necesidad de consignarla en la ley. Oigamos como la con- 
sidera Blackstone. [50] 

"Es una de notable importancia para él bien público 

"que la libertad personal sea mantenida; si se dejase por 
"una vez á un magistrado, por muy alto que fuera su grado, 
"la facultad de reducir á prisión á aquellos que él ó sus 
"agentes juzgaran conveniente el detener; bien pronto, 
"todos los otros derechos, todas las inmunidades habrían 

"desaparecido. Algunos han creído que los ataques ín- 
"justos dirigidos contra la propiedad y la vida misma del 
"ciudadano, por la voluntad arbitraría de un magistrado, 

[50] Comentarios, lib. lo cap. lo pág. 255 y 25G. 

9 



"traen mas perjuicios al bien general de la sociedad que 
**aquelIos que son dirigidos contra la libertad personal. 
*Trivar á un hombre de la vida ó confiscarle sus bienes 
"por la fuerza, sin acusación, sin juicio, sería un acto tan 
"notorio, tan monstruoso de despotismo, que se elevaría 
"ein duda de un extremo á otro del reyno un grito genC' 
"ral contra la tiranía; pero cuando un hombre es secreta- 
"roente encerrado en una prisión, cuando sus sufrimien- 
"tos son desconocidos ü olvidados es un abuso mas peli- 
"groso del gobiexmo porque es menos público y causa mc- 
"nos impresión." 

TAh 58 ía opinión que sobre la alta importancia de es- 
ta garantía, tiene el célebre comentador de las leyes in- 
glesas, Por ultimo, §in la libertad individual, dice un 
^critor americano [§J], no es la libertad general mas 
que un objeto de ostentación. 

5d La inviolabilidad de todo género de pix)piedades bien sean mate- 
flftle^ Ó iotelec^ival^ ^Ivq el easo ep que la utilidad pública exija coo 
arreglo á la ley el uso ó enagenacion de la propiedad, lo que nunca po- 
drá tener lugar sino previa una ujsta indemnización. (52) 

PilsPUES del derecho 4 la vida y á la libertad, el de la 
jpropieda4 eu él ma$ sagrado que reconocen las leyes: os* 
tos tr«s, son %1 r^úmen de los derechos del hombre. En 
Qftcto, como no so puede coactar el Ubre arbitrio natural 
icl hombre, 6 restringirlo, sino infringiendo ó disminu- 
yendo uno ú otro de esto^ importantes derechos, se pue^ 

^Q jiigtai»ent9 decir, que mantener su inviolabilidad ea 
iftftntener tambi©» sus privilegios civiles en su mas com- 

[51] Pardo— Defensa ^§1 Sr. Mamri de la Cuba, 1834. 
[52] Sin propiedad no ])ay llliertades sociales. [Palabras dd Abutc 
Maury en la ^Aunblea francesa.] 



ploto y jíiaa absoluto sentido. [53] Así considera ol dere- 
cho de propiedad el publicista citado: veamos ahora la 
opinión que sobre él abriga uno dé los hombres más es- 
clarecidos del siglo XIX, y uno de los primeros actoréi 
en la revolución de 1848. 

"Los DOOMAS socialistas, cuyo principio es la realissí^- 
"cion en la tierra de una fraternidad quimérica, tienden 
"todos á la supresión do la propiedad individual; tcü- 
'*diendo por consiguiente á la supresión de la familia. La 
"familia es la trinidad del padre, la madre y el hijo. El 
*'padre, la madre y el hijo, que la perpetúan, renuevan 
"sin cesar esta trinidad que completa y continúa al hom- 
"bre. Sin la propiedad personal y hereditaria esta fami- 
"lia, origen, delicias y continuación de la humanidad, ca- 
**rece de base para perpetuarse en la tierra. El hómbíe 
**sería el macha, la mujer la hembra y el hijo un cachorto 
*'del rebaño de la humanidad. El suelo sin dueño Césa- 
**ria de ser fértil. La civilización producto de la riqueza, 

"de la comodidad y la emulación desaparecería. La ex- 
' apropiación de la familia seria el nuicídio del générd hii^ 
"mano." [54] 

Persuadida pues, la Asamblea nacional dé Fraücía 
de la importancia de sancionar en la ley el derecho de 
propiedad, y en oposición, dice Dupin, á las tendencias y 
á las doctrinas desorganizadoras y anárquicas del socia- 
lismo, declaró que la República tenia por base, la fami- 
lia, el trabajo, la propiedad y el orden. [55] 

El respeto á la propiedad áe extendía en Inglater ra 

[53] Blackstone. 

Í64] Lamartine, Revolution de 184á. lib, 2ü pkg, 89 y 90. 

£55] Preámbulo § IV. , 
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hasta el extremo de negar al gobierno la autorización 
para violarla, aun cuando lo exigiese así el bien general; 

[56] porque se consideraba sumamente peligroso conce- 
der á una autoridad civil ó á un tribunal el derecho de 
discernir en que casos requiere el bien público la viola- 
ción de la propiedad; pero por el estatuto 13 de Jorge 
III se permite dirigir los caminos públicos por la propie- 
dad particular, cuando los jueces lo consideren conve- 
niente, siempre que no se destruya edificio, parque ó jar- 
din, y siempre que el terreno ocupado no sea de mas ex- 
tensión que la de treinta pies, y pagando al propieta- 
rio como valor del terreno, cuarenta veces su producto 
anual. [56] 

Todas las leyes reconocen el sagrado derecho de pro- 
piedad y todos los pueblos reconocen también el axioma 
de que el bien general es preferible al particular, armo- 
nizando estos dos principios del mismo modo que lo hace 
el inciso que acabamos de examinar. 

6o La libertad de asociarse y reunirse pacíficamente y sin armas, la 
de dirigir peticiones á la autoridad, la de publicar sus pensamientos sin 
censura previa por medio de la imprenta; todo sin embargo con sujeción 
k lo que prevengan las leyes en favor de los derechos de los ciudadanos 
y del orden público. 

Todos estos derechos que constituyen otros tantos ac- 
tos de la libertad del hombre, están reconocidos en todos 
los pueblos organizados constitucionalmente, como una 
consecuencia precisa del derecho de libertad. 

Comparando esta disposición, con el capitulo que en 
la ley de Huancayo, se refiere á los mismos derechos, en- 

£66] Blacltstone, lib. lo cap. lo 



—43— 
contramos alguna variedad. Esa Constitución prohibe á 
los ciudadanos hacer peticiones colectivas y considera las 
que de esa manera se hagan como un atentado contra la 
seguridad pública [57], exactamente lo mismo que si fue- 
ra arrogarse el nombre del pueblo. En verdad que no 

comprendemos el espíritu de esa disposición, ni el objeto 
de tanta severidad» Si la petición se hace á nombre del 

pueblo es sin duda un atentado a la seguridad pública, 
bien sea firmada individual ó colectivamente; pero si so- 
lo se habla en nombre de los que la firman, si solo habla 
una fracción del pueblo por sí, ¿por qué considerar ese ac- 
to como un atentado contra la seguridad púbticaf^ ¿por 
qué negarle á veinte ciudadanos reunidos el derecho que 
tiene cada uno por si y del que no se le puede despojar si 
lio por un acto de horrible tiranía? Solo podemos com- 

prend-er tal disposición, por el deseo de los Legisladores 
de 1839 de precaver por todos los medios que á su alcan- 
ce estaban, el abuso que entre nosotros se ha hecho, no 
solo del nombre, sino del pueblo mismo, haciéndolo ser- 
vir á ambiciosos caudillos como escabel de su elevación; 
pero sin conseguir este objeto, laudable sin duda, se le 
priva al pueblo de un justo derecho sin razón bastante 
para ello. 

7o La inviolabilidad del domicilio de todo habitante del territorio pe- 
ruano. Los agentes de la autoridad no pueden entrar en él sino con ar- 
ralo k las formalidades prescritas por la ley. 

La ley inglesa dice que la casa de un habitante de la 
nación es q\x fortaleza y que nadie la podrá violar impu- 
nemente. [58] Este derecho no es solo del ciudadano de 

[571 Arta. 171 y 172. 

[58] Blackfltone. C. tom. 6o pág 30 y 31. 



uii Estado, es de todos los que viven bajo la protección 
de sus leyes, como inherente á la libertad del hombro; 
sin embargo, alguna vez puede exigir la seguridad públi- 
ca que se viole el domicilio particular, en ese caso debe 

hacerse arreglado á lo que dispongan las lej'^es orgánicas, 
disponiéndolo estas do manera que esa autorización no 
sea una arma del poder público ni un elemento de tiranía. 

8o El derecho de todo habitante de no ser juagado sino por los tri- 
bunales establecidas por la ley. 

Cuando nos ocupábamos del inciso 2- de este artículo, 
observamos que nadie está obligado á pagar otras con- 
tiibucionesque aquellas que la ^misma asociación le ha 
impuesto por medio de sus delegados; porque solo ella 
tiene el derecho de decretarlas: lo mismo podemos decir 
respecto del poder judicial. Los ciudadanos no pueden 
reconocer otros jueces que los que la ley señala; porque 
esos son instalados por la voluntad nacional para el me- 
jor orden de la sociedad y solo la nación tiene como so- 
berana el derecho de establecer los Tribimales de Jus- 
ticia. 

La experiencia nos enseña, que los tribunales especia- 
les instituidos fuera de los límites de la ley son siempre 
agentes fieles de la tiranía. ¡Qué puede haber mas terri- 
ble para un acusado, exclama Pelisson, que jueces, no Tia- 
ttiToles m ordinarios, establecidos contra ellos y que re- 
corriendo la historia délo pasado, se les ha visto conde- 
nar siempre y jamas absolver! [59] 

9o' La abolición de la pena de muerte para los delitos politices, y la 
abolieicn de la pena de confiscación para teda clase de delitos. 

[r)9] Dcfcnsc ce Xicolas Fci:qnet. primer di^cours. 
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La pena de muerte que ataca el mas sagrado de loa 
derechos del hombre, el derecho de existir, ha sido es- 
tablecida en las asociaciones políticas obedeciendo á 
una dolorosa necesidad. Su abolición completa sería una 
dispqsicion justa y racional; pero la humanidad no alcan- 
za aun el grado de ilustración y de adelantamiento mo- 
ral necesario, pero que esa abolición no ocasione á la so- 
ciedad males mas graves, ni le ofrezca el espectáculo de 
escenas mas terribles que aquellas que se trata do evitar. 

Xo ENTRANDO CU los límítcs de esta obra examinar la 
pena de muerte en su sentido general sino en su aplicación 
í los delitos políticos, que son los casos en que este pro- 
yecto la declara abolida, nos concretaremos solo á apre- 
ciarla bajo tal aspecto, y á determinar los crímenes que 

la ley no puede reputar como delitos políticos aunque 
vayan vestidos con ese ropaje. 

La aplicación de la pena de muerte por delitos polí- 
ticos, trae consigo la autorización de los abusos de la ti- 
ranía, las divisiones eternas de la sociedad, las vengan- 
zas interminables de los partidos políticos, la represen- 
tación de tristísimas escenas que endurecen el corazón de 
los pueblos, el sacrificio de ciudadanos útiles á la patria, 
en las aras de la ambición personal; es una pena terrible 
en demasía para delitos que no están aun definidos, por 
que la apreciación de los crímenes llamados políticos, va- 
ría según las diversas faces que toman las revoluciones: 
á cada paso encontramos en la historia, proclamado co- 
mo mártir, el que murió como criminal: en el corazón de 
cada pueblo vive el recuerdo, de algún héroe, de algún 
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honibrc justo sacrificado atrozmente como reo político* Y 
Á esta cadena de males, ¿qué benéfico resultado podemos 
oponer? Mil cadalsos políticos se han levantado en el 
Perú, y el genio de la revolución se cierne aun sobre las 
ruinas de la patria! 

El robo, el incendio, el asecinato no pueden conside- 
rarse jamas como delitos políticos aun cuando sean con- 
secuencia de movimientos que tengan ese color; crímenes 
do esa clase deben considerarse siempre como delitos co- 
munes; si so considerasen como políticos y se les esencio- 
naso como á los que lo son realmente tales, ¡cuantos aten- 
tados, cuántos horrores no presenciaría la sociedad! Pro- 
tejamos al acusado en las formas del juicio y de la defen- 
sa, pero pensemos un poco en la sociedad: que la solici- 
tud por los culpables, aun en materia política, no sea su- 
perior á la protección que reclaman la sociedad y las víc- 
timas, la moral y la decencia pública. [60] 

La CONFISCACIÓN de bienes que hace recaer sobre hi- 
jos inocentes los crímenes de padres culpados, causa de 
frecuentes abusos y de actos de alta inmoralidad, es un 
resto de antiguas prácticas despóticas que rechaza la cí- 
rilizacion y el sentimiento de la humanidad. 

No ENCONTRAMOS ninguna de estas dos disposiciones 
en las leyes antiguas déla República: su consignación en 
la Constitución la reclaman la moniL la ilustración y la 
conveniencia pública: solo el despotismo puede oponerse 
á su sanción y nadie levantaría su voz para hacerlo sin la 
frente cubierta de rubor y sin que sobre él cayese el des* 
|>recio y el anatema de la sociedad. 
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El inciso que acabamos de examinar prueba terminan- 
temente la liberalidad y la justicia de los principios que 
han dictado este proyecto: él demuestra lo que asentamos 
en nuestra introducción y será siempre un monumento 
honroso para sus autores. 

10. La libertad de enseñanza. Esta libertad se ejerce según las con- 
diciones de capacidad y moralidad determinadas por la ley y bajo la 
inspección del Gobierno. 

La xacion está obligada á contribuir que se propague 
la instrucción entre los ciudadanos: la ilustración difun- 
dida entre las masas es el primer elemento de seguridad 
y buen éxito en el sistema de gobiernos representativos: 
la estabilidad de la libertad va en razón directa del ade- 
lantamiento de los pueblos; allí donde hay instrucción la 
libertad florece. Pero si es un deber del Estado propa- 
gar la ilustración, si para cumplirlo debe permitir la li- 
bertad de enseñanza como un elemento para su mas fácil 
consecución; también está obligada la sociedad á impedir 
que se haga un vil comercio de la augusta misión de la 
enseñanza, que se propaguen en los niños máximas suver- 
sivas opuestas á la moral y contrarías á los principios 
religiosos profesados por la nación; para impedirlo, la 
ley debe demarcar los límites en que esa libertad sea ejer- 
cida y las condiciones necesarias en los que se dedican á 
la enseñanza, las autoridades pueden ejercer una activa 
vigilancia para que la ley no sea eludida y para que los 
pueblos avancen á la vez en ilustración y en moralidad. 

Esta libertad está de tal modo ligada á los intereses 
de la familia y de la sociedad, que no se le puede consi- 

10 
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derar pura y simplemente como un derecho natural ó in- 
dividual; por eso la asamblea nacional de Francia no la 
denominó derecho de enseñar, sino libertad de enseñan- 
za. [61] 

11. La libertad de la industria, del trabajo y del comercio sin mas 
restricciones que las que establecen las leyes y los reglamentos de po- 
licía. 

■ 

La libertad del trabajo y de la industria es un dere- 
eho perfecto del hombre: la libertad del comercio es un 
poderoso agente de progreso, de riqueza y de ilustración 
para un pais: por eso la ley debe garantirlos y pro tejer, 
los: masías industrias que corrompen la moral pública, 
deben ser prohibidas en beneficio mismo de la sociedad, 
el trabajo debe organizarse para que produzca provecho- 
sos resultados á los individuos, y el comercio de importa- 
ción y exportación, es necesario que esté sujeto á regla- 
fnentos para que la sociedad y el estado reporten mayo- 
res beneficios. El interés público axige la prohibición de 
dertás industrias tales como la pólvora'y la moneda: am- 
bas deben monopolizarse por el Estado; la primera poj* 
mñ gran interés de seguridad pública, y la segunda para 
la seguridad de las tfansacciones. [62] 

12. La instrucción primaria gratuita. 

La propagación de la instrucción pública en general, 
hemos dicho antes que es un deber del Estado; pero á la 
instrucción primaria gratuita tienen un derecho todos los 
ciudadanos; porque todos contribuyen al sostenimiento de 

[61] Laferriere. 

[62] Laferriere Droit public. 



la sociedad, y esta se ha organizado para la felicidad cor 
mun cuya primera base es la generalización de los cono* 
cimientos esenciales para el cumplido desempeño de los 
deberes politices y sociales. 

13. La consoKdacion y amortización de la deuda publica y k invio- 
labilidad de todo contrato entre la nación y sus acreedores. 

La buena fé en los contratos es un principio de alta 

moralidad, la necesidad de su puntual cumplimiento es 

un deber asi de las naciones como de los individuos. Este 

principio está consignado en todas las leyes y en la con- 
ciencia de la humanidad. 

14. La inviolabilidad de la coirespondencia epistolar. Las cartas que 
se sustraigan fraudulentamente de las oficinas ó de los conductores de 
correos no producen efecto alguno legal. 

Uno de los deberes de la nación para con los indivi- 
duos, es facilitarles los medios de comunicación y asegu- 
rarles la inviolabilidad de su correspondencia. Sorpren- 
der los sentimientos íntimos de un individuo abusando 
de su confianza en la fé pública, serla espiar sus pensa- 
mientos secretos, sería un proceder injusto y profunda- 
mente inmoral. La violación de la correspondencia ha sí- 
do siempre una arma empleada por los tiranos. 

En todos los paises del mundo está bajo la garantía 
de la ley la inviolabilidad de las cartas: en 1851 cayó el 
ministerio inglés abrumado por la execración publica, 
porque los refugiados Húngaros y Polacos lo acusaron 
de haber violado el secreto de la correspondencia. Según 
las leyes francesas, toda sustracción, toda apertura de 
*íartas confiadas á la posta nacional, cometida ó facilita- 
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da por un funcionario público, tiene la pena de 50^ fran- 
cos de multa, cinco años de prisión y diez de suspensión 
de todo cargo ó empleo. [63] 

La última disposición de este inciso tiende sabiamen- 
te á impedir la violación de la correspondencia, haciendo 
inútiles en juicio, los abusos que en ella se cometan. 

15. La abolición de toda vinculación laical y la libre enajenación de 
todas las propiedades sin mas requisitos que los establecidos por la ley. 

Las'vincülaciones que ocasionaban la acumulación de 
la riqueza en pocas manos, que á causa de esa misma con- 
centración no le daban el desarrollo necesario, han sido 
justamente abolidas por la ley, para facilitar la reparti- 
ción de las fortunas, y para que esos capitales activamen- 
te administrados se aumenten, acrecentando así la rique- 
za pública y el bienestar de los ciudadanos. 

16. La prohibición de toda severidad inútil en la custodia délos 
presos. 

Esta disposición vivamente reclamada por la religión 
y la humanidad, está en vigor en todas las naciones civi- 
lizadas, llevándose en algunas al extremo de suscitársela 
cuestión de que "era quizas un aliciente para el crimen 
las comodidades que gozaban en los presidios los conde- 
nados por la ley": esta cuestión resuelta favorablemente 
á los principios humanitarios, honra infinito al pueblo y 
al gobierno de la nación en que se promovió. [64] 

Los PRESIDIOS de los Estados Unidos, Bélgica, Ingla- 

[63] Código penal § V art 187. 
£641 í^ Bélgica. 
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térra y Suecia, [65] proporcionan todas las comodidades 
posibles á sus desgraciados habitantes, al mismo tiempo 
que se cuida en ellos de su regeneración moral. Se ha ob- 
servado que de los presidios organizados como Jos de 
los pueblos citados, salen frecuentemente corregidos los 
criminales volviendo al seno de la sociedad instruidos y 
moralizados, mientras que de aquellas prisiones en que se 
abandona su regeneración moral, y se les somete ámalos 
tratamientos [66] salen mas corrompidos y mas endureci- 
dos en el crimen. 

17. La conservación y fomento de los establecimientos de piedad y 
beneficencia. 

El comentario de este inciso nos parece enteramente 
inútil: su necesidad y su justicia la reconoce la humani- 
dad entera. 

Hemos concluido el examen de uno de los títulos mas 
importantes del proyecto. No hemos encontrado en él la 
falta de ninguno de los derechos reconocidos en las anti- 
guas leyes y en las de otros pueblos libres y adelantados , 
y si, la consignación de varios principios altamente libe- 
rales y humanitarios. La abolición de la pena de muerte 
en materia política, el derecho de peticiones colectivas, 
no han estado nunca reconocidos en el Perú, y frecuen- 
temente se ha empleado la pena absurda de confiscación: 

[65] S. M. el Rey de Suecia Osear I es autor de una de las obras mas 
notables que se conocen, sóbrela organización délas cárceles y presidios. 

[66] Desgraciadamente hasta hoy se cuentan los nuestres en ese nú- 
mero. Esperamos que los esfuerzos que para la reforma hnce el gobierno , 
activamente secundado por el distinguido autor del "Informe sobre las 
penitenciarias de los Estados Unidos," eleven las nuestras á la altura 
que demandan la moral y la conveniencia púhlica. 
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niil vccos se ))a regado el suelo de la patria con la san- 
gre de tristes víctimas de nuestras revoluciones, mil fa- 
milias han sido sumidas en la miseria desde la época de 
la Independencia por espoliaciones arbitrarias; y á pe- 
sar de que esos crímenes no se repitieían jamas bajo el 
imperio de los principios que esto proyecto proclama, ha 
3Ído tachado de poco liberal. Absurdo es este que com- 
prendemos menos, cuanto mas estudiamos la importante 
pbra que acabamos de analizar. 
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TITULO IV, 



Dol Poder Legislatiyo^ 



Aft. 8o El Podeí Lei^islativo se cjefce por un Congreso compuesto 
(le dos cámaras, una de Senadores y otra de Diputados. Cada Cámara 
debe componerse por lo menos de la mayoría absoluta de sus miembros. 

Vamos á ocuparnos de una cuestión, que ha dividido 
algunas veces la opinión de los Legisladores de varias 
naciones y que aun no ha sido resuelta por nuestra ac- 
tual Convención. [6?] Luminosamente ha sido discutida 
cñ pueblos y en ocasiones diversas el principio de unidad 
ó dualidad en el Poder Legislativo, y la consecuencia de 
esas discusiones ha sido generalmente, adoptar el segun- 
do sistema, porque este principio á mas de laá poderosas 

♦ 

razones que en su favor militan, está apoyado en la ex- 
periencia de las naciones. Expondremos las primeras y 
citaremos los hechos históricos que justifican la segunda. 
Én las náonáfquías constitucioú&les, se deriva la divi- 
sión del Poder Legislativo de una consecuencia estrícta- 

[67] Este articulo estaba e«erito, cuando se ro^lvi6 esta onestiotí de 
un iftodo conforme á las opiniones emitidas en esté libro. 
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méate lógica; porque entonces cada Cámara representa 
intereses, no encontrados, como han querido suponer al- 
gunos, pero sí diversos, teniendo también diferente orí- 
gen. En las Repúblicas, el Poder Legislativo representa 
nn interés único y nace de una sola fuente, por consi- 
guiente su división no es el resultado lógico dé su natu- 
raleza; pero sí una exigencia del ínteres público. 

Es INNEGABLE que la discusión es un medio poderosa 
do conseguir seguro acierto; pero no la discusión que se 
efectúa en un cuerpo numeroso, (porque entonces es muy 
natural que se discuta con desorden y se resuelva con pre- 
cipitación, consecuencia indispensable de la reunión de 
gran número de individuos) sino la repetición de discu- 
siones por diversas asambleas ordenadamente organi- 
zadas. 

Una sola Cámara puede ser fácilmente dominada, por 
la influencia del Poder Ejecutivo, por el ascendiente que 
sobre ella ejerza alguno de sus miembros ó por la fuerza 
de una mayoría apasionada: puede fascinarse tanto, por 
la brillantez con que se vista una idea, que su ilusión no 
le permita examinarla sino por un prisma engañador. Es- 
tos son los inconvenientes mas poderosos que encontra- 
mos al sistema de la unidad en el Poder Legislativo, in- 
convenientes que la experiencia prueba que no son en ma- 
nera alguna quiméricos: abundantes ejemplos de todos 
los casos antes expuestos se encuentran en la historia 
parlamentaria de la época que comienza con la revolu- 
ción francesa. 

Es NATURALMENTE mucho mas fácil que el Poder Le- 
gislativo sea dominado por el Ejecutivo cuando aquel 
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que se haya encontrado en un solo cuerpo, que cuando di- 
vidido en dos, el Ejecutivo necesite para dominarlo ejer- 
cer una influencia igual y simultánea en ambos: el ascen- 
diente que la elocuencia ó el talento de uno desús miem- 
bros ejerza en una Cámara, es muy débil, cuando no nulo 
en aquella á que no pertenece; y muy probable es que la 
ilusión que un principio hábilmente expuesto haga nacer 
en una Cámara, desaparezca al considerarlo mas detenida- 
mente en otra. Las resoluciones que el influjo del poder, 
que la alucinación ó que el dominio de un partido que dis- 
ponga de la mayoría sancionen en una Cámara, y qne no 
sean benéficas al Estado ó arregladas á los principios de 
justicia, pueden ser detenidas en la otra: si esto puede ser 
causa de que algunas disposiciones justas y provechosas 
queden sin efecto, este inconveniente está sobradamente 
compensado con la paralización de resoluciones arbitra- 
rias ó desacordadas; porque los efectos que ocasionan la 
sanción de leyes injustas ó perjudiciales son mas terribles 
á los pueblos y de mas funesta trascendencia que la sus- 
pensión de bien concebidas disposiciones; á mas la fuerza 
de la verdad y la justicia asegura al fin el triunfo á las 
disposiciones que llevan su sello, y si la división del Po- 
der Legislativo puede ocasionar la carencia temporal de 
leyes de esa especie, ofrece mas garantías de que no su- 
frirán los pueblos las tristes consecuencias de leyes apa- 
sionadas ó precipitadamente sancionadas. 

Cuando se discutía en la Asamblea nacional de Fran- 
cia en 1848 el principio de que nos ocupamos, el célebre 
Dupin [68] que sostenia el principio de unidad, pedia su 

[66] Sesión del 27 de Setiembre de 1848. 
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canción consideráudolo como un medio de acción: pero la 
acción que tiene que ejercer el Poder Legislativo, no es 
la acción rápida y enérgica del Poder Ejecutivo para lo 
q-ue es indispensable la unidad y la concentración; es una 
acción que debe ejercerse con tanta mas lentitud y refle- 
2don cuanto mas trascendentales son sus resoluciones. La- 
Martine [69] otro defensor de la unidad, decia, que su 
▼oto seria por la división del Poder Legislativo, si la Re- 
pública contase cuatro años de existencia; pero este hom- 
bre eminente la consideraba con justicia en el periodo de 
lucha que tienen que atravesar todas las instituciones an- 
tes de arraigarse en los hábitos de los pueblos. El pri- 
mero veía aun lus barricadas de Junio, y el segundo al 
Príncipe Luis y á Proudhon, al Duque de Burdeos y á 
Vítor Considerant. Pero, Odillon Barrot [70] que defen- 
dió con alta elocuencia el sistema de la dualidad de las 
CSámaras demostró, que si bien las leyes debían hacerse 
coiK)ciendo bien el presente, era indispensable tener siem- 
bro á la vista «1 porvenir. 

Rbcoiiiiamos los acontecimientos históricos que apoyan 
atrestra opinión. La Prancia reconoció el principio déla 
nnidad en el Poder LegÍBlativo desde la instalación de 
la primera Asamblea hasta el 4 de vendimario del ano IV 
«n que «e proclamó la Coníititucian Directorial ; [71] y la 
suerte que durante ese período cupo á la Trancia, fué so- 
bremanera terrible y desgraciada: presa de tribunos am- 
bicioso® y de demagogos desenfrenados, vio su suelo em- 

f6S] £n la misiaa sesión, 
70] Discurso pronunciado en la misma sesión. 
[71] Véanse las Oonstitucioues de 1791 de 93 y del aáío.ll. 



papado en la sangre de sus hijos mas ilustres, vió sus 
Asambleas y Convenciones dominadas por una mayoría 
despótica y brutal que decretaba el triunfo del asqueroso 
Marat y el suplicio de los ilustrados jirondinos, y sufri6 
en fin todos los horrores que son consiguientes al dcspo- 
tismo de muchos, mil veces mas terrible que el de uno so- 
lo. Entre tanto desde 1814 hasta 1848 [72] el Poder 
Legislativo so ejerció por dos Cámaras y nunca ha dis- 
frutado la Francia, la libertad constitucional de que en- 
tonces gozó. [73] 

En INGLATERRA el Podcr Legislativo se ha dividido 
siempre en dos Cámaras, la de los Lores y la de loa Co- 
munes [74] y el orden y la libertad hace largo tiempo qua 
reinan en esa gran nación. 

En los Estados ünidoa, durante la guerra déla Inde^ 
pendencia, [75] el Poder Legislativo residió en una sala 
Cámara con atribuciones ejecutivas para la dirección d© 
la guerra, y concluida esta, la nación estuvo á punto d^ 
disolverse, hallando sola su salvación en un nuevo pacto 
federal que sancionó la división del Poder Legislativo 
[76] como uno de los primeros elementos de orden y es- 
tabilidad. Este sistemaba sido adoptado por los diversos 
Estados de la Union en sus Constituciones. [77] 

Las cortés españolas, cuantas veces se han reunido en 

[72] No CDnPÍderamos la época ár] Consulado y del Imperio, porque 
durnnte «ste pniodo fué inflitinificante la acción del cuerpo lejislatlvo« 

[7i5] Véanse, la carta do 1814, el neta adicional de iai5, el actt 
conptitucional del miemo año y la carta de 830. 

[74] Blackstone, lib. lo cap. 2p 

[76] Sparks, Life of WasUington. 

[76] Constitución de loa ilstudm XTniácts, art. Iftaee. U 

[77 j Véase el art. lo inc lo de la Constitucitm dfi JTwíír'a JSwdt. 



-58— 
una sola Cámara han ocasionado fuertes y duraderas con- 
mociones políticas. [78] 

Eií LA América del Sud tenemos el ejemplo de Chile 
única de las repúblicas hispano-americanas que sigue la 
senda del orden y del progreso, y su Constitución [79] 
sanciona la dualidad de las Cámaras. 

En la provincia de Buenos Ayres no existe sino una 
sola Cámara, que, durante la tiranía del General Rosas, 
reprodujo las vergonzosas escenas que ofrecía el Senado 
romano en tiempo del Emperador Tiberio. 

Recorramos en fin nuestra propia historia, y observe- 
mos los resultados que han ofrecido las Asambleas com- 
puestas de un solo cuerpo. La de 1821 dividió el país en 
encontradas facciones, poniendo en peligro la Indepen- 
dencia recien proclamada. La de 1825 sancionó la obra 
que le presentara el Libertador y que rechazaba la opi- 
nión pública. La de 1834 orijinó una guerra civil que pu- 
áo á la nación á merced de un gobierno extranjero, y por 
último el Congreso reunido en Huancayo, fué instru- 
mento servil del General Gamarra, y nos legó la memo- 
roble Constitución de 1839. 

El coMcimiento de la historia nos enseña que la pre- 
sencia de un Cuerpo Legislativo reunido en una sola Cá- 
mara, es siempre origen ó consecuencia de una convul- 
sión política, y, sin temor de equivocarse, se puede ase- 
gurar que la reunión de Asambleas de esa especie es sín- 
toma evidente de una erupción del volcan revolucionario. 

[78] Ea Bélgica, Cerdcna, Grecia y domas naciones constituciofaales 
<le Europa ee observa el sistrma de dos Cámaras. 
[79] Cap. Vlart. 13. 



—59— 
La consideración de las razones y ile los licclios que 
liemos expuesto debe pesar mucho en la balanza de la opi- 
nión; en vista de ellos dispone este proyecto la división 
del poder en dos Cámaras, principio que, como hemos ob- 
servado, es el que mas benéficos resultados ha ofrecido 
en todos los países en que ha sido adoptado. 

Se señala polamente la presencia de la mayoría abso- 
luta para formar esta Cámara, y no la de dos tercios co- 
mo antes se exigía; porque y)ara los asuntos graves y 
trascendentales siempre habrá presente una gran mayoría 
de los miembros de la Cámara; pero en los de un orden 
inferior que continuamente se ofrecen en los Congresos 
ordinarios, faltarían regularmente muchos miembros, y de- 
jaría de haber sesión con frecuencia si se exigiese la pre- 
sencia de los dos tercios. Esta consideración es la que 
ha hecho que se determine el número de uno sobre la mi- 
tad, disposición de que otras naciones ofrecen también 
ejemplos. [80] 

Art, 9o Ij03 Diputados y Senadores son inviolables por sus opinio- 
nes en el desorapeño de an carolo; desde que salgan del lugar de su resi- 
dencia hasta que se restituyan á él, no pueden ser presos sino por los de- 
litos de traición y sedición. 

La soberanía que reside en la nación, se delega por 
esta al Cuerpo Legislativo, y de esa soberanía que repre- 
sentan los Diputados y los Senadores se deriva la invio- 
labilidad desús personas desde que reciben su comisión; 
porque desde ese momento son una parte del cuerpo so- 
berano, en quien la nación deposita sus mas sagrados in- 

[80] Véase Blackstone, Comentarios, lib. lo Constitución francesa de 
1818 art 4o Constitución de Chile, art. Sí. Ef?tátuto sardo art. 56. 



— r>o— 

tcrcses, il quien confia sus derechos para que sean ejerci- 
dos en su nombro. 

Los REPRESENTANTES do la nacion no dependen sino 
de su conciencia; porque desde que otro poder social tu- 
viera derecho de tomarles cuenta de sus actos 6 de las 
opiniones vertidas en el ejercicio do su misión, no fueran 
ya soberanos, y no siendo soberanos no serian los verda- 
deros representantes de la nacion en quien reside ese de- 
recho; por consiguiente, no obedeciendo sino á las inspi- 
raciones de su conciencia, las ideas que ella les dicte tie- 
nen que ser emitidas con entera libertad para que sean 
el eco fiel de sus sentimientos; por eso ha dicho un publi- 
cista, que la libertad en la discusión es la vida de una 
asamblea deliberante: [81] asegurar esa libertad es el 
objeto del artículo que analizamos. 

Para conseguirla es indispensable cubrir cdu la invio- 
labilidad, no solo los actos, sino también las personas de 
los delegados de la nacion. Si así no fuese, la absoluta 
libertad concedida al representante en el ejercicio desús 
funciones legislativas, sería ilusoria; porque este carece- 
ría do ella desde el momento que supiese que él Ejecuti- 
vo ó la magistratura tenían facultad para proceder con- 
tra él, vengando quizas en la persona del ciudadano los 
actos del representante de la nacion. 

La persona pues, de un representante, tiene que ser 
indispensablemente inviolable, y tiene que serlo desde 
que so dirije al lugar de las sesianes del Congreso hasta 
que se restituye á sus hogares, para que el Ejecutivo no 

[81] Lfilxir riere. 



—61- 
tenga jamas medios do impedir la reunión del Congreso, 
ó de privar á este de uno de sus miembros porque así 
convinioso á los intereses del poder. 

Tan demostrados son estos principios, quo se hayan 
adoptados con pequeñas modificaciones en las leyes dg 
todas las naciones constitucionales. 

Bíí TIEMPOS antiguos se reconocian á los Lores y á los 
miembros de las Cámaras de los Comunes, en Inglaterra, 
diversos privilegios que los ponian fuera déla ley común; 
pero fueron abolidos por el Estatuto 10 de Jorge III que 
declara, que toda acción civil ó criminal puede ser inten- 
tada libremente contra cualquier miembro de ambas Cá- 
maras, siempre que no se proceda contraen persona, que 
el citado Estatuto declara nuevamente inviolable y libre 
délos ataques de cualesquiera de los poderes públicos. 
[82] La inviolabilidad de la persona do un Lord es cons- 
tante, porque sus funciones son vitaliciíis y hereditarias; 
pero á los miembros de la Cámara de los Comunes, los de- 
clara la ley inviolables desde cuarenta dias antes de la 

apertura de las sesiones hasta pasado el mismo número 
de dias después de cerrado el Pai'lamento. [83] Creemos 
mas precisa en esto la ley inglesa, que el proyecto deque 
nos ocupamos, porque este no determina un tiempo limi- 
tada para qu« cese el privilejio de la inviolabilidad, y 

puede dai' lugar á que abasen los representantes de esa 
inmunidad. 

La constitución de los Estados Unidos [84] declara 

la inviolabilidad de los representantes, <?n los mismos 

[82] Blacketone, lib. lo cap. 2o pág. 289 y 290. 
[83] Véase la misma oíjr», 
[U] B€Cdon VI iftc. I. 
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términos y con duración idéntica á la quo este proyecto 
le concede. 

En todas las Constituciones francesas [85] hallamos 
explícitamente consignado el principio que nos ocupa: lo 
encontramos también en el Estatuto Sardo, [86] en la 
Constitución de la República de Chile: [87] en nuestras 
anteriores leyes [88] y finalmente, en todos los paises 

constitucionales; porque, como hemos dicho antes con La- 
ferriere, la libertad en la discusión es el alma de una 
asamblea deliberante, sin ella seria ilusorio el sistema re- 
presentativo, y esa absoluta libertad no se pudiera nun- 
ca conseguir sin cubrir con la inviolabilidad la persona 
de los representantes. 

Pero esta inmunidad cesa desde que el Diputado ó Se- 
nador, es reo del delito de traición ó de sedición; porque 
entonces la salud de la patria peligra y, ante ese interés 
supremo, son los demás de menos importancia: entonces 
los poderes sociales deben tomar providencias enérjicas 
y activas para salvar al pais de la invasión ó de la guerra 
civil; y esas providencias no producirían el efecto nece- 
sario, sí el manto de la ley cubriese, aun en este caso, la 
persona de un representante sedicioso ó traidor. 

También encontramos conforme al proyecto, en esta 
parte, con las leyes de otras naciones. En Estados Uní - 
dos cesa la inviolabilidad cuando el representante es acu- 
sado como traidor, ó como perturbador del orden píiblí- 

[85] Véase Fec. V, art. VI de la Const. de 1791 artP, 110, 111, 112 v 
113 de la Const. ftel afio III arta. 61 y 62 de la Const. de 1814 arts 43 y 
43 de la Carta de 1830 cap. IV art. 36 de la Const. de 1848. 

f 86] Art. 45. 

[87] Cap. VI art. 14. 

[?8] Tít. VI art. 17 y 18 de la Const. de 1839, art. 4¿ de la de 1831. 
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co, [89] á cuya conservación propenden, por todos los 
medios posibles, de consuno, el pueblo y el gobierno de 
ese pais; pues consideran justamente su conservación co- 
mo uno de los primeros intereses de un pueblo. 

A MAS de estos dos casos, la Constitución francesa de 
1830, [90] el Estatuto Sardo [91] y la Constitución de 
Chile, [92] permiten que sea arrestado un representante 
en el caso de delito in fraganti; mas, la Constitución 
francesa de 1848, [93] dispone que en ese caso se refie- 
ra á la Cámara, la que dispondrá si el representante será 
6 no juzgado. Esta disposición se ha considerado coma 
un homenaje á la soberanía nacional. 

En dos leyes muy célebres, y que nadie podrá tachar 
de anti liberales, pues fueron dictadas durante una terri- 
ble revolución y bajo la inspiración de pasiones exaltadas 
con la lucha, la Constitución de la República Francesa 
en 1848, y el Estatuto que dio al reyno de Cerdeñaen el 
mismo año el liberal y noble Rey Carlos Alberto, encon- 
tramos terminantemente consignado, que ningún repre- 
sentante puede recibir órdenes imperativas de ninguna 
autoridad, ni colegio electoral, y que los Diputados no 
son los representantes de la provincia, por donde fueran 
dedos, sino de la nación entera; [94] lo que dice Dupin. 
[95] "Es caracterizar perfectamente los derechos y los 
"deberes de los representantes. Se les enseña, que no son 

[89] Sección VI. inciso I. 

[001 Art.44. 

[91] Art.45. 

[92] Cap. V art. 15. 

[93] Cap. VI art. 37. 

[94] Cap. lEIart. 34 y 35 de la Const. fr:iñceaa. art. 41 del Est. Sardo. 

[95] Notes á la Consb. de 1848 p. 58. 

13 
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'•los agentes de pretendientes particulares, m los repre- 
"sentantes mezquinos y exclusivos de una localidad; j 
"que aun defendiendo los intereses privados que sean le- 
"gitimos, deben subordinarlo todo al interés general do 
"la nación." 

La Asamblea nacional francesa de 1791, desde que se 
declaró tal, consideró como no existentes las instruccio- 
nes (cahiers) que habian recibido sus miembros como di- 
putados á los Estados generales, incompatibles ya con la 
representación de la nación soberana quo habia asumida 

la Asamblea. 

Inútil quizas, y aun ofensivo á la ilustración de los 
representantes, parecería á los autores del proyecto recar- 
gar el texto de la ley fundamental con la consignación de 
un principio justo y universalmente reconocido; [96] pe- 
ro desgraciadamente la experiencia constante de todos 
nuestros Congresos^ nos hace ver que no fuera enteramen- 
te iiiixtil declararlo en la Constitución. A cada paso ve" 
flaos á nuestros representantes, salir solo de su indolente 
letargo para abogar por los intereses mezquinos y loca- 
lea de lo que llaman ridiculamente mi provincia; á otros f 
eligir la plantificación de reformas generalmente reco- 
nocidas inadecuadas y aun perjudiciales, porque. ^w pro- 
vmyia les indioó. en una acta, forjada en la embriaguez y 
el desorden de una revolución. Estos hechos diarios y 
constantes nos hacen desear poder leer en la Constitu- 
ción futura del Perú las palabras del Estatuto Sardo. 

[^6] Si no Temos en todas las Con^^tltuciones la declaración expresa 
y terminante delprincipio qne nos ocupa, es porque su justieia estiinta 
que á nadie se le ocurre ponerlo en duda. 
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''Los Diputados represmtan la nación en general, y no la 
''sola provincia en qué fueron electos.^^ [97] 

Art. 10. La Cámara de Diputados se renovará por mitad cada dos 
años, y la de Senadores también por mitad cada cuatro años. La reno- 
vación de los Diputados se hará por suerte en el primer bienio y la de 
Senadores también por suerte en el primer cuatrienio, 

La renovación del Poder Legislativo se deriva del 
principio de la alternabilidad, que es uno de los caracte- 
res de los cuerpos democráticos, y de los cuerpos cuyos 
poderes emanan directamente del pueblo. En las monar- 
quías, el Rey y la Cámara alta son inamovibles; pero los 
miembros de la Cámara baja que representa inmediata- 
mente al pueblo, reciben su misión por un tiempo mas ó 
menos largo, pero siempre limitado. En las repúblicas, 
donde es esencialmente democrático el sistema que las ri- 
je, todos los poderes emanan directamente del pueblo y 
sonpor esoalternables. [98] 

Para conseguir la exactitud en las reuniones periódi- 
cas de las legislaturas, y para la conservación y puntual 
observancia de las prácticas parlamentarias, contribuye 
poderosamente, que la renovación de los cuerpos legisla- 
tivos sea parcial y no completa. Cuando hay un numero 
de Diputados y Senadores calificados y en posesión de la 
representación, el acto de examinar los poderes de los 
nuevamente elegidos, se efectúa con mucha mas facili- 
dad. La conservación y el conocimiento de las prácticas 
lejislativas, influyen notablemente en la simplificación y 

[97] I deputati rappresentano la nazione in genérale e non le solé 
provincie in cui furono etteli. 

[98] Excepto el poder judicial, que lo hacen inamovible las razone* 
de convenieDcia pública que expondremos á eu vez. 
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rapidez de las labores de las Cámaras: esas prácticas se 
conservan con mas seguridad cuando los cuerpos lejisla- 
tivos se renuevan solamente de un modo parcial que cuan- 
do se cambian del todo. La experiencia de los antiguos 
representantes guia á los nuevos en la aplicación de esas 
prácticas. 

Según la Constitución francesa de 1848, [99] la Asam- 
blea se renovaba integramente cada tres años; con el ob- 
jeto, dice Dupin, [100] de que fuese toda ella animada de 
un mismo espíritu, lo que, con perdón del ilustre publi- 
cista, no creemos sea exacto. El espíritu que anima á los 
Congresos es un reflejo del espíritu que anima al pueblo, 
al que pertenecen los representantes; ese espíritu será el 
mismo en todos los representantes, sean elegidos á la vez 
ó en épocas distintas, si es uno mismo en el pueblo; pero, 
si hay variedad ü oposición en las ideas que dominan las 
diversas fracciones de la sociedad, el espíritu de todos 
los representantes no puede ser el mismo aunque hayan 
sido elejidos á la vez. Creemos mas bien que se determi- 
nó la renovación completa porque siendo la Asamblea per- 
manente [101] la verificación de los poderes de los nue- 
vos representantes, se efectuaba por la Asamblea que iba 
á cesar, la que era reemplazada por otra en el momento 
mismo en que terminaban sus funciones. 

La mayor duración de los poderes de los Senadores se 
funda en la misión misma que se confia á ese cuerpo, que 
«es moderar la impetuosidad y contener la turbulencia de 

[99] Art. 31. 

[100] Notas á la Conatilucion de 184S pág. 56. 
ilOl] Art. 32. 
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las pasiones, que en la Cámara de Diputados, compuesta 

de mayor numero de representantes, y para cuyas funcio- 
nes se exije menos edad, dominan con mas violencia; pa- 
ra el mejor cumplimiento de esa misión, necesitan los Se- 
nadores ser auxiliados con las lecciones de una mas lar- 
ga experiencia. 

Citaremos en apoyo de este principio la práctica ob- 
servada en los Estados Unidos; pais justamente conside- 
rado como modelo en las instituciones democráticas: allí 
los poderes de los Senadores tienen una duración de seis 
años, y la de los Diputados es solo de dos. [102] 

La suerte es el único medio, justo y posible, para la 
primera renovación de las Cámaras después de plantifi- 
cada una nueva Constitución, cuando no hay lazo ningu- 
no que una el sistema del presente con el del pasado. 

Art. 11 , Cada Cámara hará su reglamento, nombrará los empleados 
de su dependencia, calificará la elección de sus miembros y correg-irá la 
irregularidad de conducta de cualquiera de ellos hasta excluirlos de la 
Cámara con la mayoría de dos tercios. 

Las primeras disposiciones de este articulo compren- 
den ciertas atribuciones reconocidas á los cuerpos lejisla 
tivos donde quiera que existan; por consiguiente inútil 
nos parece detenernos en ellas. Pasemos á considerar la 
última que según tenemos entendido es un principio nuevo 
en nuestras leyes. 

Reconocidamente impotentes son para mantener el 
orden en la discusión y para conservar la dignidad que 
en todos sus actos debe distinguir á tan altos cuerpos, 

[102] Tocqucville. Dcmocralieen Amcrique pág. 143. 
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los medios que IdS antiguas leyes conceden á los Pre- 
sidentes de las Cámaras que son los encargados de ve- 
lar por la puntual observancia del reglamento; por eso, 
esto proyecto autoriza á la Cámara para excluir con la 
mayoría de dos tercios ú aquellos de sus miembros, que 
cometan cierta eluse de faltaa que el reglamento interior 
debe detallar, que se mantengan incorregibles ápesarde 
ser llamados al ói-den por el Presidente, y después que 
so hayan empicado inútilmente todos los otros medios 
que las prácticas parlamentarias señalan, áfin de que I03 
actos legislativos se efectúen circunspecta y ordenada- 
mente. 

Varios ejemplos de la aplicación de este principio en- 
contramos en los reglamentos de los cuerpos legislativos 
de otras naciones, pero citaremos de preferencia cl de la 
Asamblea Legislativa de Francia en 1848; porque las le- 
yes que dicto esc cuerpo fueron inspiradas por un senti- 
miento tancxnjerado de libertad, que llevó en sa exajera- 
cion misma la reacción que produjo el gobierno del Em- 
perador Napoleón III. El reglamento que sancionó esa 
Asamblea, dice, que los represen tan te-i pueden ser excluí' 
dos del lugar de las sesiones por haber hecho uso de me 
dios violentos en el recinto de la Cámara, por haber pro' 
vocado la discordia, por ultrajes ínfendos al todo ó á par- 
te dol cuerpo ó á su presidente. Algo mas dispone la ley. 
Si cl representante se presenta en l.ns sesiones antea de es 
pirare! plazo por el que fuó suspenso de sus funciones, cl 
^'residente levantará en el acto la sesión y lo hará con- 
lucir á un lugar separado, pero en el edificio mismo des- 
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tinado 4 la Asamblea, donde permanecerá hasta que ter- 
mine el plazo de su suspensión. [103] 

-'Art. 12, Cada Cámara llevará un diario de sus deliberaciones y lo 
publicará al fin de las sesiones, con excepción de lo que á su juicio no 
debe publicarse. Las votaciones nomínales se sentarán en el diario á 
petición de cualesquiera de los miembros, ó de uno de les Ministros de 
Estado, con especificación de los que han estado por la afirmativa y por 
la negativa, en los casos en que dicho asiento no sea ordenado expreaa- 
raeníe por algún artículo de la Constitución. 

El objeto en general de este articulo es poner en el 
conocimiento de la nación, los actos del Cuerpo Lcjisla- 
tivo, durante las sesiones y la conducta observada en 
ella por los representantes. Generalmente, llevan todos 
los Congresos un diario detallado de sus actos, y aun en 
anteriores épocas ha habido entre nosotros un periódico 
destinado exclusivamente á reproducir las sesiones. El 
sistema observado en los Estados Unidos [104] es el mis- 
mo que prescribe este articulo. Perora pesar de la publi- 
cidad que deben tener todos los actos de los poderes pú- 
blicos en los gobiernos democráticos, hay algunos y par- 
ticularmente los que se refieren á las relaciones exterio- 
res, sobre los que el mismo interés de la nación exije 
que se guarde uua prudente reserva. Determinar Io« que 
rehallen en ese caso, lo deja el proyecto ajuicio de las 
Q»maras. 

liA ANOTACíON en el acta de los represcntautegquehan 
estado por la afirmativa ó por la negativa en la discusión 
de un proyecto de importancia, tiende á conseguir délos 
miQcabros de las Cámaras un proceder mas justo y mas 

[104] Constitución de los Estados Unidos. Sec. 5a art. 3o Consi. de 
Nueva York art. lo inc. 5o 
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independencia en sus deliberaciones. Con menos facili- 
dad será el representante impulsado por influencias par- 
ticulares, cuando sabe que su opinión va á ser conocida y 
juzgada por la nación entera. Los Ministros de Estado^ 
tienen á la vez que los Diputados, el derecho de hacer 
constar una votación nominal, porque son miembros del 
Gobierno que tiene el derecho de presentar á la Cámara 
proyectos de ley sobre los que puede recaer la votación 
que el Poder Ejecutivo quiera hacer conocerá la nación- 

Art. 13. Los cargos de Diputado y Senador son gratuitos. La ley 
concederá sin embargo una moderada indemnización mensual durante 
sus sesiones, á los Diputados y Senadores que no tengan su residencia 
cu la capital. 

Asegurar á los representantes una cantidad tan fuer- 
te como la que las leyes del Perú les conceden, ocasiona 

notables inconvenientes. En diversas épocas la opinión 
se ha pronunciado por la completa supresión de las die- 
tas [105] ó al menos por su diminución: pero el interés 
privado acalló la vpz pública, y después, ese egoismo ver- 
gonzoso llegó al extremo de decretar sn aumento por el 

íiltimo Congreso ordinario. 

Creemos que la asignación de los Diputados ademas 
de recargar con un peso enorme el tesoro nacional, es 
origen de que las legislaturas se prolonguen por un tiem- 
po mas largo que el señalado por la ley. En la facultad 
que tiene el Poder Ejecutivo de convocar Congresos ex- 
traordinarios, encuentra un medio de recompensar el ser- 

[105] Recor lames que un Diputado, cuyo nombre sentimos profunda- 
mente no tener presente la propuso en una de las Legislaturas pagadas, 
y recordamos también que su patriótico y generoso proyecto no fué ni 
aun admitido á discusión. 
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vilismo de los Diputados ó Senadores prolongándoles ef 
goce de sus cxhorbitantes dietas. Esta es la causa tam- 
bién, de que los Congresos cuenten en su seno un granr 
número de individuos, que sin medios de subsistir, se ven^ 
den indignamente al poder, para conseguir un empleo 
publico al fin de sus tareas legislativas: si fueran gratui- 
tos, no pudiera aceptar el cargo de legislador, sino aquel 
que tuviera por si medios de subsistir y una posición in- 
dependiente. Estos son los principales inconvenientes 
que á primera vista resultan, de la retribución que se con- 
cede á los representantes por sus trabajos lejislativos. 

Pero se ha dicho, y no sin alguna justicia,'que pocos se* 
decidirían á abandonar sus intereses durante las sesiones 
del Congreso, y que los cuerpos lejislativos, carecerían 
de las luces de otros que, con bastantes medios de vivir 
en una provincia, no tendrían lo necesario para trasla- 
darse por un tiempo largo al lugar donde se reúne el 
Congreso. 

Pesando justamente todas las razones que en pro y en 
contra de la remuneración á los Legisladores existen, 
creemos que la manera como lo dispone el proyecto es la 
mas adecuada para la conciliación de ambos sistemas. 
Los Diputados que residan en Lima [106], pueden con- 
currir á las sesiones de las Cámaras, sin recibir remune- 
ración ninguna, y sin que sus intereses sufran notable 
quebranto, y aquellos que residan en las provincias, y na 

[106] Mas adelante veremos qae Begun este proyecto, no es necesaria 
haber nacido ó tener residencia en la provincia por donde el Diputado' 
sea electo, como se exigia en^la antigua Gonsiitucion, notable en todO' 
por la estrechez de sus miras. 

18 



^72— 
Ifmgstsi ninguE empleo píiblioor la ley les concede uñare- 
muneraciop que no grava al Estado oon la pesada carga 
de las actuales dietas, y que compensa á los Diputado» 
en algún tanto, el menoscabo que en su ausencia puedan 
sufrir sus intereses. 
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TITULO V. 



De la Cámara de Dij^itadoSt 



Art, 14. Los Diputados serán elegidos por sufragio diíécto de loe 
ciudadanos en la forma que designará la ley: por cada treinta mil aJmas 
ó por una fracción que pase de quince mil se eligirá un Diputado, en la 
provincia en que hubiese menos de quince mil, se elejirá un Diputado. 

En el sistema democrático, los dos ramos en que se 
divide el Poder Legislativo, por las razones antes expues- 
tas, deben tener su origen en la elección de los ciudada- 
nos; porque esta es la expresión de la voluntad de la na- 
ción, á quien representan los Diputados y los Senado- 
res; pero considerando las diversas funciones que es- 
tán llamadas á ejercer las Cámaras, no podemos dejar dd 
reconocer que, si bien el origen de ambas debe ser igual, 
los medios por los que se manifieste la voluntad de la na- 
ción tienen que ser diversos; esta diversidad se funda 
pues, en la diferencia de la misión que se les confia. 

La Cámara de Senadores llamada á equilibrar á la de 
Diputados en el ejercicio del Poder Legislativo: á con- 
tener con la calma y la madurez que deben reinar en sus 
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«deliberaciones, el fuego, la impetuosidad y la exaltación 
que siempre se observa en la de Diputados, y de cuyo 
equilibrio resulta el mejor acierto en las resoluciones: á 
ocuparse de las grandes cuestiones estadísticas, adminis- 
trativas y terrritoriales: al examen de las relaciones in- 
ternacionales y á la aprobación de los tratados: y á cons- 
tituirse por último en Corte de Justicia para juzgar á 
los funcionarios que la de Diputados acusa; tiene que com- 
ponerse para el mas cumplido desempeño de estas varia- 
das y delicadísimas funciones, de hombres especiales, que 
reúnan mas extensión de conocimientos, mas práctica de 

los negocios públicos y mas madurez de juicio que aque- 
llos que forman la Cámara de Diputados. Por eso en las 
monarquías constitucionales se ha confiado, en unas, la 
elección de la tilta Cámara al Poder Ejecutivo, que como 
en contacto mas inmediato con los funcionarios públicos, 
estaba en el caso de apreciarlos mejor; demarcándole sin 
embargo las clases en que los había de elejir: [107] en 
otras, la Constitución declara cuales son los funcionarios 
que deben componer el Senado, y en otras [108] los elec- 
tores presentan al gobierno ternas de candidatos en las 
que se elijen los Senadores. [109] Pero este medio, con- 
trario al derecho constitucional aun en las monarquías, 
sería absurdo en las Repúblicas; por eso este proyecto de- 
termina la elección gradual, medio que al mismo tiempo 
que reconoce y acata la soberanía nacional, ofrece mas 
garantías de acierto; porque como dice Pinheiro, [110] 

[107] Constitución francesa de 1830 art. 23. 
[108] Estatuto Sardo art. 34. 
[ 109] Como en la última Constitución española. 
'''^'^T Derecho público § 61 níun. 94. 
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*Tacilmente se concibe que los ciudadanos aunque sean 
**activos formen una jerarquía de diferentes grados, que 
"no todos se hallan en el estado de conocer á los hom- 
"bres mas capaces de representar en la Cámara legisla- 
^'tiva los intereses de su propia clase, personas, que añu- 
sque carezcan de las calidades necesarias para ser Dipu- 
"tados se hallan por sus conocimientos y por su situación 

"social, bastante aproximados á los que la posean para 
"poder elegir con acierto. Estos dos grados de elección, 
"dejando, á cada uno el ejercicio del poder electoral que 
"se halla realmente en estado de ejercer, son para la na- 
"cion otras tantas garantías del buen resultado de las 
"elecciones." Estos principios que aplica el publicista ci- 
tado, al modo de elegir el Poder Lejislativo en general, 
exponen perfectamente las razones que han señalado la 
elección gradual para la Cámara de Senadores, y que 
creemos no son aplicables á la de Diputados por los mo- 
tivos que después indicaremos. 

Como también el número de Senadores es infinitamen- 
te menor que el de Diputados si la elección fuese direc- 
ta, tendría que intervenir en ella un gran número de ciu- 
dadanos que no todos, podrían tener el conocimiento su- 
ficiente de aquellos cuya capacidad y virtudes los hacen 
dignos deque recaiga sobre ellos la elección de Senador. 
La elección gradual disminuyendo el número de los elec- 
tores que elijen directamente al Senado, lo deja reduci- 
do á los ciudadanos en que el pueblo deposita su confian- 
za, y que debemos suponer con mejores condiciones para 
discurrir quienes sean los mas capaces para desempeñar 
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cón mas acopio de luces las delicadas é importantes fün* 
ciones que ía Constitución confia á la Cámara de Sena- 
dores. 

La elección de los Diputados tiene que ser directa- 
mente hecha por los ciudadanos; porque á esa Cámara, 
se confian cierto género de intereses que tocan mas inme- 
diatamente al pueblo, y es también la encargada de ve- 
lar por sus derechos mas eficazmente; por eso dice un pu- 
blicista [111] americano que la elección de los represen- 
tantes [112] "debe hacerse inmediatamente por el pue- 
"blo, de manera que el poder sea directo, la influencia di- 
"recta, y la responsabilidad directa. Si se hubiera adop- 
"tado algún ájente intermedio, como un colejio electoral, 
^•personajes oficiales, ó funcionarios selectos y especial- 
"mente calificados, es claro que la responsabilidad del 
"Representante al pueblo, hubiera sido en adelante me- 
ónos sentida y mas adelante aun, enteramente anulada; 
"mientras que en la del Senado, dice el mismo autor [113] 
"conviene sancionarla elección gradual; porque así se ha- 
"11a en la razón de los pueblos, porque reúne mas ele- 
"mentos para que su resultado sea una elección selecta, y 
"porque dá mas robustez al Gobierno." 

A MAS de las razones poderosísimas en que funda Sto- 
ry la elección directa de los Diputados, creemos que nom- 

[111] Story. Comontaries on the Constitution, of the Unlted-States, 
vol. 2o páír. 50. 

[112] El nombre de Reprepentantes (Representatives) Fe dá rn loa Esta- 
dos Unidos solo á la Cámara de Diputados, no álos Legisladores en ge- 
neral. 

[113] Comentaries on the Constitutlon, of the United States, vol. 2) 
pág. 183. 
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brandóse según la ley un Diputado por cada treinta mil 
almas, á los ciudadanos activos que haya en ose numero, 
debe considerárseles con la necesaria capacidad y con el 
suficiente conocimiento de los individuos, que entre ellos, 
pueden optar la Diputación; porque siendo menor el nú- 
mero de los electores, debe sor mayor el contacto que 
ellos tengan con los que sean capaces de ser elejidos. 

Estos son los principales motivos que encontramos pa- 
ra el diverso modo de la elección de esa Cámara. Pre- 
sentaremos en apoyo de nuestra opinión el ejemplo de 
otras naciones. Todas, hemos dicho antes, que reconocen 
el principio de la dualidad del Poder Legislativo, y todas 

señalan un distinto modo para proceder á la elección de 
sus ramos. En las monarquías constitucionales, es here- 
ditario, como en Inglaterra, o electivo como en los otros 
Estados del continente, pero dando siempre una inter- 
vención directa al poder real en la formación de la alta 
Cámara. En las Repúblicas, en que la voluntad nacional 
es el orijen de todo poder, se hace la elección de Sena- 
dores por el pueblo, pero por elección gradual. En los 
Estados unidos dice Tocqueville [114] ''la Cámara de 
"Representantes es nombrada por el pueblo y el Senado 
*'porla Legislatura de los Estados. La una es el produc- 
**to de la elección directa y la otra de la elección gra- 
"dual." En Chile, se hace la elección del Senado por elec- 
tores nombrados al efecto y que deben reunir las calida- 
des que la ley exije para ser nombrado Diputado. [115] 
Vemos, pues, que la variedad en la manera de elejir las 

[114] Véase, TocíjuevUle, Democratie en Amerique, pág. 145, y sec. 
2a,inc. lo y sec. 5a, me. lo de la Constitución de los Estados Unidos. 
[115] Artículos 25 y 2(j de la Constitución de Chile. 
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Cámaras es justa y racional en teoría y reconocida en la 
práctica, y que señalando este proyecto en la voluntad 
nacional el oríjen del Poder Lejislativo, determina la for- 
ma de su elección, de manera que ese cuerpo reúna to- 
das las condiciones que se requieren para el cumplido 
desempeño de la augusta misión que el pueblo les confia. 
El número de habitantes que se señala para la elec- 
ción de un Diputado es el mismo que determina nuestra 
anterior Constitución; [116J es una cuestión muy secun- 
daria aumentarlo ó disminuirlo. 

Art. 15. Si u» Diputaulo fuese elejido por mas de una provincia, re- 
presentará en la Cámara a la que el elija. 

No ENCONTRAMOS razoncs suficientes para obligar á un 
Diputado — como lo hacía la anterior Constitución —á 
que opte precisamente por la representación de la pro- 
TÍncia de su nacimiento en el caso de haber sido elejido 
por dos ó mas provincias á la vez. En esta disposición co-- 
mo en otras de esa misma ley, encontramos el espíritu de 
mezquina localidad que causa tantos males en las nacio- 
nes y que las leyes, lejos de fomentar su desarrollo, de- 
ben tratar de estirpar completamente. Si los Diputados, 
como está reconocido en todas las naciones, no son los 
representantes de la provincia que los elije, sino de la na- 
ción entera, creemos, como lo dispone este proyecto, 
que el Diputado, que merezca ser elejido á la vez por dos 
provincias, puede aceptar libremente, el nombramiento 
de aquella que mejor le plazca. 

[IIC] Tít. 7o, art. 23. 
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Art. 16. Fara ser Diputado se requiere: 

lo Ser ciudadano en ejercicio sin haber perdido jamas el derecho» 
de la ciudadanía. 

2o Ser casado ó tener veintiún años de edad. 

3o Haber residido en el Perú siete años sin interrupción, no sien- 
do ciudadano peruano de los comprendidos en los incisos lo, 29 y 4o del 
articulo 4o Deberá considerarse como residencia en ei Perú, la residen- 
cia en el extranjero al extranjero al servicio de la República. 

4o Tener setecientos pesos de renta comprobada con los docu- 
mentos que señala la ley de elecciones, 6 ser profesor de alguna ciencia. 

No CABE asomo de duda en la justicia de la disposi- 
ción que contiene el primer inciso. Absurda seria conce- 
der el derecho de representar á la nación, á aquel que su 
conducta lo ha hecho merecedor de ser excluido de la 
lista de los ciudadanos, ó al que sus circunstancias 
no lo han hecho acreedor á ser contado entre ellos; 
porque no ha ofrecido á la sociedad las garantías que es- 
ta exije á los que concede participación en la soberanía 

nacional. Mas hemos visto en los anteriores capítulos, que 
el derecho de ciudadanía se puede adquirir nneramente, 
por la cesación délas causas que ocasionaran su pérdida: 

esto es justo j verdadero; pero aunque las pruebas de re- 
generación que haya dado el individuo sean suficientes 
para inspirar á la sociedad bastante confianza en él, para 
rehabilitarlo en sus perdidos derechos, y darle la facul- 
tad de elejir; nunca puede esa rehabilitación abrirle las 
puertas de la Asamblea Nacional, ni darle opción á ser 
electo representante; porque, para el desempeño de tan. 
las delicadas é importan tas funciones, se necesita en él que 
consiga, prudencia, instrucción, patriotismo exaltadOf inte- 
gridad incorruptible, inflexible independencia, [117] con- 

[117] The Federalíste núm, 27. 

14 
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diciones que es muy difícil, siíio del todo imposible, que se 
hallen reunidas en el individuo que cometió alguna vez, 
una de las faltas que la ley considera suficiente motivo 
para perder los derechos de ciudadano. 

Entre las causas que las leyes inglesas designan como 
iínpedimento pai-a ser elegido miembro de la Camarade 
los Comunes, encontramos, la de haber perdido los dere- 
chos de ciudadano por los crímenes de traición 6 felonía; 
"porque los que tales crímenes hayan cometido, dice el 
"sabio comentador de esas leyes, no pueden eer jamas con- 
"siderados en ninguna sociedad. [118] 

La ley civil, concede el uso de los derechos civiles á 
la edad de teintíun años, y la ley política, hcínos de- 
ñiostradó, que debe armonizarse con ella: pero, las fun- 
tíotíés anexas á los derechos civiles y políticos, exigen 
por SH tiaturaleza un gradó menos elevado de conoci- 
mientos y menos madurez en el juicio que las funciones de 
íepresentftnté. "El representante debe haber cumplido 
"veinticinco años, y á esto no se puede hacer ninguna ob- 
"jeóion, diceStory, [119] los caracteres y las pasiones de 
*%s jóvenes, no pueden ser conocidos en el momento de 
"su ñiaj^bridad, és necesario que pasen cuatro añofe des- 
"f>ties de 8ti entíada én la tída social, para que prueben 
^%us virtudes, páfa qué desarrollen sus talentos, aumen- 
•^téh suéfoi^ttmas, y alcancen un conocimiento práctico de 
•*lo8 íie¿:ocios de la vida, de sus necesidades y de sus de- 
•'beíeg. ¿Sé pueden confiar los intereses de los demás, á 

[118] Blackstone. Lib.lo cap. 2o pág. 316. 

|119] Comentarios ou thk Conat." of &e Uaite l^tAtes r©l. 2o p5g. 6l. 
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''aquellos que tienen aun que aprenderá manejarlos pío- 
''pios?" 
Pero, si conceder el derecho de poder aptar á la refT^- 

sentaciou antes délos veinticinco años traería graves in- 
convenientes, ¿por qué razón bastante poderosa se ha exi- 
gido la de treinta, como lo vemos en otras Constitucio- 
nes [120] y como lo sancionaba nuestra Constitución an* 
i'ior? [121] En verdad que ao encontramos ninguna, oí 
motivos suficientes para privar de sus derechos por cinco 
años, á los que babian llegado ya á una edad, en qijLe él 
hombre ge desarrolla completamente y pasada la cual, po- 
cas serán las variaciones ventajosas que el curso de los 
años impriman en él. 

Se han considerado en este proyecto con derecho á ser 
elegidos Diputados, á los que sean casados aun cuando 
no hayan cumplido la edad de veinticinco años; porque 
indudablemente, el hombre que lleva el peso de una fa- 
milia y cumple dignamente los deberes que ella le impo- 
ne, en una edad temprana, dá pruebas de moralidad y 
juicio: el que está ligado á la sociedad con los vínculo? 
que forma la familia, ofrece garantías de la rectitud d^ 
su comportamiento, y de que su anhelo por el bieja de la 
sociedad será muy vivo, porque el bienestar deesa socie- 
dad sería el suyo propio y el de su familia. 

Encontramos acordes gran parte de las leyes de las 
naciones modernas, en la designación de la edad q.ue dá 

[120] La que dió Luis XVIII en la primera restauradoa exigía la le 
cuarenta. 

[121] Veintiocho fija la de 56. j en verdad que .es la úaica ea :0{i es- 
pecie: ▼eiaticinco: treinta, caaienta se ha dicho sienpre; per» Tei»- 
tiocho! solo en el estupendo aborta de la Convención se lee. 
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«1 derecho de poder optar el empleo de Diputado. Las 
leyes de los Estados Unidos, requieren, que el que sea 
elejido representante tenga la edad de veinticinco años; 
[122] la misma designaba á los Tribunos [123] la Cons- 
titución francesa del año VIH, [124] la Constitución de 
1816 [125] esijla también la de veinticinco años paraal- 
■canzar el derecho de ser elejido Diputado, y la misma 
érala edad determinada por la ley republicana de 1848. 
[126] La Constitución de Chile señala para poder ser 
elejido, tallarse en posesión de los derechos de elector, 
[127] y para alcanzar estos, exije esa ley la edad de vein- 
ticinco años. [128] . 

Vemos por estos ejemplos que, los principios dictados 
por la razou y por el conocimiento de la naturaleza hu- 
mana, están consignados en leyes que bien por su brillan- 
te concepción ó por sus benéficos resultados en la prácti- 
ca, han alcanzado un alto grado de merecida celebridad. 

"El Senado está, llamado á ejercer notable influencia 
"en las transacciones con los gobiernos extranjeros dice 
"Story, [129] y es por eso indispensable que los extran- 
"jcroa naturalizados no tomen asiento en ese cuerpo, hag- 
^'ta pasado el tiempo suficiente para que desaparezcan en 
''ellos todas las preocupaciones, resentimientos ó afectos 

[122] Constitución de los E^tndoa unidos, BCc. Zainc. lo 

[123] SI Tribunado reempUiaba entonces á la Camira de Diputados. 

[124] Tlt. 3o art. 27. 

[125] Sec. Si art. 69. 

[12fl] Art. ae. 

[127] Cap. 6o art. 21 inc. lo 

"18] Cap. Id art. 80 

:9] Comentañea an tb« Constitation of tbe Uuiled Stnt^s toI. 2n 

206. 
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"para con su antigua patria. Ademas no se puede presu- 
^^rair que un extranjero haya adquirido un conocimiento 
^'perfecto de las instituciones é intereses de un pais, sino 
"está ligado fuertemente á su sociedad, y sino ha adqui- 
**rido por las costumbres y el trascurso de la vida, los 
''sentimientos y los deberes de un ciudadano, sin los que 
**no podrá sentir por su nueva patria la a,dhesion com- 
^'pleta, que constituye la gran seguridad para el fiel y 

"exacto desempeño de los deberes oficiales." 

En estas son las razones en que se funda la Constitu- 
ción de los Estados Unidos [130] para exijir á los extrau- 
jeros naturalizados, siete años de residencia antes que 
puedan optar el cargo de Diputado; y las mismas, en que 

se apoya este proyecto, para requerir esta residencia en 
los que no se hallen comprendidos en los incisos 1-, 2^ y 
4^ del articulo 4r pues, fácilmente se comprende que las 
circunstancias de estos, son diversas y sus lazos y afec- 
ciones para con el pais son también de naturaleza dife- 
rente. 

También se exije en la Constitución de los Estados 
Unidos, [131] que el representante resida al tiempo de 
su elección en el Estado en que vá á representar en la Cá- 
mara, y lo mismo se requeria en Inglaterra, en épocas 
pasadas. En esta nación, cayó en desuso ese principio, 
hasta que fué completamente anulado por el Estatuto 
XIV de Jorje III. En los Estados Unidos, es muy natu- 
ral esa exijencia de la Constitución, porque la nación 
americana se forma de diversos Estados, ligados entre sí 

[130] Sec. 2a inc. lo 
[131] En la misma sección. 
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(pero que no constituyen esa unión estrecha de los pue- 
blos rejidos por el sistema central) que tienen intereses 
diversos y algunas veces encontrados. [132] En esepais 
el Diputado es representante de la nación, sin dejar por 
eso de serlo del Estado que lo elijió; pero en los gobier- 
nos centrales en que, como dice Blackstone, el represen- 
tante desde que recibe su nombramiento deja de pertene- 
cer al pueblo que lo elijió para serlo solamente de la na- 
ción, no tendría objeto esa disposición, ni daria otro re- 
sultado que, colocar la confianza de la nación en manos 
indignas quizás, porque no residía en la provincia ó de- 
partamento ningún hombre capaz de desempeñar dig- 
namente el cargo de Diputado. 

"Se cokoce por la experiencia, dice Story, que las al- 
"deas y las ciudades han sido mejor representadas por 
"hombres extraños al lugar que por los vecinos de él, y 
"**ahora mismo los hombres mas notables de Inglaterra 
"•'repi'esentan los pueblos mas insignificantes." Estas son 
las razones por las que, el proyecto no exije semejante 
condición y también por las mismas, que esa exijencia de 
la ley fundamental de Huancayo [133] era uno de los 
mayores absurdos de esa orijinal Constitución. 

Observaremos también, que, según este proyecto, no se 
requiere la condición de ser peruano de nacimiento para 
ser elejido Diputado ni para optar otros empleos públi- 
cos. En el examen de anteriores artículos hemos visto 



[182] Por ejemplo el sistema de eFclavItnd, cansa constante de locha 
entre Iop Diputados del Norte y les del Sud, que quizá envuelve el ger- 
men de la disolución de la Confederación del Noc¿e. 

[133] Véase el título VII. art. 32 inciso 3p 



—So- 
que, la mayor facilidad para obtener la ciudadanía y la 
mayor ostensión de derechos concedidos a los extrangeros 
que lo obtengan, es el mas poderoso elemento para con- 
i seguir que nuestra población se aumente con extrangeros 
útiles é inteligentes, que se arraiguen en el pais; por eso 
está sancionado asi en las leyes de los Estados Unidos y 
de Chile, paises que, sin duda, marchan á la vanguardia 
de la civilización americana. En los Congresos de aque- 
llos Estados se sientan extrangeros que les prestan im- 
portantes servicios y que se consideran por todos como 
nacidos en el pais. Las ideas de la época y la convenien. 
cia general, rechazan esas ideas miserables y mezquinas 
de un provincialismo estúpido cuya mayor viveza es in- 
dicio seguro y evidente del atraso intelectual de los 
pueblos. 

La renta de setecientos pesos que debe tener el Dipu- 
tado, se exige; para que posea la independencia indispen- 
sable para el mejor desempeño de sus funciones, y como 
una garantía del mayor interés que tomará por el bienes- 
tar de la sociedad en la que ejerza industria, ó posea 
propiedades, que le produzcan esa renta. La capacidad 
que se supone en el que profesa alguna ciencia, es un 
Compensativo á la falta de renta y una sólida garantía de 
su conducta. En Inglaterra se requiere para ser miembro 
déla Cámara de los Comunes, por un condado, seiscien- 
tas libras de renta y por una ciudad ó aldea solo trescien- 
tas; pero de esta condición están exceptuados los miem- 
bros de las Universidades de Oxford y de Cambridge. 
[134] Vemos pues que en este proyecto, como en las le- 

[134] V^aBe Blackstonc. 



yes de aquella sabia y libre nación, la ciencia es un equi- 
valente á la falta de fortuna. 

Art. 17. "No pueden ser Diputados por ninguna provÍDcia, los Mi- 
«nistros de Estado: los Obispos y los Párrocos; por ninguna provincia 
"de su diócesis; los miembros de los cabildos eclesiásticos, y por ninguna 
"provincia que esté bajo su autoridad los prefectos, los Gobernadores 11- 
"torales, los Subprefectos y los Jueces déla, instancia." 

Para que los Diputados y Senadores sean verdadera- 
mente representantes del pueblo, es indispensable que su 
elección sea la mas genuina espresion de la opinión pú- 
blica; y no lo seria, si los ciudadanos al tiempo de mani- 
festar su voluntad, fueran coactados por la fuerza, la se- 
ducción ó cualquiera otra influencia exterior. Para pre- 
caver, hasta donde sea posible, el influjo de esos ajen tes 
ilegales, la Constitución debe poner trabas muy sólidas 
á la elección de aquellos que su posición facilite el empleo 

de esos medios. 

Los Ministros de Estado, á los que su categoría da 
Tina influencia que se estiende por todos los ámbitos de la 
República, no pueden ser electos por ninguna provincia, 
porque tienen medios activos de acción sobre cualquiera 
de ellas. Los otros funcionarios, cuya esfera se limita á 
mas estrecha demarcación, pueden ser electos por otras 
provincias del territorio, porque su influencia, que puede 
ser muy poderosa en la comarca que gobiernan, es insig- 
nificante en aquellas que no se hallan bajo sus órdenes. 

Respecto á los Obispos y á los Párrocos en general, 
hay razones de otra consideración para prohibir su elec- 
ción por cualquiera provincia de la República; á mas de 
la influencia que se supone puedan ejercer en su diócesis 
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ó en su parroquia. La alta importancia de las funciones 
de su ministerio, el cuidado espiritual de las almas con- 
fiadas á su solicitud so resentirían mucho de su separación 
del lugar de su residencia. Los males que de esa separa- 
ción provendrían á los pueblos, serian de mayor impor- 
tancia que las ventajas que esos mismos pueblos reporta- 
rían de su presencia en las Cámaras; esas mismas funcio- 
nes de Obispo ó Párroco exigen una consagración cons- 
tante, una abnegación sublime á ellas, y esa consagración 

y esa abnegación disminuirán considerablemente ocupán- 
dolos en tareas políticas diversas de aquellas á que los 
llama su sagrado ministerio, y quizá en muchos puntos 
opuestos al espíritu de la Iglesia, 

Antes hemos citado el ejemplo de los Estados Unidos, 
pais en el que está confiada la educación, en gran parte, 
al clero; pero en el que también la opinión y las leyes 
separan á sus miembros de toda función política. De de- 
sear fuera, sino hubiera para ellos serios obstáculos, que 
tal principio se admitiera entre nosotros, y que el clero, 
separado de funciones que le son tan ajenas, dedicara to- 
do su tiempo y toda su intelijencia á la propagación y 
afianzamiento de lafé católica [que tan furiosos embates, 
sufre de la mpiedad é indiferentismo de los mal llama- 
dos filósofos del siglo diez y nueve, mil veces mas funes- 
tos y perjudiciales á la Iglesia y á la sociedad, que los di- 
sidentes de los primeros tiempos] á difundir la ilustra- 
ción en nuestros pueblos, que [vergüenza dá decirlo! son 

en sutnayor parte salvages, y al fiel y exacto desempeño 
de su sagrada misión, imitando en esto al clero francés, 

15 
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modelado en el mas puro espíritu de la doctrina católica, 
y cuyas virtudes harian honor á la Iglesia, si esta nece- 
sitase de los débiles homenages de los hombres, para bri- 
llar radiante y pura hasta el fin de los siglos. [135] 

Involuntariamente nos hablamos salido de la cues- 
tión; pero á impulsos del mejor deseo. Volvamos á ella. 

En Inglaterra están privados de ser electos todos los 
funcionarios de la corona, desde los ministros de Estado, 
hasta los sherifs de un condado. [136] 

En los Estados Unidos tampoco puede ser electo nin- 
gún funcionario civil ó militar, [137] y la misma prohibi- 
ción encontramos en las leyes de todos los paises en que 
se ha adoptado el sistema representativo; porque sin esa 
prohibición las elecciones sufrirían la influencia inme- 
diata de los funcionarios públicos, y dejarían de ser la 
espresion de la opinión pública, cuya manifestación cons- 
tituye la base del sistema. 

Art. 18. ** Corresponde á la Cámara de Diputados. — Acusar ante el 
"Senado al Presidente de la República, á los miembros de ambas Cá- 
*^maras, k los ministros de Estado, á los Consejeros de Estado y & los 
"Jueces de la Corte Suprema de Justicia por delitos de traición, dilapi- 
"dación de los fondos públicos, concusión y peculado. La acusación 
"contra el Presidente de la República no se podrá intentar jamás sino 
"después de terminado su periodo, a no ser por delito de traición ó de 
"dilapidación de los fondos públicos, en cuyo caso se podrá intentar aun 
durante su periodo." [138] 

[135] El trascurso del tiempo ha modificado en esta parte las ideas 
del autor, hasta el punto que hoy cree neceparia la presencia de dere- 
cho de los Obispos en el Senado, por que ellos serian allí el órgano de 
las necesidades, y los defensores de les derechos de la Iglesia. 

[136] Blackstone. Comm. Lib. lo cap. 2o pag. 314 y siguientes. 

[137] Const. de Nueva York art. lo inc. 11 . 

[138] Las acusaciones públicas gastan los resortes del poder, sin de- 
tenerlo, ni ilustrarlo [Capefique — Luis XV. 
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Como las condiciones requeridas para optar el empleo 
de Senador son de mas importancia que las que para los 
Diputados se exijen, como los Senadores son el resultado 
de una elección mas depurada y por consiguiente mas se- 
lecta, como el número de Senadores es menor, y por úl- 
timo, como cada Senador es elejido por mayor número 
de ciudadanos significando por tanto la voluntad de un 
número mayor de electores, por todas estas considera- 
ciones el proyecto consigna en el Senado la facultad de 
juzgar á los funcionarios que delincan en el desempeño 
de su empleo. 

Confiriendo al Senado la facultad de juzgar, es indis- 
pensable que, la de acusar se refiera á la otra Cámara, que 
compuesta de mayor número y dotada de mas impetuosi- 
dad, hay mas probabilidad de que el influjo de los pode- 
res, o la excesiva prudencia no haga acallar la voz de los 
Diputados que establezcan la acusación; y mas convenien- 
te es al Estado, que se acuse injusta é infundadamente á 
veinte funcionarios, que se deje de acusar á uno con jus- 
ticia y necesidad. 

Apelaremos, como siempre, al ejemplo de otros paises 
para dar á nuestros razonamientos el apoyo de la prácti- 
ca y de la experiencia. La Constitución de los Estados 
Unidos, dice, que solo á la Cámara de Diputados corres- 
ponde la facultad de acusar [139], á Ja misma refiere es- 
ta facultad, el Estatuto de Cerdeña [140], la Constitu- 
ción de Chile [141], la Constitución francesa de 1830; 

[139] Art. losec. 2a inciso 6o 

[140] Art. 47. 

[141] Cap.VL.art.38, iac.2o 
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[ 142] y la Constitución del año VII la concedia también 
al Tribunado (143) que, como nadie ignora, reemplazaba 
en la admirable obra de Sieyes á la Cámara de Diputados 
de las leyes modernas. 

Pero si la Cámara de Diputados puede acusar en cual- 
quiera época al funcionario criminal, la acusación no pue- 
de intentarse contra el Presidente de la República, [fue- 
ra de dos casos dados] hasta la terminación de su perio- 
do; muy clara es la causa que ha dictado esta disposi' 
cion. Si el Presidente pudiera ser acusado en cualquiera 
época por la Cámara de Diputados, tenia que ser en el 
acto suspendido en el ejercicio de sus funciones para que 
el Senado procediese á examinar la acusación imparcial- 
mente, y ¡cuantos desórdenes, cuantos trastornos traería 
á la administración la suspensión del Presidente, que po- 
dría tener lugar siempre y cuando la Cámara lo tuviese á 
bienl iqué débil no seria ese Poder Ejectutivo cuya exis- 
tencia se confiaba á una corporación que, compuesta de 
hombres, debe estar sujeta á errores y pasiones! 

La Constitución de los Estados Unidos cuyas tenden- 
cias, no se puede absolutamente creer que han sido ro- 
bustecer el Poder Ejecutivo, no permite la acusación del 
Presidente sino en los casos de traición ó de dilapida- 
ción del Tesoro Nacional, [144] los mismos en que las 
Constituciones de los Estados [145] determinan la sus- 
pensión de sus respectivos Gobernadores, y en los que 

[142] Art.47. 

[143] Cap. VI. art. 73. 

[144] Art. 2o sec 4a 

Í14ñ] VéaFC Paillet! Const. americafne pág, 17. 
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también este proyecto permite que la acusación pueda ser 

intentada. 
Al ocuparnos de la inviolabilidad de los miembros 

del Poder Lejislativo, hemos indicado las razones que 
existen para que se le pueda juzgar por el crimen de trai- 
ción; esas mismas razones militan con doble fuerza para 
la suspensión del Presidente en ese caso; porque los ma- 
les que puedan sobrevenir á la patria por la inviolabili- 
dad del Jefe del Estado son infinitamente mas funestos y 
de mas terribles consecuencias. 

La dilapidación de los fondos públicos, mal que si se 
prolonga puede ocasionar un cáncer incurable al cuerpo 
social, tiene que ser reprimida inmediatamente que se co- 
nozca , para salvar al Estado de tan grave peligro. 

Estos dos son, pues, los casos en que el proyecto auto- 
riza la acusación del Presidente y los únicos en que es po* 
sible el intentarla. Facultar al Cuerpo Legislativo para 
que lo haga durante su periodo siempre que la conducta 
del Presidente mereciera censura, sería debilitar y hasta 
cierto punto anular la acción del Poder Ejecutivo: ha- 
cer á este constantemente inviolable seria exponerá ter- 
ribles contirjencias la salud de la patria. 







TITULO VI. 



De la Cámara de Senadores. 



Art. 19. La Cámara de Senadores se compone de veintiún ciadada- 
nos elegidos por colegios electorales formados de electores, que tengan 
las cualidades que la ley exije para regidores de las municipalidades. 
La ley arreglará la formación de estos colegios y determinará el núme- 
ro de Senadores que correspondan á cada Departamento. 

Al ocupabnos de la Cámara de Diputados en el exa- 
men del título 5", hemos manifestado las razones por las 
que se ha señalado para la elección gradual, diverso al 
determinado, elejir los miembros de la otra Cámara; 
por consiguiente nos parece enteramente inútil detener- 
nos en reproducirlos. 

La consideración de que la ley de Municipalidades 
señale en los elegibles para el cargo de regidor, las cuali- 
dades que requiere este empleo, ha sugerido determinar 
las mismas para los electores del Senado, porque se supo- 
ne fundadamente que, en los que existan cualidades que 
los hagan dignos de ese puesto, habrá la capacidad y el 
conocimiento suficiente de los hombres para que sea acer- 
tada su elección. 
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El ARRECiLO de ostos colegios electorales debo ser la 
obra de leyes orgánicas, porque es reconocido el princi- 
pio de que no debe recargarse el texto de la ley funda- 
mental con disposiciones secundarias que impidan la sen- 
cillez y la precisión con que deben ser redactadas obras 
de esta clase. 

Art, 20. Son ademas Senadores natos, todos los ciudadanos que ha- 
yan ejercido durante todo uii periodo constitucional, la presidencia de 
la Ilepüblica. 

Las atribucioxes concedidas á la Cámara de Senado- 
res, exigen que sea compuesta de hombres experimenta- 
dos, versados en los negocios y conocedores de la admi- 
nistración, de las relaciones y necesidades del Estado. 
Innegable es, que en pocos pueden mas seguramente ha- 
llarse reunidas estas condiciones que, en aquellos que á 
la cabeza del Gobierno durante largo tiempo, han tenido 
ocasión de tomar un pleno conocimiento de todas las ma- 
terias antedichas, han palpado los inconvenientes prácti- 
cos de la aplicación de ciertas leyes, la necesidad de otras 
y los vacíos que algunas ofrezcan. Estas consideraciones 
fueron las que sin duda, indujeron á Sieyes á declarar en 
la Constitución del año VIII de la República francesa, 
[146] miembros natos y necesarios del Senado conserva- 
dor, á los que cesasen en el cargo de primer Cónsul, y á 
conceder también la opción al empleo de Senador á los 
segundos y terceros Cónsules al espirar sus funciones. 

Art 21 . Para ser Senador se requiere haber cumplido 30 años de 
edad, tener. una renta de mil quinientos pesos anuales, comprobada con 
los documentos que señale la ley de elecciones, y las demás cualidades 
que el articulo 15 e^sije para ser Diputado. 

[U6] Tít.2oaTt. 17. 
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La misma es la edad que determinan las leyes de los 
Estados Unidos, y en su apoyo no podemos hacer cosa me* 

jor que reproducir la opinión de Story. "Comolanatu- 
"raleza de los deberes de un Senador, dice este distingui- 
"do publicista, [147] requiere mas experiencia, conoci- 
"mientos y estabilidad de carácter que la derepresentan- 
"te, se ha aumentado la edad en que pueden ser elegidos; 
"por consiguiente se puede ser representante á los veinti- 
"cinco años, pero no se puede ser Senador hasta los trein* 
"ta. La misma calificación de edad se requería á los 
"miembros del Senado de Roma. [148] Es una anomalía 
"algo singular en la historia de los gobiernos, encontrar 
"personas que ejercen actualmente las mas altas funcio- 
"nes que en algunos paises ilustrados y civilizados, que 

"do se les hubiera creído aun llegados auna edad bastan- 
"te madura para optar los privilegios privados y munici- 
"pales de la virilidad." 

"Si los Consejos deben ser discretos, continúa el mis- 
"mo autor, el ardor, la impetuosidad y la arrogancia de 
"la juventud, deben corregirse por las lecciones de lama- 
"durez y de la experiencia; y si los conocimientos, el só- 
"lido juicio y la integridad probada se juzgan como cali- 
"dades indispensables para el cargo senatorial, seria te- 
"meridad afirmar que los treinta años es un período de- 
"masiado largo para tener la experiencia y la madurez 
"debidas." 

Art. 22. No pueden ser Senadores los que no pueden ser Diputados. 

[147] Comentarica on tbe Const. of the United States, vol. 2o pág. 204. 
[148] Keat*sComin.--Leet.ll, pág. 214. 
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SOBRIA verdaderamente un absurdo considerar en apti- 
tud de desempeñar mas complicadas y difíciles funciones 
i aquel á quien la ley no le dá derecho de optar un em- 
pleo <}ue en todas las naciones está considerado como 
monos importante que el cargo de Senador. La verdad y 
la justicia de este articulo, nos dispensan de detenernos 
mas en éL 

Art. 23. Si un mismo ciudadano fuese electo para Sensulor y para 
Diputado, prefiere la eleceion de Senador. 

De la mayor importancia que se reconocen en las fun- 
ciones del Senado, es esta disposición una consecuencia 
necesaria. El que ha sido á la vez Senador y Diputado, 
debe poseer condiciones que lo hagan acreedor a ocupar 
el primero de estos destinos; y, como sus servicios en el 
Senado son sin duda mas necesarios por la mayor dificul- 
tad que hay de encontrar hombres idóneos para esc em- 
pleo, la ley exije de él, que opte por la elección que lo 
eleva al <;uerpo en que pueda pi'^star mas importantes 
servicios.. 

Art, 24, Corresponde á la Cámara de Senadores ademas de lo con- 
li^nidaeD dicHioe artículos de esta Constitución, IVoceder con arreglo á 
la ley, constituido en gran jurado al juzgamiento de los funcionarios acu- 
ftados por la Cámara de Diputados conforme al artículo 16, Ningún 
acosado puede ser declarado culpable sino con la mayoría de dos tercios 
de los Senadores presentes. La sentencia condenatoria del Senado se li- 
mitará A privar al aeuaado de su empleo, de la capacidad de obtener 
otro alffuno y del ejercicio de la ciudadanía. En caso de condenación, el 
reo podrft ser ju£gado y castigado con arreglo á kis leyes comunes, por 
los tribunales ordinarios, ante los cuales también se harán efectivas las 
responsabilidades á que haya lugar. 

Jambien al ocuparnos del título anterior, hemos pre- 
sentado las causas por lasque? se hh cow^dido á la Cá- 



raaradc Senadores el derecho de juzgar á los funciona- 
rios que la Cámara de Diputados acusa: pero, para mayor 

acierto en la sentencia del Senado, se requiere que sea 
pronunciada con la mayoria de los dos tercios de los Se- 
nadores presentes, y que esa sentencia se limite á privar 
al acusado de su empleo, déla capacidad de obtener otro 
alguno, y del ejercicio de la ciudadanía poniéndolo des- 
pués á la disposición de los tribunales de justicia. El Sena- 
do para esta clase de juicios, conserva siempre su carácter 
de cuerpo político, por eso sus sentencias son limitadas: 
si fueran absolutas usurparía las funciones del poder ju- 
dicial y rompería esa armonía que considera Royer Co- 
Uard, indispensable en todo mecanismo industrial 6 po- 
lítico. 
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TITULO ¥11. 



Congreso. 



Art. 25, Las dos Cámaras abrirán sus sesiones ordinarias todos los 
años, con convocatoria ó sin ella, el 28 de Julio, y las cerrarán el 28 de 
Octubre, á no ser que el Presidente de la República las prorogue, como 
puede hacerlo, hasta un mes. 

El Senado sin embargo en todas las lejislaturas ordinarias podrá con- 
tinuar sus sesiones, si habiéndose hecho alguna acusación por la Cáma- 
ra de Diputados tiene que desempeñar las funciones de gran jurado que 
le señala el artículo 23, 

El sistema de Asambleas permanentes se ha observa- 
do en Francia, durante las dos épocas en que esa nación 
ha adoptado la forma republicana, y los funestos resulta^ 
dos que allí ha ocasionado, serian, sino hubiese á mas otras 
razones de gran peso, suficiente causa para que ninguna 
otra nación lo consignara en sus leyes. 

El equilibrio y la armonía délos poderes públicos es 
sin duda el primer elemento de orden en una nación; por 
consiguiente á cada uno de esos poderes se le debe 
demarcar una esfera de acción clara y precisa, y orga- 
nizar su ejercicio de tal manera, que se consiga, hasta 
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donde sea posible, evitar que un poder usurpo las atribu- 
ciones de otro, que se ingiera en los límites que á los de- 
mas se les señala ó que ejerza sobre ellos un poder tal que 
los anule completamente, haciendo así ilusorias las ven- 
tajas que la nación se ha propuesto al dividir en diver- 
sos cuerpos la suma del poder. Uno de estos casos ó los 
tres á la vez, se ha observado que ha acontecido, siem- 
pre que se ha declarado permanente el Poder Legislati- 
vo, y estos abusos han traído consigo las reacciones de 
la ppinion, consecuencia necesaria de todos los excesos. 
Para convencernos de esta verdad no tenemos que hacer 
sino abrir la historia y recorrer sus páginas. 

Las Asambleas francesas de fines del siglo pasado, des- 
truyeron la monarquía y reasumieron el Poder Ejecuti- 
vo, anularon los Parlamentos y se arrogaron facultades 
que correspondían al Poder Judicial: de esta absurda 
amalgama de poderes nacieron la tiranía, los cadalsos, 
el tribunal revolucionario, la bancarrota en el interior, 
los desastres en el exterior que pusieron á la Francia en 
terrible peligro, teniendo por último que entregarse, co- 
mo única esperanza de salvación, en manos de un genio, 
que si le dio muchos días de inmarcesible gloria, también 
derramó sus tesoros y su sangre, hasta entregarla des- 
garrada y palpitante en poder de los aliados, que le hi- 
cieron pagar á duro precio tantos dias de gloria y de con- 
quistas. 

En el nuevo y efímero ensayo de República que hizo 
la misma Francia en 1848, adoptó otra vez la Asamblea 
permanente, y en la memoria de todos están los sucesos á 
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que dio origen. Perdiendo su tiempo en discuáioues esté- 
riles, arrogándose facultades que en manera alguna le 
competían, entrabando la acción del Poder .Ejecutivo 
hasta anularlo y hacerlo inútil en el mecanismo político, 
pero sin llenar el vacío que la anulación de ese poder de- 
jaba, caminaba con precipitados pasos á recorrer la sen- 
da de los convencionales de 93. Ya se notaban algunos de 
los síntomas: el déficit era espantoso, el abatimiento de 
la industria y el comercio, la escasez de trabajo, resulta- 
do inmediato de esa decadencia, para millares de brazos 
que pedían inútilmente ¡pan ó trabajol y que eran otros 
tantos elementos diarios y constantes para la guerra in- 
terior y la revolución, eran los resultados que se dejaban 
sentir, cuando la mano poderosa [de Napoleón III. detuvo 
á la Francia al «borde del precipicio, y la elevó á un gra- 
do de influencia y de poder, que no había tenido desde los 
bellos días del reinado de Luis XIV. y á una altura de 
riqueza pública y privada, de que no había antes gozado 
jamás. 

Dice el célebre Dupín en sus notas á la Constitución 
de 1848 [149], que la Asamblea se declaró permanente, 
^^como.unoj salvaguardia contra las tentativas de usurpa- 
^'ciorij y porque á causa de intermitencias mas y mas lar- 
''gas cada día en la convocación de los Estados genera- 
dles se habían acostumbrado ya á no reunirlos." Ese te- 
mor pueril que se observa en las Repúblicas nacientes, á 
los abusos del Poder Ejecutivo, es causa constante de que 
concluyan por la anarquía ó por el despotismo, según se 






[149] Página 5ó. 
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mas ó menos fuerte el encargado del Poder. Sin un Go- 
bierno fuerte y firme no hay felicidad para los pueblos 
ha dicho al Conde de Florida Blanca, y ni esa firmeza 
ni esa fortaleza se pueden conseguir en un Poder Ejecu- 
tivo, que tiene constantemente sobre él, como la espada 
de Damocles el tremendo Poder de la Asamblea. En ese 
caso si el Poder Ejecutivo es débil, dobla la cerviz y se 
anula enteramente como Luis XVI, desaparece el Go- 
bierno^ pasa la suma del Poder á la Asamblea, y nace la 
anarquia ó la tiranía de la multitud; si el Poder Ejecuti- 
vo es fuerte, sacude el yugo, domina ó disuelve la Asam- 
blea, como Napoleón III., y nace la tiranía. [150] Este 
es el orden natural de las cosas. El orden y la estabili- 
dad no se consiguen sino observando un equilibrio justo, 
y señalando á cada Poder tan ancha esfera, cuanto sea 
necesario para el mejor cumplimiento de su misión. 

Esto es lo que han comprendido perfectamente los Es- 
tados Unidos, con ese juicio y ese buen sentido caracte- 
rístico de la raza inglesa, al demarcar los límites de los 
Poderes, y al determinar que las reuniones del Congreso 
sean por un tiempo limitado. [151] 

El segundo temor que manifiesta Dupin, está entera- 
mente salvado con conceder al Congreso la facultad de 
reunirse con convocatoria ó sin ella, y de pleno derecho 
en los períodos señalados por la Constitución. De esta 
manera el Presidente no podrá jamas postergar las reu- 
niones del Congreso, ni dominar á este en sus rcsolucio" 

[150] No coaslderatnos tirano al ilustre Emperador de los france- 
ses; pero 8Í creemos que en su poder y voluntad lia estaco serlo. 
[151] Constitución de Estados Unidos. — Art. lo sec. 4a iaoiso 2o 
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nes; pera, como si esas reuniones de pleno derecho no tu- 
vieran también un término fijado por la Constitución, po- 
día el Congreso continuar indefinidamente sus sesiones, 
hasta venir aparar en una Asamblea permanente, con to- 
dos los inconvenientes y con todos los defectos de esta 
clase de corporaciones, se le ha señalado un término fijo 
para su clausura, á menos que el Presidente no prorogue 
sus sesiones por treinta dias mas, término que entonces 
es ya absolutamente invariable. 

El derecho concedido al Presidente para prolongar 
las sesiones de la Asamblea, es estrictamente justo; por 
que nadie mejor que él debe conocer las necesidades del 
Estado, la falta de algunas leyes urgentes, cuya sanción 

sea importante y necesaria, y de las que carecería la Re- 
pública por un largo periodo, si se cumplia el término de 

la Legislatura antes de sancionarlas. Pero si es justo y 
necesario conceder al Ejecutivo la facultad de prorogar 
las sesiones del Cuerpo Lejislativo, no lo es menos, que 
esta prolongación sea absolutamente limitada, para no 
poner en manos del Presidente una arma de seducción 
con la que acreciente su influencia en el Congreso. 

La. APERTURA de las Cámaras, y la clausura de sus se- 
siones, tiene que ser simultánea, porque aunque divididos 
para conseguir el mejor acierto, forman siempre parte de 
un mismo todo, y para que sus resoluciones sean legales, 
y tengan fuerza de ley es necesario que recaiga sobre 
ellas la aprobación de ambas Cámaras: asi está recono- 
cido en todos los Gobiernos representativos. Pero en las 
atribuciones del Senado está constituirse en gran jurado 

17 
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para juzgar á los funcionarios públicos que como crímí- 
»ales haya acusado la Cámara de Diputados; estos juicios 
necesariamente ejecutivos no pueyien suspenderse, porque 
el término de las sesiones haya llegado, y por eso el Se- 
nado puede continuar sus sesiones, pero funcionando solo 
eomo gran jurado político, y sin propasarse, bajo pena 
de nulidad, del límite señalado á las funciones que la ley 
lo llama por entonces á desempeñar. Así lo encontra- 
mos sancionado en la Constitución de los Estados Uni- 
dos, (152) en el Estatuto de Cerdeña (153) y en la Cons- 
ti U' ion de Chile, (154) y lo dictan así también la razón 
y el buen sentido. 

Art. 26, Lns Cámaras se rennirftn también cuando las convoque ex- 
traordinariamente el Presidente de la República. En este caso no po- 
drán ocuparse sino de los objetos que bavan motivado la convocatoria; y 
si durante las sesiones extraordinarias llega la época de las ordinarias, 
continuarán tratando con preferencia en esta de los mismos objetos. 

Las razones que han sugerido la declaración del prin- 
c ipio de conceder al Jefe del Estado el derecho de pro- 
rogar las sesiones ordinarias de las Cámaras, son las mis- 
mas, por las que se le concede la facultad de convocarlas 
extraordinariomentc. Esta facultad la tiene el Rey en 
todas las monarquías constitucionales, [166] la conceden 
al Presidente, la Constitución de lo^ Estados Unidos 
[156] y las de las Repúblicas de la América Empeñóla, y 
también lareconocitj en el Jefe del Poder Ejecutivo,, la 
Asamblea Nacioaai de Francia de 1848. En la Constitu- 

Í152] Art. lo, seo. la, inc. 6o 
U3] Art. 36 jr 88. 
L154] Cap. 6o, art. 56. 

[1661 'V^éase Bfeckstone. Comentarios— PallletConst, fíranyúé. 
[156] Art. 2o, sec. 3a 
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cion que dio ese cuerpo, taa celoso de su poder , como el 

mas absoluto de los Reyes, se faculta al Presidente de la 
República para que convoque extraordinariamente á la 
Asamblea, si lo tiene á bien, en los muy pocos dias de 
descanso que so concedía á los miembros de ella. [157] 

Ex EL caso de que las Cámaras se reúnan extraordi- 
nariamente, la urgencia y la necesidad que se debe supo- 
ner en los motivos que ocasionen la convocatoria de la 
Legislatura, fuera del periodo señalado por la ley, exi- 
jen que se ocupe exclusivamente de ellos sin distraer su 
atención con negocios ajenos de su objeto; y esa misma 
razón de urgencia y necesidad, reclaman que se les pres- 
te preferente atención, aun cuando llegado el dia de la 

reunión bienal, continúen las Cámaras funcionando con 
el carácter de Congreso ordinario. 

A rt. 27. Las Cámaras deberán reunirse en un solo cuerpo bajo la 
presidencia del Presidente del Senado, solo para la apertura y clausura 
de las sesiones ordinarias y extraordinarias, y para los efectos de los ar- 
tículos 38, 40, 41 y 59. 

. La reunión de ambas Cámaras en un solo cuerpo, fue- 
ra de los casos en que tal reunión sea indispensable y que 
se detallen en los articules antes citados, y concedida sin 
causa ni tiempo á libre voluntad de los representantes, 
traería de hecho la fusión de las Cámaras y la unidad del 
Cuerpo Lejislativo y los inconvenientes que le son con- 
siguientes y que anteriormente hemos tratado de de- 
mostrar. 

Los CASOS en que la reunión de las Cámaras en Con- 
greso, tendrá lugar, son: 1- en la apertura y clausura de 

£167] Art. 52. 
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ias sesiones ordinarias y extraordinarias, porque forman- 
do partes de un solo cuerpo, que representa la nación 
que es una sola, es necesario que se manifieste también 
un solo cuerpo en sus actos mas solemnes: 2- para recibir 
el juramento al Presidente de la Eepública, porque este 
funcionario jura ante la nación, que representa el Con- 
greso reunido: 3^ parala apertura, calificación y escruti- 
nio de las actas de la elección de Presidente de la Re- 
pública y proclamación d-e este funcionario, que también 
son actof!, que por su misma naturaleza reclaman la uni- 
dad de las Cámaras en el acto de efectuarlos: 4"^ para la 
elección de Presidente entre los candidatos que reúnan 
mayor número de votos, en el caso que ninguno haya 
reunido la pluralidad absoluta. Absurdo seria privar á 
una Cámara de la participación de tan soltímne función; 
no lo sería menos que la elección se hiciese separada- 
mente en cada Cámara; por consiguiente es indispensa- 
ble que ambos se reúnan y que todos los representantes 
déla nación tengan parte en des]]Q^nar el ciudadano que 
deba regir los destinos de la República: 5- y último ca- 
so, parala elección de los Vice-Presidentes del Consejó 
de Estado, porque estos pueden alguna vez ocupar el 
puesto de Jefe del Poder Ejecutivo, á cuya elección, co- 
mo lo acabamos de exponer, deben concurrir todos los re- 
presentantes dtí la nación. 

Art. 28. Los Ministros de Estado siempre que lo consideren necesa- 
rio, pueden tomar parte en las discusiones de las Cámaras. 

En todos los pueblos en que el sistema representati- 
vo está plantificado, sean Repúblicas ó Monarquías, s^ 
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concede á los Ministros de Estado el derecho de asistir, 
siempre que lo juzguen conveniente, á las sesiones, y con 
voz deliberativa en las discusiones délas Cámaras. A pe" 
sar de la incontrovertible necesidad de este principio y 
de las ventajas que á la nación resultan de la aplicación 
de las luces que deben tener los Ministros de Estado, y 
de la experiencia que su cargo debe darles en los nego- 
cios públicos^ á pesar de todo esto, cuando la Asamblea 
Nacional de Francia se ocupaba en 1791 déla redacción 
de su célebre Constitución monárquica, rodeada de insti- 
tuciones republicanas, se negó á los Ministros el derecho 
de concurrir á las sesiones, y de consiguiente la voz de- 
liberativa. Indudablemente la causa que impulsó á ese 

cuerpo tan ilustrado á sancionar semejante absurdo, fué 
privar al Rey del apoyo que la hubiera prestado en la 
Asamblea el Vizconde de Mirabeau que debia subir por 
aquel tiempo al Ministerio. El principio se sancionó á 
pesar de los violentos ataques que con alta elocuencia le 

dirijió el célebre Tribuno, para probar, una vez mas, que 
las corporaciones, como los hombres, son sordos á la voz 

de la mas clara inteligencia cuando la pasión ó el espíri- 
tu de facción los ciega. 

Oigamos la defensa, que hace un moderno y notable 
publicista, del derecho de asistencia y déla voz delibera- 
tiva de los Ministros de Estado en las discusiones de las 
Cámaras, al trazar el retrato oratorio del gran orador de 
la Asamblea constituyente. 

"A excepción de la Constitución misma, dice el Viz- 
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'*conde de Cormcnin [158] que debe considerarse como 
**anterior y superior al monarca y sus agentes, y conse- 
"cuent<jmcute fuera de todo debate ministerial, todo, es 
*'medida de urgencia política, reglamento y administra- 
**c¡on. ¿Cómo es, pues, posible excluir al Grobiorno de las 
"materias de Gobierno? ¿Cómo privarse del conocimien- 
"to de los hechos, obstáculos é incidentes de cada mo- 
"mento? ¿Cómo separar la fuerza que aplica do la fucr- 
"za que manda y cuyos vínculos y unidad constituyen la 
'•sociedad política? ¿Cómo confinar al Ministerio en las 
"antesalas del poder, cuando debía ocupar en la Cámara 
"el sitio principal, proveer la respuesta verbal, la con- 
."currencia de la iniciativa y la integridad de la ejccu- 
^*cion? ¿Cómo imponer una responsabilidad justa y for- 
**mal á Ministros que no pueden ni discutir, ni aun saben 
"quevá á discutirse." 

Después de lo que acabamos de leer, ¿qué pudiéramos 
agregar m(is lógico ni mas convincente? 

Art* 29. Son atrib'icioDes exclusivas del Congreso ademas de las que 
resultan de otros artículos de esta Constitución. 

la Aprobar ó reprobar, cada ario la cuenta de la inversión de los 
fondos destinados para los gastos de la administración pública. 

No ENCONTRAREMOS CU ks Constítucioncs de ningún 
pueblo— bien sea República ó Monarquía — que haya 
adoptado el sistema representativo y que reconozca en 
los ciudadanos que forman la nación, la fuente de los po- 
deres públicos; no encontraremos jamas, lo repetimos, 
consignada la facultad de disponer déla inversión de los 

[158] Tincn. Libre des orateures pág. 207. 
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eaudales püblicos, en ningún otro poder que no sea el Po- 
der Legislativo; y la razón es muy clara. 

Los HOMBRES reunidos en cuerpo de nación, establecen 
leyes que rijan los actos de su vida y autoridades á las 
que encargan velar por el exacto cumplimiento de esas 

leyes, en nombre mismo de los miembros déla sociedad. 
Para atender al sostenimiento de los funcionarios que el 
mejor orden del Estado requiere, y para el cumplimiento 
de compromisos contraidos por la nación, que forman la 
deuda publica, se han impuesto los ciudadanos la obüí^a- 
cion de contribuir proporcionalmente, y han establecido 
diversas leyes y reglamentos que tienden á proporcionar 
rentas al Estado. Estas son las fuentes de la fortuna na- 
cional. Por consiguiente, si los fondos públicos pro- 
vienen de los miembros de la sociedad, y pertenecen ex- 
clusivamente á la nación, ningún poder que no sea el le- 
jislativo, que representa los derechos y la voluntad de los 
ciudadanos, puede disponer de su inversión en el mejor 
sentido posible y en los límites del objeto para el que 
esos fondos han sido creados. 

A PESAR, pues de lo cierta y justa que es esta disposi- 
ción, á pesar de que, como llevamos dicho se encuentra 
igualmente reconocida en todos los pueblos constitucio- 
nales, apelaremos al testimonio que suministran algunas 
Constituciones de Estados regidos por diversos sistemas. 
[159] Este testimonio manifiesta claramente la verdad 
de nuestra aserción. 

[159] Art. lo sec. 9ainc. 6o de laCenst. de los Estados Uaidos — Cap. 
3o sec. la art. ló inc. 2o de ía Gonst. franc. de 1791 — Gap. 6o art. 36 
inc. lo de la Const. de Chile— Art. 10 déla Const. franc. de 1830. 
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sa Aprobar ó rochazar las propuestas para generales de mar j 
cíe tierra hechas por el Presidente de la República, no debiendo jamas 
conceder su aprobación, sino cuando la promoción del general propues- 
to sea á consecuencia de alguna acción distinguida en guerra con una 
potencia extranjera. 

BiEX claro es el objeto de este inciso: á nadie se le 
puede ocultar^ ni nosotros lo intentaremos tampoco; por 
que cuando se habla la verdad y la justicia sirve de apo- 
yo, no hay por que encubrir con un falaz embozo, inten- 
ciones que no pueden ser sino rectas y puras. 

Cok la consí<2:nacíon de este articulo en nuestro pac- 
to fundamental, se pretende poner un insuperable obstá- 
culo á la promoción de nuevos generales, reducir la pa- 
&ibilidad de hacerlos al único caso en que. lo exije la jus- 
ticia y lo reclama el honor nacional, y cortar de raiz un 
abuso de tan lamentables consecuencias. 

No NOS detendremos en demostrar su necesidad. Para 
hacerlo, seria preciso recorrer toda nuestra triste histo- 
ria y señalar en el curso de ella la causa de las revueltas 
desastrosas y ridiculas que como natural consecuencia 
han producido, el atraso, la miseria y la abyección á que 
boy nos vemos reducidos: descorrer el velo que cubre 
nuestras llagas y presentar un espectáculo que si bien es 
desgraciadamente verdadero, no por eso es menos triste 
y vergonzoso para aquellos pocos que aun guardan en su 
corazón el fuego sagrado del patriotismo. A mas, ¿para 
qué repetir lo que nadie ignora, analizar el mal que todos 
sufren y conocen? 

Si tan demostrada se halla en la conciencia de todos 
la necesidad de la reforma que creemos innecesario de- 
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tenernos en hacerlo nuevamente; mas lo está el derechof 
perfecto que para efectuarla tiene la Convención Nacio- 
nal. Sin embargo, quizas á disputárselo se atrevan, los 
que tienen vivo interesen la continuación del abuso, y la 
clase, que fundando una aristocracia del peor género, ha 
vinculado en ella los primoros puestos del Estado; mas 
de bien poco peso serían los argumentos que emplearan; 
la nación como soberana, ti?ne el derecho de señalar el 
número, rango &a. d3 sus servidores cualquiera que sea 
laclase á que pertenezcan, este derecho como absoluto es 
inenajenableyforma una délas prerogativas inherentes á 
la soberanía: la Conveaoion Nacional representa al cuer- 
po de la nación con todos los dereclios y poderes que es- 
ta delega en aquella para su mas fácil ejecución; por con- 
siguiente la Convención tiene la facultad de decir, 7io se 
harán mas generales, como tiene también la de suprimir 
absolutamente el ejército el día que reconozcamos como re- 
conocen los americanos, que el espíritu de subordinación ne- 
cesario para la moral y la disciplina de un ejército es incom- 
patible con la libertad y es su enemigo el mas poderoso. [160] 

3 1 Suspsnder por un período determinado á petición del Presiden- 
te de la Rapíiblica, cuando lo exija la seguridad interior 6 exterior, el 
goce de los derechos garantidos en los incisos 4o, 5o y 7o del artículo 
7o de euta Constitución, y declarar sin efecto la suspensión, cuando lo 

[160] Poupsin. Déla pnisf^ance americaine tomo 2o cap. XI. — El abu- 
eo que i^e hace de una iastitucioa cualquiera, excita siempre la iadigua» 
clon; y laiudlgiiacion, como toda pasoii, ofusca el entendimiento, y es 
coii frecuencia injusta. Un ejército mal organizado é inmoral, es el ma- 
yor enemigo de lus pueblos: moral y arreglado es su defensor y su cus- 
todio: uo se dciben destruir los ejércitos, deben moralizarse, por medio 
de una discipliua severa y de recompensas, que estimulen el honor»y no 
exciten la codicia. 

18 
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coQTemente aon untes de cumplido el período por el que fué decre- 
tada En uno y otro caso se necesita en cada Cámara mavoría de dos 
tercios, votación nominal y constancia de ella en d diario, üiia ley arre- 

flarft las formas á que debe sujetarse el Gobierno durante el periodo 
e la suspensión. 

Las ditersab circunstancias en que una nación puede 
hallarse, los diversos males que pueden afligir su vida po- 
lítica, hacen indispensable conceder en la Constitución, 
al Cuerpo Legislativo, la facultad de suspender el ejerci- 
cio de ciertas garantias individuales por corto y señala- 
do tiempo, porque entonces, como otra vez hemos repeti- 
do con Blackstone, la nación enajena su libertad por un 
periodo limitado á fin de conservarla perpetuamente. Es- 
ta es la causa por la que encontramos este principio. en 
muchas Constituciones de otros Estados y por las que, 
sin duda se ha hallado constantemente en las anteriores 
leyes de nuestro pais. [161] 

"El privilegio del Jiaieas corpica no se suspenderá si 
no en los casos de invasión, rebelión, 6 cuando la segu- 
**ridad pública lo exija," [162] y sognn las leyes ingle- 
sas, el Parlamento tiene la facultad de suspender las ga- 
rantías contenidas en el acta del habeas corpus cu2inio lo 
juzgue conveniente y por un tiempo corto y limitado, au- 
torizando consiguientemente á la Corona para detener á 
las personas que considere sospechosas ^in la obligación 
de dar cuenta alguna de estos actos. [1^63] 

Estos ejeniplos de los dos pueblos reputados justamen- 
te los mai^ libres del mundo, serian bastantes para ap^ 

jyS'i'] Vétíse por ejemplo él tñ. 40 art. 51 ine.'27 de la OonM fle 18S4« 
y el tít. IT) art. 59 ino. ¿ñ de la Oosist. de 1BB9. 
[162] Art. lo sec. 9a inc. 2o 
[163] Blacketono. Lib. lo cap. lo pág. 236 
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yar sólidamente la nebeaidad que hay de consignar en la 
Constitución, la disposición que analizamos: pero, pode- 
mos también ofrecer en favor de estos principios el ejem- 
plo de la Asamblea francesa de 1848, que á pesar de su 
extrema liberalidad de principios y del celo con que de* 
fendió siempre su autoridad, se vio en la necesidad de 

conferir al General Cavaiqnac la suma del poder, á fin 
de que conjurase la revolución demagógica cuyo triunfo 
hubiera asumido á la Francia en un abismo de males. [164] 
Demostrada y reconocida la necesidad de conceder 
esta facultad al Cuerpo Lejislativo, y apoyada en hechos 
irrecusables, pasemos á examinar, si este proyecto se 

mantiene en los límites de la necesidad y de la justicia 
en la manera en que la detalla. 

La concesión de facultades extraordinarias, del mo- 
do como se establecía en nuestras anteriores Constitu- 
ciones, era casi conceder implicitamente al Poder Eje- 
cutivo una suma de poderes mas extensos é ilimitados que 
los qnc ejercen los monarcas absolutos. Se creia, muy 
equivocadamente sin duda, que en el acto de investir al 
Poder Ejecutivo de facultades extraordinarias, cesaban 
todas las leyes que comprenden las garantías de los ciu- 
dadanos, quedando estos enteramente sometidos al arbi- 
trio del poder. ¡Absurdo monstruoso que, sin embargo, 
han dejado pasar desapercibido los que entre nosotros 
blasonan de ardientes liberalesl Tiempo es ya que la ley 
cortara tan abusiva práctica, 

Segün este proyecto, las facultades extraordinariaflt 

[164] Lamartine. HeTolation de 1848. 
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BO son otra cosa que la suspensión de los derechos, d® 
permanencia en la Eepíiblica, de no poder ser detenido 
sino en virtud de orden judicial, de asociación, de peti- 
ción y de libertad de la prensa, quedando los demás en 
pleno ejercicio, y el Poder Ejecutivo tan obligado á 
respetarlos escrupulosamente, como sino hubiese recibido 
mayor suma de poder. 

Fácilmente se concibe porque los derechos antes se- 
ñalados, son los únicos sobre que recae la suspensión en 
circunstancias anormales y de peligro: el libre ejercicio 
de ellos en tales cafóos, podia acarrear sin duda al Esta- 
do míilcs terribles. Los demás, cuyo libre goce no pueden 

producir jamas, consecuencias que pueden ser funestas» 
no se suspenden porque sería privar á los ciudadanos de 
ellos sin razón snficiente. 

Si han cesado las circunstancins que exigieron la sus- 
pensión de estos derechos, antes del plazo que se señaló 

¿qué razón hay para que continúe pesando sobre la na- 
clon un poder anormal? Creemos que ninguna, y que 
en ese caso, el Congreso debe, como este proyecto lo in- 
dica, declarar nuevamente el libre ejercicio de los pre- 
ciosos derechos que por un corto tiempo se sacrificaron á 
la ley suprema de la salud de la patria. 

Las condiciones que según este inciso se exigen para 
el acto en que el Congreso decrete la suspensión de las 
garantías comprendidas en los incisos 3-, 4- y 6- del artí- 
culo 7", tiende á conseguir que á la decisión asista mayor 
concurso de luces, y á hacer conocer de la nación la con- 
ducta observada por sus representantes en tan delicado 
ea£o. 
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Del examen — tan rápido como la naturaleza de nues- 
tra obra lo requiere — que hemos hecho de este artículo, 
resulta que, en el modo y en la forma en que se halla 
consignado, es necesario, justo , tan liberal como los sagra- 
dos derechos del hombre lo exijen y mas liberal, sin du- 
da que aquellos que de casos, como el presente, se ocu- 
paban en nuestras Constituciones anteriores. 

Llamamos sobre él la seria atención de los represen- 
tantes del pueblo. 

4a Admitir ó no la renuncia del encargado del Poder Ejecutiro. 

Como el Presidente de la República recibe su autori- 
dad de la nación, nadie sino los representantes de ella, 
pueden tener la facultad de admitirle ó negarle la renun- 
cia que haga de su elevado puesto pesando el valor de 
las razones que para ello alegue. 

Art, 30. Solo por medio de una ley se puede: 

lí? D2ro;^ar aclarar, ampliar 6 modificar las leyes existentes. 

2o Fijar las partidas del presupuesto general de srastos. 

3ó Determinar los medios de cubrir el presupuesto general: crear 
ó suprimir contribuciones: fijar 6 suprimir los derechos de importación 
y exportación. 

4o Fijar el número de la fuerza de mar y de tierra. 

5o Ne:>'Ociar empréstitos reconocer la deuda nacional y fijar el mo- 
do de consolidarla y amortizarla. 

6o Crear ó suprimir empleos, señalarles dotación, dar pensiones, 
conceder premios y honores por servicios distinguidos. 

7o Conceder privilejios exclusivos á los autores ó introductores 
de nuevos descubrimientos en la ciencia ó en la industria. 

8o Crear nuevos d^^partamentos y provincias. Habilitar puertos 
mayo fes y establecer aduanas. 

9o Determinar el peso, ley, tipo, y denominación de la moneda y 
uniformar los pesos y medidas. 

10. Permitir el ingreso de tropas extranjeras en el territorio de la 
Repí.blica. 

11. Conceder amnistía. 

12. Permitir que residan cuerpos del ejército permanente en el lu- 
gar de las sesiones del Congreso y á diez leguas á su circunferencia. 
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Todas las atribuciones concedidas al Cuerpo Legisla- 
tiro en los incisos comprendidos en este artículo, son de- 
rechos inherentes á la soberanía nacional que el Con|]:re- 
80 representa. Así está reconocido en el Derecho Públi- 
co de las naciones y en las leyes fundamentales de todos 
los pueblos que han adoptado el sistema republicano. Re- 
conociendo pues, la verdad de esta aserción, creemos en- 
teramente inútil detenernos en examinarlas una á una, y 

demostrar su necesidad. Pasemos pues á considerar un 
principio importante, que se observa en las primeras pa- 
labras de este artículo. 

En nuestra anterior Constitución se señalaban sim- 
plemente las atribuciones del Congreso, sin indicar la 
manera de ejercerlas. [165] En este proyecto se determi- 
na que, solo por medio de una ley, es lícito el ejercicio del 
mas pequeño de los actos comprendidos en las faculta- 
des del Cuerpo Legislativo, detallados en este articulo, 
desde la negociación de empréstitos, hasta la creación 
del empleo público de menos importancia y el aumento 
de la mas insignificante partida en el presupuesto gene- 
ral, sujetando por consiguiente todos estos actos á los 
trámites que, como veremos después, son necesarios para 
la formación de las leyes. 

ÜN MOMENTO de atenta reflexión, será bastante para 
hacer conocer á los legisladores la importancia de la dis- 
posición que acabamos de observar, y de lo poderosa que 
sería su sanción para cortar abusos que tanto han llama- 
do la atención pública en el curso de las sesiones del úl- 
timo Congreso ordinario. 

[165] Tit. X. art. 55. 



TITULO Tin. 



De la formación de las leyes. 



Art 13. ''Las leyes tieupn su oríf^en en cualesquiera de las dos Car 
"iDaras, por moción de uno de sus miembros, ó en el poder ejecutivo por 
"proyectos firmados por el Presidente de la República que cada Minis- 
tro arija á las Cámaras." 

No PUEDE caber asomo de vida en la justicia con que 
se ficñala, para el origen de las leyes, una ü otra de las 
Cámaras que forman el poder legislativo. Si no lo ense- 
ñara In esperiencia, tampoco creemos que pudiera haber- 
la, en la necesidad ele reconocer en el poder ejecutivo el 
derecho de la iniciativa de la ley. Es este un derecho que, 
sin duda, debe ser reconocido en los dos poderes en que 
ge delega principalmente el egercicio de la soberanía na^ 
donal. Por el mas inmediato contacto que con los puo^ . 
blos tienen los miembros de uno y otro, deben por conúr 
guíente, tener un completo conocimiento de sus necesidar 
des y de las leyes que esas necesidades requieren. No 
consideramos al poder judicial con derecho directo á la 
iniciativa en las leyes; pojrque este no es mas que un ramo 
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del poder ejecutivo, como lo ha demostrado últimamente 
un distinguido escritor, [166] y como tal, debe proponer 
las reformas y los vacíos que encuentre en la práctica, de 
la aplicación de las leyes, al poder ejecutivo, el que las pa- 
sará á las Cámaras como proyectos de ley. 

El Poder Ejecutivo que dirige todos los ramos de la 
administración, que por medio de sus delegados está en 
un contacto constante con todos los pueblos de la Repú- 
blica, que ejecuta las leyes y vela por el cumplimiento 
de ellas, es quizás el poder que con mas ventajas para la 
Nación, puede ejercer la facultad do iniciativa que este 
proyecto le concede; porque él tiene pleno conocimiento 
de las dificultades que pueden ofrecer en la práctica le- 
yes, que quizás, estén en teoría perfectamente concebidas, 
de los vacíos de la administración que deben ser llenados 
por nuevas determinaciones, de las necesidades materia- 
les é intelectuales de los pueblos, que reclaman la consig- 
nación de nuevas partidas en el presupuesto de los gas- 
tos nacionales, de las relaciones internacionales de la Re- 
pública y de mil otras circunstancias que lo llaman á co- 
nocer, las atribuciones que se le conceden en la estructu- 
ra política del Estado. 

La convicción tan profunda que de la verdad de este 
principio tenia Sieyes, hizo que en su justamente célebre 
constitución [167J concediese únicamente la facultad de 
proponer las leyes al Poder Ejecutivo, negándosela por 
consiguiente á los diversos cuerpos en que dividió el Po- 

[166] Véase el edítoi ¡al del número 882 del -«Heraldo.'^ 
L167] Const. dei año VIII. Tít. IV. art. 44. 
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der Legislativo, y dejando únicamente á estos el derecho 
de discutir, y el de aprobar ó reprobar los proyectos que 
les comunicase el Poder Ejecutivo. No se puede desco- 
nocer que tal principio, es un exceso ; pero se comprende 
perfectamente semejante exajeracion, si se recuerda que, 
esto admirable legislador, tenia, al redactar su obra poli- 
tica, muy vivos los recuerdos déla revolución, los abusos 
de la Asamblea en la sanción de las leyes y muy fresca 
la imájen de las ejecuciones, de las proscripciones, del 
tribunal revolucionario, á que dio origen la facilidad con 
que decretó la Asamblea las leyes que imperaron en la 
época luctuosa del terror. 

Sin tocar en el extremo en que cayó este grande hom- 
bre — extremo á que repetimos fué arrastrado por los su- 
cesos de la época, y de ningún modo por su preclaro talen- 
to, guardémonos de tocar otro que pudiera tener peores 
consecuencias que aquel— pues nos conducirla quizás á la 
anarquía — cual seria el de negar al Poder Ejecutivo la 
franca iniciativa de la ley. Privado el gobierno de esta 
facultad, carecería el Estado de importantísimas leyes, ó 

se veria el gefe del Poder Ejecutivo obligado á emplear 
manejos indignos, degradantes para él y para los miem- 
bros del Cuerpo Legislativo, para proponer al Congre- 
so las mas útiles y justas leyes. 

Podríamos citar en corroboración del principio conte- 
nido en este artículo, los ejemplos que ofrecen las Consti- 
tuciones de diversos Estados monárquicos ó republica- 
nos; pero nos ceñiremos á presentar el testimonio de las 
leyes de dos naciones, á las que apelaremos siempre, 

19 
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iqiie del Poder Ejecutivo nos ocupemos; los Estados Uni- 
dos y la Francia republicana de 1848; porque, tanto en 
las leyes de una y otra Nación, no dominó en manera al- 
guna el principio de dar fuerza y robustez al Poder Eje- 
cutivo; en el primero de estos estados, como consecuencia 
natural del sistema federal, y en el segundo por el espí- 
ritu de desconfianza y dominación que imperó en el sen- 
timiento déla Asamblea nacional, espíritu que hemos te- 
nido ya ocasión de notar, y que aun se nos ofrecerá re- 
petidas veces el caso de hacerlo nuevamente. 

La Constitución francesa de 1848, [168] concede al 
gefe del Estado el derecho de presentar á la Asamblea, 
por medio de los ministros, los proyectos de ley que con- 
sidere necesarios; ^'Derecho del que, dice Dupin, [169] 
"no se ha pensado jamás seriamente en privar al gobier- 
"no que por su posición conoce mejor que nadie, al me- 
"nos en ciertos ramos, las necesidades del pais." 

La Constittcion de los Estados Unidos no es tan es- 
plícita como laque acabamos de citar; sin embargo, di- 
ce: que el Presidente tiene el derecho de recomendar á 
la atención de las Cámaras, la consideración de todas las 
medidas que juzgue necesarias y convenientes, [170] lo 
que consideramos viene á ser implícitamente lo mismo 
que concederle la iniciativa de la ley; pues, tanto de uno, 
eomo deotromodo^el Cuerpo Legislativo tiene entera 
libertad para adjnitir ó desechar los proyectos que en 
forma de tales, les someta el Ejecutivo, como para consi- 

[168] Cap.V. art,49. 

[169] Notas it la Co&et. do 1848 p. 67. 

[170] Art. 2o sec. 3a inc. lo 
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derar, ó no, las reformas que lo proponga en la manera 
que la Constitución de Estados Unidos lo indiciL 

El principio de que nos hemos ocupado está recono- 
cido en la Constitución de la República de Chile, [171] y 
no es tampoco nuevo entre nosotros: las Constituciones^ 
de 1834 [172] y de 1839 [173] lo contienen de la misma 
manera que lo indica este proyecto, igualmente lo re- 
conocen, todos los pueblos que comprenden bien la apli- 
cación de los principios del Derecho público, y que se 
hallan algún tanto adelantados en la ciencia constitu- 
cional. 

Art 32 "Los proyectos de ley sobre contribuciones directas ó indi- 
'*rectas y sobre reclutamientos, se han de iniciar en la Cámara de Dipu- 
''tadoB, y los de amnistía en la Cráiara de Senadores^" 

Como la Cámara de Diputados se compone de repre- 
sentantes elegidos por las provincias, y en los que debe 
fundadamente suponerse un conocimiento pleno de las 
circunstancias especiales de los pueblos que los eligieron; 
por eso se señala en este proyecto, esa Cámara, como 
único origen de aquellas leyes que imponen á la univer- 
salidad de los ciudadanos una contribución de sangre ó 
de dinero. 

Hemos dicho antes, siguiendo la opinión acreditada 
de publicistas distinguidos, que la Cámara de Senadores 
debe componerse de personas que posean conocimientos 
profundos, sobre las cuestiones que correspondan á las 

[171] Cap. VI. art. 40. 
[172] Tít. IV. art. 52. 
[173] Tít, XL art. 66, 
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circunstancias y á las relaciones del Estado en general; y 
la de Diputados — como compuesta de representantes ele- 
gidos por menor extensión de territorio— -de individuos 
que conozcan la situación especial de las localidades. Ba- 
jo este supuesto, una ley, de la naturaleza de aquellas que 
ahora nos ocupan, pudiera ser perfectamente concebida 

en su sentido general, pero quizás, en tal provincia, exis- 
tirían inconvenientes que la harían allí de difícil ó perju- 
dicial condición. Originada en el Senado ó en el Poder 

Ejecutivo, pasarla, sin que se notasen sus inconvenientes, 
á la Cámara de Diputados, donde se haría mas difícil su 
reprobación llevando la aprobación del Senado, ü obran- 
do en su favor la opinión del Poder Ejecutivo. Tales in- 
convenientes — se observa á primera vista — que desapa- 
recen si se determina que su origen tenga invariablemen- 
te lugar en la Cámara de Diputados. 

Las leyes de la Gran Bretaña determinan, que todo 
hiU [ley] que verse sobre contribuciones, sea propuesto 
por la Cámara délos Comunes; [174] y la Constitución 
de los Estados Unidos determina también, que la Cáma- 
ra de Representantes sea el origen de las leyes semejan- 
tes. [175] "La razón que existe, dice Story, [176] para 
'^consignar el derecho de iniciativa de las leyes de im- 
*'puestos en la Cámara de los Comunes en Inglaterra y 
*'en la de Bepresentantes entre nosotros, es, que las con- 
"tribuciones recaen sobre el cuerpo de la Nación en ge- 
'*neral, y es por consiguiente indispensable que los Rcpre- 

[174] BlackRtone, Comm. F. 1. p. 161. 

£176] Art. lo sec. 7a inc. lo 

£176] Comm.'entheConst. ofthe United States, rol. II. p. 338. 
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"sentantes, como mas inmediatamente nacidos del pue- 
^'blo, sean los que tengan el derecho de avaluar las con- 

"tribuciones y de calcular hasta donde se estiende la po- 
*'sibilidad del pueblo, para llenar ese deber que se les 

"impone." 

Al señalar la Cámara de Senadores para la inicia- 
ción de las leyes de amnistia se considera, que, por la na- 
turaleza misma de su composición, está menos espuesta á 
sufrir la influencia del espíritu de partido, ó de una mal 
meditada filantropía: la calma y la madurQz, necesarias 
para determinar leyes de tanta importancia, se supone 
que deben reinar en las deliberaciones de este cuerpo se- 
lecto, y son á la vez una garantía contra las exigencias 
de la opinión pública que, en materias de esta especie, es 
muy susceptible de ser alguna vez extraviada. 

Art, 33. "Todo proyecto de ley aprobado en su totalidad por ambas 
"Cámaras, será remitido al Presidente de la República. El Presidente 
•*de la República podrá aprobar ó no el proyecto. En el primer caso, 
"lo promulgará como ley: en el segundo caso, lo devolverá con sus ob- 
"servaciones, adiciones 6 correcciones, á la Cámara de su origen. La 
"Cámara insertará en su diario las observaciones, adiciones ó corree- 
aciones, las mandará publicar y el proyecto no volverá á ser conside- 
"rado hasta la Legislatura siguiente. Si él es aprobado de nuevo por 
"ambas Cámaras, será promulgado como ley." 

Entre las varias disposiciones contenidas en este ar- 
ticulo, nos contraeremos principalmente á dos: á la facul- 
tad concedida al Poder Ejecutivo para devolver observa- 
das, corregidas ó adicionadas las resoluciones que les 
dirija el Cuerpo Legislativo, y al plazo que se señala pa- 
ra la reconsideración de las leyes sobre las que no ha re- 
caído la aprobación del Poder Ejecutivo. Solo estas dos 

dií^posiciones reclaman particular atención, pues las otras 
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son de indispensable y reconocida necesidad. 

Fuera de duda es que nadie puede tener como el gefe 
del gobierno, un completo conocimiento de la necesidad 
que hay de ciertas leyes, como de los inconvenientes que 
otras ofrecen en su aplicación, de las que pueden facili- 
tar la marcha del Poder Ejecutivo, como de aquellas que 
entraban inútilmente su acción ingiriéndose en la esfera 
que demanda el poder de que se le inviste; reconocido es- 
to ¿cómo negarle, con viso de justicia, el derecho de ob- 
servar las leyes, de hacer notar al Congreso los inconve- 
nientes que ofrecen, los defectos de que adolecen? Ab- 
surdo seria hacerlo, y tanto, que no encontramos en las 
leyes de ningún Estado una disposición semeiante. To- 
dos consignan en sus leyes, por muy liberales que estas 
sean, el principio que nos ocupa, tal como está redactado 

en este proyecto. 

Asilo encontramos en la Constitución de los Estados 
Unidos, [177] y oigamos como apoya Story, en sus co- 
mentarios á dicha Constitución [178] la necesidad que 
existe de reconocer semejante principio. "Las razones, 
"dice este escritor, por las que el Presidente de la Re- 
"püblica, posee el derecho de negar su sanción á las 
"leyes, fundando esta negativa, son bien claras y entera- 
"mente satisfactorias. En primer lugar hay una tenden- 
"cia natural y reconocida en el Poder Legislativo á inge- 
"rirse indebidamente y á absorver las atribuciones de 
**los otros ramos del gobierno: la demarcación señalada 
"por la ley no es bastante para encerrar los poderes en 

[177] Art. lofec. 7ainc.lo 
[178] Cap. XIII. p. 341. 
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"sus límites, y es absolutamente insuficiente para prote- 
"ger al poder mas débil, como lo es incuestionablemente 
"el Ejecutivo; por consiguiente se ha creido necesario ar- 
omarle con una arma poderosa para que la emplee en su 
"propia defensa. Si el Ejecutivo no poseyera el derecho 

"de negativa, fuera poco á poco despojado de toda su au- 
"toridad y se convertiría — como se ha visto perfectamen- 
"te en los gobernadores de algunos Estados — en una som- 
"bra de la magistratura suprema." 

"En segundo lugar este poder es necesario, como una 
"garantía, contra el establecimiento de leyes prematuras 
"poco meditadas y quizás perjudiciales; y establece una 
"resistencia saludable al Cuerpo Legislativo, calculada 
"para preservarlo de los efectos del espíritu de partido, 
"de la precipitación, de los estímulos del momento y de 
"las hostilidades políticas." 

"El veto suspensivo que se concede al Presidente de 
"los Estados Unidos, dice Tocqueville, [179] obliga á la 
"Asamblea á volver sobre sus pasos, y á considerar de 

"nuevo la cuestión, que no puede resolver en ese caso si- 
"no con una mayoría de dos tercios. El veto suspensivo 
"es también una especie de apelación al pueblo. El Po- 
"der Ejecutivo, que sin esta garantía pudiera ser secre- 
"tamente oprimido, defiende entonces su causa y hace oír 



"sus razones." 



Las leyes de la monarquía inglesa conceden al Po- 
der Real la prerogativa de aprobar ó desaprobar las le- 
yes que el Parlamento le someta; aquí es el veto absolu- 

[179] De la Democratie en la Amerique tom. lo cap. VIII, p. 145. 
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to, porque asilo reclama la alta dignidad de la Corona. 
Defendiendo Blackstone la necesidad del veto, dice [180] 
"Es indispensable, para mantener el equilibrio que for- 
"ma la armonía constitucional, que el Poder Ejecutivo 
"sea un ramo poderoso del Legislativo, sin serlo entera- 
emente: su reunión en una sola conduciría á la tiranía, 
"su separación absoluta produciría los mismos efectos, 
"ocasionando su reunión por los mismos medios con que 
"se había creído evitarla." 

"El Rey no puede por sí mismo introducir ningún cam- 
"bio en las leyes actualmente establecidas; pero puede 
"aprobar ó desaprobar las reformas ó adiciones que aprue- 
"ben las dos Cámaras. El Poder Legislativo, no puede 
"pues, sin el consentimiento del Poder Ejecutivo, res- 
"tringir ninguno de los derechos que la ley atribuye á 
"este poder; porque la ley no puede variar, á menos que 
"para este cambio no se hallen de ocuerdo todos los po- 
"deres. Esta censura respectiva de todas las partes que 
"componen su gobierno entre sí, es lo que constituye su 
"excelencia." 

Citaremos por último la Constitución Francesa de 
1848 que concede [181] al Presidente de la República la 
facultad de pedir á la Asamblea, durante el plazo deter- 
minado para la promulgación de una ley, una nueva de- 
liberación sobre ella, exponiéndolos motivos que se crea 
hagan necesaria la reconsideración de la ley. 

El plazo que señala por este proyecto para reconside- 
rar una ley sobre la que el Poder ejecutivo ha hecho ob- 

[180] Comm. on the engUsh Laws lib. I. capo 
[181] Cap. V. art. 58. 
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servaciones á la Cámara, es el que media entre una j 
otra legislatura, y es, sin duda, el espacio de tiempo ne- 
cesario para que no sea ilusoria la facultad al Presiden- 
te. Es necesario primeramente, que la Asamblea se vea 
libre de la impresión que la dominó al dictar la ley, que 
la calma domine nuevamente y que se escuchen las obser- 
vaciones del Gefe del Estado con entera sangre fria; á 

mas, que la Cámara por su renovación periódica cuente 
un numero de miembros nuevos, que no habiendo contri- 
buido á la ley, cuya reforma se pide, no miren en su re- 
consideración una cuestión de amor propio que los haga 
sordos á la voz de la razón. Decia el célebre jurisconsul- 
to Dupin, al ocuparse del plazo en que se debian discutir 
las observaciones del Presidente. [182] "El derecho con- 
"cedido al Presidente para exigir de la Asamblea un nue- 
"vo examen, demanda, sin duda, un largo espacio detiem- 
"po. Esta medida es de tanto interés para la Asamblea, 
"como para el Presidente, ó por mejor decir, es una mo- 
rdida de interés publico. Tiene sü aplicación, en el sen- 
"sible caso, en que una disposición desacordada se con- 
"sidere en la ley. Caso grave, que por lo mismo que es 
"grave será poco común, pero qne interesará tanto al Ge- 
*Te del Estado como á la Asamblea Nacional. Si en es- 
"tos casos, pues, vuelve la ley muy pronto á la Asamblea, 
"si esa vuelta tiene lugar precipitadamente y antes que 
**la pasión que dictó la ley se haya calmado, la medida 
"seria inútil. Es necesario reconsiderarla cuando la ma- 
"dúrez, la calma, la sangre fria se hallen restablecidas; 

[182] Discarse pronunciado en la sesión del 12 de Octubre de 1845. 

20 



—128- 
•*.cimndo la opinión píiblica, del interior y del exterior, 
^se pueda hacer oir, en una palabra, cuando todas las re- 
•aclamaciones Layan podido presentarse." 

C0N6IDERAÍÍDO bien todas las razones que llevamos ex- 
puestas, no creemos que se pueda considerar exajerado el 
plazo que este articulo srfialapara la reconsideración d« 
las leyes; antes bien consideramos que es sin duda el mas 
corto posible, el absolutamente necesario, para que surta 
la atribución de observar, concedida al Poder Ejecutivo, 
sus saludables efectos, y que es preferible mil veces, co- 
mo antes hemos dicho, para el bien de un Estado carecer 
por un corto tiempo de los beneficios de una buena ley, 
que sufrir las consecuencias funestas de una disposición 
injusta ó desacordada. 

Art, 34. "Si á los diez dias de haberse remitido el proyecto, el Pre- 
"sidente de la República no lo devuelve con sus observaciones, adicio- 
**nes ó correcciones, el proyecto tandrá fuerza de ley como si lo hubie- 
ras aprobado el Presidente de la Eepüblica, á menos que antes de espi- 
"rar los diez dias no cierre sus sesiones el Congreso, en cuyo caso el Pre- 
•*sidente de la República lo devolverá con sus observaciones, adiciobes 
**ó correccioneB dentrode los seis primeros dias de la legislatura inme- 
'^diata y se procederá conforme á lo prevenido en el artículo anterior." 

iNDifiPiaíSÁBLE es sin duda, que la ley determine un pe- 
riodo £qo é invariable dentro del cual pueda el Poder Eje- 
cativo hacer uso del derecho que en este proyecto se le 
concede de observar, corregir ó adicionar un proyecto de 
ley. Si asi no fíiese, si para ello no hubiese señalado un pe- 
riodo invariable, el Presidente, podia anular la acción del 
Poder Legislativo, con solo reservar indefinidamente las 
leyes que este le comunicase para su aprobación y publi- 
cación, y que no fueran susceptibles de fundadas ob- 
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serraeiones de parte del Gefe del Estado. 

Negar al Presidente el derecho de observar la» leyes 
que tengan su origen en las Cámaras, seria en cierto mo- 
do, anular al Poder Ejecutivo, restrinjiéndole su esfera 
natural, creando obstáculos á su marcha y embarazando 
fiu acdon; concederle ese derecho, sin señalarle para m 
ejercicio un plazo perentorio, seria investirlo de una au- 
toridad inmensa elevándolo sobre la representación na- 
cional; de un modo ó de otro se destruiría el equilibrio 
y la armonía, que debe cuidar el legislador, que exista 
siempre entre las facultades que se señalan á los poderes 
públicos, condición que, nadie ignora, es indispensable 
para la mejor marcha de la nación; de un modo ó de otro 
se puede caer en la tiranía ó en el dominio de un solo 
hombre. Nadie ignora que fué enteramente diverso él 
camino que siguió Cromwel para alcanzar el protectora- 
do, que el que ha recorrido Napoleón III. por ceñir la 
corona imperial. Inmensa fué la autoridad que el Parla- 
mento concedió al primero; cada día disminuíala del se- 
gundo la Asamblea hasta hacer del Presidente una som- 
bra de autoridad. Sin embargo, observemos los resulta- 
dos. Una justa y armónica distribución de los poderes 
públicos es el único medio de conseguir la libertad. Los 
principios extremos conducen, de un modo ó de otro, ir- 
remediablemente á la tiranía ó á la demagojia. 

La convicción de la verdad de estos printípios ha 
dictado la Constitución de los Estados Unidos, y el pla- 
zo señalado en ella para que las observaciones del Presi- 
dente puedan ser presentadas á las Cámaras ^s el miamo 
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que el que se determina en este proyecto. [183] Notemos 
de paso, como una prueba terminante de la liberalidad 
de los principios que han dominado la redacción del do- 
cumento importante que nos ocupa, que el titulo que co- 
mentamos actualmente, está basado sobre principios idén" 
ticos á los que sanciona para el mismo caso la Constitu- 
ción de los Estados Unidos. [184] 

Concluiremos presentando el ejemplo de la Constitu- 
ción francesa de 1848, ejetnplo, como hemos antes obser- 
vado, irrecusable en materia de facultades del Poder Eje- 
cutivo, que determina el período de treinta diaspara que, 
dentro de él, presente el Presidente de la República á la 
Asamblea, las observaciones fundadas que crea necesa- 
rio hacer á los proyectos que aprobados ya por la Asam- 
blea que se le comunicasen para su ejecución. [185] 

Art. 35, El proyecto de ley que fuese desechado por una de las dos 
Cámaras, no paira proponerse hasta la lejislatura siguiente. 

Las Cámaras desecharán un proyecto de ley, bien por 
que lo consideren justamente inadoptable, bien porque 
no sea aplicable á las circunstancias de la actualidad, ó 
finalmente por un espíritu de partido ó por un error de 
concepto. En cualquiera de los casos que hemos deter- 
minado, sería perjudicial que lo estuvieran presentando 
nuevamente cuan tas veces lo tuvieran á bien sus autores 
pues con eso se conseguiría únicamente fatigar la aten- 
ción de la Cámara con repetidas é inútiles discusiones, 
entorpecer la marcha de sus trabajos y perder un tiempo 

[188] Art. lesee. 7a inc. 2o 

£184] Véase toda la sec. 7a"de dicha Const. 

[185] Cap. 6o art. 67 y 68. 
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precioso que se pudiera aplicar á mas provechosas y úti- 
les tareas. 

El periodo de dos años que, según este proyecto, de- 
be pasar entre una y otra lejislatura, es sin duda el mas 
corto posible para que varíen los casos que hemos apun- 
tado antes y que son susceptibles de modificación, para 
que el proyecto pueda ser nuevamente considerado con 
imparcialidad y madurez, y para que de sn nueva recon- 
sideración se originen algunos resultados ventajosos pa- 
ra el Estado. 

Art, 36, Cada Cámara puede hacer adiciones y correcciones á los 
proyectos de ley que emanen de la otra Cámara ó del Presidente de la 
República, y para la aprobación de estas adiciones y correcciones se ob- 
ser^^arán las mismas formalidades que para la aprobación délos proyec- 
tos de ley. 

Antes hemos tenido ocasión de observar la necesidad 
que existe de que, en la formación de las leyes, tomen 
una parte activa los dos principales poderes del Estado; 
fundados en estas razones, hemos encontrado estrictamen- 
te útil y justa la iniciativa de la ley, concedida al Poder 
Ejecutivo. Reconocida en él esta facultad y la de obser- 
var, corregir y modificar los proyectos de la ley quesean 
aprobados en las Cámaras, serla un absurdo negar á es- 
tas un derecho igual sobre los que emanen del Poder 
Ejecutivo. 

Las modificaciones que se pueden imprimir en un pro- 
yecto, forman, sin duda, parte de la ley, y es indispensa- 
ble que se observen en su aprobación las mismas formali' 
dades que se ha creido necesario establecer para la apro- 
bación de los proyectos de ley, condiciones que tienden 
todas á conseguir en estos mas elementos de acierto. 



TITVLO IX. 



Del Poder EJecitivo. 



Art, 37. El Jefe del Podw Bjecutivo es el Presidente de la Bepú* 
blica. En los casos de hallarse aosente fuera de la Bepública al mando 
del ejército, de enfermedad ó de otro impedimento temporal 6 perma- 
nente, lo esel Vice-Presidente de la República; y en los casos de impe- 
dimento temporal ó permanente del Vice-Presidente de la República, lo 
6on los Yice-Presidentesdel Consejo de Estado cada uno á su vez. 

Eeconocida es, en el Derecho Público y en la prácti- 
ca de las naciones, la necesidad de dividir los poderes 
públicos para su mas fácil ejercicio, y para la mejor y mas 
ordenada marcha de un Estado. Reunidos todos en un 

solo hombre, sería la monarquía absoluta, residiendo en 
una Asamblea aristocrática ó popular, sería el Senado de 
Venecia ó la Convención de 1793, ejercidos por la uni- 
versalidad de los miembros de un Estado, sería el caos,^ 
sin embargo de ser la mas pura democracia; "pero la mas 
"pura democracia, como la mas pura monarquía son for- 
"mas de gobierno simples y por consiguiente viciosas. El 
"despotismo ^tá unido á toda forma simple, queconfun- 
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"de en una sola todas las instituciones políticas, ó que es- 
"tablecemal sus relaciones naturales." [186] Por consi- 
"guiente, los poderes deben hallarse separados 7 equili- 
brados unos por otros; estas son las condiciones que cons- 
tituyen los gobiernos libres, ya.se llamen monarquía, co- 
mo la de Inglaterra, ó República, como la de los Estados 
Unidos. Es necesario que exista un poder que dicte la 
ley, y otro que vele por su cumplimiento y que dirija la 
marcha del Estado, arreglados de modo que se resistan 
sin chocar, y armonizensin confundirse; porque como di- 
ce Montesquieu, [187] "para que no se pueda abusar del 
"poder, es necesario que el poder detenga al poder." 

Establecida la necesidad de la división de los pode- 
res, creemos que no se puede dudar en el sistema que se 
adopte para señalar la composición del Poder Ejecutivo. 
En las monarquías no puede ser de otro modo que basa, 
do en la unidad; pero en las repúblicas puede ser unita- 
rio ó. colectivo. No reconocemos en el segundo sistema, 
ninguna especie de ventajas, y sí, en el primero todas las 
condiciones que pueden conducir á la realización de xfá 
buen gobierno. Tal ha sido la opinión de distinguidos es- 
critores y personajes políticos á cuyo respetable testimo- 
nio apelamos. 

Apoyando Story el sistema adoptado en los Estados 

Unidos, en la formación unitaria del Poder Ejecutivo, di- 
ce: [188] "La mejor organización de este poder es la que 

"reúne energía en el gobierno y ofrece mas seguridad pa- 

[186] LaferriereDroitpablic. 

[187] Esprit des lois, lib. XI, cap. 4o 

[188] Comm. on tgeConst. ofe United States. B. III. chap. XXXVI. 
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*^ra el pueblo. La enerjia en el Ejecutivo es indispensa- 
"ble para pro tejer á la nación de los ataques exteriores, 
"y no menos esencial para la firme ejecución de las leyes, 

"para protejer la propiedad de combinaciones ilegales 
"que alguna vez interrumpen la acción de la justicia, y 
"la libertad, de los ataques de los ambiciosos, de las fac~ 
"ciones y de la anarquía." 

"Los ELEMENTOS quc coustituycn la enerjia en un go- 
"bierno, continúa el mismo escritor, son la unidad, la 
"duración, la previsión para sus necesidades y una com- 
"petente suma de poder. "Las condiciones de seguridad 
"para la nación, son: una bien entendida dependencia del 
"pueblo y una completa responsabilidad." 

"Los HOMBRES de Estado mas eminentes, prosigue Sto- 
"ry, han sostenido la doctrina de la unidad en el Poder 
"Ejecutivo, porque han considerado la enerjia como la 
"primera necesidad de un gobierno, y han creido justa- 
"mente que esta enerjia no se podria conseguir, sino co- 
"locando el poder en una sola mano." 

Está opinión que tan brillantemente manifiesta el ilus- 
trado comentador de la Constitución de los Estados 
Unidos, es también la misma que, sobre la organización 
del Poder Ejecutivo, abrigaba el ilustre fundador de esa 
Repüblica. Dice Washington al pueblo americano, en su 
proclama de despedida: "La unidad del gobierno es la 
"base de vuestra independencia y la garantía de vuestra- 
"tranquilidad en el exterior y en el interior." [189] 
El celebre Montesquien, creía que el Poder Ejecuti- 

[189] Washington i'Writiogs. 
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¥0 debía estar preeieameote ei^ maoos de la/k monarea, 
porque solo ast se conseguiría la rapidez de aceion %^^ 
su naturaleza reelama* [130] ^u averiguar hasta do&de 
es juata la idea del eélebie publicista del sigla XYIII, 
presentamos solamente su r^petaible opinión en la paste 
que al prmeipio que defendemos se refiere. 

"Para asegurar el reposo y la independencia de un 

"Estade es necesario que el Poder Ejecutivo sea confiado 

"á una sola persona, dice Blackstone en sus Comenta- 
•^rios. [191} 

Pebpectameíítb se concibe que encargando del Poder 
Ejecutivo á una junta ó Congreso, sus opiniones tienen 
que ser naturalmente divergentes^ sus resoluciones no 
pueden ser i»:ontas ni secretas, ni activas sus operacio- 
nes, uniéndose á todo esta una gran debilidad de acción» 
Gobiernos semejantes, sobre todo eur países que aum es- 
tán por constituirse,^ son fácilmente derrocados, convir- 
tiéndose en elementos de trastornos y de revoluciones 
frecuentes. Designando en un solo individuo el ejercicio 
desgobierna, se pueden encontrar en él todas las cuali- 
dades.qne ea imposible se consiga en un Podez; Ejjecutí^ 
vo compuesto dfi varios individuas- 

"Un Podei» Ejeeujñ¥(^;^in.unidad, seviaMtpoded? dóbif, 
"y un Poder Ejecutivo' dübil, es causa* de una déMl acK 
^^tm guberuaÜTa* Una débil cgecucion en xm gobierno', 
'*no e» otra cosa qt»^ ima mala^^ cgeemsionf j> vm goibtejno' 

[190] Esprit des lois. Lib. XI cap. VI. 
[191] Libl. chap.m. 



%al ejercido, esalquiera que sea bu teoria> d^e ser e» 
^1a ^^tica UE mal gobierno.^' [192] 

Un estado republicano regido por un gobierno que It 
Constitución no dote de suficiente fuerza y de medios po- 
derosos de acción, ee muj £icil que sea presa de los de^ 
msigogoS; que son ea sentir de un escritor republicano 
*^d/rnto natural de las repáUMoa»^ y mas venenosos y fa- 
''tales al suelo que los cria, que el árbol Upas del Orien* 
^'jbe.'^ [193] Y mas £í<cil aun, que sea dominadp por lain- 
fiue&ncia é por las armas de cualquiera potencia extran- 
jera, 

lii HISTORIA o&ece la elocuencia poderosa de los he- 
chos en favor de las doctrinas que llevamos asentadas* 

B^coBEiENDO la historia de la antigua Boma, encon- 
tramos, que cada vez que el Estado se veia amenazado 
por las facciones interiores ó por enemigos externos, era 
necesario siíspender á los Cónsules y entregarse al tre- 
mendo podw de un Dictador, que no siempre fué Cind- 
nato. 

La iKDfiPBKDBNOiA de lós Estados Unidos, corrió se- 
rios peligros, porque durante la guerra, el Poder Ejecu- 
tivo, que era ejercido por el Congreso, carecía de lá uni- 
dad y de la enerjia que urjentemente reclaman las nece- 
sidades del país* 

La mpüblica francesa, confirió el Poder Ejecutivo 
durante el curso de su tremenda revolución, ya á las 
Asambleas, ya á un Directorio colectivo; y conocida de 

[192] Story. Comm. L. Ill cap. XXXVI. 

[193] Sparka. Life of Woshingtoii. C. XVpág. 23X, 
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todos es la amarga condición en que se halló esa gran na- 
ción hasta que el general Bonaparte, empuñó con mano 
firme las riendas del gobierno, 

En el nuevo y por demás efímero ensayo, que de la 
forma republicana volvió á hacer la Francia en 1848, con- 
firió el gobierno del Estado, á un Consejo, que se vio obli- 
gado á entregar su poder en manos de im Dictador mili- 
tar en el fragor de una terrible y fratricida lucha. 

ExTRE nosotros mismos, se hizo un ensayo del sistema 
de gobiernos colectivos, y la debilidad de la junta guber- 
nativa de 1823, fué sin duda origen del primero de los 
motines militares que han llenado después toda nuestra 
pobre historia. 

La convicción y el conocimiento de la verdad que se 
desprende de todas las razones que hemos ofrecido, ha 
hecho que se sancione en las leyes de todas las Repúbli- 
cas modernas, el principio de unidad en la formación del 
Poder Ejecutivo. Así lo encontramos en la Constitución 
de los Estados Unidos, [194] en la de la República fran- 
cesa de 1848, [195] en la de Chile, [196] en láscelas di- 
versas Repúblicas de América, y así también se ha reco- 
nocido siempre entre nosotros. 

Como el Presidente de la República, en los casos de- 
signados en este proyecto, ó en los que sean personales 
de dicho Presidente, puede hallarse temporal ó perma- 
nentemente impedido de ejercer el poder supremo; es in- 
dispensable que la Constitución señale, las personas que 

[194] Art. 2o sec. la ino. lo 
[195] Cap. 5b art. 43. 
£196] Cap. 7ó art. 59. 
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en tales casos deben hacerse cargo del Poder Ejecutivo. 

La constitución de los Estados Unidos, [197] y la 

francesa de 1848 [198] determinan, que el individuo, que 

en casos de impedimento temporal ó permanente, reempla- 

ze al Presidente de la República, sea un ciudadano á quien 
se elija con el titulo de Vice-Presidente de la República. 
La de Chile señala para circunstancias semejantes al Mi- 
nistro del interior, [199] y la nuestra de 1839 [200] al 
Presidente del Consejo de Estado: pero de un modo ó de 
otro, en todas se halla reconocida la necesidad de pro- 
veer, con la determinación de un individuo el caso natu- 
ral y firecuente de hallarse el Jefe del Estado impedido 
para desempeñar el cargo que la nación le confiara, 

Art. 38. El Jefe del Poder Ejecutivo para ejercer su cargo prestará 
ante el Congreso y en su receso ante el Consejo de Estado el respectivo 
juramento. 

El juramento que en los pueblos cristianos, no es otra 
cosa que invocar el nombre santo de Dios como una prue- 
ba de la religiosidad con que el hombre se obliga á cum- 
plir el compromiso que contrae, ya con otro hombre, ya 
con la sociedad; ha sido exijido, desde los tiempos mas 
remotos del cristianismo, al pueblo hacia el jefe, ó al je- 
fe hacia el pueblo como acontecía con los antiguos reyes 
de Aragón. Creemos que es tanto mas necesario, cuanto 
mas elevada es la posición que se confiere al ciudadano, 
y mas importantes los intereses que á eu guarda y cuida- 

[197] Art. 2o eec. la inc. lo 
[198] Cap 6o art. 70. 
[199] Cap. 7ó art. 34. 
[200] TU. Xll art. 68. 
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do se confian. La República francesa que saprimió el ju- 
ramento político, lo conservó solo para el Presidente de 
la República; [201] lo primero lo considera Dupin [202] 
tan absurdo como conveniente lo segundo. En la Cons^ 
titucion de los Estados Unidos se exije el juramento del 
Presidente ó la solemne afirmación en los casos, sin du- 
da, en que la religión que profese le prohiba jurar, [208] 
y generalmente se requiere en todas las leyes de los pai* 
ses civilizados. 

Fervientes católicos, consideramos el juramento so- 
lemne como la mas sólida garantía que puede dar de su 
conducta futura, el Jefe del Estado, al pueblo que le con- 
fia sus destinos, sus intereses mas importantes y sus mas 

preciosas garantías. 

Art, 39. Ello de Marzo de 1856 deberá haberse hecho, ya<5<m aire- 
glo ÉL la ley, por sufragio directo, la elección de dos ciudadanos, uno pa- 
ra Presidente y otro para Vioe-Prepidei)te iela Bepública, y eepemiti- 
rft» ¿ Consejo de Estado las popias legales de las actas cerradas y sella- 
das, para que el Consejo de Estado las pase al Congreso lu^o que se. 
baya instilado. 

Entre Jas varias disposiciones que este artículo con- 
tiene, una sola reclama especial atención: la elección del 
Presidente y Vice-Presidente efectuadas por el sufragio 
directo de todos aquellos que la ley reconoce como ciu- 
dadanos del Estado: las demás tienen el objeto, bien ma- 
nifiesto, de conseguir en la elección de los primeros ma- 
jistrados de la República, todas las condiciones que pue- 
den garantir la mayor seguridad y la legalidad mas ab- 

[201] Cap. 5o art. 48. 

[202] Notes a la Const. de 1848 pág. 66 y 67. 

[203] Art. 2o sec. la inc. 9o 
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soluta en la matrifestacioix de la voluntad nacional. 

El presidente de la Kepüblica, en un estado consti- 
tuido del modo como se pretendió constituir la Francia 
en 1848 y como se ha pretendido, vanamente hasta aho- 
ra, constituir el Perú, es un representante de la nación 
en alto grado, y no el mero jefe del Poder Ejecutivo. Ha- 
llándose, pues, consignados en él, los mas grandes intere- 
ses del Estado, hablando en nombre y representaron de 
la nación en las mas importantes relaciones y en los ac- 
tos mas serios de la vida política, es necesario que sea 
su elección la expresión mas pura y genuina de la volun- 
tad nacional, es indispensable que la elección sea directa, 
dd pueUo al Presidente, sin ájente niTtgwm intermedio* 
[204] Esto es en cuanto á la teoría. 

En la práctica, es verdaderamente mucho mas difícil, 
que la influencia de la seducción, de la fuerza, 6 del es- 
píritu de facción, obre eficazmente en un gran numero de 
electores esparcidos en todo el territorio peruano, con la 
enerjía con que puede hacerlo en un número reducido de 
votantes reunidos en colegios electorales y funcionando 
en las cabezas de provincia. 

No HAY duda que la elección de Presidente por medio 
del sufragio directo, sería absurda, monstruosa y de ter- 
ribles consecuencias si se considerasen ciudadanos todos 
los que han funcionado como tales en las últimas eleccio- 
nes; pero, restringiendo el sufragio, y concediéndolo solo 
álos que reúnan las condiciones que este proyecto requie- 
re, desaparecen todos los inconvenientes del sufragio di- 

[204] Dupin. Votes k la Consf . de 1S48 pag. ($3. 
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recto como el medio mag justo y seguro de elección por 
el Jefe del Estado. 

Art. 40, El Congreso hará la apertura de las actas, su calificación y 
escrutinio. Los que reunieren la mayoría absoluta de sufragios, serán el 
Presidente y él Vice-Presidente de la República. Si dos ó mas indivi- 
duos, obtuviesen dicha mayoría, será Presidente ó Vice-Presid^te el 
que reúna mas votos. Si obtuviesen igual número, el Congreso elejirá á 
pluralidad absoluto uno de ellos para cada car^o, 

Art. 41, Cuando ninguno reúna la mayoría absoluta, el Congreso, 
elegirá Presidente á plui-alidad absoluta entre los dos que hubiesen ob- 
tenido mayor número de votos. Si la primera mayoría relativa hubiese 
cabido á una sola persona y la segunda a mas de dos personas, elegirá 
el Congreso á pluralidad absoluta entre todas estas. Si la primera ma- 
yoría relativa hubiese cabido á una sola persona y la segunda á dos ó 
mas, elegirá el Congreso á pluralidad absoluta entre todas las personas 
que hayan obtenido la primera y segunda mayoría. Sí en algunas de laa 
votaciones que en estos casos se hagan por el Congreso resiütare empar 
te, se hará segunda votación, y si resultase segundo empate lo decidirá 
la suerte. 

Poco podemos decir sobre los dos artículos preceden- 
tes. Bien manifiesto está que su objeto es detallar todas 
las condiciones con que se deben efectuar actos tan so- 
lemnes en la vida de los pueblos, y reunir en ellos todas 
las condiciones de seguridad y acierto en la elección. 
Las prácticas que en ellos se detallan están reconocidas 
en las leyes de todas las naciones, y en las costumbres 
parlamentarias de todos los pueblos. No dejaremos si, de 
remarcar la minuciosidad y claridad con que están deta- 
llados estos actos, que pueden creerse muy secundarios; 
pero que sin duda tienen grave y trascendental influencia 
en la vida de una nación. 

En la Constitución de los Estados Unidos, está con- 
cebida en términos semejantes á los anteriores artículos, 
la parte que á la elección del Presidente de la Repúbli- 
ca y al Vice-Presidente se refiere; excepto, como es na- 
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tural, en las disposiciones particulares que exijela estruc- 
tura política de aquel Estado. [205] 

Igual conformidad encontramos en la Constitución 
francesa de 1848; [206] pero ni en una, ni en otra, nota- 
mos la precisión y claridad con que se hallan redactados 
los artículos que acabamos de examinar. 

Art. 42. Todos los actos & que se refieren los dos artículos anterio- 
res han de verificarse en una sola sesión, para cada uno de los cargos de 
Presidente y Vice-Presidente, 

El objeto de esta disposición, es precaver álos repre- 
sentantes del pueblo, de cualquiera influencia que pudie- 
ra coactar su voluntad, impidiendo el libre ejercicio de 
ella, en actos de tanta importancia, como son sin duda, 
los que se orijinan en las circunstancias que señalan los 
anteriores artículos. 

Indudablemente, hay una garantía evidente de que 
el Diputado obrará con mayor libertad y obedeciendo so- 
lo los impulsos de su razón y de su conciencia , cuando 
resuelve una cuestión en la misma sesión en que seenun- 
cia, que cuando media entre uno y otro acto, un interme- 
dio mas ó menos largo. En este y último caso, pueden 
obrar sobre el representante, influencias de diversos gé- 
neros, que logren quizas separarlo de la senda que su de- 
ber lo ordena imperiosamente seguir. 

Art, 43. El lo de Marzo de 1860 y en lo sucesivo siempre cada cua- 
tro años, debe verificarse en la misma forma la elección de un ciudada^ 
no para Yice-Presidente de la República. 

La disposición contenida en este artículo se halla ín- 

[205] Const. de los Estados Unidos art. 2o sec. la inc. 3p 
[206] Art. 2o ^. la íno. 9o 

22 



timameute ligada cou lo que se detormina ea el siguiente; 
por esto la comprenderemoíá eu el examen del artieulo 
inmediato. 

Art 44« Kl Frosidente de la Kepítblica proclamado b el^údo por la 
lejíslatara de 1S56 cesará en sus funcionefl el lo de Agosto de 1860 en 
aiyo día se haré cargo del Poder Ejecutivo, como Presidente de la Re- 
püblica, el Yice-Fresidente proclamado ó elejido por la lejislatura de 
1856. Cada cuatro años en lo sucesivo será renovado en la misma for- 
ma el Jefe del Poder Ejecutivo. 

Dos CUESTIONES son las que presentan los dos artícu- 
los que acabamos de leer: primera, la duración del Presi- 
ente de la Repíiblica por solo el espacio de cuatro anos; 
y segunda, la s^esioa concedida de plena derecho al 
Yice-Fresídente de la Repitbiica para que por un perio- 
do de* tiempo igoal ejerza el eargo de Presidente; de ma. 
neta que. solo por una Tez elejirán los pueblos al P^esi* 
dente de la República, ciñéndose en lo sueesiyo á elejir 
al Vice-Ptesidente que será i su vez Jefe del Estado. 

HüY notables son las Tentgjas que encontramos en es- 
tft sistema eaterameste nueva ^íitre nosatros y cuyos in- 
eon venientes no alcánzanos á percibir. 

Nos 00Ü7ABEM06 pifimepamefite de la duración que al 
Presidente se seSala para examinar después el nuevo 
principien de la suceaiou del Y ioerPresidmite. 

£^ Ti^iQDiQ de «i^tro mf» que determina este proyeo^ 
to es también el señalada por la Coustitucioa de loe Es- 
tados Unidos [207] y por la Constitución, franjeesa de 
184Sj [208] pwo la prim^^a ooneeáe el derecho de ree- 
lección, [209] mientras la segunda proUbe que. puedan 

[207] Art. 2o seo. la inc. lo. 

[208] Cap. 5e> art. 45. 

[209] Washington y Jackson fueron reelfjidoft. 



ser elididos parA suceder aun Presidente, los |)ii.ri^tes ó 
reíadoiiados de este hasta el sexto grado incloswe; [210] 
**con el objeto, dice Dupin, de que el Presidente en ejer- 
'^cido no emplee su autoridad para perpetuar el poder 
"en su familia." [211] Este os el temor perpetuo de las 
Kepublicas, continúa el mismo escritor» 

Temob muy fondado ein duda en paises en que la Re- 
pública es una planta exótica, como sucede en Fran^cia, y 
tan exótica, que no bastó á aclimatarla el torrente de 
sangre con que la regaron en 1793, apesar de que según 
Marat [212] el árbol de la libertad se fecunda con san- 
gre humana; pero temor que seria pueril y ridículo en los 
Estados Unidos, pais esencialmente republicano, y ^i el 
que seria tan dificil establecer una monarquía, como ar- 
raigar una República en Francia ó en España. Los he- 
chos históricos prueban esta verdad. La Asamblea fraoi^ 
cesa de 1848, anuló la acción del Poder Ijjecutivo, y to- 
mó en su Constitución las mas nimias precauciones pa- 
ra evitar los abusos del poder ó la perpetuidad del pre- 
sidente, y sin embargo, tres años después la Francia pro- 
clamó á su Presidente como Emperador. La Constitución, 
de los Estados Unidos, deja al Presidente una ancha es- 
fera de acción, lo inviste de toda la autoridad que sus 
funciones reclaman, no se opone á su reelección, ni toma 
precauciones de ningún género conüra una usurpación 
imposible allí, y apesar de todo las instituciones republi- 
canas se mantienen ilesas, 

[210] Cap. 6o art. 45. 
[211] Notes a la Const. del84é pig. 64. 
[212] Véase ''L'iifti dupwple'' á% m^ 
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Pero no podemos negar que el periodo de cuatro años 
es muy corto. Dice Dupin [213] "que es necesario un po- 
^^co de tiempo para concebir y ejecutar con un poco de 
"sistema cualquiera cosa buena." "Y, dice Story, [214] 
'*el resultado natural de un cambio en la cabeza del go- 
"bierno, es un cambio del curso de la administración. Un 
''sucesor en un empleo, tiene muy poca simpatía por el 
^'sistema de su predecesor; es probable que deshaga todo 
"lo hecho por el anterior, para dar pruebas de su capaci- 
^*dad y recomendarse con todos aquellos que eran adver- 
"sos ala pasada administración." 

Sin duda que estos y otros muchos inconvenientes, 
ofrece la corta duración del gefe de un Estado; pero 
¿cuantos mas no ofrece, sobre todo entre nosotros, seña- 
lar un largo periodo? Devorados por continúas revuel- 
tas, el cambio de gobierno se ha hecho casi un hábito en 
el pueblo: ajitados por un anhelo de felicidad que jamás 
hemos podido satisfacer, creemos hallarla siempre en 
una nueva administración: mil ambiciosos mezquinos, 
que una larga serie de guerras civiles han elevado á una 
alta posición política, soportan con dificultad que la ley 
aplace sus esperanzas durante un tiempo dilatado, y lan- 
zan al país en nueva guerra y en otra revolución, para 
apresurar el término legal de un Presidente. A mas, es 
muy bella la posición de gefe de un Estado, y casi nun- 
ca se abandona sin dolor; y si alguna vez se renuncia con 
placer, bajo el influjo de un entusiasmo, muy pronto suc- 

[213] Notes k la Gonst. franc de 1848. 

£2U] Comm. on the Const. of ü. S. B. Ch, XXXVI p. 204. 
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cede el arrepentimiento á una pasión pasajera. Asi nos 
lo manifiestan los ejemplos de Sila, Carlos V., Felipe V. 
y otros que creemos inútil recordar. El amor al poder 
crece sin duda, á medida que por mas tiempo se ejerce; 
y un espacio muy dilatado para la renovación del gefe 
del Poder Ejecutivo, pone en grave peligro la tranquili- 
dad futura de un Estado, si como en el Perú, no se ha 
consolidado el orden en él ni se lian arraigado las insti- 
tuciones. 

Ejy VISTA, pues, de los inconvenientes que ofrece un 
largo periodo por la renovación del Presidente: tomando 
en consideración los que presenta un periodo muy corto, 

inconvenientes que ya hemos manifestado — apoyados por 
las opiniones de notables publicistas— y á los que pode- 
mos agregar otro de inmensa importancia; la ajitacion y 
los peligros que en un Estado ofrece una elección; peli- 
gros que pueden ponerlo quizás en riesgo de disolución 
completa, como nos lo enseña la historia de Polonia y 
aun la nuestra misma: pesando detenidamente todas las 
razones que hay en pro ó en contra de uno y otro sis- 
tema; creemos sin temor de equivocarnos, que el prin- 
cipio de renovación del Poder Ejecutivo que establece 
este proyecto es el único medio de conciliar ambos sin 
abandonar la forma republicana. 

El Vice-Presidente que durante cuatro años forma 
parte del gobierno, se identifica con el sistema antes se- 
guido, lo considera también, como obra suya; por consi- 
guiente al ocupar el puesto de Presidente, no hace sino 
continuar la obra de su anteccesor. El arte de gobernar, 
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es muy difícil, y solo la práctica y la esperiencia lo ense- 
ñan: y el Vice-presidente, según este sistema, tiene cua- 
tro años de práctica administrativa al hacerse cargo del 
poder. Si á estas justas consideraciones agregamos, que, 
la aspiración por alcanzar un puesto, que si bien tiene el 
poder en prespectira esa prespectiva es algo remota, no 
puede ser nunca tan viva, como si la elección fuese de 
Presidente, evitándose por eso mil trastornos al Estado: 
no podremos pues, menos de reconocer sinceramente, que 
el sistema propuesto en el artículo que comentamos, es 

elqne reúne mas ventajas, yes con mucho superior al ob- 
servado en todas las repúblicas. 

No PRETENDEMOS por csto que sea absolutamente per- 
fecto, pero consideremos que la perfección no caracteriza 
nunca las obras humanas, ni hay sistema alguno que ca- 
rezca de inconvenientes. El quemas se acerque á la per- 
fección, aquel en cuyo favor obren mas poderosas razo- 
nes, ese sin duda es el mejor; y un poco de meditación y 
algún conocimiento de nuestra actual situación, son bas- 
tantes para colocar en ese número el principio de suce- 
sión en el poder que se halla contenido en el presente 
proyecto de Constitución. 

Art. 45. Para ser Presidente ó Vice-Presidente de la República se 
requiere: 

lo Ser ciudadano en ejercicio, con los requisitos qie expresa cual- 
quiera de las clasificaciones la, 2a 6 4a del art 4o 

Los REQUISITOS comprcudidos en las clasificaciones del 
artículo 4", son 1^ ser nacido en el Perú, 2- ser nacido 
en el extranjero de padre empleado en el servicio de H 



Bepüblica, y por último ser nacido en el territorio de es- 
ta, de padre extranjero y haber manifestado su voluntad 
de ser peruano. En cualesquiera de los tres casos, que 
hemos demostrado antes, es el ciudadano justamente 
considerado como peruano de nacimiento; por consiguien- 
te podemos fundadamente deducir, que el articulo que co- 
mentamos exije absolutamente ser peruano de nacimien- 
to para poder optar la Presidencia de la República, exi- 

jencia que encontramos perfectamente justa y necesaria. 

El elevado puesto de Jefe del Estado necesita ser de- 
sempeñado por un individuo completamente identiñcado 
eon el pais; por los grandes intereses que se le confian y 
por los grandes medios de acciom que exijen las atribu- 
donea y los deberes de su importante cargo. Ese amor 
por el pais, esa unión con él, y ese vivo interés por su 
suerte, es difícil encontrarlo, en uno que no sea nacido en 

él, pues por mucho que sea el afecto que se profese al pais 
que por suyo se elije, siempre queda en el fondo del co- 
razón un vivo sentimiento de amor, hacia el pais en que 
se vio la luz, al pais en que se deslizó nuestra infancia, 
cuyos puros y vivos recuerdos nos ligan siempre á él. A 
esta consideración, general para todos los ciudadanos na- 
turalizados, agregaremos la influencia que con torcida 
intención podia ejercer una potencia extranjercí para ele- 
jir Jefe de un Estado, á un natural de ella, y dominar 
por ese medio la nación rejida por este. No es vano te- 
mor el que manifestamos; ejemplos de ello tenemos en las 
monarquías electivas, y abundantes los presentan la hia- 
toria de Polonia y la del Pontificado romano. (Gaántos 
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ardides y cuantos indignos manejos emplearon las Cortes 
Europeas en los Cónclaves y en las Dietas para elejír 

Rey de Polonia ó Pontífice á un principe ó á un ciudada- 
no de ellas! y conseguido su intento, hemos visto casi so- 
metido el Papa á un soberano como Adriano de ütrecti 
á Carlos V, ó los destinos de Polonia dirigidos en la 
Corte de Francia. La guerra civil de Augusto y de Esta- 
nislao Lecksinski no fué otra cosa que la guerra de 
Francia y el Imperio que tuvo por teatro la desgraciada 
patria deSobieski. 

La justa apreciación de esta clase de consideraciones 
ha hecho que en las leyes de todos los Estados republi- 
canos se exija como condición indispensable para ser ele- 
jido jefe de la nación, haber nacido en el territorio de 
ella, [215] y si en la Constitución de los Estados Unidos 
[216] se concede la capacidad de ser elejido Presidente 
á los que eran ciudadanos cuando se adoptó dicha Cons- 
titución; es, como dice Story [217] "por respeto á los 
"distinguidos patriotas que tanta parte tomaron en la re- 
"volucion, y á los que no se podia excluir, por sus méri- 
"t03, sin notable injusticia." También es aquella una dis- 
posición transitoria que pronto no tendrá aplicación, y 
que el buen sentido de los ciudadanos norte-americanos 
no les ha permitido emplear jamas. 

No SOMOS exclusivistas, reprobaremos siempre alta- 



[215] Véase Const. franc.de 1848 sec. V art. 44. Const. de Chile cap 
Vlí art. 60 inc. lo Const. del Perú de 1834 tít. V art. í8 y tít IV art 
III inc. I y Const. del Perú de 839 tít. XII art. 139 y tít. Vlli art. 38 
inc. 16 

[216] Const. de lo8E.ü.art. 2o sec. la inc. V. 

[217] Coment. B. III c. XXXVi. 
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mente el espíritu ruin y mezquino de provincialismo, cree- 
mos, el mayor defecto de la Constitución de 39 ser el eco 
de ese miserable sentimiento; pero no podemos dejar de 
reconocer que en casos como el que nos ocupa, es absolu- 
tamente indispensable ceñir el derecho de ser elejido 
Presidente á los nacidos en el territorio de la República. 

2o Haber residido por lo menos cuatro años en el Perú en el ejer- 
cicio de la ciudadanía, contándose como residencia en el Perú, la resi- 
dencia en el extranjero al se f vicio de la República. 

La Constitución de los Estados Unidos, exije una re- 
sidencia de catorce años en dichos Estados,. con todos los 
goces de ciudadano activo para poseer la capacidad de 
ser elejido Presidente. [218] Oigamos lo que dice Story 
en apoyo de esa determinación. 

"Una residencia de catorce años es indispensable re- 

"quisito para presentarse como candidato; á fin de que el 

"pueblo pueda tener oportunidad de conocer el carácter 

**y méritos del ciudadano, y este un conocimiento ple- 

**no de los deberes que tiene que cumplir, los intereses 

"de que se debe ocupar y los principios que tiene que ob- 

"servar, y para que se desarrolle también en él ese afecto 
"hacia el pais que debe tener todo ciudadano en un go- 

"bierno republicano. Por residervoia se entiende en la 
"Constitución, no una mansión material en los Estados 
"Unidos, sino tener alli su domicilio. Nadie puede supo- 
"ner, que una ausencia temporal en el exterior, ocupán- 
"dose de las necesidades públicas, y especialmente de una 

**embajada cerca de una potencia extranjera, pueda con- 

1218] Véase el art. II, seo. la inc. V. 
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"aiderarse como interrupciom de la resideneia, qne inka- 
"bilite pai'a el cargo de Presidente.'* [219] 

Nada tenemos que agregar á las razones que en apo- 
yo de este principio, alega el publicista americano que 
acabamos de citar, con la precisión j exactitud que lo 
distingue; sin embargo, obseryaremos, que no encontra- 
mos un motivo bastante poderoso para exijir tantos años 
de residencia en la nacioB para poder ser elejido Presi- 
dente. El ciudadano que se halle en el caso de abrigar 
con algún fundamento tales pretensiones, j sobre el que 
pueda recaer la elección, debe ocupar sin duda, una posi* 
cion social ó política tal, que lo ponga en aptitud de co- 
nocer, tanto los deberes del cargo que pretende, como l&s 
necesidades del Estado que debe rejix si acaso lo consi- 
gue. La condición que se exije del nacimiento en el ter- 
ritorio de la nación, es una garantía de la exist^ieia de 
fuertes vínculos que lo unan á ella. Por estas razones, 

creemos algo exajerado, el tiempo de iresidenGÍa que exi" 
je la Constitución de los Estados Unidos, y encontramos 
mas justo, él de solo cuatro años, que son los que se re- 
quieren según este proyecto. 
En algunas Constituciones que tenemos á la vista, y 
' entre ellas la dada en Huancayo en 1839 [220], no m 
exije la condición de residencia para poder ser el^ido 
Presidente, lo que sin 4uda es una falta muy notable, pues 
á inas de las razones que antes hemos alegado coa Story, 
la falta de ese requisito pone en i£ufll<H>]idÁcion'álo8qne 

piíl Comm. of the Óottrt. üf thelT. S. B. líT. Ch. ÍÜXTT. 
[220] Véase el tít. YIII, art. 38 y los qsiek él w refieren en !(« tftalos 
XII y XIII. 
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Imn vivido e% el seno de la patria y á ios que recién vuel- 
ven á ella despn^ de una ausencia dilatada, lo que es á 
todas luce» absolutamente injusto. 

30 Tener la edad y la renta que se requiere para ser Senador. 

Bkcobd ABEMOS quc la edad y la renta que según el tí- 
tulo 6" de este proyecto se requiere para poder optar el 
cargo de Senador es la de treinta aRos cumplidos y 1,500 
pesos de renta comprobada con documentos legales. En 
el examen del citado título, hemos demostrado la necesi- 
dad abgK)luta que de una y otra condición existe para el 
Boas cumplido desempeño de las delicada» funciones que 
á la Cámara de Senadores seseialan* Esas mismas raaso- 
nes obran con fuerza en favor de la disposición consig- 
i^ada ^ este inciso, por la importancia inmensamente 
mayor que tiene el elevado puesto de Jefe del Estado y 
que requiere por tanto un juicio sólido y maduro, la ex- 
periencia y la calma de los aeos y una fortuna tal, que 
sea una sólida garantía paia el pueblo de la pureza con 
que se manejea los caudales nacionales* Pero, si para 
0argo tan importante es necesario poseer ciertas condi- 
ciones, esas se encuentran ya, en esa edad media de la vi- 
da en que se conserva aun la fuerza de la juventud y en 
que se adquiere la calma de la madurez. 

En la Constitución francesa de 1848 se exijia pa^ 

ra poder ser elejido Presidente de la edad de 30 a¡k>a 
[221], y en la nota que á este artíqulo pQa^í Dupin, [222] 

[221] Tit V, art. 44. 

[222] N0«<e & I& G0M. dd IH8, pkg. 14 
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dice "se hubiera podido poner veinticinco años sin peli- 
"gro. Para ser nombrado tan joven, serian necesarios 
"grandes méritos ó relevantes servicios; y entonces, tan- 
"to mejor." Sin duda, tanto mejor. Pero olvida el respe- 
table jurisconsulto, que las tempestades revolucionarias 
arrojan á la superficie de la sociedad, mil nulidades, hi- 
jas del capricho de la suerte, que la intriga y la corrup- 
ción se emplean á falta de servicios y de mérito, y que es 
indispensable que la ley evite con el mayor cuidado abu- 
sos de esa naturaleza. 

La edad exijida en la Constitución de los Estados 
Unidos es la de 35 años, [223] y dice Story: [224] "que 
"tal condición se exije en consideración á la naturaleza 
"de los deberes, la instrucción, el sólido juicio y experien- 
"cia que requiere la dirección del Poder Ejecutivo; por 
"consiguiente nadie podia dudar de la necesidad de tal 

"posición. La edad que se ha escojido es la mitad de la 
"vida, período en que el carácter y los talentos de un in- 
"dividuo están completamente desarrollados y son gene- 
"ralmente conocidos, y los principios que forman el carác- 
"ter y la integridad que dá brillo á las virtudes de la vi- 
"da, deben haber adquirido ya la confianza y la aproba- 
"cion pública." 

Pero, observaremos, que pocas son las variaciones qué 
el curso de la vida imprime en un individuo que ha lle- 
gado á la edad de 30 años; que todas las condiciones in- 
dispensables para jefe de una nación, condiciones que ya 

[223] Art. II, sec. la inc. V, 

[224] Comm. on the Const. of the ü. S. B. III. Ch. XXXVI. 
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hemos señalado, se encuentran, en igualdad de circuns- 
tancias, tanto en un individuo que haya cumplido los 30 
años, como en uno que haya pasado de 35; que el objeto 
del lejislador no debe ser excluir de los destinos al ma- 
yor número, sino al contrario, facilitar su acceso de un 
modo compatible con el bien del Estado y la felicidad pú- 
blica; y que todas estas consideraciones tienen doble va- 
lor, si reflexionamos que vivimos en un pais que perdi- 
da la esperanza del presente, espera su salvación del por- 
venir. 

Art 46. Los eclesiásticos no pueden ser Presidentes, ni Vico-Presi- 
dentes de la Eepública. 

Anteriormente nos hemos ocupado de las razones que 
á nuestro entender existían, para separar á los eclesiás- 
ticos de los destinos políticos, destinos que los llevan á 
un mundo de ideas diverso de aquel que han elejido, y 
que los arrasti'an á tareas y ocupaciones ajenas de aque- 
llas que les impone su santo y digno ministerio. A esas 
razones, podemos agregar, que dependiendo los miem- 
bros del cuerpo eclesiástico, mas inmediatamente que el 

resto de los católicos, del Sumo Pontífice, que es también 
el soberano de Roma, nombrar á un eclesiástico Jefe de 
la República, equivaldría, en algún tanto á permitir que 
pudieran serlo los ciudadanos naturalizados; y los incon- 
venientes de semejante principio han sido antes expues- 
tos. También hay actos en el curso del gobierno cuyo de- 
sempeño es absolutamente incompatible con el sagrado 
ministerio del altar. 

No SE crea por lo que llevamos dicho, que somos de 
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aquellos á quienes la absurda idea de las usurpaciones dé 
Boma, acosa sin respiro como un terrible fantasma, ni de 
los que ven en el cuerpo eclesiástico un enemigo de la so- 
ciedad. No; lejos de nosotros una idea que sea contraria 
al respeto y á la veneración profunda que profesamos al 
Santísimo Padre de los fieles, y al aprecio y respeto á que 
es acreedor el cuerpo eclesiástico. Consideramos la cues- 
tion en el terreno de la política y nada mas. 

Tampoco desconocemos los servicios eminentes que han 
prestado á los Estados algunos eclesiásticos que han ocu* 
pado altos puestos políticos. El Cardenal de Richelieu 

que destruyó en Francia los últimos restos del feudalis" 
mo, afianzó y ensanchó el poder real dando unidad al go- 
bierno, ylmas que Richelieu el gran Cardenal Cisneros, 
serian argumentos irrefutables si tal pretensión tuviéra- 
mos; y sin buscar tan lejanos ejemplos, entre nosotros te* 
nemos eclesiásticos que han desempeñado honrosos pues* 
tos y que han prestado al pais importantes servicios. 

Pero la práctica común de todos los pueblos ha sido se- 
parar á los eclesiásticos del mando supremo: fuera délos 
gobiernos teocráticos, no recordamos otros en que hayan 
ocupado el puesto de jefes del Estado, aunque hayan do- 
minado en realidad en puestos inferiores, como Wolsey, 
Cisneros, Richelieu, Mazarino, Alberoni y aun Bernis. Esa 
práctica, y ese tácito convenio de todos los pueblos, hace 
que se pueda suponer quizas superfino incluir en una Cons- 
titución la disposición de que nos ocupamos; pero esa ob- 
jeción se desvanece, si se considera que en el texto de una 
ley fondamental te deben comprender todos los principioB. 
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que puedan alguna vez tener aplicación en el curso de la 
vida política de un Estado, y que el legislador, debe pre* 
reer todos los casos posibles, á fin de que llegado el mo-« 
mentó de la aplicación no se encuentre en la ley un va- 
cio que pueda producir deplorables consecuencias. 

Art, 47. El Presidente de la República es responsable conforme ái la 
ley de loe actos de sa administración. 

"La responsabilidad de los funcionarios es uno de los 
principios mas importantes del Derecho Público. Todo 
poder debe conformarse á las leyes invariables de lo jusr 
to: y ataca la verdadera libertad y oprime la persona sa- 
grada del hombre cuando se desvia de ellas, á lo cual es- 
tá naturalmente expuesto por solo ser poder humano. La 
misma razón en que se funda la soberanía, esto es, la ne- 
cesidad de que la justicia impere en las naciones^ milita, 
según esto, para la responsabilidad de los empleados sean 
cuales fuesen sus funciones." [225] 

Tales son las ideas que sobre la importancia de la 
responsabilidad, manifiesta el ilustre publicista que citar 
mos, ideas que como todas las que constituyen las doctri- 
nas de este respetable escritor tenemos á mucho honor 
reconocer como verdades demostradas . 

Si la responsabilidad debe ser igual para todos los 
empleados sean cuales fuesen sus fua<;iones, para ninguno 
debe ser mas efectiva que para el Jefe de tm. Estado, evt 
yos abusos deben ser mas terribles y trascendentales por 
la mayor importancia de sus funciones y la mayor exten- 
iion de ffus facultades; y si en las monarquías la persona 

[226] Herrera. Notas al Derecho Público de Pinheira Not. 7, p. 30. 
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del rey tiene que ser inviolable, porque si asi no fuese no 
se reportarían las innegables ventajas que tal sistema 
ofrece; en las repúblicas, donde esos inconvenientes no 
existen, y que se basan en el principio de la alternabili- 
dad, debe la ley declarar responsable al Jefe del Estado 
por los abusos que cometa en el desempeño de su cargo. 

**La responsabilidad, es una de las mas notables dife- 
"rencias, que existen entre la República y la Monarquía, 
"diceLaferriere: [226] un Presidente de República, con- 
"tinúa el mismo autor, es responsable, porque él es, no 
"solamente el depositario^ sino el primer funGionario del 
"Poder Ejecutivo. Se decia bajo la monarquía; el Rey 
^^reyna y no gobierna; se debe decir en la República; el 
"primer magistrado preside y gobierna. La responsabili- 
"dad en su persona vá unida á la acción gubernativa." 

Uno de los principios fundamentales del sistema ame- 
ricano es la responsabilidad. El Presidente Jeflferson, 
consideraba uno de los mayores méritos del gobierno del 
General Washington la enerjía con que concurría á la 
justa responsabilidad de todas las medidas. [227] 

La necesidad de la responsabilidad en el Jefe del Es- 
tado, lia sido reconocida en todas las repúblicas y san- 
cionada en sus Constituciones. [228] En las diversas le- 
yes que hemos tenido en el Perú, también ha sido consig- 
nado ese principio; [229] y sin duda alguna, debemos en 
gran parte el cúmulo de males que nos han agoviado 

[226] Droit públio. Liv. I ch. I p. 164. 
[227] Jefferson. Melanges polit. tom. I p. 142. 
[228] Véase Censt. de los £. U. art. II sec. 4a Conat. franc. de 1848 
•ap. V art. 468. 
[229] Const. de 1834 tit. V art. 78 y Const. de 1839 tít. XU art. 79. 



—159— 
siempre, al poco cumplimiento que á semejante disposi- 
ción se ha dado, y á la indiferencia con que ha sido mira- 
da las pocas veces que ha habido oportunidad de aplicar- 
la. Una responsabilidad efectiva, es el mas poderoso fre- 
no para contener al Jefe de un Estado, que como el Pe- 
rú, ha sido casi siempre dominado de un modo absoluto; 
y esa responsabilidad hecha efectiva una sola vez, evita- 
rá á los pueblos un cúmulo de males, que nacen y se su- 
ceden de abusos gubernativos. 

Frecuentes ejemplos pudiéramos citar en apoyo de 
esta opinión; pero hechos muy recientes hablan muy al- 
to en corroboración de nuestra idea. I Ojalá, la fiel apli- 
cación del principio de responsabilidad gubernativa evi- 
te su repetición en lo futurol 

Art. 48. La dotación del Presidente de la Bepública no podrá au- 
mentarse ni disminuirse durante su perioda La nación no pagara jamas, 
mas que un sueldo de Presidente de la República, este sueldo se dividi- 
rá entre el Presidente y el ciudadano encargado del poder ejecutivo. 

El sello de estricta justicia que llevan las disposicio- 
nes en este articulo contenidas, y lo eminentemente ra- 
cionales que son, parece que debian dispensarnos de de- 
tener nuestros comentarios; pero el recuerdo de sucesos 
recientes y los abusos que, en casos semejantes hemos 
presenciado, y de los que podríamos citar repetidos ejem- 
plos, nos obliga á detenemos mas de lo que el asunto Id 
mereciera si lo considerásemos solamente de una manera 
abstracta sin descender al terreno de las aplicaciones; 
pero, discutir de esa manera los principios y las dispo- 
siciones constitucionales, no es la misión que nos hemos 

34 
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impuesto y que con tanta desconfianza desempeñamos; 
las obras de esta clase deben ser enteramente prácticas, 
si pretenden ocupar con algún provecho la atención que 
se les dispense. 

La Constitución de los Estados Unidos, contiene una 
disposición semejante á la que ahora analizamos; [230] 
y consecuentes á nuestro sistema de apelar siempre al 
testimonio de autores caracterizados, en apoyo de las opi* 
niones que profesamos, repetiremos las observaciones que 
hace el ilustrado comentador de aquella Constitución. 
Oigamos pues á Story. [231] "El objeto de esta disposi- 
"cion es claro: sino se prestase una debida atención á los 
"medios de subsistir que al Presidente corresponden, la 
"separación del Poder Ejecutivo, del Cuerpo Lejislativo, 
"sería nominal é inútil. Quizas teniendo el Congreso un 
•*poder discrecional sobre la dotación del Presidente la 
^-aumentaría, como unhomenaje á aquel. Un dominioao- 
"bre los medios de subsistencia, es en muchos casos un do- 
*^minio sobre las acciones del hombre. Obrar bajo cual- 
^quiera otro supuesto, seria desatender la voz de la ex- 
"periencia y olvidar los principios inmutables que rega- 
rían la conducta humana. Hay hombres que son cap^pes 
*^de hacer cualquier sacrificio si así lo. exijen sus deberes;, 
"pero, esta austera virtud es el privilejio de algnnas al- 
binias grandes; y sabido es, que lo que mas comunmenta 
"se observa en la natui'aleza humana es que los hombres 

**obren según sus intereses, dejándose arrastrar por Jja po- 



4 f » - - » I 



t!23Ó] Véaae el tvt. n Beoí la inc. Vil. : ' ' 

[281] Comm. on theConat. ¿f tilve TívS-r^B. JÍI:C*.-XXSKIjftgKS?? 
y 338. 
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"breza á una baja sumisión, ó dejándose corromper hasta 
t'olYÍdar sus mas sagi:ados deberes. Felizmente, hemod 
"tenido en nuestro pais pocos ejemplos, de que el cuerpo 
"I^egislativo haya dominado al Ejecutivo, por el temor ó 
*/por alhagos pecuniarios," 

"Intítil es recomendar, la sabiduría de esta cláusula. 

"[232] Sobre el sueldo del Presidente, la lejislatura ha 
"declarado una vez por todas, cual debe ser durante to- 

*'do bu periodo. "Hecho esto, no tiene facultad para al- 
"terarlo aumentándolo ó disminuyéndolo hasta que em- 
"piece otro periodo; por consiguiente el Congreso no 
''puedo dominar al Presidente, especulando sobre sus.ne- 
**cesidades, ni corromper su integridad apelando ásuava- 
"ricia. Como ni la Union, ni ninguno de los Estados tie- 
"ne la libertad de aumentar el sueldo del Presidente, ni 
"este la de recibir mas que lo señalado por la ley, carece 
"de aliciente pecuniario para abandonar la independen- 
"cia que la Constitución le concede." 

Después do lo que acabamos de leer, podemos en re- 
sumen decir; que es indispensable que el Presidente &8a 
competentemente dotado por la nación, para mantener el 
rango que á su alta posición correspor.de, y para conser- 
var la independencia que esa posición requiere; que el 
Congreso no pueda aumentar ni disminuir la dotación se- 

üalada por la ley durante el periodo del Presidente, pa- 
ra evitar cualquiera de los dos casos que á primera vístó 

se presentan, ó que el Congreso para alhagar al Jefe del 

[2S2T'El artículo o'éüfitftnelónRl aáies'oitado. 
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Estado le señale enormes cantidades que no estén en ar- 
monía con las rentas nacionales, ó que para dominarlo 
especule sobre sus necesidades materiales. De un modo 
6 de otro, un artículo semejante al que comentamos, con- 
signado en una Constitución arranca de manos del Con- 
greso una arma tan poderosa para dominar al Poder Eje- 
cutivo por la adulación ó por la fuerza, que con razón 
cree Story, que sin un artículo semejante en la Constitu- 
ción de los Estados Unidos, la separación de los poderes 
Lejislativo y Ejecutivo sería nominal é inútil. 

Cuando un impedimento temporal obligue al Presi- 
dente de la República á separarse momentáneamente de 
sus funciones, encargándose del desempeño de estas el 
Vice-Presidente, ó cualquiera otro de los funcionarios 
llamados por la ley, el sueldo designado al Presidente se 
dividirá entre él y el encargado del Poder Ejecutivo; por 
que no es justo que la nación pague á la vez dos sueldos 
tan considerables, gravando enormemente el tesoro nacio- 
nal, y para evitar también, que el impedimento temporal 

fuese un valor entendido entre uno y otro magistrado, y 
un medio para disfrutar los dos á la vez de una pingüe 

renta. Absurdo parecería tal temor; pero la humanidad 
es débil, y de toda clase de crímenes suministra ejemplos 
la historia de las revoluciones, y la nuestra se encuentra 
rica en esa clase de crímenes mezquinos, que no llevan si- 
quiera el sello de lo terrible para encubrir su deformidad. 
Recordemos también, en apoyo de esta disposición, que 
hace años que atravesamos una época luctuosa en que la 
corrupción mas cínica y la codicia mas vil se muestra á 
la faz de la sociedad con impúdico descaro. 
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Art, 49. La presidencia de la República vaca por muerte ó por per- 
petua imposibilidad física ó moral del Presidente, por la admisión de 
su renuncia 6 por ser declarado culpable del delito de traición ó dilapi- 
dación de los fondos públicos, conforme al articulo 17. 

No NECESITAMOS detenernos en el examen de este ar- 
tículo; es evidente que en cualquiera de los casos com- 
prendidos en él, la presidencia de la Kepüblica tiene ne- 
cesariamente que vacar, lo que para ese caso dispone es- 
te proyecto lo encontraremos en el próximo artículo de 
que vamos á ocuparnos. 

Ari, 50. Si vaca la presidencia en la segunda mitad de su periodo, el 
V ¡ce-Presidente de la República concluirá el periodo con el titulo de 
Vice-Presidente y continuará encargado del poder Ejecutivo con el tí- 
tulo de Presidente en el periodo imediato, como sino hubiese vacado la 
presidencia. 

El gran inconveniente que sin duda tienen los go- 
biernos electivos, y la objeción que con frecuencia se les 
liace, objeción que se apoya ciertamente en sólidos funda- 
mentos, son los trastornos á que el Estado está expuesto 
y la conmoción que sufre en cada crisis eleccionaria. Evi- 
tar hasta donde sea posible tales acontecimientos obser- 
vando el sistema republicano en el fondo y en la forma, 
es uno de los objetos á que de preferencia se debe dirijir 
la atención del lejislador de un Estado como el Perú, y 
conseguirlo es lo que se intenta con la disposición conte- 
nida en el artículo 44 de este proyecto, y con la que se 
comprende en el artículo que actualmente nos ocupa. 

"El sistema electivo aplicado al jefe de un gran pue- 
"blo, dice Tocqueville, [233] ofrece peligros que la expe- 
^'riencia y los historiadores han señalado suficientemente. 

[233] De la Democratieen Amérlque tom. ÍI cap, VIII pag. 152, 
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• "Asi yo no hablaré sino con relación á la América. Lo 
. "que se reprocha, no sin razón, al sistema electivo apli- 

"cado al Jefe del Estado, es ofrecer un gran atractivo á- 
"las ambiciones particulares, é inflamar tanto los deseos 
"de alcanzar el poder, que frecuentemente Jos medios le- 
"gales no son suficientes, y se apela á la fuerza cuando 
"el derecho falta." Demasiado conocemos, por nuestra 

.pi'opia experiencia, la justicia de esta observación, y tris- 
tísimos frutos hemos recogido de la intervención de la 
fuerza en los actos eleccionarios; y como tales aconteci- 
mientos son inevitables en pueblos que no tienen aun los 
hábitos de orden consolidados, ni costumbres políticas es- 
tablecidas, se debe cuidar en la formación de la lev fun- 
damental, que las elecciones para Presidente sean lo me- 
nos frecuentes posible, sin alterar á causa de eso, el ór- 

. den constitucional, y sin determinar los periodos presi- 
denciales demasiado largos que son generalmente un prin- 
cipio de tiranía y un elemento de usurpación. 

Convencidos de la verdad de estas observaciones, los 
sabios lejisladores de los Estados Unidos declararon en 
la Constitución federal [234] que en caso de que vacase 
la presidencia por cualquier motivo, el Vice-Presidente 
de la República, se haría inmediatamente cargo del man- 
do supremo, el que ejercería, durante todo el tiempo que 
faltase para la terminación constitucional del periodo 
presidencial. Y así ha sucedido en efecto las dos veces, 
.que durante la vida política de ese Estado, ha fallecido 

el Presidente, durante su periodo. Mr. Jhon Tayler, Vi- 

[284] Art. n. sec. la inc. VI. 
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ee-Presidente de la República, la gobernó por mas de 
tres años, y Mr. Milliard Fillmore, último Presidente de^ 
los Estados Unidos, entró á desempeñar ese cargo por 
muerte del Presidente Taylor. La disposición que arre- 
gla asi la sucesión inmediata y por lo que falte del perio- 
do concedido al Vice-Píesidente, ha sido dada . según 
Story "porque todos los amigos sinceros del pais y de la 
*^ Constitución, se sienten naturalmente inclinados á man- 
utener el poder tan lej^ como constitucionalmente se 
"pueda." [235] 

Art. 51. Si la presidencia vacase en la primera mitad de su periodo, 
el Vice-Presidente de la República, concluirá el periodo con el título 
de Vice-Presidente de la República, y perderá el derecho de la presi- 
dencia á no ser que sea elejido Presidente, en la elección de Presidente 
que deberá hacerse al mismo tiempo que se haga la elección ordinaria 
del Vice-Presidente de la República. 

Conservar al Yice-Presidente el derecho de sucesión ' 
á la presidencia, á pesar de haberla ocupado como Vice- 
Presidente, desde la primera mitad del periodo constitu- 
cional, seria concederle un periodo de mando muy pro- 
longado, lo que no entra en materia alguna en los princi- 
pios que dictaron este proyecto de Constitución. Antes 
hemos expuesto las razones que, á nuestro juicio, obran en 
contra del sistema de señalar largos plazos para el térmi- 
no de la presidencia. 

Art 52. Si vacase la Vice-Presidencia de la República en cualquiera 
época de su periodo, el Presidente de la República para el periodo si- 
guiente será el que deberá ser elejido para este cargo al hacerse laelec- 
cion ordinaria de Vice-Presidente. 

[286] Comm. of the Const. of .U. S. B. IH ch. XXXVI pag. 336. 
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Arreglada la sucesión al mando supremo en el modo 
y forma que so señala por los artículos de que antes nos 
hemos ocupado, la elección de Presidente, en caso de que 
la Vice-Prosidencia vacare por cualquier motivo, tiene 
que ser hecha nueva y directamente para ese empleo; por 
que siendo el Vice-Presidente de la República el llama- 
do por la ley para suceder al Presidente en ese car^o á 
la espiración de su periodo, y no existiendo ese Vice- 
Presidente, no hay sucesor legal del Presidente. En tal 
circunstancia, el pueblo, al llegar la época regular de la 
elección del Vice-Presidente, elegirá un Presidente y un 
Vice-Presidente, para que continúe el orden regular de 
la sucesión. 

Art. 53. Si vacasen la presidencia y la Vice-Presidencia, los Vice- 
presidentes del Consejo de Estado cada uno á su vez se encargarán del 
Poder Ejecutivo hasta concluir el periodo, haciéndose en la época ordi- 
naria la elección de Presidente y Vice-Presidente, 

En el remoto caso que preveo este artículo, debe ter- 
minarse la sucesión á la presidencia del modo como se 
indica en él, para evitar una elección extraordinaria; 
elección, que seria tanto mas peligrosa que las que en 
épocas normales se efectúan, cuanto que tendria lugar 
bajo un gobierno de transición, por consiguiente débil, 
sin la autoridad y el respeto que inspira el recuerdo del 
pasado, y sin un largo plazo en el ejercicio del poder. Ba- 
jo un tal gobierno, los partidos se mostrarían mas inso- 
lentes en la arena eleccionaria, la lucha sin duda mas ter- 
rible y el Estado podia perder en una elección, los hábi- 
tos de orden que necesariamente tiene que crear un sis- 
tema de sucesión semejante al que este proyecto detaJIa. 
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En los Estados tJnidos para el caso de que se ocupa el 
artículo que analizamos, se dispone que el Presidente del 

Senado, y en su defecto el de la Cámara de Diputados se 
encarguen pro tempore del Poder Ejecutivo proccdiéndo- 
seá nuevas elecciones para Presidente [236] de la Repú- 
blica. Felizmente para esos Estados nunca ha llegado el 
caso previsto, y por consiguiente, jamas ha sido necesa- 
rio que una elección extraordinaria venga á interrumpir 
el orden señalado en la Constitución, y á cuya fiel y cum- 
plida observancia deben sin duda los Estados Unidos 
su larga é inalterable paz, y todos los bienes inherentes 
á ella de que tan ampliamente disfrutan esos países prí- 
vilejiados. 

Art. 54. El Presidente de la República no puede salir sin permiso 
del Congreso, del territorio del Estado por motivo alguno público ó 
privado, durante el tiempo de su periodo, ni seis meses después de ha- 
berlo cumplido. 

No NOS detendremos mucho en la consideración de es- 
te artículo, pues su necesidad se reconoce á primera vis- 
ta. Dejaral Jefe del Estado la facultad de salir del ter- 
ritorio de la Repüblica siempre que en grado le viniera i 
durante el periodo de su poder, sería exponer á mil vaci- 
laciones la marcha del gobierno y á notables trastornos 
la administración pública; sería también hacer carecer á 
la nación, de los bienes que esperó del gobierno del Pre- 
sidente cuando para ese cargo lo elijió; y sería por últi- 
mo hacer ilusoria su responsabilidad. Pero hay en la vi- 
da de los Estados, momentos en que el interés mismo de 
ellos reclama la salida del primer jefe de la nación, ya á 

[236] Story Comm. 6. Ul oh. XXXYl pág. 336. 

S5 
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la cabeza de los ejércitos en una guerra extranjera, ya á 

entrevistas y conferencias diplomáticas con los jefes de 
otros pueblos para las que no sea suficiente acreditar un 
Embajador. De una y otra clase de expediciones están 
llenas las páginas de la historia; y en los años que siguie- 
ron á la caida del Emperador Napoleón I, la Europa can- 
eada de guerras interminables, confió mas de una vez la 
decisión de sus destinos á pacíficos acuerdos entre los so- 
beranos. Para casos tales, es indispensable que la Cons- 
titución reconozca en el Congreso la facultad de autori- 
zar—cuando lo juzgue necesario — al Presidente para qu© 
pueda abandonar temporalmente el territorio del Estado. 

Seis meses después de concluido su periodo permane- 
eerá necesariamente en la República, para que el juicio de 
responsabilidad se haga efectivo, para que los ciudada- 
nos de todos los ámbitos del Estado tengan el tiempo ne- 
cesario para elevar al Congreso los cargos y las acusa- 
oioneB que al Presidente tengan que hacer, por los abu- 
toi comefidos durante el tiempo que erjerció el poder. 

BiK SSTA8 disposiciones, la responsabilidad gubernati- 
va aeria enteramente ilusoria, é ilusorios también los pro- 
yeobonos rebultado» que tal sistema ofrece; por lo que 
oreemos absolutamente indispensable su consignación en 
la Uj ftindamental del Estado. 

Art. 55, El Presidente de la Eepüblica para ejercer su autoridad 
tendríi a lo maA cuatro Miaistros de Estado que reúnan las cualidades 
que esta Constitución exije para ser Diputado y que serán responsa- 
bles de los actos del Presidente que autoricen con su firma. Una ley ar- 
ireglará las funciones de los Ministros de Estado. 

"Al bey solamente pertenece el Poder Ejecutiyo; pe- 
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"ro él solo no podría desempeñar todos los negocio» del 
"Estado, sin ajantes intermedios entre él y los ciudada- 

"nos. En el primer rango de estos agentes se hallan los 
"Ministros ó Secretarios de Estado que participando del 
"gobierno como Consejo del Príncipe, reciben directa- 
"mente de él la acción que debe comunicar á todos loa 
"ramos de la administración." [237] Este es el objeto de 
los Ministros tanto en las monarquías como en las repú- 
blicas; y sus atribuciones son las mismas en ambas for- 
mas de gobierno. Pero hay una circunstancia que difiere 
esencialmente la posición del Ministro de un Rey, de la 
del Ministro del Jefe de un Estado republicano: esta es 
la responsabilidad, que en el primer caso pesa exclusiva- 
mente sobre el Ministro que autoriza, porque la persona 
del Rey tiene necesariamente que ser sagrada é inviola- 
ble; y en el segundo pesa solidariamente sobre el Jefe 
del Estado y el Ministro. 

"La responsabilidad de los Ministros se deriva de la 
"naturaleza misma de sus funciones. Colocados entre la 
"nación y el Jefe, que no obra generalmente sino según 
"las opiniones de los Ministros, deben responder do laíal- 
"sa dirección, y de los excesos del poder que hubieran 
"podido contener rehusando autorizarlos con su firma/' 
[238] "La responsabilidad de los Minigtros,.dice un céle- 
"bre hombre de Estado, [239] se encuentra, si no en teo- 
"ría, al menos en acción bajo todas las formas de gobier- 

[237] Magnitot et Delamarre. Dietionnaire du Droit pol. et Adm : voL 
2 pag. 190. 

[z88] La misma obra, toI* 2 pág. 190. 

[239] Mr. Sausety Frendeiite <£é U Cim^t^1^va.Uá0$ da Asudí* 
hasta 184S, 
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"no'^; y esa responsabilidad ha sido siempre enérgica y 
terrible en Francia y en Inglaterra. [240] 

La necesidad de la firma del Ministro en las resolu- 
ciones supremas, tenia por objeto, en las monarquías ab- 
solutas, probar la autenticidad de la firma del Rey, en 
las monarquías constitucionales, á mas de la anterior, el 

de asegurar la responsabilidad ministerial, y en las re- 
publicas, porque el Presidente no puede obrar solo, por 

que es necesario que esté rodeado de sus Ministros, por 
que en los actos ordinarios del gobierno la responsabili- 
dad es colectiva, y porque la Constitución ha querido pre- 
caver al Estado de la acción aislada de su Jefe [241], di- 
ce, Laferriere. 

Los DOS principios de la responsabilidad personal y de 
la responsabilidad cofecííva, se establecen en el derecho 
constitucional de una república, como garantía contra los 
avances del Poder Ejecutivo; el primero como una conse- 
cuencia de esa forma de gobierno, y el segundo mas con- 
forme con los eternos principios de justicia, porque siem- 
pre es justo que cada uno responda de sus actos. [242] 

Dice Pinheiro, que no deben admitirse, como candida- 
tos al Ministerio, sino á los hombres en quienes la opi- 
nión pública, juez competente, tenga reconocidas las dos 
cualidades esencialmente necesarias para el desempeño 
de todo empleo público: la probidad y la capacidad espe- 
cial que exije la naturaleza " del empleo. [243] Recono- 

[240] Recuérdese el proceso de los Ministros de Carlos X y el de Mr. 
Teste. 
[241] Laferriere. Droit publio. Libro I ch. I p9g. 169. 
[242] Laferriere. Obra citada, lib. cap. I pág. 170. 
[243] Pinheiro. Derecho público, part. la art. III § 41. 
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cíendo la justicia y la necesidad del principio que sienta 
este distiníruido escritor, observaremos que en el ciuda-^ 
daño en quien se encuentren reunidas las condiciones que 
según este proyecto se requieren para ser Diputado, idén- 
ticas á las que exije en los Ministros de Estado, pueden 
hallarse la probidad y la inteligencia necesarias para el 
desempeño de su cargo, y ser esa probidad y esa inteli- 
gencia reconocidas por la opinión pública, que el Señor 
Pinheiro considera juez competente en esta materia. 

Art. 56. Todos los decretos y órdenes del Presidente de la República 
han de ser refrendados por uno de sus Ministros. No necesitan, sin em- 
bargo, ser refrendados por ningún Ministro ios actos en que el Presiden- 
te nombre ó rcinueva á sus Ministros. 

En nuestra anterior Constitución se exijia la firma de 
un Ministro de Estado, como requisito indispensable pa- 
ra la validez de lo.^ actos gubernativos, sin excepción de 
ningún género; [244] pero la Constitución francesa de 
1848, que en materias de este género tiene mas autori- 
dad que todas las que se lian jurado en el Perú, dispone 
que los decretos por los que el Presidente nombra d re- 
mueva á sus Ministros, no necesitan la firma de ninoruno 
de estos; [245] porque son actos para los que es suficien- 
te garantía la responsabilidad personal del Jefe del Es- 
tado, porque la firma del Presidente se basta á sí misma 
en este caso, y porque la fuerza de tales disposiciones se 
origina en la prerogativa eminente del primer majistra- 
do de la nación, por lo que se debe dar entera fé á su so- 
la firma. [246] 

[244] Véase el art. 90. 

(245] Oap. V art. 67. 

Í246] Laferriere. Obra citada, 11b. I cap. I pág. 169» 
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Eif TALES principios, cuya fuerza & primera vista se 
manifiesta, se apoya la disposición que comentamos, que 
es una consecuencia lejitima y precisa de ellos. La falta 
de esa disposición, en una ley fundamental, expusiera al 
Jefe del Estado á graves conflictos que entorpecerían, sin 
duda, la marcha de la administración en las crisis minie- 
teriales que á menudo se presentan en los paises libres, 
sean republicanos ó monárquicos, y que entre nosotros, 
no son muy conocidas ni frecuentes, no á causa de la sa- 
bia organización de los gabinetes, sino precisamente por 
todo lo contrario, por la dislocación con que se organi- 
zan, por la falta de unidad, de sistema y de principios y 
porque generalmente los Ministros, lejos de formar un 
gabinete homogéneo y compacto con un plan concertado 
de gobierno, son unos meros secretarios del Presidente, 
cada uno en su ramo, y con sus rencillas, rivalidades y 
discordias, son un triste pero veraz ejemplo del desorden 
que entre nosotros se nota: desorden que naciendo desde 
los rangos mas elevados de la administración, se siente 
entre los últimos funcionarios de ella. 

Art. 57. Son atribuciones del Presidente de la República ademaa de 
las que le corresponden por otros artículos de esta Constitución: 

la Promulgar las leyes, velar sobre su fiel ejecución, sobre la con- 
servación del orden y de la seguridad déla República, sobre la recauda- 
ción é inversión de las rentas nacionales, sobre la pronta y cumplida ad- 
ministración de justicia, sobre la ejecución de las sentencias judiciales, 
sobre la conducta de los jueces, y de todos los empleados de la adminis- 
tración, sobre la generalización y adelantamiento de la instrucción pú- 
blica, sobre el orden y mejora de los establecimientos de beneficencia, 
sobre la conservación de las obras públicas, sobre el servicio exacto y 
escrupuloso'de la alta y baja policía y en general sobre todos, los ramos 
de la administración pública expidiendo los decretos y órdooes quecoo- 
dozcan á cada uno de estos fines. 



-173— 
Las atribuciones que en este inciso se conceden al 
Presidente de la República, no son susceptibles de un de- 
tenido comentario porque son, por decirlo así, lo que 
constituye la esencia del Poder Ejecutivo, instituido en 
las sociedades para conseguir los fines que de esas atri- 
buciones se derivan. 

' En todas las Constituciones del mundo, bien toquen 
por su severidad al despotismo, bien á la demagogia por 
su mal entendida liberalidad, en todas lo repetimos, se 
reconocen al Poder. Ejecutivo las facultades arriba deta- 
lladas; porque un Poder Ejecutivo sin esas facultades de- 
jarla de ser poder y se reducirla á una institución inútil 
é insignificante. 

Pero antes de pasar á considerar el inciso 2- observa- 
remos con Pinheiro, [247] que los reglamentos y los de- 
cretos que dé el Poder Ejecutivo para el mas exacto y 
cumplido desempeño de los deberes que su cargo le impo- 
ne, y paraja ejecución fiel de las leyes, deben ante todo, 
ser conformes á ellas, absteniéndose de imponer deberes 
que la ley no impone y de conceder derechos que la ley 
no concede, porque esto sería arrogarse atribuciones le- 
jislativas, que no competen sino al Congreso elejido por 
la nación con ese fin. Si olvidase el Poder Ejecutivo este 
deber é invadiese ajenas facultades, se destruiría la ar- 
inonia que debe reinar entre los poderes públicos, armo- 
nía que no consiate, como pretenden algunos, en una ba- 
ja y degradante sumisión de un poder á otro, sino en el 
puntual desempeño de sus deberes especiales y en mante- 

[2471 DerecboPábliooart. in§40. 
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nerse extrictamente en los límetes de la órbita que la 
CoiiStitücioa les señala. 

2a Convocar cada año á Congreso ordinario y á Congreso extraor- 
dinario, cuando á su juicio lo exija el interés de la República, y abrir 
las sesiones presentando un mensaje sobre el estado de la República, y 
ademas en el Congreso extraordinario sobre el objeto de la convocar- 
toria. 

En el examen de los artículos 26 y 27 de este proyec- 
to, hemos expuesto todas las razones por las que cree- 
mos perfectamente basada, en principios de justicia y de 
conveniencia pública, la facultad que al Presidente se 
concede para convocar extraordinariamente al Cuerpo 
Lejislativo cuando á su juicio lo reclame la situación del 
Estado. 

Para la reunión ordinaria de las Cámaras, hemos vis- 
to también en el examen de los artículos citados, que no 
es necesario absolutamente la convocatoria del Jefe del 
Estado, y que el Cuerpo Lejislativo, puede reunirse con 
convocatoria ó sin ella, y de pleno derecho en'el dia de- 
signado por la ley. 

La necesidad de presentar el Presidente mensajes ó 
exposiciones de la situación del pais al Cuerpo Lejislati- 
vo, no creemos que pueda ser puesta absolutamente en 
duda. La posición del Presidente en la organización del 
Estado, su mas inmediato y constante contacto con todos 
los funcionarios de la administración, la dirección de las 
relaciones exteriores y su conocimiento de las necesida- 
des de la nación— conocimiento que se deriva de su mis- 
ma posición — lo ponen en estado de poder informar con 
exactitud y precisión al Congreso, del estado de la Re- 
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páblica y de sus relaciones, de sus necesidades y de loa 

remedios que reclamen; sin lo que el Congreso no podría 
conocer perfectamente las circunstancias del Estado, por 
las que tiene que arreglar su conducta. Concluiremos di- 
ciendo, que las Constituciones de Francia de 1848 y la de 
los Estados Unidos, determinan que el Presidente pre- 
sente al Cuerpo Lejislativo una exposición del estado en 
general de los negocios do la República, y de las medi- 
das lejislativas que ese estado requiera. [248] 

3a Declarar la guerra con aprobación del Congreso. 

Por este inciso se concede al Poder Ejecutivo la atri- 
bución de declarar la guerra; pero esa atribución no pue- 
de ser ejercida por él, si el Congreso no ha aprobado an- 
tes tal declaración; por consiguiente, el acto de la decla- 
ración de guerra es común al Poder Lejislativo y al Eje- 
cutivo; el primero no puede hacerlo por sí, y la ley no 

autoriza al segundo para efectuarlo, sin la previa apro^ 
bacion de la Representación Nacional. 

Si no estuviese dispuesto de esta manera, tendría ne- 
cesariamente que concederse la facultad comprendida en 
este inciso ó, al Poder Ejecutivo ó al Lejislativo, aisla- 
damente y sin ingerencia alguna de uno üotro; cualquier 
ra de estos dos sistemas ofrece graves inconvenientes y 
serias dificultades que trataremos de manifestar. 

Muy poderosos son los inconvenientes que á primera 
vÍ3ta se presentan de conceder al Jefe del Estado la fa- 
cultad de declarar la guerra en nombre de la nación que 

[248] Const. frano. de 1848. Cap. V art. 52. Const.de losE. U. art, 
II sec. 3a ino. I. 
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gobierna. Prescindiendo de que el Congreso és el repre- 
sentante directo y genuino del pueblo, en quiett se reco- 
noce el ejercicio de la soberanía según los principios de- 
mocráticos, y que debe por consiguiente como tal repre- 
sentante intervenir en un acto de importancia tanta, có- 
mo ló es para ün pueblo el de declarar una guerra; pues 
tiene que ejercer una influencia trascendental y decisiva 
en el porvenir del Estado y quizas en su existencia mis- 
ma: prescindiendo de que solo eí mismo pueblo, por el 
intermedio de sus delegados, tiene la facultad de decidir 
cuando ha llegado el caso de dar á la patria la contribu- 
ctóti de Sangré qué todo ciudadano le debe: prescindien- 
do dé éstas y otras varias razones de eterna é innegable 
justicia, presentaremos en contra de tal principio otras 
que se apoyan sólidamente en consideraciones de pública 
utilidadi 

Sí DE la sola voluntad del Jefe de un Estado pendiera 
la declaración de guerra á otra potencia, aquel Estado 
se vería envuelto á cada paso en guerras internacionales, 
que podían ser declaradas con el mas frivolo pretesto, 
bien por combinaciones privadas de gabinete, por adqui- 
rir el Presidente gloría y renombre militar, 6 por conso- 
lidar una popularidad vacilante; pues sabemos que ge- 
neralmente los pueblos simpatizan con el mandatario em- 
prendedor que les procura gloria, y que nada impresiona 
mas vivamente el ánimo de la multitud que el ruido de 
las victorias. 

Las consecuencias quelas guerras— aun cuando sean 
coronadas por el triunfo— traen á los pueblos, soü ttis- 
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tes Y fp.tale§ y dQ todos couocidas, por ^pusiguieutp lQm^ 
insegura s^ía la suerte da una República cuyo jefe se 
hallara iuyestido (Je la facultad de empreuder una guer- 
ra siempre que en grado le vimeral y decimos de una Be<- 
pública, poríjue quai^dlo el poder es yitalicio, Jiajr meft08i. 
peligro en conceder al soberano atribuciones de la í?lase 
de la qu^ nos ocupa, porque sus intereses se hallan sin du^ 
da mas ligado^ con Jos del pueblo que gobierna, que los 
4^ un jefe temporal ; pues este pretende naturalmente, 
prolongar cuanto puede el término de su poder, ó á lo 
menos hacerse una fqrtuna ^ un nombre, para la época 
en que descienda de su puesto á mezclarse con el común 
de los ciudadanos, 

Si la facultad de doclarar Ja guerra se cQ.Hsignase m 

el Congreso ^iclusivajuente, sería de hecho cpufmrle 4 
ese cuerpo la dirección de las relaciones diplomáticas, lo 

que e? un absurdo como varemos después. De Rada ser- 

viria el tino con que se condujese una negociación diplo*- 

máticft, si el rompimiento de ella pendiese do wa decía» 
ración de guerra que extemporáneamente decretase el 
Congreso, que no podia ni debia estar al cabo del estado 
de negociaciones de esta clase. 

La Constitüciojí de la última época republicana de 
Francia, contiene un articulo igual al que analizamos, 
[849] y dice Dupin, que sino se dispusiese así, un Presi- 
dente emprendedor lanzaría i la nación en guerras que 
no fuesen motivadas por causa alguna lejítima; y que CO' 
mo toda guerra requiere como elemento indispensable 

[249] Gonst. de 1848. Cap. V art. 54. 
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subsidios de hombres y de dinero, que solo la Asamblea 
puede decretar, por consiguiente la guerra no puede sei* 
declarada jamas sin la autorización de ese cuerpo. [250] 
Como vemos, Mr. Dtípin, se limita á defender la necesi- 
dad de que la Asamblea autorice al Presidente á decía- 
tar la guerra, sin lo que tal declaración no puede tener 
efecto; y se limita á esa cuestión únicamente, porque á 
nadie se le ocurrió jamas en Francia conceder á la Asam- 
blea la facultad de declarar la guerfa, despojando de ella 
al Ejecutivo; porque como hemos dicho, eso sería arran- 
car del Ejecutivo la dirección de las relaciones exterio- 
íes para consignarlas en un cuerpo, que por la naturale- 
za misma de su composición es absolutamente imposible 
que retina las condiciones que se requieren, para la acer- 
tada dirección de las negociaciones diplomáticas. 

4a Eecibir los Ministros extranjeros, dirijir las negociaciones diplo- 
máticas, negociar concordatos y toda clase de tratados públicos con las 
potencias extranjeras y ratificarlos con la aprobación de los dos tercios 
del Senado, cuando no contengan cesiones territoriales ü obligaciones 
pecuniarias de la Bepüblica, y coü apfobacion del Congreso cuando las 
contengan y desempeñar las demás funciones que por el Derecho de 
Gentes corresponden al Jefe del Estado. 

Una de las atribuciones que el Derecho público rece* 
noce en el Poder Ejecutivo, es la de hacer tratados de 
paz, alianza y comercio [251] y dirijir por consiguiente 
las relaciones internacionales; y si consideramos la natu- 
raleza de estas relaciones y sus actos, convendremos en 
que tal facultad no podria colocarse en ningún otro de 

los poderes sociales. 

[250] Notes á la Gonst. pág. 68 y 69* 

£251] Pinheiro § 40 pág. 44. - 



*'En la formación de los tratados, dice Stóry, [252] se 
"requiere gran reserva y rapidez en el despacho. Algunas 
"veces se obtienen concesiones y acuerdos que no ten- 
"drian nunca lugar sino bajo la fé y la confianza de un 
"profundo secreto. Los hombres versados en la diploma* 
"cia, conocen que el buen éxito de las negociaciones, de- 
spende frecuentemente, tanto de ser ignoradas por el pú^ 
"blico, como de su justicia ó sus ventajas políticas. Algu* 
"ñas veces se abrogan en privado responsabilidades y 
"manifiestan claramente principios y opiniones, que qui- 
"zas en publico se hubiera sentido la mayor repugnan- 
"cia para hacer. Ciertas medidas, serian anuladas por 

"las intrigas y diestros manejos de potencias extranjeras, 
"si estas las conocieran y comprendieran su naturaleza y 
"extensión. Conocidos estos principios, no podemos ne- 
"gar, que el Ejecutivo es mas idóneo que el Congreso pa* 
"ra poseer la facultad de dirijir las relaciones exteriores» 
*^La demora en las resoluciones, inherente á una gran 
"Asamblea, los debates inútiles que nacen de una gran 
•^variedad de opiniones, y la absoluta imposibilidad do 
* 'una grande y prudente reserva, se unen para hacer áes- 
"ta clase de cuerpos incapaces de dirijir los negocios di- 
"plomáticos. Nuestra propia experiencia durante la guer- 
"ra de la Independencia [253] nos demuestra todos los 
"males que la teoría nos puede hacer temer. Discernirlos 
"y aprovechar de la experiencia es la verdadera sabidu- 
"ría política. La pérdida de una semana, y aun la pérdi* 

[2521 Comm. B. III ch. XXXVTI pag. 354. 

[258] En esa época, residían todos los poderes en el Congreso. Véase 
la vida de Washington por Spark. 
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''da de un dia, puede á veces cambiar enteramente el as- 
"pecto de unas negociaciones. La pérdida de una bata- 
"Ila, la muerte de un Príncipe, la remoción de un Minisr 
"tro, y otros acontecimientos do circunstancias pueden 
*'hacer en un momento variar la situación de los Estados, 
**E1 Ejecutivo que tiene constantemente la atención en I03 
"negocios extranjeros, puede conocer prontamente y £i,un 
"anticipar tales emerjencias, y aprovechar de todas las 
'^ventajas que ofrezcan. Claro es que no sucedería lo 
"mismo en una Asamblea numerosa, reunida solo tempo- 
"ralmente; por consiguiente, queda demostrado que el 
*' Congreso no es el poder adecuado para la dirección de 
"las relaciones exteriores, ni para la formación de loa 
^'tratados." 

Diremos también, como Story, que queda demostrada 
la necesidad de investir al Jefe del Estado de la facul- • 
tad de dirijir las negociaciones diplomáticas y de nego- 
ciar toda especie de tratados; y decimos toda especie, y el 
proyecto señala aun los Concordatos^ porque nuestra pa- 
sada Constitución, contenia la singular disposición de no 
permitir al Ejecutivo la celebración de tratados, con 
otras naciones que no fueran las hispano-americanas, ni 
la de Concordatos, sino sujetándose á las instrucciones 
del Senado, [254] y hubo un Senado que prohibió que un 
Ministro acreditado cerca de S. S. se ocupase del arre-» 
glo de nuestras relaciones con el Jefe de la Iglesia. Dis» 
posiciones son estas tan singulares y absurdí^s qu^ no al- 
canzamos á comprender. ¿Creerían nuestros lejisladores 

[254] Véanselos incisos 16 y 36 del art. 87. 
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que la celebración de tratados con las potencias europeas 
ponía en peligro nuestra nacionalidad? ¡Ridiculo temorl 
No creemos que ninguna nación pretenda conquistarnos; 
y sí tal peligro corriéramos, mas fácil sería conjurarlo 
celebrando tratados con todas las naciones, que cortando 
nuestras relaciones con ellas, pues fuera de duda es, que 
nada consagra mas una nueva nación, que el reconoci- 
miento explícito que de ella se hace cuando se celebra un 
tratado de cualquiera especie. ¿Creerían que no necesi- 
tábamos fomentar nuestro comercio, aumentar nuestra 
población, desarrollar nuestra industria? ¡Incomprensi- 
ble ignorancial De que no tenemos mucho que exportar 
ahora, no sé deduce que no tenemos necesidad de fomen- 
tar nuestros productos ni de impulsar nuestro comercio. 
La falta de población en el Perú, todos la conocen; que 
el único medio de aumentarla con una inmigración útil, 
es por medio de convenios entre los gobiernos, nadie lo 
ignorar entonces ¿por qué esa restricción absurda? ¿por 
qué ese principio de aislamiento? No nos explicamos tal 
aberración, sino como una consecuencia de ese espíritu es- 
trecho y mezquino de nacionalidad que dominó en la 
Asamblea de Huancayo, y que se manifiesta claramente 
en las mas insignificantes disposiciones de la Constitu- 
ción de 1839. 

Los TRATADOS quc Contengan cesiones de territorios, 
ó por los que se reconozca alguna deuda, tienen sin du- 
da que ser ratificados con aprobación previa del Congre- 
so, porque ei Congreso representa á la nación, y solo ella 
puede disponer de su territorio y de sus caudales. Mas, 
aquellos tratados que contengan soló áííéglos dé comer- 
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cio, y navegación, sanción de principios de la ley pública, 
ó arreglo de otras relaciones internacionales, parece inú- 
til exijir la aprobación del Congreso para su sanción: in- 
dudablemente basta con que recaiga sobre ella la de la Cá- 
mara de Senadores, Cámara que hace mas idónea para ello, 
la naturaleza de su organización. La Constitución délos 
Estados Unidos concede al Presidente la facultad de ha- 
cer tratados; [255] é igualmente la Constitución france^ 
sa de 1848, dispone que el Presidente sea el que celebre 
los tratados y dirija las relaciones exteriores. [256] Ve- 
mos pues que la teoría y la práctica están de acuerdo con 
la disposición contenida en el inciso que nos ocupa. 

De la facultad que al Presidente se concede, de di- 
rijir las relaciones con las potencias extranjeras, se de- 
riva justamente la de recibir á los Enviados extranjeros, 
que deben ser por consiguiente acreditados cerca de él. 
Así lo determina la Constitución de los Estados Unidos 
y la déla Francia republicana. [257] Dice Mr. Dupin, eu 
su nota á este artículo que: "En Roma los embajadores 
"eran recibidos por el Senado. Este gran cuerpo conser- 
"vaba el pensamiento público. Se concibe la diplomacia 
"concentrada en un cuerpo aristocrático, pero no en ple- 
gué foro. Una Asamblea de setecientas personas, á me- 
"nudo en tumulto, no puede ofrecer el espectáculo, que 
"asombrado relataba Cyneas á Pirro, Siendo el Presi- 
"dente el que negocia los tratados, debe ser el que reciba 

[255] Art. 2o eec. 2a inc. 2o 

[256] Cap. 50 art. 6"3. 

[257] Cap. 5o art. 60. Repetimos que apelamos de preferencia al tes- 
timonio de e?tas dos Consti tuciones, siempre que de las facultades del 
Poder Ejecutivo nos ocupamos; porque no creemos que puedan reousar^ 
lo los liberales mas exaltado{i, 
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"los Embajadores." [258] Sin duda que no es el seno do 
una Asamblea el lugar en que debe recibirse á los Emba- 
jadores, y menos en una Asamblea, de la que como dice 
un escritor, [259] dirá la historia, que tuvo que deliberar 
rodeada de cañones para pro tejer su independencia de 
los ataques del pueblo de cuyo sufrajio salió. Si no esce. 
ñas tan terribles, ¿no presentan nuestras Asambleas otras 
de diverso carácter, que no es el espectáculo que por cier- 
to debemos ofrecer á los Enviados de las naciones ex- 
tranjeras? 

Demasiado nos hemos detenido en la consideración de 
este inciso, pero sin duda no tanto como su importancia 
lo requiere; sin embargo creemos haber ofrecido todas las 
razones en que se apoya, y presentado en su favor testi- 
monios de gran valia. Estos y las otras demuestran ple- 
namente su justicia y su necesidad. 

5a Disponer de la fuerza armada de mar y tierra y mandarla en per- 
sona con acuerdo del Senado y en su receso con el del Consejo de Esta- 
do, cuando lo requiera el ínteres de la República, En este caso el Pre- 
sidente de la República podrá residir en cualquiera parte del territorio 
de la República, según lo exijan las operaciones militares. 

PiNHEiRO, reconoce en el Poder Ejecutivo la atribu- 
ción de mandar y disponer de las fuerzas de mar y tier- 
ra, y el inconveniente que encuentra en el Jefe del Es- 
tado para mandar personalmente el ejército, es que en- 
tonces tiene que asumir la responsabilidad de General en 
Jefe, incompatible con la inviolabilidad y la responsabi- 
lidad de la persona del Rey. [260] Pero, la responsabili- 

[258] Notes á la Const. pág. 72. 

[259] Laferriére. 

[260] Derecho público § 4o 

27 
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dad del Presidente de una República, es tan personal y 
tan directa, como puede serlo la del General en Jefe de 
un ejército; por consiguiente, en nuestro caso, desapare- 
ce el único inconveniente que ofrece Piuheiro, por lo que 
podemos fundadamente deducir, que si este escritor, hu- 
biera tomado el sistema republicano por base do su dere- 
cho, ó hubiera aplicado, este á aquel, no encontraría obs- 
táculo alguno para que el Presidente de la República 
mandara en persona las fuerzas nacionales en casa nece- 
sario. 
Asi opina también el respetable anotador de Piuheiro, 

descendiendo á investigar después, si es útil ó no al Es- 
tado que el Presidente reasuma el mando del ejército. 
Oigamos pues al Sr. Herrera (261) "Conviene que el 

"Presidente ejerza por sí mismo las funciones de General 
*'en Gefe? Ardua y aun no dilucidada es esta cuestión. 
"La opinión común, si hay alguna sobro la materia en el 
*'Perú, es que el ascendiente que adquiere en nuestras 
"Repúblicas (?1 gefo del ejército, por la fuerza de que 
"dispone y por la gloria de los hechos militares, no debo 
"cederla un gobernante, cuyo, poder combatido por to- 
adas partes está^ muy lejos de la robustez de la autoridad 
"d^ los monarcas. No dudamos que esta, consideración y 
"algunas otrqis serán, de gran peso en ciertos Qa^os, 
"que solo pueden determinarse á presencia de las cir- 
"cunstancias: por lo cual la Constitución debe decl^x^i* 
"al Presidente el derecho deponerse á la cabezg. d^l Ejéü- 
"cito, Mas, generalmente hablando, no conviene que el 

[261] Notas de Pinheiro. Nota 18 p. L. 
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Tresidente haga uso de esta facultad, por muy graves 
'razonen. Nunca se necesita ma& vigor, mas vida en la 
'suprema autoridad, que durante la guerra: porque en- 
tonces se han de maiitener mas qiie nunba enéadenadas 
*lÉtó pasiones que ponen en péligt'o el orden p&blicO: en- 
'toncés és indispensable asegurar, de uña manera inde- 
fectible, los auxilios que demanda el ejército, j '|)repa- 
*rar para el casó de una derrota, medios segütoá de dtí- 
'fehsa. La autoridad del Vi ce-Presidente es muy débil 
'para toda esta eüergia de acción, aunque no sea mái^ 
*que por la falta de hábito que hay en él, do gobernar, y 
'los pueblos de obedecerle. Adeihas, por lo mismo qud 
'43S un periodo corto el del íñaüdo de un Presidente, con- 
' viene no abreviarlo, ni esponer el Estado á los desór- 
'denes, que la pérdida de su gefe en el campo de batalla 
'le acarrearía: fuera do lo mucho que habría que temer^ 
'eu tal caso, del enemigo exterior." También pues, el 
Sr. Herrera opina porque la Constitución autorice al 
Presidente para mandar el ejército, de manera que este 
quede en plena líber ted para hacerlo ó no, porque casos 
como este, no pueden determinarse sino en vista de las 
citcunatanci(X8, 

La Constitución de los Estados Unidos dice, que el 
Presidente será comandante en gefe del ejército, de la 
armada y de la milicia nacional, cuando las necesidades 
de la patria lo llamen á las armas; [262] y tal resolución 
recibe la plena aprobación del sabio y erudito comenta- 
dor de aquella ley. 

[262] Art. lo scc. 2a inc. lo 
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^'El mando y la aplicación de la fuerza publica, dice 
"Story [263], para ejecutar las leyes, para mantenerla 
"paz y para resistir las invasiones extranjeras, son clara- 
'•mente de naturaleza ejecutiva, y requieren en su ejerci- 
"cio cualidades tan peculiarmente adaptadas á este ramo 
"de los poderes públicos, que ningún gobierno organiza* 
"do puede existir sin ellas. Entre todas las atribuciones 
"del gobierno ninguna mas que la dirección de la guerra 
"demanda mas particularmente estas cualidades que dis- 
"tinguen el ejercicio del poder por un solo individuo. Uni- 
"dad en el plan, rapidez de ejecución, decisión y activi- 
"dad, son indispensables para su buen éxito; y estas con- 
"diciones se encuentran difícilmente en un poder que no 
*^sea ejercido por un solo magistrado. Aun la asociación 
"de un consejo ejecutivo para el ejercicio de tal poder de- 
"bilita el sistema, divide la responsabilidad y frecuente- 

"mente deshace todas las medidas aprobadas. [264] 

"Verdaderamente parece que hubiera alguna razón muy 

"poderosa para probar la necesidad de dar esta facultad 

"al Poder Ejecutivo — sea cual fuese su organización, — 

"puesto que se halla en todas las Constituciones y se 

'^considera umversalmente como indispensable y aun de 
"vital importancia para cualquier sistema." 

' Pero la Constitución de los Estados Unidos concede 
al Presidente la facultad de mandar en persona las fuer- 

[2f 3] Comm. B. III Ch. XXXVII p. 340. 

{264] Recordamos en apoyo de la op'mioQ de Story, que las derrotas 
que sufrió el Archiduque Carlos de Austria durante la guerra de la Re- 
pública Francesa y el Imperio Austríaco, se debieron en gran parte al 
consejo áulico de Viena, el que quizás tuvo gran parte en los desastres 
del pobre Mack. 
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las nacionales sin restricción alguha,y sin necesitar pa- 
ra ello el permiso de ninguno de los ramos del Poder 
Legislativo, [265] Apelaremos nuevamente á Story, "La 
''necesidad de admitir que el Presidente sea comandante 
**engefe, para dirijir, dar órdenes y tener superintenden- 
"cia legal sobre las fuerzas, fué aprobada en la Conven- 
"cion. Pero, se insistió en que seria peligroso dejarlo 
"mandar en persona sin ninguna restricción, pues podía 
"hacer un uso funesto de ese poder. La respuei^ta que se 
"dio entonces fué que aunque el Presidente podia, no lia- 
"bia necesidad de que tomara el mando personalmente, y 
"que no habia probabilidades de que tal cosa hiciera si- 
"no en circunstancias extraordinarias, y cuando poseye- 
"ra notables talentos militares. [266] Pero, si la facul- 
**tad de mandar el ejército dependiera de la aprobación 
*'del Congreso, ¿qué se haria en un caso extraordinario 
"de invasión ó insurrección y estando el Congreso en re- 
"ceso? Ademas esta facultad en manos del Congreso le 
'•servirá para disminuir [to cripple] el Poder Ejecutivo; 
"y la intervención del Congreso fuera eií este caso ncce- 
"saria, si el Presidente pudiera declarar la guerra, levan- 
"tar ejércitos y armadas, y llamar á la Guardia Nacional 
"por su propia voluntad." [267] Apesar de las conside- 
raciones de Story, no creemos inútil que se exija en la 

[265] Véase el último inciso que liemoB citado. Llamamos pobre esto 
la-atención de los que han creido ver en este proyecto una tendencia á 
favorecer al ejecutivo . 

[266] No recordamos desde Washington hasta Pearce, ningún presi- 
dente que haya mandado en gefe el ejército; Jnckfon fué presidente 
rtespues de la batalla de Nueva Orleansy Taylor después de la campana 
^Ia \Iéiico 

[267] Story Comm.B. IIT cap. XXXVII. p. 340. 
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Conatitucion que el Presidente para-míindar en persona 
el ejército, recabe la aprobación del Congreso ó én su 
receso del Consejo de Estado; cuerpo que no existe eil 
los Estados unidos, y que con su existencia destruye uno 
de los argumentos que presenta Story* 

La CONSTITUCIÓN francesa de 1848, ditíó: **El Prcsi- 
**dente dispone de la fuerza armada, sin poderla mandar 
"en persona jamás." [268] "Lo que no impide, diceDu-' 
*'pin, que so pueda nombrar á un general para Presidente; 
"pero lo que impide á un general elegido presidente, 
'intentar, por medio de empresas militares ó conquistas,' 
"crearse sobre el ejército un imperio tal, que le proporcio- 
*'nelos medios de usurpar la soberanía. Volvemos á én- 
"centrar aquí la desconfianza inherente á las Repnbli- 
"cas." [269] Si leemos con atención las palabras del céle- 
bre jurisconsulto, observaremos, que no defiende, ni apoya 
la disposición de la Constitución; limitándose únicamen- 
fe á indicar la idea que la dictó. En efecto, la historia 
de la República de 1848, nos manifiesta cuan vano fué el' 
temor de usurpación, en una de sus mas notables peripe- 
cias; y en otra, lo impotente que fué para conjurarla la 

disposición del artículo 77. El general Cavaignac, dic- 
tador, salvó á la Francia en Junio, y mandó en gefe el 

ejército. Al Presidente Bonaparte, le negaron ese dere- 
cho, no tenia grado militar ninguno, no habia servido ja- 
más en las filas francesas, y sin embargo, mató la Repii- 
blica, y si se quiere usurpó; aunque tal usurpación puede 

[2fi8] Cap. V. art. 50. 

[260] Notos á la Const. de 1848 p. 67, 
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eolocarse entre los mas faustos acoutecimientos de la hia- 
taria de Francia. 

Podemos pues decir en resumen, que es necesario con- 
ceder al Presidente la facultad de mandar en persona el 
ejército, que no hay razones bastante poderosas para opo- 
nerse á ello, que la autorización previa del Senado ó del 
Consejo es una prudente precaución, que los temores de 
usurpaoioa,, no se conjuran con negarle tal facultad, y que 
finalmente, la disposición que comentamos está reconoci- 
da en todas las constituciones actuales del mundo civili- 
zado. 

6a Coo acuerdo de los dos tercios del Consejo, en receso del Con- 
greso, negociar cuando lo demande alguna necesidad imprevista y urjen- 
^ de la Kepública, empréstitos que no pasen de doscientos mU pesos. 

La facultad de negociar empréstitos y empeñar para 
su pago el crédito y las rentas de la Nación, nadie duda 
que pertenece de pleno derecho á la Representación Na- 
cional; por que negarle tal facultad, seria negársela á la 
Nación, lo que seria á todas luces un absurdo, pues 
equivaldria á negar á un individuo el poder de disponer 
como mejor le plazca de su lejitima propiedad ; por con- 
siguiente convendremos en que el derecho absoluto de 
negociar empréstitos, cualquiera que sea su cantidad, to- 
ca lejltimamen te al Congreso. Pero, en el inciso que ana- 
Rzamos, se dispone que pueda el Ejecutivo hacerlo con 
acuerdo del Congreso ó del Consejo, cuando la cantidad 
por la que se empeña la Nación no pase d^ doscientos mil 
pesos: veamos la razón en quo á nuestro juicio se apoya 
tal determinación. 

Indudablemente, puede haber, durante la vida de 
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la Nación , acontecimientos que reclamen gastos de 
gran consideración, que no estén considerados en el 
Presupuesto general, y para los que quizás no alcancen 
las entradas naturales del Estado. Estos acontecimien- 
tos pueden ser, un conflicto con una potencia extranjera, 
ó lo que mas frecuentemente acontece, una de aquellas se- 
diciones y revueltas tan comunes en el Perú, que pueden 
poner en grave peligro la existencia del gobierno legíti- 
mo, y aun dar con él en tierra, si acaso no se toman ade- 
cuadamente medidas activas y vigorosas. Para tales 
emerjencias, creemos indispensable autorizar al gobierno 
para contratar empréstitos de cierta cantidad, con acuer- 
do del Consejo, — cuerpo que se halla constantemente en 
actividad, — que lo pongan en situación de sofocar con 
mano firme cualquier ataque que se haga á la Nación ó á 
la lejítima autoridad, ó que le permitan alo menos, colo- 
carse en una aptitud que le facilite esperar en posición 
defensiva, la reunión de las Cámaras, para que estas dic- 
ten las providencias necesarias, si la naturaleza de los 
acontecimientos reclama mas poderosos elementos de 
acción. 

Negar la factibilidad de los casos que hemos indicado, 
seria negar los hechos que ofrece nuestra historia, y des- 
conocer las condiciones bajo las que ha colocado á la Na- 
ción, un largo periodo de agitaciones, de revueltas y de 
desenfreno moral. Pretender privar al Presidente de los 
medios de conjurar esas revueltas y de robustecer su au- 
toridad bajo el imperio de la ley, seria pretender prolon- 
gar la serie de nuestros infortunios, é intentar estable- 
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cer un gobierno débil que pudiera ser fácilmente derri- 
bado al soplo de un motin popular, ó de una sedición de 
cuartel. Tal no puede ser el intento de nuestros legisla- 
dores. 

Algunos de esos hombres que han tenido por atmós- 
fera las revoluciones, que han respirado constantemente 
el aire emponzoñado de la guerra civil, que han pasado 
su vida en ridiculos complots ó sembrando la sedición, y 
que deben quizás la posición de que hoy gozan á^maqui- 
naciones infames, sin las que hubieran vivido siempre en- 
vueltos en el fango de la sociedad; creen, ó por lo menos, 
pretender propalar, que la robustez de la primera auto- 
ridad es incompatible con el sistema democrático y con 
la libertad délos pueblos. ¡Absurdol ¡Cínica impostura! 
Nada es mas opuesto á la verdadera libertad, que la de- 
bilidad en el gobierno, porque un gobierno sin robustez 
es fácilmente derribado; sobre la ruina de los gobiernos 
legales, no se fundan sino poderes efímeros que llevan en 
sí un germen de muerte; esos son á su turno minados, y 
de allí la frecuencia de las revoluciones y la anarquía, 
que siempre ofrece en último termino de su luctuoso cua- 
dro, el despotismo. Ese es el resultado de los gobiernos 
débilmente constituidos. 

Los GOBIERNOS dotados de suficiente poder por las le- 
yes, son el baluarte de la libertad, porque son un firme 
apoyo de esas leyes, fuera de cuyo imperio es vana tarea 
pretender la libertad. 

Al emitir nuestros principios sobre la naturaleza del 
Poder Ejecutivo, hablamos de los gobiernos en general; 
no tenemos á la vista, ninguno en particular: menos, nin- 

2S 
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gttsa personalidad. Nuestro pobre trabajo no pretende* 
«poyairá Bfadie, asi como el proyecto que defendemos no 
ítié fornicado para que por él gobernase determinada per- 
sona. Es una de las diferencias que lo distingue det acta 
deHuancayo. 

7a Presentar al Conerreso por conducto del Ministerio de Hacien- 
da, oyendo el dictamen del Consejo (te Estado, cada ocho años, ei pre- 
supuesto ^eoeraá de lo» glastos invariables, y cada legislatura el presu- 
puesto de los variables y extraordinarios para un año y las cuentas de 
inteiBBieii á& k» ren^ en el sAo tpascOTrickh 

Poco tendremos que decir sobre esta disposición. La 
necesidad de que el Congreso apruebe el presupuesto de 
gastos, y examine la cuenta de la inversión de las canti- 
dades que para esos gastos se votaron, se apoya en dos 
razones tan poderosas, que no necesitan demostración. 
Ésas razones, son, primera, que el Congreso, como repre- 
sentante natural y legitimo de la Nación, tiene el derecho- 
de determinar la inversión que debe darse á los caudales 
públicos, y por consiguiente debe tener también, el de 
examinar, si esos caudales han sido invertidos en ei ma- 
do y forma que sé dispuso; y segunda, que sin esa directa 
y precisa intervención del Congreso, el Presidente, po- 
dría abusar de la confianza pública, dilapidando las ren- 
tas nacionales, ó dándoles una inversión que no estuviese 
en armonía con los principios que profesa la Nación, ó 
con las disposiciones' de la ley. 

Pero, de la intervención directa, que reconocemos, de- 
be tenep el Congreso en la' determinación de los gastos 
y en el examen de ellos, no se puede deducir, que á la. 
Representación Nacional toca distribuirlos por sí; no: no 
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podemos reconocer tal facultad e« el Congreso, por las 
consecuencias funestas que traería á la Nación. El Pre- 
sidente de la República, que tiene la (Jireccion del Esta- 
do, y de todos los ramos de la administra/^ion pública, es 

precisamente, el que debe presentar al Congreso, el pre- 
supuesto de gastos, limitándose este, á desecliAr lo» qu« 

después de examinados, resulten inútiles, ó los que exce- 
dan á la cantidad total de las rentas del Estado, 7 á apro- 
bar los qne se encuentren en los límites que señalan las 
]|ec63idades del Estado, la justicia y k convenieziciíj. púr 
blica. 
Decimos que el Presidente es el que debe preeeatar el 

presupuesto de gastos, porque él es el que mejor debe 
conocer, todos los que demandan los diversos ramos de 

la administración pública, encomendada por la ley á su 
cuidado y puesta bajo su inmediata dirección. No nece- 
sitamos demostrar que no residen esas condiciones en la 

Representación Nacional. 

Según el régimen anterior, el Presidente presentaba 
al Congreso el presupuesto de gastos generales de la Re- 
pública, incluyendo en ellos los variables é invariables» 
los ordinarios y extraordinarios; pero no podemos dejar 

de reconocer que tal sistema es imperfecto. En un Esta- 
do hay dos clases de gastos, los primeros no pueden su- 
frir grandes variaciones sino en el trascurso de un largo 
tiempo; las variaciones de los segundos son frecuentes; 
por esto pues llamaremos á los primeros invariables, y va- 
riables á los segundos. Reconocido esto, creemos que se- 
ria inútil cansar la atención del Congrego y proloi^ax 
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sus tareas con el examen de unas partidas que son igua- 
les todos los años. En atención á esto, el proyecto que 
analizamos dispone, que el presupuesto de los gastos que 
llamamos invariables, tenga lugar cada ocho años sola- 
mente, que es el periodo que los puede hacer suscepci- 
bles de alguna variación. 

La primera idea de presupuesto que se tuvo en Fran- 
cia fué la célebre Exposición de la administración de las 
rentas públicas que presentó Necker como Ministro de 
Hacienda de Luis XVI álos Estados generales en 1789; 
desde entonces la necesidad de un presupuesto ha sido 
generalmente reconocida, y sancionada en todas las le- 
yes de todos los paises libres bien sean Repúblicas ó Mo- 
narquías. 

8a Conceder ó negar el pase, con acuerdo del Consejo de Estado 
á los decretos conciliares, bulas, breves y rescriptas pontificios que ver- 
sen sobre negocios particulares; y con aprobación del Congreso á los 
que versen sobre negocios generales. 

Sin pretender examinar hasta donde es justo el dere- 
cho que con el nombre de Patronato nacional tiene el 
Estado de intervenir en los negocios espirituales, ni has- 
ta donde ese derecho puede hacerse extensivo; tomare- 
mos el principio como subsistente y reconocido, y nos 
ceñiremos solamente á observar la diferencia que en su 
ejercicio establece este proyecto. Los decretos pontificios 
que versen sobre asuntos particulares, pueden, tener 
su completo efecto con el pase que les conceda el Pre- 
sidente, oido el Consejo de Estado; porque la tras- 
cendencia de esos decretos, no es sin duda de tanta im- 
portancia, que necesiten el examen y la aprobación del 
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Congreso, como aquellos que versan sobre negocios ge- 
nerales que tienen por consiguiente efectos mas exten- 
sos y de mayor trascendencia. 

Six EMRARGO, desearíamos ver sancionado en nuestras 
leyes, el principio admitido en Francia. Según el artícu- 
lo P de la ley orgánica de 18 de Germinal del año X, 
ninguno do los actos de la Corte de Roma podía tener 
efecto — aunque fuese concerniente á asuntos particula- 
res — sin la autorización del gobierno, y sin que de ellos 
se tomara razón en el Consejo de Estado. En 1808, se de- 
cidió que ninguna síiplica para impetrar gracias de cual- 
quiera especie, se pudiera elevar al Soberano Pontífice, si 
no por el intermedio del Ministerio de Cultos. Pero, hoy 

se reconoce la inutilidad de tales medidas; todos pueden 
dirijirse directamente á la Corte de Roma, y las disposi- 
ciones pontificias que se dirijan al fuero interno y la ad- 
ministración espiritual de las parroquias y de las dióce- 
sis, tienen efecto cumplido sin que sea necesaria la inter- 
vención del gobierno político. Este espíritu de toleran- 
cia, ha sido tan bien acojido por la opinión pública, que 
la bula del jubileo de 1833 y las encíclicas de 1832 y 
1834, á pesar de que interesaban á toda la Iglesia de 

Francia,, se publicaron sin la autorización del Consejo de 
Estado. [270] 

9a Presentar, á propuesta en terna del Consejo de Estado, los Ar- 
zobispos y Obispos, y ejercer con arréenlo á las leyes todas las funciones 
del patronato nacional respecto á las iglesias y beneficios eclesiásticos. 

La disposición que acabamos de ver, se halla igual- 
mente concebida en la Constitución de 1839, y la de 1834. 

£270] Magiiinot et Delamarre.— Dlct. polit. et edm. tom. lo p. 147. 
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[27 1] Y creemoá sin duda, que es el mejor sistema que pa- 
ra la elección de Arzobispos y Obispos se debe seguir. 

Inútil nos parece refutar el absurdo sistema, de elec- 
ción por los Curas que en un tiempo se siguió entre no- 
sotros, basado en la mal entendida aplicación de los prin- 
cipios politices á la disciplina eclesiástica; separado ca- 
te, no se puede hacer esa elección de otra mjanera, que 
como lo dispone este inciso. 

1 0. Conmutar la pena ó ccncedor indulto con acuerdo del Consejo 
de Estado, á los reos condenados en los tribunales de Justicia. No pue- 
de recaer conmutación ni indulto sobre las sentencias pronunciadas por 
el Senado. 

El derecho de gracia lia sido siempre reconocido en 
el poder: Luis XII decía que era el mas bello privilejio 
de la corona. Cuando los principios republicanos se pro- 
pagaron en el mundo moderno, y se levantaron á ocupar 
un lugar entre las naciones, pueblos que adoptaron ese 
sistema, el derecho de gracia que ya no podia ser ejerci- 
do por el soberano — pues la soberania se había coloca- 
do en la nación— se confirió á los que representaban esa 
nación soberana, y que ejercían en su nombre los dere- 
chos afectos á ese título; estos representantes son, los dos 
principales poderes, el Lejislativo y el Ejecutivo que tam- 
bién representa á la nación, porque es la expresión de una 
gran mayoría de ciudadanos. El Poder Judicial, aunque 
se considera por algunos como un poder, que también re- 
presenta al pueblo soberano, no puede poseer la facultad 
de hacer gracia, porque como observa Blackstone, sería 

[271] Insisos 32 y ?ó del art. 87, tit. XII do la Const. de 1839 é iac. 
23 del art. 85, tít. V de la Const. de 1834. 
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impolítico, reunir en un mismo individuo el doble poder 
de juzgar y perdonar; [272] y según la opinión de Mon- 
tesquiett, porque, tal prerogatíva lo obligaría, á contra- 
decirse y á retractar sus decisiones; lo que confundiría 
teda» las ideas del derecho en el espíritu del pueblo, qu© 
apenas podría distinguir, si un acusado había sido ab- 
suelto como inocente, ó perdonado por gracia. [273] 

El derecho de gracia se deriva lógicamente del prin- 
cipio, de que todos los delitos son cometidos contra la so- 
ciedad; por consiguiente, si un individuo puede perdonar 
al (jue lo ha ofendido, es innegable que la sociedad ó sea 
la nación^ es un cuerpo invisible que delega sus poderes 
en- magistrados visibles, que son por consecuencia precísa- 
los que ejercen las prerogativas de la nación. 

GoNSBCUENTB á estos príncípíos, el proyecto que ana- 
lizamos reconoce el derecho de gracia en el Poder Ejecti- 
tíYo después de haberlo reconocido también en el Lejis- 
laÜTo; [274] en lo que está conforme con lo dispuesto en 

la Constitución francesa de 1848. [275] 

I>ICÉ Diipin, en sti nota al articulo que acabamos de ci- 
tar [276^] que estaba en el interés de la humanidad, con- 
áeívaf bajt) la República, como bajo la tiionarquía el de- 
fecho de 'preferir la misericordia á la justicia. 

EkPERO, en el inciso que nos- ocupa, al mismo tiempo 
que se concede al Presidente el derecho, cuyo ejercicio, 
según' la hermosa expresión de Cicerón, hace á los hom- 

[^72] Comentarios, lib. 4o cap. XXXI, p. 335. 

[273] Eeprit dtis l'ois, lib. '40 ch. V. 

[274] Tít. 7o 

[275] Cap. 5o art. 55. 

[276] Notes á larConst. de 1848 p. 69. 



-198— 
bres semejantes á los Dioses, se le imponen dos importan- 
tísimas restricciones; la primera que no pueda ejercer ese 
derecho, sino con el acuerdo del Consejo de Estado, y la 
segunda, que no lo puede ejercer de ninguna manera con 
aquellos sobre quienes haya recaido sentencia del Sena- 
do. Nos ocuparemos de la primera, para considerar des- 
pués la segunda. 

Reconocido en el Jefe del Estado el derecho absolu- 
to de gracia, sin restricción de ningún género, podía bien 
por debilidad ó por un exceso de clemencia y de bondad, 
hacer un abuso de él; de manera que el derecho que se le 
concede como una esperanza pnra el criminal arrepentido 
se convirtiera quizas en una amenaza para la seguridad 
de la sociedad. Este peligro desaparece, con la interven- 
ción necesaria del Consejo de Estado, cuerpo numeroso, 
que delibera en calma y que está llaiuado á ilustrar al 
Presidente, examinando las causas, y distinguiendo el cri- 
minal que merece perdón de aquel sobre quien debe caer 
la cuchilla inexorable de la ley. En las antiguas monar- 
quías el Rey extendía en Consejo de Ministro las órdenes 
de perdón: [277] cuando pasados los furores de la revo- 
lución francesa, se reconoció en el primer Cónsul el de- 
recho de gracia, fué con la restricción de que "no podría 
"ejercerlo sin liaber antes oído en Consejo privado, al 
"gran Juez, dos Ministros, dos Senadores, dos Conseje- 
"ros de Estado y dos Jueces del Supremo Tribunal." 
(Gour de Cassation.) [278] Dice Dupín, que según el ac- 
tual sistema, la opinión del Consejo de Estado, sería en 

[277] Véanse las obras de Talón. 

[278] Senatus Consulto de 7 de Thermidor del año X. 
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ciertos casos una barrera contra la cólera, y en O'tros una 
Talla contra las sujestiones de la debilidad. [279] 

Según las leyes inglesas, el derecho do gracia que se 
reconoce en el monarca, no puede tener efecto en los ca- 
sos de acusación, durante el parlamento, por la Cámara 
de las Comunes {impeobchments) porque según la resolu- 
ción de la Cámara de los Pares, "si se admítia tal poder, 
"se liarian inútiles y quedarían sin efecto las acusacio- 
"nes parlamentarias , porque admitido ese principio ó 
"puesto solamente en duda, seria necesario renunciar en 
"el porvenir á esa clase de acusaciones, que por otra par- 
"te, no se intentarían mas, y quedaría muerta ^ara siem- 

"pre la institución mas importante para la seguridad del 
"pueblo y del gobierno." [280] 

Esta fué la resolución de una Cámara aristocrática en 
un gobierno monárquico; consideremos ahora cuanta mas 
razón no habrá, para consignar tal restricción en un go- 
bierno republicano, en que los sentenciados por el Sena- 
do pueden ser los Ministros de Estado, en que lo puede 
ser el mismo Jefe de la nación, y en el que— no nos lo 
ocultemos — tiene siempre el Presidente un interés vivo y 
directo en la impunidad de su predecesor. 

11. Pedir su dictamen al Consejo de Estado sobre todos los nego- 
cios en que lo considere conveniente, y presidir cuando "lo tenga á bien 
las sesiones del Consejo, absteniéndose sin embargo de presenciar las vo- 
taciones. 

El Consejo de Estado es considerado por unos como 
una fracción del Poder Lejislativo, y por otros por un 

[279] Notes ala Const. p 70. 

[280] Blackstone. Gomm. L. 4o, cap. XXIX, p. 335. 

29 
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cuerpo meramente administrativo; es decir, en el primer 
caso como un censor del Poder Ejecutivo y un constante 
vijilanto de él, y en otros casos, como un cuerpo auxiliar 
del Ejecutivo, destinado á ilustrarlo en las disposiciones 
gubernativas que tenga á bien tomar y obrando de con- 
suno con él para la mejor marcha del Estado. 

Los PRIMEROS principios presidieron á la institución 
del Consejo do Estado en la Constitución do 1839, y muy 
semejante fue el de la Constitución francesa de 1848; so- 
bre los segundos se organizó el Consejo de Estado, tal 
como ha existido en Francia desde el año VIII de la Re- 
pública hasta 1848, y como continúa existiendo después 
del golpe de Estado del 2 de Diciembre de 1851. 

A su VEZ expondremos las razones que nos asisten pa- 
ra suponer mas natural y perfecta la organización del 
Consejo, según el sistema del célebre Sieyes; bástenos por 
ahora decir, que es la que ha sido adoptada en la redac- 
ción de este proyecto; y como el inciso que nos ocupa, so 
deriva de eso sistema de organización, creemos que de- 
bemos reservarnos para tratar de él cuando examine- 
mos por completo el título que al Consejo de Estado so 
contrae. 

12. Nombrar los Ministros de Estado, los Presidentes, Jueces, 
Fiscales de la Corte Suprema y Superiores, los Jueces de primera ins- 
tancia y Asentes Fiscales, los Prefectos, Gobernadores Litorales y Sub- 
Prefectos, los empicados Diplomáticos y Consulares y los de todas las 
oficinas de la República, los Jefes y Oficiales del Ejército y Armada, y 
en general todos los funcionarios públicos que no sean de elección popu- 
lar, ó que no tengan por la Constitución ó por las leyes una forma es- 
pecial de nombramiento. 

No CREEMOS que sea susceptible de ninguna objeción 
fundada, la atribución que se reconoce en el Presidontp, 



—201— 
de nombrar todo3 los funcionarios que en este inciso se 

detallan, puesto que todos ellos pertenecen á los ramos 
do la administración pública, cuya alta dirección compe- 
te al Jefe del Poder Ejecutivo. Sin embargo, entre los 
empleados de que este inciso se ocupa, encontramos enu- 
merados los miembros del Poder Judicial, que según 
nuestras anteriores leyes han sido nombrados por el go- 
bierno, pero siendo previamente propuestos, los unos por 
el Consejo de Estado, y por las Cortes Superiores los 
otros: la supresión de esta fórmula — pues solo mera fór- 
mula era — puede inducir á algunos á creer, que se ataca 
la independencia del Poder Judicial ó que se inviste al 
Ejecutivo de facultades que lejitimamente pertenecen á 
otros poderes del Estado. Una y otra creencia serían er- 
róneas. La facultad de nombrar los empleados del Poder 
Judicial compete al Jefe del Poder Ejecutivo, y tal facul- 
tad en ese poder reconocida, no disminuye la importan- 
cia ni la independencia de los jueces, produciendo si, re- 
conocidas ventajas al servicio público. De demostrar los 
principios que dejamos establecidos, es de lo que tratare- 
mos en el curso de este articulo. 

Antes do entrar en el fondo de la cuestión, establece- 
remos una distinción muy importante. Los funcionarios 
del Ministerio público, es decir los Fiscales y los Agen- 
tes Fiscales, solo pueden ser considerados miembros del 
Poder Judicial y no Agentes del Poder Ejecutivo, por la 
confusión de ideas administrativas que hay entre noso- 
tros. La naturaleza de las funciones do aquellos emplea- 
dos los hace indudablemente ajentes del Poder Ejecuti- 
vo; un examen detenido de ellas bastaría para probarlo 
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de la manera mas clara y precisa, sino fuera una verdad 
reconocida en todos los paiscs cultos y sancionada en sñs 
leyes. Recordemos algunas. 

*'El Ministerio público én IVancia, es la magistratu- 
**ra cuyos funcionarios, desempeñan el destino de parte 
"pública, y están encargados de la ejecución de las leyes 
"de policia y de seguridad general." 
"Sus ATRIBUCIONES administrativas son:'^ 
"1* Dar su dictamen en todos los asuntos que intere- 
"sen á la corona. 

**2* Cuando el examen de una cuestión que compete 
"al poder administrativo, se le atribuye al judicial, re- 
"querir que se devuelva á la autoridad competente." 

"3* Ejercer una vigilancia preventiva en materias de 
"policía sanitaria. 

"4* Velar en nombre del Tesoro público, á que se 
"tome razón de los bienes de los deudores al fisco y de 
"los fiadores de funcionarios públicos. 

"5* En materias electorales, tomar conocimiento de 
"las discusiones que se eleven á las Cortes Reales. 

"6* Visitar las prisiones y las casas de detención, pa- 
**ra poner al Ministro de Justicia en estado de apreciar 
"las mejoras de que su régimen es susceptible." 

"A LA cabeza del Ministerio público se encuentra el 

"Procurador general cerca de la Corte de Cassation 

"(281) el cual dirije á los otros Procuradores cerca de 

**las Cortes Reales (282) y depende del Ministerio de 

^Justicia." [283] 

t281] Empleo equivalente al de Fiscal de la Suprema entre nosotros. 

[282] Tribunales semejantes á nuestras Cortes Superiores. 

[288] Magnitot^t Delamarre. Oict. polit. et admfnis. tom.¿. p 189. 
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Txm LO que acatamos de leer, vemos la intima rela- 
ción en que ponen al Ministerio público cierta clase de 
sus funciones con el poder que dirije la administración. 

Estos principios — reconocidos por todos los gobier- 
nos que se han sucedido en Francia— se reconocieron 
también en la Constitución de 1848 que dice: *'Todoslos 
magistrados del Ministerio público serán nombrados por 
el Presidente de la República." [284] Oigamos la opi- 
nión de Mr. Dupin sobre esta disposición constitucional. 
*'Se prctendia, dice este escritor [285] que la elección de 
"esos magistrados estuviese sujeta á una orden de candi- 
"daturas; á lo que se contestó, que ejerciendo estos magis- 
"Irados la acción pública á nombre del Poder Ejecutivo, 
"encargado por la Constitución (art. 49) de vigilar y ase- 
"gurarla ejecución de las leyes, era preciso que el go- 
^*bierno tuviera entera libertad en la elección de esos 
"funcionarios." El mismo Dupin, durante la discusión del 
articulo constitucional que acabamos de citar, se expre- 
saba en estos términos. 

"El ínteres público exige que se tenga siempre por 
"principio cierto, que el gobierno sea enteramente libre 
"en la elección de los magistrados del Ministerio públi- 
"co. No debemos pretender encadenar con candidaturas 
^ la elección del gobierno, cuando se trata del nombra- 
"miento de oficiales del Ministerio público. Esindispen- 
**sable, bajo la República, como bajo cualquiera otra for- 
"ma de gobierno, dejar entera libertad en esta materia al 
^Toder Ejecutivo." [286] 

[284] Cap. VIH. art. 86. 

[285] Nolea á la Const. de 1848, p. 88. 

f 18r.] Sesión del 17 de Octubre de 1848. 
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En los Estados Unidos, el Miiüsterio publico está, 
aun mas ligado si os posible que en Francia, con el Po- 
der Ejecutivo, pues, á mas, de que el Presidente nombra 
á todos sus agentes, el principal de ellos, el Fiscal gene- 
ral y déla Corte Suprema [general Attorney] es miem- 
bro del gabinete y dasempeña las funciones de Ministro 
de Justicia, estando j>or consiguiente su remoción, como 

la de todos sus colegas sujeta á la voluntad del gefe del 
{astado. 

A LOS ejemplos, délos dos pueblos que hemos citado, 
agregaremos el de otra nación que si bien no es regida 
por la forma republicana, no por eso deja de ser el pais 
mas libre de la tierra: aludimos á la Gran Bretaña. En 
ese pais, el fiscal general {general Attorney) y los fiscales 
de las diversas Cortes de Justicia [Attorneys] son consi- 
derados como empleados de la administración, y su nom- 
bramiento corresponde al poder real. [287] 

Si después de todo lo que llevamos diclio, apelamos al 
origen de los Fiscales, en las leyes romanas, encontrare- 
mos que los abogados del fisco [advocatifisci] á imitación 
délos cuales se han establecido los modernos fiscales, te- 
nian atribuciones semejantes á las que les señalan las le- 
yes francesas é inglesas, que hemos indicado anterior- 
mente, y que demuestran los principios que hemos asen- 
tado: que los fiscales son equivocadamente considerados 
miembros del poder judicial, que pertenecen á la admi- 
nistración, debiendo por consiguiente ser nombrados por 

1287] Blackstone Comm Lib. III. C. III. 
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el poder en el que la Constitución consigna la dirccciou 
de la administración püblica« 

Pasaremos ahora á examinar la atribución concedida 
al Presidente de la República, de nombrar todos los 
miembros del poder judicial. 

Semejante atribución, se reconoce en el Poder Ejecu- 
tivo en todas las constituciones del mundo, y aun en las 
anteriores leyes del Perú. La única diferencia que resul- 
ta de la comparación de las leyes que tenemos á la vista 
es, que en unas se exije previa propuesta y en otras sub- 
siguiente aprobación de alguno de los altos cuerpos del 
Estado, pero en todas, inclusive en la de los Estados 
unidos es elgefe del Poder Ejecutivo el que hace la elec- 
ción de los jueces; por consiguiente, podemos fundada- 
mente establecer, que este proyecto, al conceder al Pre- 
sidente la facultad de elejir los miembros del Poder Ju- 
dicial, no hace sino sancionar un principio umversalmen- 
te reconocido y practicado; y que al concedérsela, sin ne- 
cesidad de previa propuesta ó subsiguiente aprobación, 
no hace sino suprimir una mera fórmula, insignificante y 

aun perjudicial como lo demostraremos después. 

Recorreremos las leyes de algunos paises para fun- 
dar nuestras aserciones. 

En la Constitución del año VIII de la República fran- 
cesa, se concede al Poder Ejecutivo el derecho de nom- 
brar los miembros del Poder Judicial, tomándolos de las 
listas de ciudadanos elegibles, en esta forma: los del Tr> 
bunal de Cassation, de la lista nacional: los de los tribu- 
nales de apelaciones, de la lista departamental: los do 
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los tribunales de primera instancia en la lista coniunaL 
Esta demarcación de listas, indica solamente^ que el Po. 
der Ejecutivo no podia nombrar á un ciudadano juez de 
un tribunal de primera instancia si no se hallaba, á lo 
menos, considerado en la lista de elegibles de un distrito; 
pero podia sin duda nombrar para ese destino á uno que 
se hallase inscripto en la lista departamoatal ó nacional. 
[288] Nos parece inútil recordar, que en las listas de 
elegibles se hallaban todos los ciudadanos capaces d& 
desempeñar los destinos públicos, y que na era muy res- 
trinjido el circulo, en que el Poder Ejecutivo podia esco- 
ger los miembros del Poder Judicial. 

La constitución francesa de 1848, también republica- 
na y mas liberal que la del año VIII, concedia al Presi- 
dente la facultad de nombrar todos los empleados del 
Poder Judicial desde los miembros de la Corte de Cassa- 
tion hasta los jueces de paz, observando las condiciones 
cxijidas por las leyes orgánicas. [289] Las condiciones 
exíjidas por las leyes orgánicas, eran condiciones de edad, 
de ciencia y de práctica judicial, y las condiciones mo- 
rales indispensables para el ejercicio de la magistratura. 

**Ex LOS Estados Unidos, el Presidente está autoriza- 
ndo para nombrar los jueces de la Corte Suprema con el 
^'consentimiento del Senado. Sobre el nombramiento de 
"los jueces de las Cortes inferiores, no hay nadaexpresa- 
"mente decidido en la ley, pero su nombramiento estátá- 
"citamente atribuido al Ejecutivo, fundado en la cláusula 
"de la Constitución que lo autoriza para nombrar todos 

[288] Tit. V. art. 68. 
[289] Cap. VIII art. 85 
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*'Zo5 empleados de los Estados Unidos cuyos noinbramíen- 
^^tos no están comprendidos en ella. [290] En la Conven^ 
*'cioii prevaleció al principio una proposición para que 
"el Senado nombrase los jueces de la Corte Suprema. 
"Pero, después, á consecuencia de un informe de la comí- 
"sion, se sanciono por unanimidad de votos que, el Presi- 
"dente fuese el que los nombrase con el consentimiento 
**del Senado." [291] 

Después de haber expuesto los sistemas de elección que 
se observaron en las dos mas justamente célebres consti- 
tuciones de las épocas republicanas de la Francia y de 
los Estados Unidos; no nos parece ínütil exponer, las 
disposiciones de las leyes de dos monarquías europeas 
rejidas por un sistema justamente reconocido liberal. 

El Estatuto del reino de Cerdeña, dice que el nom- 
bramiento de los jueces pertenece al Rey. [292] 

"En Inglaterra, dice Lord Brougham, [293] la coro- 
"na tiene el poder absoluto de nombrar los jueces, con so- 
"lo tres excepciones; estas excepciones son, las de los jue- 
"ces de las cortes eclesiásticas que nombra el Arzobispo ú 
**Obíspo, las de los vice-CancilIeres de las Universidades 
"que ejercen una jurisdicción local sobre los estudiantes 
*^y artesanos délas ciudades universitarias, y la de los 
"magistrados de las aldeas que ejercen una jurisdicción 
"local por sus privilejios de incorporación. Es de desear- 
"se, continua el mismo Lord, que cesen tales anomalías y 
"que la corona haga todos los nombramientos." 

[290] Art. 2o sec. 2a inc. 2o 

[291] Story, Comm. bn the Cons. of the ü. S. B. III cha XXXVI 

[292] Estatuto Sardo— Poder Judicial. 

[293] British Constitution cba. VIH. 

30 
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Hbmos visto cual es el sistema de elección del po- 
der judicial, observado en las naciones que por su civi- 
lizacionjy Sabiduría marchan á la cabeza dé la humani- 
dad; expondremos ahora las razones qnc á nuestro enten- 
der militan én ftívor de estós disposición. 

La primera y mas poderosa que encontramos es, que 
colocado el Poder Ejecutivo en una posición, tal como la 
que se le señala en las leyes, está en la necesidad de te- 
ner una vigilante y activa observación sobre todos los 
eiüpleados de la nación y sobre todas las corporaciones 
del Estado; ésa vijilancia y ese roce frecuente con todos 
los empleados, lo pone naturalmente en aptitud de cono- 
cer Su capacidad, méritos y demás cualidades que los pon- 
gan en situación de avanzar en la carrera judicial ó 
de entrar én ella. También la magistratura requiere, 
que en el nombramiento de los empleados que deben 
componerla, se observe la mayor imparcialidad, y esta 
condición es mas fácil encontrarla en el mas alto poder 
del Ésitado, qne no en otras corporaciones mas sujetas á 
prevenciones ó rivalidades. Por consiguiente pues, el co- 
nocimiento de los méritos de los individuos y la impar- 
cialidad en la elección, condiciones indispensables para 
acertados nombramientos, deben encontrarse en el Po- 
der lyecutivo con mas seguridad que en cualquier otro 
poder ó en cualquiera otra corporación. 

Debemos observar, qne cuando en nuestras antiguad 
leyes seexijia la propuesta del Consejo ó de la Corte Su- 
perior para ciertos nombramientos en la tnagiistratura, 
no era con ánimo de entrabar la acción del Poder Éjecu- 
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t¡vo,ni coa el de darle origen diverso al Poder Judicial, 
sino con el ünicQ objeto de ilustrar al Gobierno* Que 
con las talos propuestas se consiguiese ose intento, es 
otra cuestión que no creemos sea difícil resolver. Era ne- 
cesario suponer, que el Consejo de Estado teui^ un con- 
tacto mas inmediato que el Ejecutivo con los empleados 
de la administración ó del Poder Judicial, para creer que 
fuera útil esa propuesta; y respecto á las Cortes Superio- 
res, no trepidamos en proclamarlas absurdas, pues no po- 
día caber en ellas entera imparcialidad, desde el raomen' 
to on que los propuestos tenian que ser los abogados, con 
los que esas (Corporaciones tienen siempre cuestiones de» 
sagradables que no les permiten Ja pecesaria imparciali- 
dad en la elección. 

A MAS, esas propuestas por el Consejo ó por las Cor- 
tes, obligarían al Jefe del Estado á nombrar personas de 
quien no tuviera entera confianza, lo que es completa- 
mente absurdo, desde que se carga al Presidente con un^ 
responsabilidad que no puede aceptar, sino se le deja 
completa libertad en los nombramientos de todos los fun- 
cionarios que la ley coloca bajo su dirección. 

Si consideramos que las propuestas previas ó las sub- 
siguientes aprobaciones no son nunca de esencia consti- 
tucional, que su resultado es siempre obra del favor y que 
constituyen para los Consejeros ó representantes una oca- 
sión frecuente de corrupción mas ó menos decorosa para 
ellos, mas ó menos perjudicial para el pais, mas ó menos 
injustas para los candidatos, no podremos menos de cali* 
ficar tales propuestas á mas de inútiles, perniciosas, y por 
consiguiente de considerar muy justa la disposición que 
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las deroga y que concede al Presidente amplía libertad 
para la elección de los miembros del Poder Judicial. 

Concluiremos citando por final de este articulo la 
opinión que del Poder Judicial ingles — elejido libremen- 
te por la corona— abriga un sabio publicista de esa na- 
ción, que es también reconocida por todos los que cono- 
cen los actos de ese cuerpo respetable. 

"Si las otras partes del edificio político que hemos exa" 
"minado, dice Lord Brougham, [294] son bien concebidas 
"y dignas de admiración, seguramente no hay ninguna 
"digna, de mas benévola veneración que el sistema judi- 
"cial. Este poder, es el mas íntegro de los que han exis- 
"tido jamas entre los hombres: su integridad en los tiem- 
"pos modernos, no solo no ha sido nunca acusada, pero, 
"ni aun puesta en duda; durante la mayor vioíencía de 
"las facciones, en las turbulentas tempestades del des- 
"contento popular, cuando la Corona, la Iglesia, los Pa- 
"res, los Comunes fueron atacados con la mas desmesura- 
"da violencia durante el último siglo, ninguna voz se ha 
"oído contra la pureza inmaculada de la majistratura; ó 
"si se ha oído por un instante, ha sido inmediatamente 
^'sumerjida, por la voz indignada de todos los partidos, 
^^sirviendo únicamente para destruir el crédito del des- 
"cuidado impostor que la lanzó." 

13. Remover k su arbitrio á los Ministros de Estado, á los Fisca- 
les de las Cortes Suprema y Superiores y á los Agentes Fiscales, á los 
empleados Diplomáticos y Consulares, á los Oficiales Mayores de los 
Ministerios, á los Prefectos, á los Sub-Prefectos: á los Jefes y Oficiales 
del Ejército y Armada con arreglo á la ordenanza; con acuerdo de los 
4os tercios del Consejo de Estado á los Jefes de Oficina, y con acuerdo 

[294] Briti«h Constitución. 
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ele la mayoría del Consejo á todos los demás empleados civiles de la Re- 
pública. 

Hemos demostrado en nuestro comentario á la 12* atri- 
bución contenida en este articulo, la necesidad que exis- 
te de investir al Jefe del Estado con el poder de nom- 
brar todos los empleados de la República que se especi- 
ficaban en él: ahora, nos toca examinar la facultad que se 
le concede por este inciso de remover á su arbitrio á to- 
dos aquellos empleados, excepto á los del Poder Judi- 
cial ; y requiriéndose para la remoción de otros el acuer- 
do del Consejo de Estado. 

Eeconocida la necesidad de que el Presidente de la 
República sea el que nombre á todos los empleados de 
íílla; porque se reconocen en el Poder Ejecutivo mas con- 
diciones de acierto, y porque es indispensable, que los 
agentes subalternos de la administración, merezcan ple- 
na y entera confianza del encargado de la alta dirección 
de ella, que debe responder á la nación de los abusos co- 
metidos en esa administración que la nación le ha encar- 
gado; es imposible negarle la facultad de removerlos 
cuando lo juzgue necesario y conveniente ala mejor mar- 
cha del Estado. Aun Pinheiro que cree que el Jefe del 

Poder Ejecutivo no debe nombrar los ajentes de los otros 
poderes públicos, reconoce la necesidad de que pueda 
suspenderlos y destituirlos. [295] Por consiguiente, si 
tal facultad reconocen en el Ejecutivo los que le niegan 
la de nombrar los ajentes de otros poderes, ¿sería lójico 
ni conveniente obrar en orden inverso? sin duda que no; 

1295] Piíiheíro—Derecbo Público art. ?.o § 40. 
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y por eso, en todas las Constituciones en que hallamos 
concedida la primera atribución, encontramos también 
reconocida la segunda. [296] 

Empero, hemos observado anteriormente, que entre los 
empleados que á su arbitrio podia removBr el Jefe del 
Estado, no se hallaban comprendidos los miembros del 
Poder Judicial; en efecto, no se hallan ni pueden hallar- 
se comprendidos, porque eso seria destruir la inamovibi- 
lidad del Poder Judicial, principio que se reconoce en 
esta Constitución; de dicho principio y de los medios de 
remoción que se detallan para los empleados del Poder 
Judicial, nos ocuparemos al tratar del título que se con- 
trae á la organización de ese poder. 

14, Suspender y someter inmediatamente al Juez competente, con 
acuei-do del Consejo de Estado, á los Jueces de las Cortes Superiores y 
de primera instancia: sin necesidad del acuerdo del Consejo á todos los 
empleados civiles y militares de la República: suspender y reducir á 
medio sueldo por tres meses á todos los empleados civiles que no sean 
Prefectos ó Gobernadores litorales, Jefes de oficinas, Tócales del Tribu- 
nal Mayor de Cuentas ó Fiscales de las Cortes Suprema y Superiores: 
suspender é indefinir con arreglo á la ordenanza á los Jefes y Oficiales 
del Ejército y Armada. 

Es SIN duda indispensable que el Poder Ejecutivo ten- 
ga la facultad de suspender y someter á juicio á los em- 
pleados que delincan en el ejercicio de sus funciones ó 
fuera de ellas, porque ese poder es el encargado según el 
Derecho Publico [297] de vijilar la conducta de todos 
los funcionarios públicos, y por cierto que su vijilancia 
seria inútil sino tuviese en sus manos los medios de repri- 
mir con enerjía y rapidez las faltas que en ellos notase. 



[296] Const. Franc. de 1848, cap. 6o art. G4 
[297] Véase Pinheiro § 40. 



y 65. English Lawo?. 
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Pero, puede haber faltas de naturaleza tal, que no requie- 
ran que los empleados sean sometidos ajuicio y para las 
que sería suficiente la suspensión de empleo y reducción 
á medio sueldo que por este inciso se autoriza. 

La necesidad de indefinir á los oficiales del ejército 
y armada, nace de la abundancia de oficiales que se han 
formado en la larga serie d,e nuestras contiendas. Exce- 
diendo su número con mucho de las necesidades de nues- 
tro ejército y marina, siendo injusto desconocer los ser- 
vicios prestados á la nación, y no siéndolo menos, recar- 
gar los tesoros de esta con la inmensa suma á que ascien- 
den sus sueldos, se hace indispensable procurarles una si- 
tuación en la que, sin despojarles de sus grados — lejítima 
ó ilejítimamente adquiridos pero ya reconocidos — se pro- 
vea á su subsistencia con la cantidad de sueldo que por 
sus años de servicióles corresponda, y se liberte á la na- 
ción de un inmenso recargo en sus gastos. Indudable- 
mente solo el Jefe del Poder Ejecutivo, puede hacer estas 
calificaciones porque según la Constitución, él tiene el 
mando y la dirección de las fuerzas nacionales. 

15. Conceder jubilaciones, retiros, licencias, pensiones y goce de 
montepio con arreglo á las leyes. 

La justicia y la poca importancia de esta atribución, 
creo que nos dispensa do detenernos en su considera- 
ción. [298] 

[298] Limitar sin necesidad la autoridad lejítima, es limitar la certi- 
dumbre, la paz y la verdad. — [Lammenais— Sur lo *Pape'' de Mr. de 
Nairtre.] 



TITULO II. 



Del Consejo de EstadOr 



Art 58. El Consejo de Estado se compone del Vice-Presidentede la 
República, qaeseráel Presidente del Consejo, de los Ministros de Esta- 
do y de veinticuatro individuos mas, nombrados por el Presidente de la 
República, entre los cuales no habrá mas que un eclesiástico, ni mas 
empleados públicos que tres majistrados, dos empleados civiles, dos Je- 
fes de Ejército y uno de la Marina. El Consejo tendrá un Secretaria 
que no sea Consejero. Una ley arreglará las funciones del Consejo. 



Al ocuparnos del inciso 11 del artículo 57, manifesta- 
mos los dos sistemas bajo los que se ha organizado el 
Consejo de Estado en diversos paises y en distintas épo- 
cas; esto es, considerándose unas veces como parte del 
Cuerpo Lejislativo, y otras como un cuerpo administrati- 
vo; en el primer caso como un censor constante del Po- 
der Ejecutivo, y en el segundo como un auxiliar de este 
poder. También dijimos entonces, que este proyecto lo 
considerábamos bajo el segundo aspecto que hemos indi- 
cado, siendo su organización lejitima consecuencia de esos 
principios. 



SI 
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Establecido esto, pasaremos á demostrar las venta- 
jas que ofrece el Consejo de Estado considerado como un 
cuerpo auxiliar del Ejecutivo, y los inconvenientes que 
presenta como fracción del Cuerpo Lejislativo, inconve- 
nientes que se extienden á tal ^rado, que éntrela supre- 
sión de ese cuerpo, j su existencia del modo como ha es- 
tado organizado entre nosotros, es preferible, sin duda, su 
completa extinción. Así lo ha considerado seoruramente 
la Convención Nacional cunndo sancionó las bases de la 
Constitución; pero de que una institución sea periudicial 
ó inútil de cierta manera or^ranizada, no se deduce por 
cierto, que lo sea de un modo absoluto; y si el Consejo 
de Estado como cuerpo colejislativo y Fiscal del Ejecu- 
tivo, se hallaba en uno de esos casos, el mismo Consejo 
organizado como cuerpo administrativo, es sin duda, muy 

6til y quizas indispensable para la mejor y mas ilustrada 
marcha del Gobierno, como se considera en las naciones 
mas adelantadas de Europa. 

No ES el Consejo de Estado una creación de los tiem- 
pos modernos; cuando no existia aun la ciencia constitu- 
cional ya se conocía el Consejo de Estado, organizado de 
i^iia manera incompleta sin duda, como acontece siempre 
en la infancia de todas las instituciones, y ejerciendo una 

flaeíacla absurda de funciones lejislativas, administrativas 
y judiciales á la vez. En el siglo XIV, bajo el reinado de 
San Luis, tenia este Rey á su lado una-s^ gentes cuya opi- 
nión consultaba^ dicen las crónicas antiguas en su sencillo 
lei^iguaje; pero el Consejo del Rey no comenzó á existir 
como institución hasta 1302 bajo el reinado de Felipe el 



—217- 
Hermoso. [299] Desde entonces hasta 1791 continuó con 
diversas atribuciones, que se aumentaban ó disminuian á 
medida que los principios administrativos se desarrolla- 
ban, y que el Gobierno de Francia se establecia sobre 
mas sólidos fundamentos. Este Consejo nació, según Fas- 
quier, de la necesidad que tienen los Príncipes^de rodear- 
se de personas entendidas que los aconsejen én los nego- 
cios, para la mayor utilidad del Estado. Estas personas 
se escojian tanto en los Parlamentos cuanto entre los 
grandes Señores y Príncipes franceses. [300] 

Pero la Asamblea Nacional de 1791 temió á una ins- 
titución que desde tan remotos tiempos se hallaba ligada 
á los Reyes de Francia, y suprimió el Consejo del Rey, 
que no volvemos á encontrar en las Constituciones de 
aquella nación, hasta el año VIII de la República, en la 
Constitución consular que en ese año se proclamó. [301] 
El claro talento del abate Si eyes, conoció cuan importan* 
te era semejante institución, y la adoptó con él nombre de 
Consejo de Estado, dándole otras bases y una organiza- 
ción solamente administrativa. El Consejo de Estado de 
Sieyes, es el que con mas ó menos fidelidad ha sido siem- 
pre copiado en todas las Constituciones modernas, obser- 
vándose que los cuerpos de esa clase que han producido 
mejores resultados, son aquellos que mas se parecen al 

original; pues tan perfecto es este, que según Thiers, el 
Consejo de Estado y la división territorial de la Fran- 
cia según la Constitución del año VIII, han sido siempre 

[299] Isambcrt. Recueil des Ordonances. 
[300] Pasquier. Recherctics, Lib. II ch. 6. 
[301] Laferriere. Droit public. Lib. I pag. Iá4, 
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reconocidas como obras tan admirables y completas que 
se han mantenido siempre al través de todas las revolu- 
ciones y de todas las diversas organizaciones de la Fran- 
cia. [302] El Consejo de Estado según la Constitución 
consular, era un cuerpo, como hemos dicho, meramente 
administrativo y auxiliar del Gobierno, pu3s si cjercia 
funciones lejislativas, era solo como participe de las que 
la Constitución conferia al Poder Ejecutivo; sus atribu- 
ciones lo manifiestan así. Esas atribuciones eran: redac- 
tar sin discutir los proyectos de ley que presentaba el Go- 
bierno al Cuerpo Lejislativo, redactar igualmente los re- 
glamentos de la administración pública, resolver las difi.- 

cultades que en materias administrativas se ofreciesen, y 
dar al Gobierno su dictamen en todos los negocios en que 

tuviese por conveniente requerirlo; en suma, ilustrar y 
ayudar al Poder Ejecutivo en su marcha administrati- 
va. [303] 

Tal era el Consejo de Estado de Sieyes^ y tal se ha 
mantenido constantemente en el fondo, y con insignifi- 
cantes modificaciones en las demás Constituciones de 
Francia hasta 1848, en que se le señaló una mezcla 
de atribuciones, que conferidas con el intento de entrabar 
la marcha del Ejecutivo y de restringir sus poderes, die- 
ron por único resultado la anulación completa del Con- 
sejo durante la República: estado en el que se mantuvo 
hasta que el Emperador Napoleón III, volviéndole su 
antigua organización, lo ha colocado nuevamente en su 
natural y justa esfera, y puesto por consiguiente en si- 

[302] Hist. du ConsuUt etdeT Empirc. rol. 1er. liv. ler, 
X308] Const. del año Vil, tít. 4o art. 52. 
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tuacion de prestar importantes servicios al Estado. 

Bajo principios semejantes á los que hemos indicado 
se organizó el cuerpo con que Pió IX comenzó su carre- 
ra de reformas, interrumpida por la revolución de Italia: 
[304] el Consejo de Estado de Chile, [305] que tan im- 
portantes servicios presta á ese pais largos años hace, y 
también observando el mismo sistema se organiza en el 
proyecto que analizamos. Pasaremos ahora á examinar 
sus ventajas, de lo que nos habia distraido la mirada re- 
trospectiva, que hemos creido necesario echar al origen 
y á la marcha déla institución que nos ocupa. 

Cualesquiera que sean las opiniones que sobre la or- 
ganización del Consejo de Estado se abriguen, nadie du- 
dará que sus principales funciones son, las de auxiliar 
con sus luces al Jefe del Estado; ese es, como hemos visto 
anteriormente, el origen de la institución, ese el objeto 
con que se revivió en Francia, y ese es también sin la me- 
nor duda, el objeto con que se ha adoptado en las leyes 
de diversas naciones. Aun los que juzgan que al Consejo 
se le deben atribuir funciones colegislativas y fiscales, no 
pueden negar que las administrativas son las que prin- 
cipalmente le competen, no solo por que son las funcio- 
nes primitivas de su institución, sino por que son las 
únicas que el Consejo puede llenar de una manera per- 
fecta y por si solo, puesto que para las otras, para aque" 
lias legislativas y fiscales que algunos le atribuyen, ne- 
cesita la au toridad del cuerpo legislativo. Citaremos en 

« 

[304] La Consulta di Stato. 

L305J Cap. Vil., art. 102 de la Con?!, de Chile. 
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íipoyo do este principio el Consejo de Estado de Francia 
Begun las Cor 8ti<u( iones de 1848, que es el ejemplo mas 
autorizado que encontramos de un cuerpo de esa especie 
con funciones l<?gislativas. Ese cuerpo, tenia atribu- 
ciones administrativas, de tanta importancia quizás como 
las legislativas, y las primeras formaban sin duda el fun- 
damento de su organización. [306] En nuestro Consejo, 
según la Constitución de 1839, se observaba una cosa se- 
mejante, lo que demuestra que, si alguna vez se le han 
conferido al Consejo funciones legislativas, nunca se le 
ha despojado de las administrativas que forman su prin- 
cipal objeto. 

Establecido esto, observaremos, que para que el Con- 
sejo pueda desempeñar cumplidamente sus funciones ad- 
ministrativas y de auxiliar del Poder Ejecutivo, objeto 
principal de su institución, es indispensable que posea 
la plena confianza del poder que necesita el concurso de 
sus luces, y con el que debe reinar el mejor acuerdo y la 
armonía mas perfecta, para que el Consejo corresponda 
al objeto de su institución. Esa confianza no puede exis- 
tir, ese acuerdo es absolutamente imposible que reine, des- 
de el momento en que el Ejecutivo mire en el cuerpo que 
debe ser un auxiliar suyo, un fiscal y un acusador, — co- 
mo lo era según la Constitución de Huancayo [307] ó un 
poder bastante fuerte para entrabar su acción y anular 
las resoluciones que crea necesario recabar del Poder Le- 
gislativo, como sucedía en Francia según la Constitución 

[306] Laferriero. Droit public.liv. I,p. 214-. 
£■^07] Tit. 13, art. 103. 
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de 1848. [308] De manera que, atribuyendo al Consejo 

de Estado funciones legislativas y fiscales que no puedo 
desénapeñar do un modo completo, se le inutiliza para 

que desempeñe las únicas que le competen que son las 
administrativas, porque se destruye el acuerdo que debe 
existir entre él y el Ejecutivo, y se le priva necesariamen- 
te de la confianza de este, condiciones indispensables pa- 
ra su cumplido desempeño; por consiguiente, pues, un 

Consejo de Estado organizado con una mezcla de atribu- 
ciones que no trepidamos en calificar de absurdas, seria 
un cuerpo inútil — como lo fué el Consejo de Estado de 
la República Francesa, y como lo ha sido siempre el Con- 
sejo de Estado del Perú,-que lejos de ayudar al Gobier- 
no y de contribuir á la mejor marcha de la administra- 
ción, la complicaria, no pudiendo hacer nada de por si, 
y estorbando la acción del Ejecutivo; teniendo entonces 
el Estado la monstruosa institución de un cuerpo, con 
todas las pretensiones y con todos los atributos de la in- 
dependencia, pero sin las facultades necesarias para ha- 
cer nada ventajoso ni útil al Estado. 

Crbkmos haber demostrado los inconvenientes que 
tiene y la suerte que cabria á un Consejo de Estado con 
atribuciones legislativas y fiscales; veamos las ventajas 
que presenta ese mismo cuerpo organizado de la manera 
que este proyecto lo establece. 

El Consejo de Estado orgaxiizado como cuerpo admi- 
nistrativo, tiene también funciones legislativas, pero no 
de un modo absoluto, sino como auxiliar del Ejecutivo, 



[30«] Const.de 1848art. 75. Ley orgánica art. 1. 
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es decir, ilustrando su opinión y participando, como cuer- 
po consultor, de la iniciativa de las leyes que la Consti- 
tución concede al Ejecutivo. Tiene además funciones ad- 
ministrativas, y ejerce también cierta jurisdicción como 
tribunal administrativo. La importancia y la necesidad 
de un cuerpo organizado de tal modo, no se pueden ocul- 
tar á nadie. "En un gran número do negocios, el interés 
"del país exije que el poder confiado á la administración, 
"sea á la vez discrecional é incapaz de abusos. Entonces 
"es indispensable la intervención del Consejo de Esta- 
*,do. Colocado en una esfera elevada, percibe en su con- 
"junto y en sus relaciones con la sociedad entera, loJfa[ue 
"en un ministerio no se puede ver sino de una manera 
"incompleta y restrinjida. Aconseja pero no obra, y sus 
"consejos son por eso mas imparciales. A menudo se ele- 
"van entre dos ministerios contestaciones sobre atribu- 
"ciones, simple discusiones deneo^ocios, que si no tuvie- 
"ran un juez reconocido, se envenenarían bien pronto por 

"las susceptibilidades del amor propio, y podrian produ- 
"cir algunas veces graves inconvenientes. El Consejo 
"interviene entonces como un arbitro, muy elevado para 
"que cause repugnancia someterse á él, muy ilustrado pa- 
"ra que sus decisiones no sean respetadas." [309] En el 
Consejo de Estado, organizado como el articulo que co- 
mentamos lo dispone, encuentra el Gobierno un guia se- 
guro que lo dirija, un foco de luz constante que lo ilustre. 
Un Consejo de Estado numeroso, compuesto de repre- 
sentantes ilustrados de todas las altas clases de la socie- 

[309] Magnitot el Delamarc. Dic. polit. et adm. rol. 2 pag. 291. 
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dad, percibe, como dice Magnitot, lo que un ministro no 
puede percibir, discute con calma y madurez y su resolu* 
cion se ilustra con las opiniones de sus numerosos miem- 
bros. En él, hay un lugar señalado para que el clero, el 
ejército, la magistratura, el comercio, las ciencias, la 
agricultura tengan un representante, para que ese cuer- 
po se componga de hombres especiales y para que sus 
opiniones sean el resultado de ese variado concurso de 
diversas luces. ¿Se puede dudar un momento, se puede 
negar de buena fé la importancia de un cuerpo asi cons* 
tituido? Creemos que no, y si alguno lo dudase, fácil se- 
ría convencerlo. ¿Qué ventajas produjo á la Francia el 
Consejo de Estado de 1848? ¿Cuales son las que ha re- 
portado el Perú del Consejo de Huancayo? Ningunas 
sin duda. Entre tanto, los códigos, el admirable edificio 
administrativo que admiramos hoy en Francia, el vuelo 
que han tomado las ciencias y las artes en este siglo, to- 
do, todo eso es obra del Consejo de Estado de Napoleón 
I, todo obra de ese cuerpo creado por Sieyes, en que se 
sentaron Monge y Tronchet, Laplace y Portalis. 

Pero un Consejo de Estado organizado de esa mane- 
ra, necesita que sus miembros sean nombrados por el Go- 
bierno: 1" porque es indispensable que posean la entera 
confianza del Jefe del Estado, con cuyo acuerdo desem- 
peñan sus trabajos; 2^ porque ni el Congreso, ni ningún 
otro poder ó cuerpo del Estado, tienen un interés tan di- 
recto en la acertada elección de los Consejeros, como el 
Presidente de la República, que va á reportar las venta- 
jas de una buena elección, ó á sentir los inconvenientes 
de una elección desacertada. El mas lijero temor de abu- 
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sos por parte del Ejecutivo, se aleja examinando las ca- 
lidades que debe poseer un Consejero y que se detallan 
en el artículo 63 de este proyecto, del que nos ocupare- 
mos después. 

Observaremos antes de concluir esto artículo , ya de- 
masiado largo, que asi como se le han dejado al Consejo 
las atribuciones legislativas que como cuerpo auxiliar del 
Ejecutivo le competen, también se le reconocen las de 

Fiscal que no perjudiquen á sus funciones administrati- 
vas; es decir que no le priven de la confianza del Go- 
bierno; puesto que pueden representar al Gobierno en 
los casos en que se extravie este en su marcha, pero nada 
mas que representar, contribuyendo de este modo tam- 
bién á lamas acertada dirección del Gobierno, y guar- 
dando su órbita natural. De lo que se deduce, que Sien- 
do el Consejo un cuerpo destinado para ilustrar al Eje- 
cutivo, debe obrar en este caso como obran los Fiscales 
en su esfera. 

Art, 59. El Consejo tendrá doa Tice-Presidentes que rennan los re- 
quisitos que esta Constitución requiere para ser Presidente de la Re- 
püblica. Serán nombrados por las Cámaras, á propuesta en terna del 
Presidente de la República, quien ele<?irá los propuestos entre los vein- 
ticuatro Consejeros nombrados, y no presentará la terna para el secun- 
do Yice-Presidente sino después de haberse vcriñcado el nombramiento 
del primera 

Poco nos detendremos en la consideración de este ar- 
tículo. Las Cámaras deben nombrar á los Vice-Prcai- 
dentes del Consejo de Estado, y esto» deben reunir los 
requisitos que la Constitución exije para ser Presidente 
de laEepübUca; porque según hemos visto en el examen 
de los anteriores artículos, los V ice-Presidentes del Con- 



—225- 
sejo de Estado pueden optar alguna vez la Presidencia 
de la Eepública, aunque por solo un tiempo muy limitar 
do, y mientras se hacen las elecciones para Presidente 
y Vice-Presidente de la República. Las Cámaras los de* 
bcn elegir de la terna que el Presidente de la Bepüblica 
les presente; porque siendo este el que olije á los Conse- 
jeros de Estado, está en posición de conocer quienes de 
entre los Consejeros, son los mas capaces de optar ese 
puesto, ilustrando asi la elección de la Cámara. Recor- 
daremos en apoyo de esta disposición, que según la Cons- 
titución francesa de 1848, el Vice-Presidente de la Re- 
pública era elejido por la Asamblea de una terna presen* 
tada por el Presidente. [310] La propuesta para el se* 
gundo Vice-Presidente tiene que hacerse después de he* 
cha la elección del primero, porque si fueran las pro* 
puestas simultáneas, se inutilizarían á los propuestos pa* 
ra primer Vice-Presidente para ser elegidos segundos, 

Art. 60. Las funciones de los Consejeros de Estado son gratuitas. 

Con esta disposición se consigue en los Consejeros de 
Estado mayor independencia, se evita que se pretendan 
las funciones de tales como un medio de especulación, y 
se evita también que el Presidente de la República haga 
elecciones desacertadas por favoritismo y por recompen- 
sar con los sueldos de Consejero, que debian ser necesa- 
riamente crecidos, á hombres indignos de ose elevado 
puesto. 

Cuando analizamos el artículo 13 que se ocupado los 
sueldos del Cuerpo Lejislativo, hemos expuesto las razo 

[310] Art. 70. 



—226- 
nes que á nuestro entender existen en pro y en contra, pa- 
ra señalar sueldos á esos funcionarios; si se recuerda lo 
que dijimos entonces se observará, que al Consejo de Es- 
tado no son aplicables ninguna de ellas, y que no hay una 
sola en contra del articulo que ahora comentamos que 
merezca ser refutado. 

Art 61. Los Consejeros que no sean empleados públicos, no pueden 
desde el dia de su nombramiento obtener empleo alguno que tenga sueldo. 

A PESAR de que las calidades que para ser Consf^jero 
requiere este proyecto, alejan todo temor de dominación 
absoluta del Presidente en el Consejo; sin embargo, se 
han tomado todas las precauciones necesarias para alejar 
aun mas ese temor, y una de las principales es laque aca- 
bamos de leer, con la que se evita que un empleo públi- 
co asalariado, sea la recompensa con que el Presidente 
premie el servilismo de un Consejero de Estado. Estas 
disposiciones tienden también á dar al Consejo toda la 
importancia, toda la respetabilidad y elevación que esc 
cuerpo necesita. 

Art 62. Los veinte y cuatro Consejeros de que habla el artículo 59, 
se renovarán por mitad cada cuatro años al empezar su periodo el Pre- 
sidente de la Kepüblica. La suerte designará la mitad que haya de ce^ 
sar la primera vez. 

Tres razones muy importantes encontramos para la re- 
novación del Consejo de Estado: primera como una con- 
secuencia del principio de alternabilidad, que en un go- 
bierno democrático se debe establecer en todos aquellos 
empleos, con cuyo puntual y cumplido desempeño sea com- 
patible: segunda, que debiendo poseer el Consejo la ple- 
na y entera confianza del Jefe del Estado, como anterior- 
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mente lo hemos demostrado, para qne corresponda al 
principio de su institución, es indispensable facilitar á 
este funcionario el medio de colocar en el Consejo, al co- 
menzar su periodo, á aquellos hombres en quienes recO' 
nozca la probidad y las luces necesarias, y en quienes 
tenga puesta su confianza, para que lo ayuden en la difí- 
cil y espinosa obra de rejir una nación: tercera, que 
siendo el empleo de Consejero, un empleo laborioso y so- 
bre el que pesa una grave responsabilidad, y distiendo 
razones muy poderosas para no señalar remuneración nin- 
guna por los servicios que en el Consejo se presten, seria 
hasta cierto punto injusto obligar á un ciudadano á per- 
manecer indefinidamente en un puesto de esa clase. 

Como, según este proyecto, los Consejeros de Estado 
son indefinidamente reelejibles, desaparece la única obje. 
cion que se podia hacer al principio de renovación: que 
podia carecer el Estado del concurso de las luces de hom- 
bres que habían adquirido en el desempeño de las funcio- 
nes de Consejero, una gran práctica administrativa; pero 
repetimos, la facultad de la reelección destruye completa- 
mente ese argumento contrario, porque sin duda el Presi" 
denle de la República preferirá por propio interés, ro- 
dearse de personas entendidas y experimentadas, y no de 
hombres nuevos que carezcan de esas condiciones. Reco- 
nocido y sancionado el principio de reelegibilidad indefi- 
nida, desaparecen todos los inconvenientes que podia 
ofrecer la alternabilidad, quedando existentes las venta- 
jas que ese sistema presenta. 

Los Consejeros de Estado según la Constitución fran" 
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eesa de 1848 toiiian seis años de duración en sus funcio- 
nes y eran también indefinidamente reelegibles, [311] 
lo que es indispensable en sentir de Dupin, para crear en 
el Consejo doctrinas reflexivas, asegurar las tradiciones 
y dar alguna firmeza á la institución, ya que no se habia 
hecho vitalicia. [312] 

La Constitución del año VIII, no dispone nada sobre 
la duración de los Consejeros de Estado; pero según el 
Senado-consulto de 28 de Florealdel año XII [313] eran 
vitalicios, después de haber cumplido cinco años desem- 
peñando las funciones de Consejero. Durante la restau- 
ración y la monarquía de Julio, eran amovibles á volun- 
tad del soberano [314] como lo son actualmente bajo el 
segundo imperio. 

En las Constituciones Americanas no encontramos el 
Consejo de Estado como cuerpo administrativo y consul- 
tivo sino en la Constitución de Chile y en la de la anti- 
gua Colombia sancionada en Cücutaen 1821. Según la 
primera, los Consejeros de Estado son nombrados y re- 
movidos cuando el Presidente lo tenga á bien, lo que nos 
induce á creer que no tienen duración determinada por 
la ley; [315] y según la segunda podian ser del mis- 
ino modo removidos, puesto que no era un Consejo de Es- 
tado perfecto, sino un mero Consejo de Gobierno, com- 
puesto del VicG-Presidente de la República, un miembro 

[311] Art. 72. 

[312] Notes á la Const. p. 79. 

[313] Art. 77. 

[314] Ma;i:nlnot. Dict. depol. etadm. rol. lo p. 29i. 

[315] Inc 6o art. 82. 
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de la alta Corte de Justicia, nombrado por el Presiden- 
te, y los Ministros de Estado. [316] 

Respectó al modo como se debe efectuar la primera 
renovación del Consejo de Estado, creemos que es la úni- 
ca justa y posible; ya hemos emitido las ideas que sobre 
este sistema abrigamos al tratar de la primera renova- 
ción de las Cámaras, caso idéntico al que ahora nos 
ocupa. 

Art. 63. Para ser nombrado Consejero de Estado se requieren las 
mismas calidades que para ser Senador, con excepción de la renta que 
no bajara de tres mil pesos anuales. 

Al ocuparnos del artículo 21 del título VI en que se 
determinnn las calidades que deben poseer los Senado- 
res, hemos demostrado la necesidad de la existencia de 
esas condiciones en los individuos que sean nombrados 

Senadores; como el Concejo de Estado es un cuerpo tan 
importante casi como el Senado, y con atribuciones que 
también requieren condiciones de madurez y juicio en los 
nombrados; es consecuencia clara, que si son necesarias 
y justas las condiciones que para ocupar un lugar en el 
Senado se requieren según este proyecto, justo y necesa. 
rió es exijirlas idénticas para los Consejeros de Estado, 
Pero, para ser Senador sé requiere, qué la persona nom- 
brada para ese cuerpo tenga mil quinientos pesos derón- 
ta, y tres mil son los que para ser Consejero -se necesi- 
tan: la razón en que se funda-esta diferencia es muy ob- 
via. Como el cargo de Consejero es gratuito como el dé 
Senador, pero con una duración de cuatro años, mientras 
que este dura solo dos ó tres meses en cada bieniq; es in- . 

[316] 8«c. Saarl.183. 
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dispensable que la persona que sea nombrada Oonsejero, 
disfrute de una renta que le permita contraerse por cua- 
tro años al servicio público, sin gran quebranto en su for- 
tuna; y que al mismo tiempo esta sea tal, que lo coloque 
en una posición independiente y le facilite disfrutar en la 
sociedad del rango que á la elevada posición de Conseje- 
ro compete. 

La edad de treinta años es laque se ha requerido siem- 
pre en Francia [317] para ser nombrado Consejero: [3Í81 
sobre la renta que deben disfrutar, no disponen nada esas 
leyes porque allí están los Consejeros pingüemente dota- 
dos por la nación. 

Art, 64. Son atribuciones del Consejo de Estado ademas de lo que le 
corresponde por otros artículos constitucionales: 

la Dar su dictamen al Presidente de la República sobre todos los 
negocios en que el Presidente le consulte, y proponerle todos los proyec- 
tos de ley ó de decretos, y en general todas las providencias que crea 
conducentes al mejor servicio del Estado. Los dictámenes del Consejo 
son puramente consultivos, á excepción de los casos en que la Constitu- 
ción exije que el Presidente de la República proceda con su acuerdo. 

Las atribuciones del Consejo que se detallan en este 
inciso son aquellas que le corresponden como cuerpo ad- 
ministrativo y que le dan el carácter de tal. Sin ellas no 
sería loque debe ser; un cuerpo administrativo, un auxi- 
liar del gobierno destinado á ilustrar sus operaciones y á 
iluminar su marcha. Estas facultades ó atribuciones tie- 
nen todos los Consejos do Estado constituidos de una 
manera semejante. [319] 

[317] Excepto bajo la restauracian: entonces para la mayor parte de 
los empleos públicos que no eran hereditarios se exijia la de cuarenta 
años. Véase la Constitución de 1814. 

[218] Magnitot et Delamarre. Dic. de drott public. vol. lo p. 307. 

[319] Const. del año VIII art. 62. Senado consulto del año XII tít. 
IX. Magnínot et Dalamarre. Dict. pol. et adm. vol. 1er. p. 294 y sig. 
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Los CASOS señalados por la Constitución para que el 
Presidente proceda con su acuerdo, son, como antes he- 
mos visto, casos arduos y delicados en que el Gobierno 
debe proceder con circunspección y mesura por el interés 
de la nación y por los mismos intereses del Gobierno, 

cuando se entienden como deben entenderse, que están 
constantemente de acuerdo con los intereses de la nación, 

2a Autorizar en receso del Congreso al Presidente de la Repübli- 
ca cuando lo exija urgentemente la seguridad interior ó exterior, para 
aumentar la fuerza de mar y tierra, para suspender por tres meses á lo 
mas el goce de los derechos garantidos en los incisos 3o, 4o y 7o del ar- 
tículo 7o de esta Constitución, Para conceder esa autorización, se re- 
quiere mayoría de dos tercios y votación nominal. 

En nuestro comentario á la atribución 3* del Congre- 
so comprendida en el articulo 29 del título 7-, hemos de- 
mostrado con principios incuestionables, deducidos de la 
vida de los pueblos, y con ejemplos de otras naciones muy 
celosas de sus derechos y libertades, la necesidad que ha- 
bla de autorizar á las Cámaras, para la suspensión de 
ciertos derechos garantidos por la Constitución y que en 
este proyecto se comprende en los incisos 3-, 4- y 7- del 
artículo 7" ; por consiguiente, ahora nos ceñiremos á ma- 
nifestar, que el Consejo en receso del Congreso debe te- 
ner igual facultad. Las razones que se ofrecen para ello, 
no son consecuencia de que creamos al Consejo un frag- 
mento del cuerpo Lejislativo, no: son razones que se. des 
prenden de las circunstancias del Perú y aun de la natu- 
raleza misma de su suelo. Treinta años de revolución y 
de guerra, mil intereses mezquinos nacidos en el curso de 
esas revueltas, mil ambiciones personales consecuencia 
de ellas, y la desmoralización que generalmente seobser- 
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va en todas las clases de la sociedad, hacen desgraciada, 
mente muy difícil, la completa organización del Estado y 
la consolidación de los hábitos de orden y sumisión á las 
leyes. Antes que á ese punto hayamos llegado, es desgra- 
ciadamente muy probable, que la nación tenga que atra- 
vesar algunas crisis que pongan en peligro el estableci- 
miento definitivo del orden y de la paz. Para tales emer- 
jencias, es indispensable autorizar á un cuerpo permanen- 
te, como lo es el Consejo de Estado, para que á su vez 
autorice la suspensión de ciertas garantías que dejen al 
Gobierno mas recursos para asegurar la paz; pues si solo 
el Congreso estuviera dotado de esas facultades, el rece- 
so necesario de ese cuerpo, pondría á los perturbadores 
del orden en una posición tan ventajosa, como crítica fue- 
ra entonces la del Gobierno. 

Si a estas circunstancias exteriores, agregamos la con- 
sideración del desacuerdo constante con nuestros vecinos, 
desacuerdo bien difícil de arreglar, pues se funda en can- 
sas de difícil extirpación, tendremos clara la necesidad 
de la autorización que por este inciso se concede al Con- 
sejo de Estado. 

Hay á mas otra razón para ello, que como hemos di- 
cho se desprende de la naturaleza física de la República. 
Esta razón es, la dificultad de reunir un Congreso ex' 
traordinario que faculte competentemente al Ejecutivo 
en los casos antes expresados, con la rapidez que esos 
casos requieren. En Inglaterra, el acta del habeos cor- 
pus — que comprende las garantías que según este pro- 
yecto pueden suspenderse por el Consejo — no puede ser 
suspendida sino por el parlamento. Pero, prescindiendo 
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de las circuastancias políticas que hemos indicado y que 
no existen en ese pais, el Parlamento entero de Inglater- 
ra puede reunirse en Londres, en menos tiempo que el 
que emplea en trasladarse á Lima el representante de la 
provincia mas inmediata á la capital. 

Asi PUES, careciendo el Consejo de la facultad que por 
este inciso se le concede, cualquiera revolución inter- 
na, cualquier conflicto con otra potencia, podian desarro- 
llarse y tomar enormes dimensiones, mientras el Congre- 
so extraordinario sereunia, viéndose el Presidente en la 
triste necesidad de contemplar la tempestad revolucio- 
naria sin los medios necesarios para conjurarla. 

Antes de concluir, observaremos, que la facultad que 
se concede al Congreso y al Consejo para suspender cier- 
tas garantías, no se parece en nada á la autorización que 
esos mismos cuerpos poseían, para conceder facultades 
ilimitadas, generalmente innecesarias, causa de fre- 
cuentes abusos y que ponian á la nación á merced del 
poder terrible y absurdo de un Dictador. Las facultades 
concedidas á las Cámaras y al Consejo según este pro- 
yecto, son solo para suspender las tres garantías que 
comprenden, la libertad de permanecer en la República, 
el derecho de no ser preso sino por orden judicial y la 
inviolabilidad del domicilio. Compárense estas faculta- 
des con lasque por la carta de Huancayo podian conce- 
derse [320] según las que podían atacarse la vida y la 
propiedad. Nunca inculcaremos bastante sobre esta nota- 
ble y trascendental diferencia, 

[320] Véase el inc. 26 del art. 55 tit. X. 
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Observaremos también, que para concede?- e^to auto- 
rización, exige el proyecto mayoría de dos tercios y vo- 
tación nominal; mayoría de dos tercios, para conseguir 
mas acierto en la resolución, votación nominal, para la 
responsabilidad efectiva que prescribe la Constitución. 

3a Dirimir las competencias entre la Corte Suprema y las Cortes 
Superiores, y entre el Poder Judicial y las autoridades administrativas. 

La atribución que acabamos de leer, es la que cons- 
tituye la jurisdicción administrativa; jurisdicción cuyas 
ventajas son innegables, pues desde el momento en que 
se admitan como posibles las competencias entre los cuer- 
pos políticos, ó las autoridades administrativas, no se 
puede negar la necesidad de que exista un cuerpo sufi- 
cientemente autorizado por la ley para dirimir y cortar 
esas competencias, que desarrollándose, podían ser cau- 
sa de graves tropiezos en la marcha política del Estado 
y ocasionar males de trascendencia funesta para la na- 
ción. Reconocida la necesidad de la existencia de un 
cuerpo dotado de esas facultades, no creemos que se pue- 
den confiar con mas garantías de acierto y de justo de- 
sempeño sino en el Consejo de Estado, cuerpo como dice 
Magnitot, muy elevado para que sea repugnante someter- 
se á él^y muy ilustrado para que sus decisiones dejen de 
ser respetadas. 

Asi SE ha considerado siempre en Francia, existiendo 
por consiguiente en el Consejo, la facultad de decidir en 
última instancia todas las competencias que se eleven en 
materia administrativa. [321] Para el mejor desempeño 

1321] Reglamento de lo de Brumario año X. 
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de esta atribución, se instituyó en el Consejo de Estado, 
por decreto de 11 de Junio de 1806 una comisión, con el 
nombre de Comisión de lo contencioso, que después de la 
revolución de 1830, tomó el nombre de Comisiónele jus- 
ticia administrativa — nombre que manifestaba mas cla- 
ramente su objeto — pero conservando las mismas facul- 
tades. También existian esas atribuciones, en el Consejo 
de Estado de la República, declaradas en la ley orgáni- 
ca de 3 de Marzo de 1848. [322] Inútil nos parece agre- 
gar, que también las posee en la actualidad, porque el 
actual Consejo de Estado de Francia, está organizado del 

mismo modo que lo estaba durante la primera época del 
primer imperio. 

Mr. de Cormenin [323] reconoce estas facultades en 
el Consejo de Estado, y dice que sirven para mantener 

la armonía y la división fundamental de los poderes ad- 
ministrativo y judicial y para fijar las competencias en- 
tre los ajentes de la administración equilibrando su au- 
toridad. 

La Constitución de Chile incluye también entre las 
atribuciones del Consejo, laque forma el objeto del in- 
ciso que acabamos de examinar. [324] 

4a Decidir las diferencias que ocurran sobre contratas ó negocia- 
ciones celebradas con el Gobierno ó sus agentes. 

Según el decreto imperial de 11 de Junio de 1806, 
que arregla las funciones del Consejo de Estado, este 

[322] Titulo lo art. 6o 

[323] Questioiis du Droit. tom. lopág. 205. 

[324] Cap. VII art. 104, inc. 5o 
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cucrpo decide en primera y última instancia, "sobre las 
''contestaciones, dudas ó demandas relativas á los contra- 
*'tosó negociaciones celebradas con los Ministros, con el 
"Intendente de la casa del Emperador ó en nombre de 
"este, sea para el servicio délos ramos de gobierno res- 
"pectivos, sea para el servicio del Emperador ó de suca- 
"sa." Esta atribución concedida al Consejo de Estado 
por el Emperador Napoleón I le fué conservada, durante 
la restauración y la monarquía de Julio, [325] y aun du- 
rante la revolución de 1848, apesar de la nueva organi- 
zación del Consejo; pues, según la ley orgánica de 6 de 
Marzo de 1849 el Consejo continuaba ejerciendo sus an- 
tiguas funciones, en todos los ramos de que dicha ley no 
se ocupase. [326] 

Esta atribución que como acabamos de ver posee el 
Consejo de Estado de Francia, se ha comprendido en es- 
te proyecto, considerándola como una atribución que re- 
dunda en provecho de la nación y de los particulares, evi- 
tando á estos y á aquella, los perjuicios que son consi- 
guientes á la paralización de los negocios; paralización 
inevitable desde el momento en que fuera necesario remi- 
tirse á los Tribunales de Justicia, y seguir el curso de la 
tramitación lenta de estos, en cualquiera de las frecuen- 
tes dudas que ocurren en las negociaciones ó contratos 
celebrados con el Gobierno. 

Tan equitativa atribución, redunda en bien del Esta- 
do, por que le facilita lamas pronta conclusión del nego- 

[325"! Majxnitot et Delamarre. Dict. polit. et aden. yol. lo pág. 297 
[326] Vélico el art. 9 del tit, lo 
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cio en cuestión, y en favor de los particulares, evitándo- 
les la pérdida inevitable, en negocios que por su natura- 
leza necesitan rapidez en la ejecución y un pronto tér- 
mino. 

La idoneidad del Consejo de Estado para cuestiones 
de esta clase, no se puede poner en duda, si se recuerda 
la naturaleza de su composición, si se observa que tiene 
que ser un cuerpo compuesto de notabilidades en todos 
los ramos, de hombres especiales que se ayudan mutua- 
mente con sus diversas luces, y que por su posición so- 
cial y su independencia, debe ser juez imparcial, y acree- 
dor á la confianza plena del gobierno y de los particu- 
lares. 

5a Representar al Presidente de la República sobre la ileíralidad 
é inconstitucionalidad de cualquiera de sus actos, y pasar á la Cámara 
de Diputados copia de la representación y noticia de sus resultados. 

Esta ATRIBUCIÓN se mantiene en los límites administra- 
tivos señalados al Consejo de Estado: no obra como en 
la Constitución de 39 [327] como un censor del Ejecutivo, 
reprochándole su conducta y reservándose para dar parte 
alas Cámaras; sino como un auxiliar del Gobierno, ha- 
ciéndole ver su error para que lo remedie, manifestándo- 
le que anda fuera del camino marcado por la ley para que 
vuelva sobre sus pasos. Ventajosa es para el Gobierno y 
para el Estado semejante atribución; para el Gobierno, 
porque se le advierte su falta, por un cuerpo unido á él y 

no por uno superior, y para el Estado, porque se le evi^ 
tan los males que sobrevienen siempre de cualquier abu-» 
so del poder, de cualquiera infracción déla ley. La atri- 

[327] Tít, XTII art. 103 inc. lo 
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bucion que tenia el Consejo anteriormente, aunque seme- 
jante á esta, no surtia los mismos saludables efectos, por 
la diversa naturaleza de su organización. En el caso que 
nos ocupa, el Consejo, según este proyecto, hace presente 
tma falta; según la pasada Constitución se la reprochaba 
al Gobierno, ahora se le indicaría el remedio, entonces 
se le amenazaba con acusarlo al Congreso. Los resulta- 
dos del primer sistema los hemos visto: jamás escuchó el 
Gobierno, las representaciones del Consejo, y nunca lle- 
gó el caso deque este hiciese efectivas sus acusaciones; 
por consiguiente, esa atribución, rompia la armonía quo 
debe reinar entro el Consejo y el Gobierno para que el 
primero pueda llenar sus atribuciones administrativas, 
inutilizándolo para que funcionase como tal, y no llena- 
ba el objeto que se propuso la ley; objeto inútil desde el 
momento en que los Diputados podían acusar al Presi- 
dente de la República. 

El Consejo debe pasar á la Cámara de Diputados, 
copia de su representación y noticia de su resultado, no 
como una manifestación de que el Gobierno ha faltado 
á sus deberes, sino como una prueba de que el Consejo 
ha cumplido con los que la Constitución le impone. 

6a Representar al Presidente de la República cuando tenga fun- 
dados motivos para esto, sobre la necesidad de la remoción de los Mi- 
nistros del Despacho, Prefectos ú cualesquiera otros empleados, por 
causa de inmoralidad, ineptitud ó negligencia. 

El Consejo de Estado, tal como este proyecto lo or- 
ganiza, hemos observado repetidas veces, que es un cuer- 
po destinado á ayudar y á ilustrar la marcha del Ejecu- 
tivo; consecuencia de este sistema do organización, y co- 
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mo un medio para que corresponda mas completamente 
á su objeto, es la facultad de hacer presente al Gobier- 
no las faltas de sus agentes j pedir la remoción de estos 
cuando estas faltas merezcan á su juicio la remoción. In- 
dudablemente, nadie podrá poner en duda, que es un me- 
dio muy eficaz de contribuir á la mejor marcha de la ad- 
ministración, el de hacer conocer al Gobierno las faltas 
de sus agentes, faltas que quizás el Gobierno no reme- 
dia porque las ignora, y que contribuyen al descrédito 
de la administración y preparan el espíritu de los pue- 
blos para conmociones futuras. La composición del Con- 
sejo de Estado, le facilita los medios de conocer la con- 
ducta de los empleados públicos, y de apreciar debida- 
mente el estado de la opinión, y el Gobierno, no puede 
en manera alguna, desechar las fundadas observaciones 
de una corporación respetable, ilustrada y necesariamen- 
te interesada en la conservación del orden y en la mar- 
cha mas perfecta de la administración pública, y que si 
tiene las condiciones necesarias para obrar con absoluta 
independencia, posee también todas las que se requieren 
para hacerlo con completa imparcialidad. 

Ib. Nombrar y remover ft su arbitrio los amanuenses y demás em- 
pleados inferiores del Consejo y presentar al Presidente de la Repúbli- 
ca ternas para el nombramiento de Secretario. 

El Consejo debe nombrar y remover los empleados 
inferiores de su Secretaría, porque trabajando estos bajo 
su dirección, el Consejo está en plena aptitud de conocer 
sus méritos ó sus faltas. Respecto al Secretario, es indis- 
pensable que este no sea Consejero, porque la Secretaria 
del Consejo, es una oficina con^o cualquiera otra, que ne- 

84 
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cesita conociurientoB especiales, práctica en esa clase de 
empleos, y sobre todo una contracción constante que no 
fe paede ni se debe exijir en las personas que sean nom* 
bradas Consejeros. En todas las leyes orgánicas sobre el 
Consejo de Estado que tenemos ala vista, cualquiera que 
sea la clase de su organización se dispone que el Secre- 
tario del Consejo no sea nombrado de entre los miem- 
bros de esta [328] 

Art. 65. Los Coogejeros son lesponsables de sos actos. 

Porque todo bombre, todo funcionario público es res- 
ponsable de los suyos; porque la responsabilidad es el 

primer elemento del orden de un Estado y contribuye po- 
derosamente al mas cumplido desempeño de todos los em- 
pleos, y, pwque como dice el Sr. Herrera, [3291 para que 
la justicia impere en las naciones, es necesario que los 
empleados sean responsables sean cuales fuesen sus fun- 
ciones. 

Hemos concluido el examen del titulo del proyecto de 
Constitución que analizamos, que organiza el Consejo de 

Estado. En el curso de nuestro examen, no hemos encon- 
trado una sola disposición, no diremos que justifique, pe- 
ro que ni aun disculpe, In injusta prevención con qu^, se- 
gún hemos sabido, fuá recibido por los Honorables Re- 
presentantes de la nación. Lejos de eso, si algunas de las 
disposiciones de este proyecto, merecen aprobación, y 
ofrecerían adoptadas, ventajas positivas é incuestiona- 

[828] TU. 3o § 3o art. 24 de la ley orgánica de 3 de Marzo de 1849. 
▲rt. 9o de la Ord^azade 3 de Agoiato de 1865. Maguiaot Diot, poiit. 
vol. Jój>. 306. 

[32$] Notftfl del Derecho Público de Pinhwro. Neta T. 
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bks, esas son las que organizan el Consejo de Estado. 
Algunos han creído rer en él un cuerpo aristocrático: se- 
mejante absurdo no merece los honOiOá de una reí'iita- 
cion; ¿se puede intentar jamas fundar una aristocracia en 
«n cuerpo, sin renta y amovible? Esta sola consideración 
es bastante para derribar semejante suposición. El Con- 
sejo de Estado según este proyecto, no es, como varias ve- 
ces ^p hemos repetido, sino un cuerpo destinado á ayu- 
dar, á ilustrar al Gobierno, á iluminar su marcha, á ha- 
cerla mas perfecta y por consiguiente mas sólida y mas 
estable. Si se quieren fundar gobiernos absurdos, para 
que se extravien, y tener el placer de derribarlos después, 
continuando la cadena de nuestras revoluciones, de nues- 
tras desgracias y de nuestras miserias, entonces, no es es- 
te Consejo de Estado el que conviene, ni este proyecto 
de Constitución tampoco. Pero, si se quiere establecer 
un gobierno sobre bases sólidas, si se quiere la marcha 
perfecta de la administración, el fin de nuestras revolu- 
ciones, en una palabra, la marcha próspera y tranquila 
del país, por la senda del orden y del progreso, entonces 
adóptese este Consejo de Estado, como un elemento po- 
deroso para conseguirlo. 
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TITULO XL 



Del Poder Judicial. 



Art 66. El Poder Judicial se ejerce por la Corte Suprema y las 
Cortes Superiores de Justicia, por los Jueces de primera instancia, por 
los Jueces de Paz por los Jurados que establezca la ley para los deli- 
tos políticos y los delitos de abuso de libertad de imprenta, por los Con- 
sejos de gn^erra según la ordenanza, y por los demás Tribunales y Juz- 
gados existentes en la actualidad, ó que se establezcan en lo sucesivo. 

La primera parte de la disposición que acabamos de 
leer, se limita únicamente á establecer como esencial los 

Tribunales actualmente existentes, dejando libre campo 
para que las leyes orgánicas que en lo sucesivo pueden 
darse, arreglen el sistema judicial según lo exijan los ade- 
lantamientos sociales y las necesidades del pais. Con gran 
cordura se ha procedido al disponerlo asi, porque nadie 
puede creer que nuestra organización judicial haya al- 
canzado el máximun de la perfección, ni de que se halle 
en un estado en el que sean innecesarias las reformas. 
Lejos de eso, creemos que fuera muy conveniente y de 
muy provechosos resultados, el establecimiento de cortes 
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de primera instancia compuesta de tres jueces, como las 
salas de las Cortes Superiores, en lugar de los juzgados 
unipersonales tales como existen en la actualidad; por 
que en los juzgados de primera instancia es en donde se 
forman los procesos, las Cortes obran sobre lo que ellos 
han hecho, las nulidades que prolongan indefinidamente 
los pleitos, nacen de la sentencia de primera instancia; 
por consiguiente, parece pues natural, que esos tribunales 
reúnan mas condiciones de intelijencia y acierto, porque 
de ellos depende, no solo el justo término de un pleito, si 
no la celeridad en la tramitación, cuestión de alta impor- 
tancia para los litigantes, cualquiera que sea el resulta- 
do de una causa. Asi se ha reconocido en Francia desde 
largo tiempo ha; y los tribunales de primera instancia 
compuestos de tres á diez jueces que en el dia existen, 
fueron establecidos por la ley de 7 de Ventoso del año 
VIII, en cumplimiento del articulo 60 del titulo V de la 
Constitución que se sancionó ese año. Desde ese época 
han existido constantemente de la manera que por esa ley 
se organizaron. [330] 

CovTixüANDo el examen de este articulo, obAervamos 
que se establece por él la necesidad de la formación áe 
jurados que entiendan en las causas por delitos politícos 
y por delitos de abuso de la libertad de imprenta. El es- 
tablecimieuio de jurados para delitos poUticoa, lo exijen 
á la vez los interese» generales de la nación y los intere* 
sea del acusado: los primeroís^^ porque esta claae de deU* 
toa requieren por sa naturaleza apremiante, un juicio rár 

[330] Má^rninot. Dict. de polit. et adm rol. 2o p 553. Cap. 8o de la 
Coiist. de 1848. 
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pido qire ponga á cubierto el orden establecido, de las 
maquinaciones que para turbarlo se pudieran intentar; j 
los segundos, porque también les interesa la prontitud 
del juicio, si son inocentes, para volver á la libertad, y si 
culpados, para salir pronto de la acción del Gobierno, 
que quizas pudiera encontrar su seguridad en un largo 
encarcelamiento del acusado, ó que emplease ese medio 
como una venganza personal. Desgraciadamente para el 
pais, de uno y otro caso tenemos frecuentes ejemplos en 
la historia de nuestras revoluciones, que si es escasa en ac- 
ciones heroicas y en altos ejemplos, es por demás abundan- 
dante en miserias y crueldades. A la acción de la ley 
compete evitar estas, ya que es impotente para producir 
aquellos. 

En la Constitución francesa de 1848 se establecía un 
gran jurado para que entendiese en las causas promovi- 
das por !a Asamblea contra el Presidente de la Repúbli- 
ca ó los Ministros de Estado, y para que igualmente juz- 
gase á todas las personas acusada de crímenes, atentados 
ó conspiraciones contra la seguridad del Er^tado. [331] 

Hemos visto anteriormente que los delitos políticos y 
los delitos de abuso de la libertad de imprenta deben ser 
juzgados por jurados establecidos por la ley: acabamos 
de exponer las razones que obran á nuestro entender pa- 
ra los primeros, presentaremos ahora las que militan para 
los segundos. En muchos casos los delitos de abuso de 
la libertad de imprenta, se confunden con los delitos po- 
líticos, y deben ser juzgados del mismo modo que estos 

[831] Const. franc. de 1841 cap. So art. 91, 92, 93, 94, 95, 96 y 97. 



por las razones antes expuestas. En otros casos pueden 
ser abusos contra individuos particulares, y entonces el 
ínteres de estos exije imperiosamente que los perjuicios 
que se le irrogan sean prontamente subsanados; como la 
moral publica, que el castigo siga inmediatamente al 

crimen. 
Tanto en los delitos politices, como en los delitos de 

imprenta, el jurado ofrece todas las garantias que el acu- 
sado puede desear, pues que nacido este tribunal del 
pueblo, y elejido por él, debe inspirarle mas confianza 
que los tribunales establecidos. 

Si para alguna clase de delitos se reconoce la necesi- 
dad de un tribunal que juzgue y castigue con rapidez, es 
para los delitos de imprenta. El abuso que se ha hecho 
entre nosotros de esa importante libertad, convirtiéndola 
en un vehículo de inmoralidad y difamación mil veces 
mas vil que el pasquín de los romanos; requiere una pron- 
ta y enérgica reforma, para salvar el honor privado de 
nuevas calumnias y la moral pública de nuevos ultrajes. 
En ello se interesa toda la sociedad, porque los intere- 
ses generales son los que se tratan de salvar; solo los es- 
critores vendidos, solo los difamadores de profesión, puc 
den propender á que el abuso continúe, á que el escán- 
dalo se aumente; pero el interés de cuatro miserables no 
se puede poner jamas en paralelo con los intereses de la 

sociedad. 

Los ATENTADOS contra el honor privado han sido siem- 
pre severamente reprimidos en todos los paises y en to- 
das las épocas, por muy remotas que estas sean y aun 
muy anteriores á la invención de la imprenta. Según las 



lejes de las doce tablas, en Roma, los delitos que ataca* 
caban la ajena reputación, se consideraban como ofensas 
capitales: antes del reinado de Augusto, el castigo seré-* 
dújo á pena corporal; pero bajo el Emperador Valenti- 
niano, se consideró nuevamente un crimen capital, no so- 
lo escribir libelos, sino publicarlos ó no destruirlos. [332] 
En Inglaterba la ley castiga con mas ó menos rigor 
los escritos inmorales ó sediciosos, sin que poroso se crea 
que la libertad déla prensa se viola ó se reprime. "Láli- 
"bertad de la prensa, dice Blackstone, [333] es de natu- 
"raleza esencial en un Estado libre; pero lo que la cons- 
"tituye es, librarla de todo obstáculo, de toda restricción 
"aw^tó de la publicación, pero no de toda represión, de 
'*todo castigo, después de la publicación, si el objeto es 
"criminal. Todo hombre tiene el derecho incontestable 
"de publicar lo que le plazca; prohibírselo, sería destruir 
"la libertad de la prensa; pero si lo que él publica es in- 
"mpral, dañoso ó ilegal, debe sufrir las consecuencias de 
"su temeridad. Someter la libertad de la prensa al poder 
"restrictivo de un censor, sería someter la libertad délas 
"opiniones, del pensamiento, á las preocupaciones de un 
"solo hombre. Pero castigar, como hoy se hace, todo es- 
"crito peligroso íi ofensivo, en el que el examen de un^w- 

*n imparcial, reconozca un objeto pernicioso, es una me- 
"dida indispensable, para la conservación de la paz y del 
"orden, del Gobierno y de la moral, únicos fundamentos 
"de la libertad civil." 



[332 J Cod. 9 y 36. 

[333] Comm. lib. 4o cap. XI. 
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El Estíatuto 38 de Jorje IIÍ contiene diversos» regla' 
mexrtos para reprimir eirérjicamente el abuso de la fm^ 
prenta, y para castigar á los que publiquen escritos da-> 
ñosos é sediciosos» Gracias, i estas acertadas medidas^; la 
prensa inglesa si es hoj la mas libre, os sin duda taijibi^i] 
la mas moral. 

M^' HjO^ Estados TToÁdos, tanto liois <}elíto$ politioos Qo* 

mo tos d^i tos de imi»*eiita, se juzgan pov tribuiiAlm e.9?« 
pedales. [834] 

Como la subordinacioi^ la mojal y la 4iscipli;na nuli-r 
tar» neeesi.tm para su eoDsierv^pi.ou una. lejislacion espe^ 
cialy éste proyecto mantieao sierre ea^ vigoír las dispQ- 
siciones coiatenidas á este respecto en la ordenanza. 

La üLTiscA'partedela disposición que examinamos, 
deja nueyameiite áiOrpUa y completa facultad paira que 
ón lo sucesivo se introduzcan en 1^ orgamzaoion judici^ 
todas las reformas» todas hts innoYack>Aes q^ei puedan 
exigir los adelantos de la ^)oca é las noces^ades del 
pais. En toda las institmeione^ debe obr^r ast, ijugia bien 
Bieditada Constitución ^ poner obst^^Q^ á Ia,s reformas 
es decretar sa muerte^ porque la humaniéajd marob^ít ba^y 
reformas Indispensables ev>andQ estas son iacompatibles 
con una Oonstituoion, es necesario d^ogarl^,. y m^y- gt^^ 
Tes son los malea que sobreviene i ua pais al eaigftbíagp 
su ley fundamental, por imperfecta que esta sea. 

Art. 67, El Presidente y demás jaeces de la Corte Suprema, los 
Presidentes y demás jueces de las Cortes Saperioros y loa jaeces de pzi- 
mera instancia, no pueden ser removidos sino en virtud de un joido. 

(334] Storjr. Comm. B. III oh. XXXYIII. Const. ^e N. |. art. e^ 
see la 
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Al .EXAMINAR las facultades ^e jp¡or eate, proyecta se 
conceden Podtír í^eeutivQ, vimos que una de ellas era la 
de nombrar los Presidentes de los Tribunales de Justi- 
cia: ahora vemos que estos funcionarios son inamovibles 
en ese cargo, como los demás jueces en los suyos; antes 
de entrar, pues, en el examen del principio general de la 
inamovilidad d^l Poder Judicial, séanos permitido ma- 
nifestar las razones que exigen, que la Presidencia de^los 
Tribunales «ea un empleo constante y no un cargo tem; 
peral nacido de la elección de los mismos jueces y alter- 
nable entre ellos. El objeto de los Presidentes en los 
Tribunales dé Justicia, de Hacienda, ó en cualquiera 
otra clase de cuerpos, es para conseguir el método en los 
trabajos, el orden en los actos, la dignidad en las deli- 
beraciones; en una palabra, para qjercer una autoridad 
inmediata, en el cuerpo que presiden. Para la completa 
consecución de este objeto, es indispensable que estén 
esos mq,gistrados rodeados de cierto prestigio, de cierta 
re^etabilídad, muy diñcil de conseguir cuando su dura- 
ción es limitada: imposible, cuando es elegido ipor los 
mismos que va á presidir y escogido de entre ellos ñus* 
mos. P4ira demostrar esto, no necesitamos sino echartma 
mirada al estado actual de nuestros Tribunales, al papel 
que en ellos desempeñan los Presidentes, <á la insigniñ- 
cancia^ que vemos reducido ese empleo. Si á este ejem- 
plo práctico que ofrecen nuestros Tribunales, agregamos 
el que nos ofrecen los ^de otras naciones én que se signe 
diverso sistema, tendremos demostrada la necesidad de 
Tacriaílo, Y reconocida la justicia déla disposición que 
comentamos. 
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En Francia los Presidentes de los diversos Tribuna- 
les son Titalicios, y nombrados por el Jefe del Estado» 
cualquiera que sea la denominación que este baya tenido 
según los diversos sistemas políticos adoptados en ese 
pais. [885] 

En Inolatebba los Presidentes de los Tribunales, co- 
mo los jueces, son nombrados por el poder real, y su du- 
ración es vitalicia, mientras ño son acusados y convic- 
tos de falta en el ejercicio de sus funciones. [336] 

Pasemos á examinar ahora la cuestión de la amovili- 
dad ó inamovilidad del Poder Judicial; cuestión que ha 
sido tan debatida en nuestra Asamblea, y que esta re- 
suelta en todas las Constituciones del mundo, que tene- 
mos á la vista, de un modo favorable al principio de ina- 
movilidad. La alta misión que se confia al Poder Judi- 
cial, los preciosos intereses que se le entregan, la impor- 
tancia de sus funciones, todo exije que sean inamovibles 
los magistrados que lo componen, porque de otro modo 
no podrían corresponder dignamente á su misión, no po- 
drían desempeñar su puesto con la integridad, con la 
imparcialidad indispensables. 

El maoistbado que sabe que concluido cierto perio- 
do, tiene que dejar el puesto para volver á confundirse 
entre los demás, no puede ser íntegro, porque tiene que 
proveerse de los medios de su subsistencia futura. La 
sociedad, en cambio de las tremendas funciones que echa 
sobre él, de la pureza y de la contracción absoluta que 

Í;836] Kaffnitot et Delamarre. Dice. poUt. et adm. vol. lo pagí 337 et 
▼antes. Uonst. de 1848 oap. Vil art, 85. 
[886] BlackBtone.Comm. Éroayham. British ConstitatíoQ. 



de él exije, le ooacedé la mamovilidad y le garantiza de 
ese modo su independencia y su bienestar. Asi lo siente 
Royer Collard. [337] ¿8e conseguirían de otro modo 
en los jueces las condiciones indispensables? Creemos 
que no; y nuestra opinión se conforma con las del mun- 
do entero. Hemos dicho que en todas las naciones se re- 
conoce el principio de la inamovilidad: vamos á demos- 
trarlo de una manera irrefutable. 

''En iNGLATEfiBAí dico Blackstonc, [338] para asegu- 
^irar á la vez la dignidad y la independencia de los jue. 
''ees, se decretó por el Estatuto 13 cap. 2 de Guillermo 
'*III, que sus cargos serian vitalicios, y sus sueldos fijos 
'^y asegurados no como antes durante bene pladto, sino 
'^mientras se condiyesen bien, quantun bene se generint; 
"y que solo por petición de las dos Cámaras, podían ser 
'Uegalmente destituidos. Hoy, esta ley se encuentra me- 
''jorada en un estatuto liberal; [339] por este ios jueces 
''permanecen en sus puestos mientras son acreedores á 
''él no obstante la trasmisión de la corona, que antes se 
"consideraba como término de todos los destinos, y sus 
"sueldos les están garantidos mientras duren en el des- 
"tino. Al hacer esta declaración, el Rey se sirvió de es- 
"tas palabras. [340] Miro la independencia y la integri- 
^'dad de los jueces cemo esencial para la administración 
*imparcial de la justicia; como una de las mejores ga- 
"rantias de los derechos y libertades de mis vasallos, y 

[337] Véase al artículo "Royer CoUard" en el libro de los Oradores. 

[338] Comm. liv. I, ch. Vil p. 487. 

[339] Estatuto lo cap 23de Jorje III. 

[340] Diario de los Comunes 3 de Marzo de 1761. 



**como interedantísima para el hoioM do la coroiia/^ 

En Francia han sido los jaeces constantemente inar 
moYfbtes, tanto durante la monarquía, como bajo la Re- 
püblioa y el Imperio en sus diversas apocas. [341] Du- 
rante la primera efervescencia de la revolución de 1848, 
el Gobierno Provisorio declaró la amovilidad de los jue- 
*ces, pero esa resolución fué derogada por la Constitución 
que dio después la Asamblea. Oonstitujente, en la qu^ 
leemos qu6 los miembros del Poder Judicial son üombra- 
áos poír toda su vida, [842J {nommia a vié) con lo que 
dice iiaferriere, el prrincipio de inamóvilidad que es la 
garantía de los jueces, como de los dudsidaiiós :se salvó 
dé todos los peligros que son consiguientes á una revo- 
lución política. [348] 

Segün la Constitución española de 1812, Constitu- 
ción notable y conocida por sus -tendencias liberalee, loB 
jueces Se'lélrás y los de los Tribunales superiores eran 
vitalicios, '[3^44] y ylsi misma disposición 'encoritramos 
en la 'Constitución de Portugal. .(345) 

El Estatuto del Reino 3e Cerdeña, estatuto conce- 
dido por Carlos Alberto, en los momentos de la mayor 
efervescencia, cuando la reacción liberal cundía en toda 
la Europa, y cuando ese rey habia tomado la bandera de 
la libertad como el lábaro con que se proponía emancipar 
la ltalía,.y constituir la itíonaí'quía italiana; ley que "pov 

]341] Magnitot et Delamarre. Dio. de pol. et adm. voL lo pag. 9S6 7 
tíguieo^. 

[8421 Cap. VII art. 87. 

[343] Droitpubüc. liv. lo ch;i.t>. 1>7. 

[344J Tít. V. oap. 'la art. 262. 

[345] Tít. V. oap. ló art 133, 
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todos estoa motiros debk estar impregnada de dí^dosir-. 
dones eminentemente liberales, ese Estatuto, pues^ san- 
ciona la inamovilidad del Poder Judicial, y dispone qne, 

los jueces sean nombrados por el rey. [34:&] 

En Bélgica también está reconocida el prifttcipio dOí 
inamovilidad, pues la Constitución de Bélgica está calca- 
da sobre la Constitución francesa dé 1830< que k) san*-, 
ciona así. 

Si después de haber recorrido las principales Consti- 
tuciones déla Europa, volvemos la vista á la América j' 

examinamos sus leves, encontraremos también en eílas re- 
conocido y acatado el principio de inamovilidad delosi 

miembros del Poder Judicial, aun en las Constituciones! 
de los diversos Estados de la Union, que muy equivoca- 
damente sin duda, han sido el argumento que constante^ 
mente han empleado los que sostenían el principio opuesto. 
La Constitución de las Provincias Unidas del Rio 
de la Plata, sancionada en 1819 [347] la Constitución, 
de Venezuela de 1811. [348] la de Colombia de 1821 
(349) la dqla República de Uruguay de 1832, la de Chi- 
le de 1833 [350] vigente en la actualidad, (351) las del 

Perú, y en general todas las Estados de la América del 
S.ur, con.signan el principio de la inamovilidad. 

Pasemos ahora á recorrer rápidamente las leyes de los 
Estados Unidos. La Constitución federal, dice, que los 
miembros del Poder Judicial permanecerán ^^ ^uSipijes- 

[846] Stifctuto Sardo. De l'ordiae judiciale,. 

[347] SeccioQ IV art. 102. 

[348] Cap. 11. 

[849] Tít. VI. Sec. II, art.149. 

[350] Seo. IX. cap. II. art 95. 

[351] Cap. VIII. art. 110. 
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tos mientras su conducta sea buena (dtmug good beha- 
viour) (252) la de Nueva York, [353] la de Massachus- 
sets, (352) la de Delaware, (355) la de la Mariland, (356) 
la de Virginia; [357] la de Carolina, (358) la de Caroli- 
na del Sur, (359) la de Tenesse, (360) j en general todas 
las de los diversos Estados de la Union, excepto la de 
Pensilvania, y dos ó tres mas, consignan el principio de 
la inamovilidad, sirviéndose para ello de las mismas pa-. 
labras que emplea la Constitución federal "mientras su 
conducta sea buena." [during good behaviour .1 Asi pues, 

por esta clara demostración, queda anulado el mas fuerte 
argumento de los que sostienen la inamovilidad: el ejem- 
plo de los Estados Unidos. 

Pero en la discusión que sobre este principio hubo en 
nuestra Asamblea, se confundieron lastimosamente los 
principios de inamovilidad y alternabilidad. Si se quie- 
re, en este proyecto y en todíis las demás leyes que he- 
mi)a citado, se reconoce el principio de la amovilidad, 
porque según ellas un juez puede ser destituido cuando 
su conducta probada en un juicio, dé motivo para ello; 
pero esa clase de amovilidad es justa y racional, y nadie 
puede fundadamente oponerse á ella. Tan justa la consi- 
deramos como absurda la alternabilidad y la duración 

temporal en el cargo. La amovilidad considerada según 

[352] Art. 3o peo. I. 
[353] Art. ló inc. 3o 
[364] Cap. III. art. lo 
[366] Art. 12. 
[356] Art. 30. 
[367] Art. 12. 
[368] Art. 18, 

369] Apt: 27. 

360] Tít. V. art. 2. 
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este proyecto, contribuye á hacer mas perfecta la admi- 
nistración de justicia, del otro modo, la destruiría com- 
pletamente destruyendo la imparcialidad y la integridad 
que deben poseer los magistrados. 

Concluiremos, citando con Story, la palabras del "Fe- 
deralista" al tratar de esta cuestión: "El principio déla 
"duración de los magistrados del Poder Judicial, mien- 
"tras dure su buena conducta, es sin duda, uno délos prin- 
"cipios iQas importantes en la práctica de los Gol ier- 
"nos. En una monarquia, es una barrera excelente contra 
"el despotismo del príncipe, en una R pública es una 
"valla no menos importante contra la opresión y los a^ a i- 
**ces del cuerpo legislativo. Y es, en fin, un excelente 
**medio para conseguir en un gobierno, una administra- 
"cion de justicia segura, rápida é iraparcial." (361) 

jLrt. 68. Corresponde especialmente á la Corte Suprema de Jiistl- 
(^ conocer en todas las causas que versan sobre infVaccion del derecho 
:^iléf9Acional; en todas las causas entre Departamentos y Departamen- 
to! y Provincias, y velar sobre la conducta de los Tribunales y Juzga- 
dos. En cuanto á las demás atribuciones de este Tribunal y en todo lo 
demás relativo al Poder Judicial, se estará á lo dispuesto por las leyes, 
y particularmente por el Resrl amento de Tribunales, en cuanto seacom- 
pi^tible con la presente Constitución. 

Las cuestiones de Derecho internacional, tienen por 
gu misma naturaleza é importancia que dislucidarse y re- 
polverse de una manera distinta que las cuestiones del de- 
recho común. Por su naturaleza no pueden seguir la tra- 
mitación ordinaria; por su importancia deben ventilarse 
en el tribunal mas elevado de la gerarquia judicial. Lo 
mismo decimos de las cuestiones de derecho que puedan 

[361] Story. Comm. B. Itt. oh XXXTI p. 358. 

se 



suscitarse entre Departamentos y entre Departamento» 

y Provincias. 
Respecto á las últimas disposiciones de este articulo, 

creemos que su claridad nos dispensa de detenernos mas 
en su consideración. 

Art, 69. Para ser Juez de la Corte Suprema de Justicia se requiere: 
haber cumplido cuarenta años de edad, siendo ciudadano en ejercicio y 
baber servido diez años en la carrera de la magistratura. 

Cuarenta años de edad exije el proyecto, para conse- 
guir en los Jueces de la Corte Suprema las condiciones 
de juicio, madurez, probidad reconocida, integridad pro- 
bada, y las demás que son indispensables en un ciudada- 
no que debe ocupar un puesto de tanta importancia. Diez 
años en el ejercicio de la majistratura, para que esas con- 
diciones puedan ser plenamente conocidas del Gobierno 
y de lo sociedad, y para que el juez que vaya á ocupar 
un asiento en el Tribunal Supremo, tenga los conocimien- 
tos prácticos que solo se pueden conseguir en el largo 
ejercicio de la majistratura. 

Art. 70. Las funciones del Ministerio público serán desempeñadas 
por un Fiscal en cada una de las Cortes Suprema y Superiores, y por 
Ajentes Fiscales en los Juzgados de la instancia. 

En el examen de artículos anteriores nos hemos ocu- 
pado detenidamente de las funciones que c ómpeten al 
Ministerio público como funcionarios del poder adminis- 
trativo. Las que les corresponden como miembros del Po- 
der Judicial son generalmente conocidas, lo mismo que 
la necesidad de su existencia. *'EI Ministerio público, di- 
"ce Magninot, [362] es el. lazo que une el Poder Judiciftl 

[362] Diot^ ña Droit public. ct adm. rol. 2o p. 29. 
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''al Poder Ejecutivo. En efecto, el funcionario del Mi- 
^'nisterio público ODfiana de la naturaleza de eétas do9 
''instituciones. En la audiencia debe eér el majistrado 
**imparcial que haga oir, ante todo, la verdad. Cualquie* 
"ra que sea la calidad en que obre, cualquiera que sea él 
"poder al que preste la palabra, no debe al tribunal sino 
"la expresión franca y sincera de sus convicciones. Fue- 
"ra de la audiencia, al contrario, obedece y debe obede- 
"cer á ajenas impulsiones. Si se le ordena por feu superior 
"perseguir tal crimen ó tal delito, si la administración 
"le encarga elevar á los tribunales una cuestión que in~ 
"terese al tesoro, si el Ministro le prescribe reclamar dé 
"una decisión por via de apelación ó nulidad, está obli- 
"gado á hacerlo, sin consultar para ello sus propios íen- 
"timientos. Iremos mas lejos aun: si el funcionario del 
"Ministerio público, usando de su libertad en la audien^* 
"cia, llevase convicciones opuestas á lal del Gobierno 
"que le emplea, no podrá conservar largo tiempo Stts fuft- 
"clones, porque es, ante todo, órgano del Poder Ejecuti* 
"vo; y por esto es que esta majistratura especial no pue^ 
"de ser inamovible," 

Art. 71 . Los juicios son públicos, k menos que la pnbliciclad no per- 
mdiqae, Ajuicio del Tribanal, al orden, k la moral ó & las costombres. 
Las sentencias deben ser motivadas. 

Los JUICIOS deben sei* públicos, para que el completo 
conocimiento que se tenga de ellos, inspire mas confian** 
2a á lof) ciudadanos en las decisiones de los tribunales, j 
«n pro 4e los intereses de aquellos miónos. Pero mas al» 
to que los intereses individuales, hablan los intereses ge- 
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nerales del orden y de la moral, de las costumbres y de 
la sociedad, y cuando estos se hallan de por medio, se 
deben sacrificar los particulares. ¿Qué se adelanta con 
presentar á la sociedad el espectáculo de la moral ultra- 
jada? ¿Qué con descorrer á su vista el velo que cubre el 
hogar doméstico, y ofrecer en espectáculo las miserias 6 
las desgracias de las familias? Ultrajar nuevamente á 
aquella, aumentar los males de estas, infamarlas y cor- 
romper á la sociedad. 

Esta disposición existe en todas las leyes del mundo; 
no estaba, sin embargo, expresamente determinada en la 
Constitución de Huancayo, [363] y gracias á esa deplo- 
rable omisión, hemos visto ventilados en público y aun 
publicados por la prensa, juicios profundamente inmora- 
les, que debian haberse discutido en el secreto de los tri- 
bunales. 

Las sentencias deben ser motivadas, porque los inte- 
resados y el público debe saber porque se deciden las 
cuestiones sometidas á los tribunales en un sentido ó en 
otro. 

Art. 72, Ninjrun poder ni autoridad puede avocarse cansas pendien- 
tes en otro juzgado, sustanciarlas, ni hacer revivir procesos fenecidos. 

Desde el momento en que un poder ó autoridad pu- 
diera avocarse causas pendientes en otro, qucdaria des- 
truida la armonía indispensable de los poderes públicos, 
que consiste en guardar fielmente la esfera que la ley les 
señala; desde el momento en que los procesos fenpcidos 
pudieran ser revividos por cualquiera autoridad, serian 

(363] Véaee el art. 124 de dicha lej. 
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íüterminables; y demasiado conocidos son los males que 
de semejante absurdo sobrevendrían á la sociedad, para 
que nos detengamos en detallarlos. 

Art, 73. Los Majistrados, Jueces y demás empleados del Poder Ju- 
dicial, son respoüsables de su conducta conforme á la ley. 

Ya nos hemos ocupado anteriormente de la necesidad 
que todos los funcionarios públicos sean responsables de 
sus actos. Esa necesidad es mas poderosa en este caso, 
pues el Poder Judicial es el encargado de los intereses 
particulares que ante ellos se ventilan, intereses que com- 
prenden el honor ó la propiedad de los ciudadanos; y 
siendo según este proyecto, todos los funcionarios respon- 
sables de sus actos, seria un contrasentido que los miem- 
bros del Poder Judicial no lo fuesen. 

Art. 74. Producen acción popular contra los Majíptrados v Jueces, el 
soborno. ^a prevaricación, el cohecho, la fiDgf>en8Íon ó Abreviación de las 
forma« ludic'alps, el procedimiento ilegal contra la seguridad personal 
y la del domicilio. 

La enormidad de estos crímenes, que destruyen la ad- 
ministración de justicia, y el interés, tanto del Gobierno 
como de los ciudadanos, de que sean prontamente repri- 
midos y enérgicamente castiorados, hace que la Constitu- 
ción autorize á todos los ciudadanos para acusar á los ma- 
jistrados que incorran en ellos. 



TITULO XII. 



Réjimen interior. 



Art, 75. El Gobierno superior político de cada Departamento resi- 
dirá en un Prefecto, y el de cada provincia litoral en un Gobernador, ba- 
jo la inmediata dependencia del Presidente de la Repívblica. El de cada 
provincia en un Sub- Prefecto bajo la inmediata dependencia del Prefec- 
to. El de cada distrito eu un Gobernador, bajo la inmediata dependen- 
cia del Sub-Prefecto. 

El régimen interior que en este proyecto se consigna, 
es el misino que establecía la anterior Constitución de 
1839, y que hace largos años se reconoce en el Perü. 

Este sistema de gradación administrativa, fué inven^ 
tado porSieyes en su Constitución del año VIII, y rije 
desde entonces en Francia, produciendo los mejores re- 
sultados; por él se forma una carrera administrativa 
completa, se forman funcionarios conocedores de sus de- 
beres y prácticos en la ciencia del Gobierno — ciencia tan 
difícil y espinosa — y por último, por él se extiende, sin 
desvirtuarse, la acción del Gobierno central hasta loa 

OQufiaeSi ele la mcíqq. 
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Si extre nosotros esn sistoma no ha producido los me* 
jores resultados, es porque jamas se ha pensado en for- 
mar una carrera administrativa, porque jamas se ha re- 
conocido que la ciencia del Gobierno fuese una ciencia 
que necesitase de hombres especiales, porque se ha creído 

que todos oran capaces de ella, y esta creencia ha llép^a- 
do al extremo de nombrar Prefecto al Coronel que era 
conocidamente incapaz de mandar un regimiento, y Sub- 
Prefecto al Capitán que no podía mandaruna compañía. 
Siofuiendo esa práctica absurda» inútiles serán todos los 
sistemas administrativos que se consignen en las leyod; 
pero si se forma una carrera, si se establece una rigoro- 
sa escala, si el que alcanza una Prefectura ha sido antes 
Sub-Prefcoto y Gobernador, si se da á estoa funcionarios 
la importancia que merecen, para que no puedan ser aja- 
dos como lo son ahora, no solo por los Jefes del Ejérci- 
to, sino por el mas imbécil sargento de caballada qu6 
atraviesa por un pueblo, entonces este sistema producirá 
en el Perú un núcleo do funcionarios públicos, capaces de 
los mas altos destinos, y que influirían podei'osamente en 
cambiar el triste cuadro que moral y físicamente ofrece 
en la actualidad nuestra patria. 

En Francia, los Prefectos están asistidos de un cuer* 
po llamado "Consejo de Prefectura", que los ilustra con 

sus dictámenes y ejerce en el Departamento una especie 
de jurisdicción administrativa. 

^ Art, 76. En sus respectivos pueblos desempeñarán ademas las Mu- 
nicipalidades, con arreglo á la ley, las funciones administrativas que les 
corresponden. 

Hbnrion de Pansay ha dicho, "que el edificio social 
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**reposa sobre las Municipalidades. En efecto, este po* 
"der, aunque inferior á los Poderes Lejislat¡vo,Ejecuti- 
"vó y Judicial, es el mas antiguo de todos, y el primero 
***üuya necesidad se hace sentir." 

"Ha salido como de si mismo, de las costumbres, de los 
"hábitos y de las necesidades de los habitantes; existe 
"porque no puedo dejar de existir." [364] 

Dice Tocqueville, que la Municipalidad es la única 
asociación inherente á la naturaleza; y donde quiera que 
haya hombres reunidos, allí se forma por sí misma. 

En efecto, el principio municipal se rocanoce en los 
pueblos mas atrasados y en los mas civilizados, en los 
que apenas se forman y en aquellos que cuentan una lar- 
ga existencia. 

El gobierno de las Repúblicas de Grecia y aun el de 
los primeros tiempos de la República Romana, era uu 
Gobierno Municipal; pero las Municipalidades no comen- 
zaron á orpranizarse sisteraadamente en Fiuropa hasta 

fines del sisrlo XI, cnnndo los hal itantes de la? ci'idadfs 
compraron de los Señores feudales que partían para la 
'Cruzada, ciprt'>s privilegios y parantias, ó libertaron del 
todo sus ciudades; en unos y en otros casos, se formaban 
municipalídaies que, ó bien regían la ciudad libertada, 
6 defendían los derechos y las prerogativas adquiridas, 
de los ataques del Soberano. 

La institución municipal fué desarrollándose progre* 
sivamente hasta el extremo de ser un poder temible, ce- 
mo lo fué en Castilla, durante la guerra de las comuni« 

[204] Htlaguitbl. Pict. du diioit {(ablle. Vol. 2o p. ZSfd. 
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dades, en los Paides Bajos, durante el remado do Felipe 
JI, y en Francia, en la época de la Fronde. En las épocas 
posteriores se le han ido designando sus verdaderos li- 
mites, describiéndosele su verdadera esfera, y seSa^n^^- 
sele sus justas atribuciones. 

Tales como se hallan en la actualidad en Francia la^ 
municipalidades son importantísimas para los pueblos, 
contribuyendo notablemente á su adelantamiento moral 
y material, y dirigiendo todos aquellos ramo9 que ap 8f) 
hallan centralizados, que no deben centralizarse, y que 
una vez centralizados, los intereses particulares de los 
pueblos sufren notablemente, sin que los intereses gene- 
rales de la nación reporten ventajas de ninguna especie. 

Pero indudablemente los buenos ó malos resultados 
del establecimiento de las munipalidadcs dependen ex- 
clusivamente de la organización que les señalen, y délas 
atribuciones que les confieren. Como eso no es obra de 
una Constitución, tampoco cumple á nuestro propósito 
ocuparnos de ello. La consignación del principio es k) 
que á la Constitución toca, y el principio es á todas luces 
justo, litil y necesario. En cuanto á su organización solo 
diremos con Magnitot, que "do la Jjuenaó mala organi- 
"zacion de las municipalidades, depende en gran parte 
''para los pueblos el goce de la libertad civil y politipa.'' 



''mi!&!:m^:mw:mt rcwfcg?r^m?i^-c^^ 



TITOLO llIL 



De la fuerza publica « 



Art, éi, lA íaerza publicase compone del Ejército, Armada y 
Guardia Nacional. Una ley fijará el niimoro de la fuerza permanente 
de mar y tierra, y el de los Generales y Jefes del Kjército y Armada, 

Divididas sa hallan entre nosotros las opiniones sobre 
la necesidad déla existencia del ejército: lo mismo suce- 
de respectó de la marina/ y á la misma divergencia de. 
opiniones se halla sugeta la de la Guardia Nacional, No- 

aotros creemos, que en una Constitución, iio soló no 31&- 
be decretarse la supresión de estos cuerpos, sino que Be 
deben expresamente reconocer: á las leyes orgánicas ^ue 
sobre ellos se dicten, toca arreglarlos de la manera que 
sea mas provechosa «á los intereses del pais. Es induda- 
ble que en el curso de la vida de las naciones se ofrecen 
casos en que el gobierno necesita armarse, bien para re- 
chazar agresiones exteriores, bien para contener de* 
sórSenes domésticos. ¿Cual sería en uno de estoB can 
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sos la situación de un Estado cuyas leyes le prohibie- 
sen levantar uu ejército ó formar una escuadra? Por eso, 
pues, semejante disposición no se encuentra en las leyes 
de nación alguna, pues aun en los Estados Unidos, -el 
menos militarizado de la tierra, existe un cuerpo de e)ér- 
'cito de diez á quince rail hombres guarneciendo las fronte- 
ras del Estado, en una guerra constante con lossalTajes, 

•guerra llena de fatigas, si no de peligros, en la que se 
ejercitan los soldados y se forma un semillero de oficiales 

habituados á los trabajos y á los ardides de la guerra. Es- 
tos oficiales y estos soldados son los que dirigen los milla- 
res de guardias nacionales en las épocas de guerra, los 
Tencedores de Montercy y de Méjico, y son con los que 
sin duda cuenta la Rusia republicana, para emprender 
sus futuras conquistas, ó sean a??6a;acaone*f, como las 
llaman esos ardientes demócratas, que si no se atreven 
á pronunciar la palabra, arden en deseos de consumar el 
hecho. 

No SOMOS nosotros por cierto ardientes partidarios 
del ejército, ni creemos un momento que pueda ser útil á 
la nación, ni que ofrezca gran seguridad á las garantías 
publicas la existencia constante de un fuerte ejército. 
Desgraciadamente la esperiencia, y el recuerdo de los 
acontecimientos pasados, prestan un sólido apoyo á nues- 
tra opinión. Pero tampoco podremos nunca pretender 
su completa abolición. Si grandes peligros ofrécela exis- 
tencia de un ejército numeroso, no son monos los que pre- 
senta la falta absoluta de él. Rodeados de vecinos tur« 
bulentos, que pretenden constantemente engrandecerse i 
nuestra costa: existiendo aun en la República la s«3íill« 
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i'evolucionariá, cuya completa extinción es solo obra de 
tiempo, del orden y de la paz, el Gobierno podría rcrsc 

frecuentemente obligado á recurrir ala fuerza para ase- 
gurar el orden interior ó la paz exterior, y la formación 

completa de un ejército no es la obra de un día, mientras 
que solamente su aumento, puede ser fticil y sumamente 
rápido, porque ya existe una base organizada, y aun los 
cuerpos de la Guardia Nacional obrarian con mejor éxi- 
to, unidos á estos cuerpos del ejército y dirigidos por ofi- 
ciales experimentados y entendidos. 

En cuanto á la marina, su existencia no está para 
nosotros sujeta al menor asomo de duda; bástenos recor- 
dar que el Perú posee una vasta cxtcncion de costa, y si 
su riqueza se desarrolla, como es de esperarse, si so llega 
A organizar la nación sobre bases sólidas, y con un go- 
bierno inteligente y progresista, su comercio tomará un 
incremento inmenso; y por último, que la mayor riqueza 

d6 la República se encuentra en los depósitos dehuano. 
A estas justas consideraciones podemos agregar su imporr 
tancia como elemento de orden, importancia que nadie lo 
podrá negar, y que no hace mucho tiempo hemos palpa- 
do. Recordaremos antes de concluir que la marina ha 
sido siempre un modelo de honor militar y de fidelidíid 

al gobierno, que jamás ha sido foco de desorden ni origen 
de desorganización, y que cuantas veces ha medido sus 
fuerzas con los enemigos del Estado, ha dejado siempre 
bien puesto el honor del pabellón peruano. 
, Re^Écto á la Guardia Nacional diremos solamente 
-que puede ser la columna del orden y de la paz, ó la fuen- 
te do todos los desórdenes, y la causa quizás de la disor 
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Inclon completa del Estado, segua las bases que Be dé ¿ 
Ru organización. Recomendamos á la consideración de 
nuestros legisladores, la ley orgánica de la Guardia Na- 
cional de Francia, promulgada ea Diciembre de 1851. • 

Art. 78, La fuerza armada es esencialmente obediente, no puede de- 
liberar. 

Nunca creímos detenernos en la consideración de este 
artículo, por que jamás pensamos que el principio que 
C')ntiene se pudiera sujetar á duda, pero habiendo obser- 
vado últimamente que se han propalado á este respecto 
ideas que no trepidamos en calificar de absurdas, seanos 
permitido apuntar algunas ligeras ideas sobre él, y pre- 
sentar algunos ejemplos de las leyes de otros pueblos, 
ejemplos tomados indistintamente de épocas y de paises 
diversos, que se rigen por sistemas diferentes, «juízás 
opuestos, pero que por esa misma razón demuestran has- 
ta que punto reina un completo acuerdo en las ideas quo 
el mundo entero abriga, sobre la necesidad que existe dó 
la obediencia absoluta del soldado. 

En EL ORDEN militar dedde que'al soldado le estuviese 
permitida la deliberación, desde que su obediencia no 
fuese enteramente absoluta, moría la disciplina y la mo- 
ralidad, y un ejército sin disciplina extrícta y sin morali- 
dad, seria una calamidad para los pueblos, al mismo tiem* 
po que una carga inútil para un Estado; pues ocasiona- 
ría inmensos males, y no producirla uno solo de los bie-» 
nes que de tal institución reportan los pueblos. Sin mo- 
ralidad ni disciplina ¿podrían haberse ejecutado las cam- 
pañas admirables de Anntbal y César en los tiempos an- 
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tignos de Carlomagno y Godofredo en la edad media» 
de Carlos XII y Napoleón en la época moderna? No se- 
guramente. Un ejército sin esas condiciones seria seme- 
jante á las hordas que condujo Pedro el hermitaño, y que 
encontraron pu sepulcro en Hungria y Bulgaria. 

£n £L orden político, un ejército que no sea esencial- 
mente obediente, un ejército autorizado para deliberar , 
eambiaria á cada paso el Gobierno, trastornaría ei orden 
; destruirla la nación; sería, en una palabra, la guardia 
pretoriana dui*ante la decadencia del imperio romano, 
eligiendo Emperador, y decidiendo la suerte del imperio 
en los vestíbulos del palacio de los Cí^sares, ó los jeníza- 
ros de Constantinópla consumando con la muerte de los 
Sultanes las maquinaciones tenebrosas del serrallo. Asom- 
bro nos causa que tal doctrina se pueda sostener; pero á 
esas aberraciones está siíjeta la razón humana, cuando es 
dirif^ida por ruines pasiones. ' : 

Hemos dicho que prcseutariamoa ejemplos de dirersos 

pueblos, y vamos á cumplirlo. Lafí Constituciones do 
Francia en sus diversas épocas [365] la Constitución de 
Polonia d3cretada por la Dieta en 3 de Mayo de 1791, 
reinando Estanilao Auírnsto, [3661 la de la de la Repú- 
blica Cisalpina sancionada en 1797, después de la campa- 

• 

[•íf)51 Tít. IV ftrt. 2o de la Conpt. de 1791. Art, lU de la de 1793- 
íit. IX art. 275 deía dól aflo VÍIÍ. [Los Sonndop consultos de ir de Ter. 
midoT del afío X y de 28 de Floreal del año XII re ocupan Rnlnmente do 
las diFposicionets de esta Constitución que no ern.n compatibles c(>n el 
Gonsnlado perpetuo ó con ñ Imperio: en lo demns continuó vifrente ] 
Art lo de la ley dn 22 de Marzo do 1832. Cap. IX. nrt. 104 do likCt)OBt. 
de 1848, En la nota áeste artículo. diceDnpin, cíúo el prinaijMO que es-l 
tableoe no ha cesado xiuaoa de ser una de 1(ib májU Jiaa de! doi'oclic^ róbli-' 
oif francés. >■ . * t 

[866] Cap. IX. 



— 2t0— 
ña de las tropas francesas en Italia, [año V ilc la liepÜK 
blica] época en que se prestaba un culto exajerado á la 

libertad y <á los derechos del hombre, [367J la do la Ro^ 
pública italiana sancionada cu 10 de Pluvioso del año X. 
bajo la protección y la influencia ds la Fi ancia, [368J 
la de Portugal, dictada por las ideas liberales y modiila- 
da en las leyes inglesas, [36í>] la de la nntigua Repúbli- 
ca de Haití, [370] la de Chile, [371] y finalmente la 
nuestra de 1839, [372] todas, todas estas leyes declaran 
que la fuerza pública es esencialmente obediente y que 
no puede deliberar. 

Nos hubiera sido fácil aglomerar argumentos y citas 
de leyes de todos los países en favor del principio queso* 
bre la obediencia militar sanciona este proyecto; pera 
creemos ser suficiente lo que llevamos dicho para defen- 
derlo, y mas que suficiente para des?truir los absurdos ar* 

gumentos de los que por defender injustas resoluciones 
tienen que recurrir á vergonzosos sofism is. 

Art. 79. Ningún cuerpo armado puede hacer reclutatniento, ni exi- 
gir clase alguna do auxilio, sino por medio de las autoridades civiles, ni 
proceder contra la libertad de los ciudadanos sino á requerimento de di* 
chas autoridades. 

Poco tendremos que estendernos sobre esta disposi^ 
cion. El estado no se gobierna por el poder militar sino 
por las autoridades civiles y administrativas, por consi- 

[3671 Tlt. TX. art. 270 
[3681 TU. XV. art. 124. 
[3691 Tít. TV art. 164 
[3701 Tít. IX art. 211. 
[8711 Cftp. XT. art. 157. 
[372] Tít. XVII art. 1Í5. 
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gaiente, ese es el órgano natural y lejítimo de todos los 
mandatos gubernativos. Respecto ala segunda disposi- 
ción en él contenida, no es, sino una corroboración del in- 
ciso 4° del art. 7^ de este proyecto. 

Es TAN natural y tan reconocidamente justa esta dis- 
posición, que si tratara de consignarla en las leyes de 
otro pais, la consideráramos innecesaria; pero no sucede 
asi en el nuestro, donde nadie ignora cual ha sido el do- 
minio y cuales los avances del poder militar. 

UNA DISPOSICIÓN semejante encontramos en las leyes 
de Chile [373] y en las de los Estados Unidos. [374] 
También en esos paises las encontraremos necesarias, si 
consideramos que ambas Constituciones fueron dadas 
después de una larga guerra civil en el primer estado, y 
nacional en el segundo; y bien sabemos que en épocas se- 
mejantes, toma gran desarrollo en los pueblos el princi- 
pio militar. 

Art. SO. Los Jefes y oficiales del ejército y armada no pueden s^" 
privados de sus grados, honores y pensiones sino coa arreglo á laa leyes. 

Lo CONTRARIO scria absurdo é injusto, digno solo de 
una Dictadura y sintoma de una desorganización social, 
porque los en. pieos públicos de cualquiera clase que sean, 

están conferidos bajo la protección de las leyes, y solo 
se puede ser privado de ellos por los medios que esas 
mismas leyes señalan» 

[373] Cap. X. art. 15. 
[374] Apéndice art. 3o 
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Art 81. Ninguno de los poderes ni fancionarios establecidos |^or €9* 
ta Constitución podrán traspasar los límites qoe ella ks seftala^ 

No BASTA qae cada uno de los poderos publico^», (fiñ 

cada funcionario do la nación teiiga trazada por la lí^J 

su órbita respectiva, para conseguir laarmomay la divl* 

sion de los poderes; es necesario consignar ea la ley la 

disposición de que nadie pueda traspasarlas, para hacef 

:de eseabuso un atentado contra la l^y. iTaataea la vol- 

portancia que tiene la fiel observancia de la órbita suup* 

cada á los poderes, en el mecanismo político de na Ba* 
tadol 

Art. 82. Todo funcionario publico debe, aT tomar postei^m de'ga^^es- 
tino, prestar ei juramento d6 gjiardaE kir Oonatíláraon. 

Al ocupabnos del articulo 38 que prescribe' que eTI*r«- 
sidente de la Repiblica debe prestar el respectfvtf júfat* 

mentó al hacerse cargo del mando,. bemosiúailifeidtiido 
algui»)? prfffcipíWáOfe^^feií^íferfdtó áb^^^ 
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poco será, pues, lo que nos detengamos ahora en su apre- 
ciación. 

Desde los tiempos mas remotos, hemos dicho antes, se 
ha exijido el juramento como una necesidad indispensa- 
ble en los actos de la vida civil y política. En los últi- 
mos tiempos, ha habido algunos escritores que se han 
opuesto á él, considerándolo como una formalidad inútil, 
porque los juramentos se violaban con la misma facilidad 
que se prestaban. ¡Triste cosa es por cierto decir que 
ha llegado una época en que se viole fácilmente el com- 
promiso solemne que se contrae á la faz de Dios, é invo- 
cando su sagrado nombre! Pero de que el juramento se 
viole fácilmente no se deduce que sea una formalidad inú- 
til. El que sea capaz de ser perjuro, no seria mas exacto 
sino mediase esa formalidad, y aquel que tiene conciencia 
y honor, queda ligado por el juramento con lazos que no 
existieran* para él sino lo hubiese prestado; por consi- 
guiente, si el juramento puede ligar á veinte individuos, 
do ciento que lo presten á la vez, es claro que no es una 
formalidad inútil, porque de otro modo hubieran queda- 
do libres los ciento. Pero, si consideramos un absurdo 
pretender enteramente suprimir la formalidad del jura- 
mento, no sabemos que nombre darle á la sostitucion que 
algunos proponen con l2i solemne afirmación^ óAa, palabra 

de honor. Aquí copiaremos al Sr. Herrera en sus excelen- 
tes notas á Pinheiro, uno de los escritores que proponen 
la sostitucion. "O se entiende por honor, dice ese respe- 
"table publicista, la estimación de sí mismo, de que goza 
'*el hombre que arregla sn conducta á los nobles prinei- 
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"pios de la moral, y que está firmemente resuelto á vivir 
"conforme á ellos, ó la estimación que hacen de él los de- 
*'mas. En el primer caso ¿quién puede concebir honor — ; 
'^religión del hombre de bien — en el que viola su juramen- 
"to? En el segundo ¿qué gai'antia es el honor fácil de 
"conservarse y aumentarse á costa de un poco mas dé 
"fraude, de un poco mas de iniquidad, para burlarse de 
"aquel con quien se pactó?" L^75j 

"¿Qué es el juramento?— dice Eoycr Collard, un acto 
**de religión, seguu los juriconsultos, en que el que jui-a 
"tomaá Dios por testigo de su fidelidad á lo que promete, 
*'y por juez y vengador de su infidelidad si llegase á fal- 
"tar á lo prometido: es un acto derelijion en el que Dios, 
"presente do quiera, interviene como testigo y como ven- 
"gador." [íJ76J ¡Y un acto tan sagrado y de importancia 
tanta debe ser suprimido! ¡Y autores de nota sostienen 
semejante absurdo! Diremos, con el Sr. Herrera, que no 
lo comprendemos, sino como una consecuencia del triste 
privilejio en que los hombres que han renunciado á la re- 
lijion, están, por distinguido que sea su saber, de renun- 
ciar también hasta del sentido común, cuando raciocinan 
sobre asuntos religiosos. 

Durante la revolución de 1848, y la República, se 
abolió én Francia el juramento político. Oigamos la opi^ 
nion de Dupin á este respecto. [377] "El Gobierno Pro- 
"visorio, establecido en Febrero, suprimió el juramento 

[375] Nota 34 pág. LIX. Quisiéramos copiar todae««ta nota, pero su 
extens'on no nos lo permite. A tila rt metimos a los lectores que quieran 
adquirir m js extensión de id< as 8ol)re la cuestión. 

1376] Discurso del 12 de Abril de 1826. 

[877] Notes á la Const. pág. 66 y 67. 
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"político. Era un modo de eritar la resistencia de parte 
"de aquellos que estaban llamados á prestarlo; prefirie- 
"ron aquéllo de quien calla otorga. [378] Pero si fué esa 
"una comodidad, ¿fué un acto bien meditado, suprimir 
"asi esa forma de compromiso solemne, que en todos los 
"pueblos de la tierra, tanto antiguos como modernos, ha 
"sido siempre exijido á todos aquellos á quienes la ley 
'confia el ejercicio del poder público? La Constitución 
"sujeta ahora al Presidente de la República á un jura- 
"mento, del que ella misma señala la fórmula: entonces, 
"pues, considera ese juramento como un freno, y si lo con- 
"sidera asi, ¿porqué no lo impone á los demás funciona- 



"rios." 



Después de haber citado en apoyo de esta disposición 
y de los principios que profesamos, las opiniones de es- 
tos respetables escritores, concluiremos manifestando que 
el juramento se exije en todas las leyes del mundo, in- 
cluso en la de los Estados Unidos, [379J las que so'o 
permiten la solemne afirmación, en los casos en que la 
religión que profese el funcionario público llamado á ju- 
rar, le prohiba hacerlo. 

Art. 83. Ninguna moción para la reforma de uno ó mas artículos 
de esta Constitución podrá admitirse, sin que sea apoyada á lo menos 
por la cuarta parle de los Senadores presentes, sin qiie se haya publi- 
cado en el periódico ofícial. y sin que hayan trascorrido veinte dias des- 
pués de su publicación. 

Desde que una Constitución ha sido adoptada en un 

['iT8] Eso prueba las FÍmpntías qno ten'a la IxPpi'iMica ^n Frnnc^a. 
Impu(8tn for soipre^a, cnyó ni a( pío vigorogude Napokon» y £>u cftida 
fué sancionada por 8.000,000 de votos. 
[379] Art. eo inc. So 
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Estado, se debe suponer que s.qa una obra, sino perfecta^ 
á lo menos la mas adaptable á sus circunstancias; por con- 
siguieute, para su reforma se debe proceder con deten- 
cioa y mesura, y considerando l3ajo todos los aspectos po- 
sibles la disposición que se trata de reformar; para con- 
seguir esto, 80 dispone que las reformas se inicien en el 
Senado, cuerpo que debemos suponer dotado de mas cal- 
ma y circunspección, y que sean apoyadas, lo menos, por 
la cuarta parte de los Senadores presentes. 

C.oíí LA publicación en el periódico oficial, y el tras- 
curso necesario de veinte dias antes de ser sometida á 
discusión, se consigue que esa discusión se ilustre <?on las 
observaciones de la prensa, y que se conozca la manera 
con que ha sido recibida por la opinión pública la refor- 
ma que se pretende efectuar, 

Art. 84. Admitida la moción por )a mayoría absoluta, deliberará el 
Senado si exijen ó no reforma el artículo ó artículos en cuestión, y si 
resolviese que la exijen en votación nominal, con la mayoría de los dos 
tercios de los Senadores presentes, pasará á la Cámara de Diputados, 
que no podrá ponerla en discusión sino veinte dias después de haberla 
recibido, y que para aprobarlo necesitará también la mayoría de los des 
tercios de sus miembros presentas en votación nominal. 

Este artículo se limita á señalar la tramitación que se 
debe seguir al reformar una ó varias de las disposiciones' 
constitucionales. Las disposiciones que contienen, ob-^ 
servamos que tienden á conseguir los elementos indispen- 
sables para que la reforma giea atinada; estos elementos 
son, apoyo de una gran mayoría, díseusion^s, traseurso 
de varios dias— condición indispensable para que k re- 
forma DO 6oa dfecto de las^njestiones del espíritu de^mr^ 
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tiempo para escuchar la voz de la opinión pública de los 
diversos pueblos que componen la República &a. &a. No 
podemos creer inútil ninguna de estas disposiciones, si 
consideramos lo importante y trascendental que es pa- 
ra un pueblo el cambio de cualquiera de las bases en 
que reposan sus leyes. 

Art. 85. Aprobada la moción por ambas Cámaras pasará como cual- 
quier otro proyecto de ley al Presidente de la República para los efec- 
tos de los artículos 33 y 34 de esta Constitución. 

Recordaremos que los artículos 33 y 34 á que se refie- 
re el artículo anterior, son los que se ocupan de señalar 
el modo y forma en que debe proceder el Jefe del Poder 
Ejecutivo para la aprobación de las resoluciones lejisla- 
tivas que le comuniquen las Cámaras. 

Si en toda ley es necesario darle participación al Po- 
der Ejecutivo, que es el que las tiene que hacer ejecutar, 
y el que mejor puede conocer los inconvenienteái qu6 
ofrezcan 6 las ventajas que al servicio público proporcio- 
nen, ¿no seria absurdo nesgársela en la reforma de la ley 
fundamental, en cuyas disposiciones se apoyan necesa-^ 
riamente todas las leyes secundarias? Creemos que si, y 
que esa es la razón principal en que esta disposición se 
apoya. 

Art 86. Publicada la ley en que se establezca la necesidad de la re- 
forma, quince dias después se propondrá en el Senado el proyecto de ley 
de reforma, en el que se procederá con arreglo á lo dispuesto para lí 
formación de las demás leyes. 

El Senado, cuerpo en el que tiene su oríjen la inicia- 
ción de la reforma, debe ser también el que prepare el pro- 
y^Vó d^ 1^) ^ue r^rntr todas laéi leyesj y mas que todas 
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las leyes, por su inmensa importancia, debe seguir para 
su sanción el curso que este proyecto señala, y cuya ner 
cesidad hemos demostrado anteriormente. 

Art. 87, Si la reforma tiene por objeto aumentar ó disminuir el pe- 
riodo de la Presidencia ó alterar la forma de su renovación, la ley de 
reforma, aunque sancionada y promulgada, no podrá nunca ponerse en 
ejecución sino después que haya cesado en la Presidencia de la Repú- 
blica el Presidente en cayo periodo fué sancionada. 

Si la Constitución no lo dispusiese asi, si la reforma 
pudiese ser ejecutada durante el periodo del Presidente, 

la duración do este estaria á merced del Cuerpo Legisla- 
tivo ; y si el Jefe del Estado pudiera dominarlo, seria un 
elemento de tiranía. De un modo ó de otro se rompería 
el equilibrio y la armonía de los poderes públicos, que 

es, como varias veces lo hemos dicho , á lo que principal- 
mente debe propender toda Constitución, 

Observando en general el título que acabamos de co- 
mentar, conoceremos que todas sus disposiciones llevan 
el sello de la justicia y de la necesidad, y facilitan los 
medios de reforma, evitando la influencia del espíritu de 
partido, de la sorpresa ó de la precipitación; que sus dis- 
posiciones á este respecto son infinitamente mas libera- 
les que las que contenia la Constitución de 1839 [380] 

en la que seestablecian tantas trabas y dificultades para 
su reforma — que como dice el Sr. Pacheco, [381] parece 
que sus autores quedaron tan complacidos de su obra que 
se propusieron fuese eterna — y mucho- mas aun que las de 
la Constitución de los Estados Unidos que no señala me- 
dio alguno de reforma. 

[380} Véase el tít. XIX. 

[381] Cuestiones constitucionales. 

89 
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Hemos concluido: al escribir estas palabras que tan 
bien suenan al oido de un escritor, y decimos escritor, 
porque escritor es el que alj^o escribe, sea bueno o ma- 
lo — después de una tarca larga y difícil, nos asiste la fir- 
me convicción de haber puesto todos los medios que 
nuestra pobre inteligencia nos permite, para cumplir 
nuf^stro propósito: rovindicar este proyecto del precipi- 
tado juicio que de él formó la Representación Nacional. 
Croemos haberlo conspofujdo, no p:racias á nuestro hu- 
milde trabajo, sino á merced del mérito real y verdade- 
ro del proyecto que hornos comentado. En efecto, si con- 
sideramos en conjunto ahora lo que antes hemos parcial- 
mente examinado, veremos que sin recar<}:ar el texto con 
minuciosas disposiciones que son del dominio de las le- 
yes orgánicas, comprende todos los fundamentos de la 
organización política de un Estado: concede al ciudada- 
no todas la«5 garantías que le son inherentes, y propor- 
ciona todos los medios necesarios para evitar el abuso 
que de ellas se pueda hacer sin hollarlas ni inculcarlas: 
distribuye los poderes públicos, los amorniza y los equi- 
libra de modo que su ejercicio sea completo, sin que pue- 
dan usurparse sus atribuciones, realizando el pensamien- 
to de Montesquieu :;)ara que el poder sea completo es nece- 
sario que el poder contenga al poder: de manera que ca- 
da atribución concedida al Ejecutivo, se equilibra con 
otra concedida á las Cámaras ó al Consejo: establece un 
Consejo de Estado en los limites de esta institución, y 
formando de este cuerpo la piedra angular del edificio 
administrativo: arregla la sucesión del mando, de modo 
que se conserve el pensamiento del Gobierno y la unidad 
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de acción, sin destruir la alternabilidad democrática: 
finalmente, proporciona los medios de su reforma con to- 
das las condiciones de madurez y acierto. 

Una Contsitücion que reúne esas condiciones, si no 
puede aspirar al titulo de perfecta, porque en la huma- 
nidad no se puede alcanzar la perfección absoluta, tiene 
títulos sin duda, para ser considerada digna de aprecio y 
atención. Si influyó en los Representantes la idea de 
que era la obra de un solo hombre, muy errada fué esa 
idea, porque lejos de creer necesaria la cooperación de 
muchos individuos para un trabajo de esta clase, estamos 
convencitlos de que debe ser la obra exclusiva de uno so- 
lo, como único medio de conseguir en ella la unidad in- 
dispensable en obras semejantes, y de que todas sus dis- 
posicijnes estén ligadas por un pensamiento común. ¿Se 
pueden conseguir estas condiciones en una obra colecti- 
va? La historia del mundo nos enseña lo contrario. Las 
leyes del pueblo Hebreo, de Atenas y de Esparta fueron 
formados por Moisés, Solón y Licurgo. En los tiempos 
moderno/!, la Piancia cansada de Convenciones y Asam- 
bleas tumultuosas, que no produjeron sino enjendros dis- 
locados y monstruosos, se entregó en brazos de Sieyes, y 
la Constitución que este sabio legislador formó, obra 
admirable y digna de pasar á la posteridad, como la lla- 
ma Thiers, ha tenido la fortuna de echar las bases del or- 
den administrativo de la Francia, y de regir en aquella 

Nación en los periodos de su mayor gloria y esplendor. 
La Constitución de los Estados Unidos es la obra de 
Jefferson; y en suma, todas las Constituciones que tie- 
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